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A LOS LECTORES Y COLABORADORES

Nota editorial

COMO parte del perfeccionamiento de la labor del Tribunal Supre-
mo Popular, y del Sistema de Tribunales en su conjunto, en los

últimos meses hemos evaluado los alentadores resultados alcanzados
por la revista Justicia y Derecho durante los años en que ha venido
cumpliendo un importante papel en la divulgación jurídica.

Los avances logrados nos permiten, en correspondencia con los
análisis efectuados en el pasado proceso de balance, y los objetivos
y tareas contenidos en las «Proyecciones estratégicas y Lineamientos
de trabajo para 2010», iniciar una nueva etapa en busca de una cali-
dad superior, en todos los órdenes.

Por ello, el Consejo de Gobierno del TSP aprobó un nuevo perfil
editorial, en aras de elevar el rigor, calidad científica, literaria, actua-
lidad e intencionalidad de los artículos que se publiquen, que incluye
elementos identitarios, entre ellos la utilización del color azul con ca-
rácter institucional, una tipografía que hará posible una mejor lectura,
y un formato que facilitará su consulta y conservación.

Igualmente, en correspondencia con su labor, se decidió modifi-
car el nombre de Consejo de Redacción por el de Consejo editorial,
integrado por presidentes de salas y jueces de alta calificación y
experiencia, lo que permitirá mayor rigor evaluativo de las propues-
tas presentadas y de cada número de la revista, integralmente.

De tal forma, la aprobación de trabajos constituirá, en esta nueva
etapa, un estímulo superior para los autores, y reconocimiento a la
calidad y prestigio de las salas, tribunales e instituciones de proce-
dencia.

Esperamos sus criterios y sugerencias, vitales para continuar per-
feccionando la revista, como contribución a divulgar la labor investiga-
tiva, los fundamentos teóricos y prácticos del Derecho, la legalidad y
la administración de justicia socialistas.
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EL Tribunal Supremo Popular de-
cidió honrar a mi padre, Enri-

que Hart Ramírez, por considerarlo
entre los más destacados juristas
de los últimos 50 años. Mis pala-
bras en la mañana de hoy van di-
rigidas a agradecer, en nombre
de mi familia, la decisión del máxi-
mo órgano judicial y a presentar-
les una  modesta contribución a este
propósito.

Esta decisión me ha causado
mucha satisfacción, pues siempre
tuve en él un ejemplo a seguir y una
inspiración para continuar esa tra-
dición familiar y graduarme de doc-
tor en Derecho en 1952. Por cierto,
en estos días, he tenido ocasión de
revisar mi tesis de grado elabora-
da en 1952, cuando me gradué, y
he podido apreciar la estrecha re-
lación que guarda con otros traba-
jos redactados a lo largo de más de
50 años. La crisis del Derecho en
el siglo XX que describí en aquel
texto continúa con más fuerza que
nunca en el XXI.

En las aulas de la Facultad de
Derecho, aprendí a hablar en pú-
blico. Recuerdo que la primera vez
fue en homenaje a Pedro Albizu
Campos, y me asombra hoy apre-

Palabras del Dr. Armando Hart Dávalos para la presentación del libro
Enrique Hart Ramírez, maestro de jueces y de hombres, en la sede
del TSP, el 8 de junio de 2010.

A LOS JURISTAS CUBANOS

ciar que lo dicho entonces tiene con-
cordancia plena con lo que hoy se
necesita. Subrayo que con la dife-
rencia de los años transcurridos.

El mejor homenaje que pode-
mos rendirle a nuestro padre, en mi
nombre y en el de mi familia, se re-
laciona con la necesidad de des-
tacar el papel clave de la juridicidad
y cómo influyeron en nuestra for-
mación tres eslabones básicos: fa-
milia, escuela y comunidad. Hoy,
cuando han pasado tantos años,
resulta indispensable articular es-
tos tres elementos, desde la base
hasta la cúspide, para evitar el co-
lapso de la civilización que llama-
ron «occidental».

La ruptura del orden jurídico in-
ternacional, y el desprecio por las
más elementales normas de la éti-
ca por parte del imperialismo y
sus aliados, están en el trasfondo
de  los graves problemas que hoy
enfrenta la humanidad. Se requie-
re para afrontarlos la juridicidad
sobre profundos fundamentos éti-
cos con una proyección y alcance
universales.

De la dilatada historia de la so-
ciedad humana, podemos extraer,
como conclusión, que no hay civi-
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lización que haya nacido, crecido
y fortalecido sin el apoyo de un
régimen de Derecho. No hubiera
existido civilización esclavista
romana sin el Derecho romano.
Tampoco existiría civilización ca-
pitalista sin el sistema de Derecho
que le sirve de sustento. No habrá
socialismo en Cuba ni en ninguna
parte sin que el sostén de la ley se
corresponda con sus exigencias.

Rindo, por tanto, tributo a mi pa-
dre, cuya trayectoria lo convierte
en un símbolo de la juridicidad. Lo
hago subrayando, una vez más, la
importancia que dieran él y mi
madre a tres instituciones funda-
mentales del mundo actual: la es-
cuela, la familia y la comunidad.
Estos son baluartes que necesita
el mundo para sobrevivir el mo-
mento de gravísima crisis por el
que atraviesa.

Por último, quiero compartir con
ustedes algo que he conveniado
con el presidente, Rubén Remigio
Ferro, pues tiene mucho interés
para la continuidad de este empe-
ño. Se trata de organizar círculos
de estudios e investigaciones jurí-
dicas con el nombre de «Enrique
Hart Ramírez» en la presidencia
del Tribunal Supremo Popular. Es-
tos tendrían por misión estudiar e
investigar la cultura jurídica de
Martí y de Fidel con vistas a alcan-
zar un objetivo supremo: un mundo
que pueda salvarse del extermi-
nio que amenaza al planeta y a

nuestra especie. Estoy seguro de
que los juristas cubanos podrán
hacer mucho en este empeño.

Les acompaño, también, una
serie de trabajos que avalan el
aporte de la política, la educación
y el Derecho para alcanzar estos
grandes objetivos; entre ellos, una
relación de principios filosóficos
que nos pueden conducir al cami-
no de la acción, y recuérdese que
Lenin dijo que «sin teoría revolu-
cionaria tampoco puede haber
movimiento revolucionario».*

Les expongo algunos principios
filosóficos que se deben estudiar
en nuestra época:

–La política tiene, entre sus ob-
jetivos esenciales, instrumentar
medidas encaminadas a defender
los intereses de los sectores do-
minantes en la sociedad.

–La educación persigue prepa-
rar culturalmente a la población
para estos fines.

–El Derecho tiene por misión es-
tablecer, a través de principios
jurídicos, las relaciones entre las
necesidades de la práctica y las exi-
gencias de los intereses domi-
nantes.

___________

* V. I. Lenin: «¿Qué hacer?» [escrito en-
tre fines de 1901 e inicios de 1902], en
Obras completas, t. 6, Editorial Progre-
so, Moscú, 1981, pp. 1-203.
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Lo anterior tiene fundamentos
en las profundas verdades filosó-
ficas a lo largo de la historia.

La relación entre los diferentes
objetos de la realidad está en es-
tablecer vínculos de cada uno de
los procesos de la vida real, de for-
ma que puedan hacer prevalecer
los intereses dominantes. Ponga-
mos un ejemplo, a partir del Dere-
cho: la legalidad debe garantizar un
vínculo eficaz para proteger la justi-
cia, tal como se entiende en cada
época. Esto, desde luego, se ha he-
cho siempre.

La justicia universal a plenitud
para toda la humanidad solo es po-
sible lograrla a través de una articu-
lación del objeto de la realidad que
sirva a todos sin excepción. Por
eso, la justicia plena a nivel univer-
sal resulta siempre mucho más
compleja que cuando se aprecia en
nombre de intereses parciales. Por
eso, el socialismo, con la aspiración

a la justicia universal, es más com-
plejo que cualquier otro régimen
social. Para esto, es necesario es-
tudiar lo expresado por los grandes
pensadores y próceres. He ahí la
fuerza que tiene la cultura cubana y
su tradición, expresada en el pen-
samiento de Luz y Caballero, cuan-
do afirmó: «Todas las escuelas y
ninguna escuela, he ahí la escuela.»
Para mí, esta es la escuela de Marx,
Engels, Lenin, Martí y la mejor tradi-
ción cubana. Ahí están los funda-
mentos de las raíces de la tradición
cubana del siglo XVIII.

En fin, les reitero mi agradeci-
miento por la iniciativa de homena-
jear a mi padre y el compromiso de
contribuir modestamente a exaltar
su ejemplo y su contribución a man-
tener viva la tradición jurídica de la
nación cubana, de gran importan-
cia para las nuevas generaciones.

Muchas gracias.

Lic. Sergio Ravelo López,
jefe del Departamento de Divulgación e Información, TSP

FIGURA CIMERA DE LA JUDICATURA CUBANA
Dr. Enrique Hart Ramírez

EN ocasión de celebrarse la Jor-
nada por el Día del Trabajador

Jurídico, el Tribunal Supremo Po-
pular y el Sistema de Tribunales, en
general,  dedicaron especial home-
naje de recordación a una de las
figuras cimeras de la judicatura cu-
bana, el doctor Enrique Hart Ramí-
rez, quien se desempeñó durante 54

años como juez, en diversas ins-
tancias, hasta ocupar la Presiden-
cia del Tribunal Supremo Popular
entre 1959 y 1980, desde cuya al-
ta investidura, con la entereza,
profesionalidad y sentido del deber
que lo caracterizaban, tuvo a su
cargo un papel relevante en los pro-
fundos cambios y procesos que lle-
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vó a cabo la Revolución, en aras
de la consolidación y perfeccio-
namiento de la legalidad socia-
lista.

Enrique Hart Ramírez nació en
La Habana el 13 de diciembre de
1900. Realizó estudios en el Insti-
tuto de Segunda Enseñanza de
la capital, donde fundó y coedi-
tó la revista En Broma. Edición en
Serio. Fue un estudiante ejemplar
y obtuvo el título de bachiller en ju-
lio de 1918.

Ingresó en la Universidad de La
Habana en septiembre de 1918 y,
en 1922, se graduó con altas califi-
caciones como doctor en Derecho
Civil y Derecho Público. Ejerció la
abogacía en diferentes bufetes,
entre 1922 y 1925; y, al año siguien-
te, ganó por oposición una plaza de
juez municipal de Trinidad. Tres
días antes, había contraído matri-
monio con la doctora en Farmacia
Marina Dávalos Torice, de cuya
unión nacieron sus hijos Enrique
Armando, Armando Enrique, Mari-
na, Martha, Jorge, Alberto y Gusta-
vo. Con especial sentido de la ética
y los valores patrios, supo inculcar
en sus hijos principios e ideales que
enrumbarían sus vidas por el cami-
no de la Revolución.

En virtud de su trabajo, fue pro-
movido en diversas ocasiones: en
1932, a juez de instrucción de Tri-
nidad y, en 1935, al mismo cargo
en Sancti Spíritus. En 1937, fue nom-
brado juez de primera instancia de

Colón y correccional de Matanzas.
Diez años después, a magistrado de
la Audiencia de Santiago de Cuba.
En 1950, pasó a la Audiencia de
Matanzas y, dos años más tarde, a
la de La Habana, donde lo sorpren-
dió el golpe de Estado del 10 de
marzo de 1952.

El régimen, entre sus primeras
medidas, derogó la Constitución de
1940 y en su lugar instauró unos lla-
mados Estatutos Constituciona-
les. Él se negó a jurarlos y solo se
vio obligado ante una orden que li-
bró la Sala de Gobierno del Tribunal
Supremo de Justicia, lo que lo po-
nía en entredicho ante la dictadura.

En octubre de 1957, la Sala
Especial de Gobierno del Tribunal
Supremo radicó la causa número
93 «para conocer de la actuación
del Magistrado de la Audiencia de
La Habana, Dr. Enrique Hart Ra-
mírez», a partir de una investiga-
ción del Servicio de Inteligencia
Militar que lo vinculaba a las acti-
vidades revolucionarias de sus
hijos Armando y Enrique y expre-
saba que su permanencia en el
poder judicial constituía «un serio
peligro para la estabilidad de la
República».

El 6 de marzo de 1958, once
magistrados de la Audiencia de
La Habana, entre ellos el doctor
Enrique Hart, y dos jueces de
tribunales de instancias, suscribie-
ron un escrito, hecho público, don-
de denunciaban la violencia del
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régimen y las presiones sobre el
poder judicial.

Como consecuencia de lo an-
terior, el doctor Hart fue separado
de su cargo. Perseguido por el ré-
gimen, pues mantenía cercanas
relaciones con combatientes clan-
destinos, a lo que se sumaba la
destacada trayectoria de sus hijos
Enrique –muerto por una explosión
durante acciones clandestinas–  y
Armando, uno de los principales di-
rigentes del Movimiento 26 de Ju-
lio, partió al exilio para regresar al
país tras el triunfo revolucionario del
Primero de Enero.

En febrero de 1959, ante sus
méritos y capacidad, pasó a ocu-
par el cargo de Presidente del
Tribunal Supremo, el que desem-
peñó hasta su jubilación en 1980.

Durante ese tiempo, hizo pa-
tente su impronta en los profun-
dos cambios que tenían lugar en
el país en la conformación y con-
solidación de la legalidad socia-
lista y el trascendente papel que
debía desempeñar una judicatu-
ra genuinamente revolucionaria
y popular.

En consideración a sus rele-
vantes méritos, en 1966 recibió el
carné número 1, en el proceso de
acreditación de abogados. Con la
sencillez que le era propia, parti-
cipaba como revolucionario de
filas en diversas tareas que lleva-
ba a cabo nuestro pueblo.

Fue miembro destacado del
Secretariado de la Comisión de
Estudios Jurídicos del Comité
Central del Partido, que redactó
las leyes de Organización del Sis-
tema Judicial, de Procesamiento
Civil, Administrativo y Laboral, y
el Código de Familia; miembro de
la Comisión que elaboró el ante-
proyecto de la Constitución So-
cialista de 1976; integrante del
Consejo Mundial de la Paz; repre-
sentante de Cuba, desde 1966, en
la Corte Permanente de Arbitra-
je de La Haya; delegado a los
primeros congresos del Partido,
vicepresidente de la comisión en-
cargada de los proyectos de reso-
luciones sobre la Constitución, la
Ley de Tránsito Constitucional y los
Órganos del Poder Popular, entre
otras. Propuesto por el Comandan-
te en Jefe Fidel Castro, fue el primer
cubano en recibir la Orden Na-
cional José Martí, al pasar a re-
tiro en 1980.

El doctor Enrique Hart constitu-
ye paradigma para los juristas y
jueces cubanos. Nos legó no solo
su ejemplo de revolucionario ínte-
gro y consagrado por entero a la
causa del pueblo, sino, además, un
rico caudal de ideas y principios,
su arraigado sentido popular, crea-
dor y revolucionario, que mantie-
nen total vigencia en nuestros días
y nutren lo mejor del pensamiento
jurídico cubano.
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VOCACIÓN DE JUSTICIA:

PROPIA, UNIVERSAL Y EFECTIVA

Distinguidos miembros de la Presidencia,
Estimados delegados e invitados:
Permítanme, en primer lugar, expresar la profunda satisfacción y gra-
titud que experimentamos los juristas cubanos, en particular los inte-
grantes del sistema judicial, por la presencia entre nosotros de tan
numeroso y calificado grupo de profesionales, estudiosos y operado-
res del Derecho, provenientes de 19 países de Latinoamérica, Euro-
pa y África.

La calurosa acogida dispensada por los colegas de otras naciones
aquí presentes a la convocatoria de este encuentro, el quinto organiza-
do por el Tribunal Supremo Popular de la República de Cuba, constitu-
ye, sin dudas, una muestra de consideración y respeto hacia nuestros
órganos judiciales y, mediante ellos, hacia nuestro país y su pueblo
resuelto, digno e inclaudicable frente a asedios y amenazas de cual-
quier tipo. Ello refuerza nuestro empeño en corresponderles con el des-
pliegue de la sincera y fraterna hospitalidad que nos caracteriza.

Destaco, con especial énfasis, el alto honor que significa para to-
dos los aquí reunidos compartir estas jornadas con las prominentes
autoridades cubanas que nos acompañan, junto a ilustres personalida-
des de naciones hermanas que prestigian sobremanera esta reunión,
que igualmente se honra con la presencia de distinguidos represen-
tantes del cuerpo diplomático acreditado en el país.

El propósito de este evento es, nuevamente, propiciar la reflexión, el
debate y el intercambio técnico-profesional y académico en torno a
diversos temas de naturaleza jurídica, vinculados directa e indirecta-
mente con la actividad jurisdiccional, que puedan servir de provecho,
de cara a los procesos de actualización y evolución de concepciones y
prácticas que, en relación con el Derecho y la administración de justi-
cia, tienen lugar en la mayoría de nuestros países.

En Cuba, nos mantenemos en el empeño de alcanzar niveles supe-
riores de eficiencia y eficacia en la labor judicial y jurídica en general  y,

Discurso pronunciado por el Lic. Rubén Remigio Ferro, presidente del
Tribunal Supremo Popular, en la apertura del V Encuentro Internacional
Justicia y Derecho, el 26 de mayo de 2010
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en aras de lograrlo, trabajamos en la revisión crítica de disposiciones,
procedimientos y prácticas establecidas, para modificarlas en lo perti-
nente y atemperarlas a las actuales necesidades y circunstancias del
país y sus perspectivas. De esa manera, el Derecho y la justicia se
insertan como corresponde, en la dinámica de evolución progresiva
que se opera en las esferas económica, política y social del país.

De ahí que apreciemos muy positivamente oportunidades como las
que ofrece este congreso para escuchar e intercambiar experiencias
y puntos de vista, que nos ayuden a enriquecer el arsenal de ideas y
enfoques que impulsan y sustentan el perfeccionamiento de la activi-
dad judicial para hacerla más accesible, inclusiva, garantista, inmedia-
ta y efectiva.

Aun así, creo importante significar que, por razones que nos pare-
cen obvias, en Cuba consideramos que el sistema jurídico y judicial del
país solo funciona con la debida efectividad y eficacia, si se estructura
consecuentemente atemperado a las condiciones contextuales de nues-
tro entorno, aunque sin perder de vista el necesario e imprescindible
referente recogido en convenciones internacionales y las experiencias
foráneas afines. En tal sentido, evitamos traspolar mecánicamente a
nuestro ordenamiento sustantivo o procesal disposiciones o prácticas
que no se avengan con la idionsicrasia, cultura y valores del pueblo
cubano y el nivel de desarrollo de nuestra sociedad.

La experiencia enseña con suficiente elocuencia que allí donde se
olvidan de estos condicionamientos y postulados, el sistema jurídico
resulta una entelequia inoperante e inefectiva para su población, que
es su principal destinataria, y deja, por tanto, de cumplir su función y
cometido. El esnobismo y el vanguardismo jurídicos a ultranza condu-
cen a perder el contacto con la realidad circundante, a contrapelo de
las necesidades concretas y palpables de lo circunstancial y específi-
co de cada escenario nacional o regional.

A los colegas que nos visitan por primera vez, o carezcan de sufi-
ciente información sobre el sistema judicial cubano, les adelanto que
su posicionamiento está expresamente refrendado por la Constitución
y la ley, y se estructura y funciona sobre la base de los principios de
independencia judicial, unidad de jurisdicción, integración colegiada
de todos los órganos judiciales, participación popular directa en la ad-
ministración de justicia y carácter electivo, inamovible, responsable y
revocable de los jueces, entre otros aspectos que le confieren a este
sistema la incuestionable juridicidad y legitimidad que solo pretenden
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negar quienes lo examinan desde una óptica sesgada por prejuicios
ideológicos tendenciosos y aviesos, al estilo de patrones hegemónicos
dictados ya se sabe donde.

Los adversarios del socialismo cubano, liderados como se conoce
por el gobierno norteamericano, mantienen una furibunda campaña
difamatoria contra nuestro país en todos los ámbitos; los tribunales de
justicia, los procesos y las decisiones judiciales que aquí tienen lugar
no escapan a su ponzoñosa alharaca. No obstante, en esta actividad,
como en cualquier otra, la realidad palpable e incuestionable de lo que
en Cuba acontece echa por tierra toda falacia o patraña malintenciona-
da. La transparencia en la actuación de nuestros órganos judiciales, su
apego a la ley y al Debido proceso; el carácter abiertamente popular e
inclusivo de sus integrantes, son prueba irrefutable de que, más allá de
dificultades y aspectos perfectibles, nuestra administración de justicia
constituye también una conquista de la Revolución, con un desempeño
superior al que pudieran mostrar aquellos que se autoevalúan como
paradigmas de democracia y adalides del Derecho. Este cónclave les
permitirá a los participantes constatar la certeza de lo anteriormente
expresado.

Por otra parte, el programa científico del congreso incluye varias pro-
yecciones de interés y actualidad acerca de modestas experiencias cu-
banas relacionadas con la administración de justicia, en temas como el
sistema de control judicial y social al cumplimiento de las penas
sustitutivas de la privación de libertad y de los beneficios de excarcela-
ción anticipada, y la relativa a los procesos vinculados al Derecho de
Familia, con creciente inclusión de enfoques multidisciplinarios y el
reforzamiento de la oralidad, entre otras novedades.

De gran interés e impacto en ese sentido resultan, también, las trans-
formaciones que, desde hace algunos años, vienen operándose en el
sistema penitenciario del país, sobre la base de concepciones muy
avanzadas en relación con el papel de la educación, la cultura y el
deporte en la rehabilitación de las personas que cumplen sanciones
de internamiento, lo que incluye la implementación de condiciones que
favorecen los vínculos sistemáticos de estas personas con su familia y
la sociedad.

No creo necesario extenderme ahora en detalles al respecto. Los
participantes en este encuentro tendrán oportunidad de escuchar las
exposiciones que, en relación con algunos de estos temas, realizarán
destacados juristas y especialistas; además de la posibilidad de pro-
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fundizar en los ricos intercambios que solemos sostener, más allá de
los reducidos espacios de tiempo y lugar consagrados al programa
científico.

Creo prudente de mi parte anticiparles que, si bien no encontrarán
al respecto ninguna novedad espectacular, seguramente podrán cons-
tatar que, más allá de imperfecciones y defectos, el sistema judicial y
la administración de justicia en nuestro país funcionan con aceptable
efectividad, como garantes de la tutela y la seguridad jurídica de los
ciudadanos y la sociedad, y tienden a continuar consolidándose y avan-
zando, lo que determina que no padezcamos aquí la grave crisis de
confianza de la población en las instituciones judiciales, presente en
no pocos lugares del mundo.

En razón de ello, en Cuba albergamos la profunda convicción de
que, tanto o más que las retóricas conceptuales y apologéticas o exqui-
siteces normativas, que tanto proliferan en ámbitos oficiales o aca-
démicos, son los hechos y realidades que acontecen, cotidiana o
eventualmente, en el escenario en que se imparte justicia, los que di-
cen la última palabra acerca de la objetividad, intensidad y extensión
con que se materializa la necesaria interacción entre Constitución, de-
mocracia y actividad judicial.

El sentido de lo justo, el discernimiento y la sensatez aparecen ge-
neralmente en la mayoría de los seres humanos, con independencia
de que tengan o no conocimientos especializados en Derecho; de la
misma forma, pueden estar ausentes, de manera permanente o mo-
mentánea, en algunos dotados de conocimientos técnicos o científicos
en el orden  jurídico. Por ello, un poder judicial que se precie de ser
democrático no debe subestimar nunca la percepción que pueda tener
la ciudadanía, en general, sobre el nivel de acierto con que se cumple
nuestra compleja misión.

Los asuntos que se ventilan en los tribunales de justicia en cualquie-
ra de las disciplinas jurídicas (penal, de familia, civil, etc.) suelen refle-
jar, en lo fundamental, conflictos que tienen su génesis en el ámbito de
las relaciones sociales y, por tal razón, cualquier intento por encontrar-
les una solución justa, democrática y razonable, además del necesario
sustento legal, debe contener, cuando corresponde, un enfoque que no
pierda de vista esa dimensión humana que los caracteriza.

Dicho de otro modo, el carácter verdaderamente democrático de la
impartición de justicia también tiene que ver con la capacidad real de
los jueces de tomar en cuenta, para sus análisis y decisiones, junto a
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las normas y disposiciones aplicables al caso que se enjuicia, los fac-
tores circunstanciales y contextuales concomitantes con los hechos y
las personas involucradas en el asunto sometido al arbitrio judicial.
Debemos tener siempre presente que los jueces juzgan, pero a la vez
son permanentemente enjuiciados en su desempeño por la sociedad
en cuyo nombre, según usual mandato constitucional, se ejerce la fun-
ción. Es un contrasentido, en nuestra opinión, llamar democrático a un
poder judicial que actúa tras bambalinas y de espaldas a la generali-
dad de la ciudadanía de su país.

Partiendo de los criterios expresados con anterioridad, uno de los
rasgos distintivos fundamentales de la actividad judicial en Cuba con-
siste en la actitud subjetiva asumida por los jueces sobre la necesidad
de ejercer su función como un verdadero e importante servicio a la
sociedad, para cuyo cumplimiento cabal se requiere, ante todo, de un
profundo sentido de justicia.

Esa postura de los jueces cubanos es, naturalmente, resultado de la
plena conciencia sobre la trascendencia de nuestra misión, adquirida
al calor del propio proceso revolucionario cubano y su perenne lucha,
desde hace más de medio siglo, por materializar el sueño anhelado
del Héroe Nacional José Martí y de otros próceres de nuestras gestas
emancipadoras de construir una nación con todos y para el bien de
todos, basada en la solidaridad humana, la cohesión social  y la digni-
dad plena del hombre y de la mujer, con el propósito, raigal y explícito,
de conquistar toda la justicia.

He querido destacar deliberadamente el carácter decisivo que im-
plica, en nuestro caso, la actitud subjetiva de los jueces en el desem-
peño de la labor jurisdiccional, porque, al tener bajo su atribución la
dirección de los procesos judiciales y la potestad de decidir conforme
a Derecho, el litigio sometido a su juicio, la manera en que se posicionen
y conduzcan a sí mismos los juzgadores, durante la realización  de los
distintos actos procesales, puede determinar, y con frecuencia deter-
mina, la materialización concreta, o no, de los principios que informan
la Constitución misma y el resto del ordenamiento jurídico del país, in-
cluyendo las normas que regulan los procedimientos judiciales.

Partiendo de la consideración anteriormente expresada, el Sistema
de Tribunales de la República de Cuba presta atención tanto a la
formación y desarrollo profesional continuo de los jueces en temas cien-
tífico-técnicos de Derecho Procesal y sustantivo, como en aquellos
vinculados con el afianzamiento de la ética judicial en el desempeño y



Justicia y Derecho     1313131313ØØØØØ

los relacionados con informaciones de interés territorial, nacional e in-
ternacional.

Para nosotros, cada acto y decisión judicial, además de su incues-
tionable fundamento legal, debe caracterizarse por la transparencia,
sensatez y ponderación que entrañe. Ninguna decisión absurda e irra-
cional debe ampararse en una justificación legal. En materia de justi-
cia, creemos firmemente que las insuficiencias serán siempre más
atribuibles a los jueces que a las leyes.

Esos perfiles esenciales definen el modelo de juez y de justicia que
exige la sociedad cubana de hoy, y materializarlos constituye nuestro
mayor empeño, en el entendido de que, aun cuando la mayoría del pue-
blo cubano muestra confianza en la actuación de sus jueces y tribuna-
les, todavía existen deficiencias de nuestra parte por erradicar.

Nada de lo dicho hasta aquí debe entenderse en contraposición con
la plena vigencia del principio de independencia judicial. Más bien debe
asumirse como complemento necesario e imprescindible para que su
ejercicio no rebase los límites de lo verdaderamente democrático en la
administración de justicia, con sus componentes de imparcialidad,
transparencia y eficacia. Resulta totalmente irracional que la insosla-
yable independencia objetiva y subjetiva que debe amparar a los
jueces sirva de manto protector al libre albedrío, la anarquía y la irres-
ponsabilidad en el desempeño de esa trascendental función. Cuando
así sucede, son inevitables las crisis de confianza de la población en
las instituciones judiciales, como ocurre en no pocos lugares.

La libertad de los jueces para tomar decisiones, sin interferencias ni
influencias ajenas al proceso, necesita de control social como correlato
que les prevenga de caer en las antípodas de lo justo, lo ético y lo legal.
Quienes se alarman y rasgan sus vestiduras ante esta posibilidad pre-
fieren la arbitrariedad a la justicia, los turbios conciliábulos al actuar
transparente, la impune prevalencia de intereses ocultos a la tutela de
los derechos legítimos.

El juez que se precia de actuar con verticalidad ética y profesional
sabe, además, que tiene en sí mismo al principal garante de su inde-
pendencia para juzgar. Si es genuflexo, influenciable o corrupto, ningu-
na barrera normativa o institucional impedirá que ceda ante presiones,
sobornos o intentos sutiles de predisponer su criterio, y tendrá que
lidiar indefectiblemente con ellos mientras ejerza la profesión.

Precisamente por defender ese fuerte compromiso con la justicia y
la ética, y porque concebimos que el desempeño legítimo de la función
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judicial supone siempre la actitud digna y responsable de quienes la
ejercen, repudiamos profundamente las veleidades y turbios manejos
a que se prestan ciertos órganos judiciales en algunos sitios del
mundo, donde se pone de manifiesto una evidente prostitución de la
profesión por parte de jueces venales que colocan sus togas y sus
conciencias al servicio de mezquinos intereses, mancillando el honor
y prestigio de la magistratura.

De ahí que, siendo consecuentes con esos principios y sintiéndo-
nos parte indisoluble de este pueblo digno, heroico y batallador, los
jueces y demás juristas cubanos reiteramos nuestra profunda indig-
nación y protesta por el amañado y parcializado juicio, violatorio de
las garantías del Debido proceso, de la Constitución y las normas pro-
cesales de los Estados Unidos de Norteamérica, mediante el que han
resultado injusta y severamente sancionados por un tribunal de aquel
país, y por razones indudablemente políticas, cinco jóvenes cubanos
(a los que nuestro pueblo reconoce como Héroes de la República de
Cuba), cuya única falta consistió en haber procurado información
acerca de los tenebrosos planes de grupos mafiosos y terroristas radi-
cados en la Florida, para que tanto el pueblo de Cuba como el de Es-
tados Unidos pudieran protegerse de sus programadas acciones de
destrucción y muerte.

Estimados colegas, amigos y amigas que nos visitan:
Cuba les acoge hoy en pleno apogeo de su empeño por construir

una sociedad mejor, integrada por hombres y mujeres cada vez más
cultos,  dignos y libres. Para lograrlo, continuaremos enfrentando gran-
des obstáculos y desafíos, pero sabremos vencerlos con determina-
ción, unidad y convicción infinita de que ese mundo mejor es posible.

Esperamos que su presencia entre nosotros les permita, también,
conocer parte de las bondades y bellezas de este país, y su rico patri-
monio histórico, cultural y social. Sobre todo, no dejen pasar la oportu-
nidad de conocer el gran tesoro de esta isla que es su gente, esa que,
pese a las adversidades, no claudicará en su empeño de hacer
realidad el sueño de nuestro Héroe Nacional José Martí de conquistar
toda la justicia.

¡Sean todos y todas bienvenidos al Congreso!
¡Declaro inaugurado el V Encuentro Internacional Justicia y Derecho!
Muchas gracias.
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V Encuentro Internacional Justicia y Derecho 2010

RELATORÍA DE LAS SESIONES DE TRABAJO

Dra. cor. Lourdes María Carrasco Espinach

Distinguidos señores invitados,
Estimados delegados:
Luego de tres días de intensa labor, concluimos hoy, 28 de mayo, el V
Encuentro Internacional Justicia y Derecho 2010, auspiciado por el Tri-
bunal Supremo Popular de la República de Cuba.

Se caracterizó por la amplia concurrencia de magistrados, jueces
y otros juristas provenientes de 19 países. Por  América: Argentina,
Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guadalupe, Guatemala, Méxi-
co, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay, Venezuela y Cuba, como país
sede; en representación de Europa: España, Italia, Rusia y Suecia; y,
por África: Mozambique. El Encuentro contó con la presencia de 144
delegados cubanos y 81 de otras naciones.

Se prestigió con la presencia de José Ramón Machado Ventura,
primer vicepresidente del Consejo de Estado de la República de Cuba,
y la participación de invitados, autoridades gubernamentales y políti-
cas e ilustres personalidades cubanas y de otras latitudes:

Dr. Ricardo Alarcón de Quesada, presidente de la Asamblea Na-
cional del Poder Popular.

Lic.  Homero Acosta Álvarez, secretario del Consejo de Estado de
la República de Cuba.

Lic. Darío Delgado Cura, fiscal general de la  República.
Doctora María Esther Reus González, ministra de Justicia.
Doctor José Luis Toledo Santander, presidente de la Comisión de

Asuntos Constitucionales y Jurídicos de la Asamblea Nacional del Po-
der Popular.

Lic. Joaquín Bernal Rodríguez, vicejefe del Departamento de Orga-
nización del Comité Central del Partido.

Doctor Arnel Medina Cuenca, presidente de la Unión Nacional de
Juristas de Cuba.

General de brigada Adalberto Rabeiro García, jefe de la Dirección
de Investigación Criminal y Operaciones del Ministerio del Interior.

Excelentísima señora Luisa Estella Morales Lamuño, presidenta del
Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela
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Excelentísimo señor Patricio Pazmiño Freire, presidente de la Cor-
te Constitucional de Ecuador.

Excelentísimo señor Alexander N. Savenkov, vicepresidente del Co-
mité para la Legislación Constitucional,  Asamblea Federal de Rusia.

Doctor Víctor Manuel Núñez, vicepresidente de la Corte Suprema
de Justicia de Paraguay y presidente de su Sala Constitucional.

Doctor Alberto Cigarruista Cortés, vicepresidente de la Corte Su-
prema de Justicia de Panamá y presidente de la Sala Primera de lo
Civil de dicha Corte.

Doctor Walter Núnes da Silva Júnior, magistrado consejero del  Con-
sejo Nacional de Justicia de Brasil.

Doctor Winston Spadafora Franco, presidente de la Sala Tercera
de lo Contencioso, Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de
Panamá.

Doctor Juan Cristóbal Morales Ordóñez, magistrado de la Corte
Nacional de Justicia de Ecuador.

Doctor Leonardo Simbine, juez consejero del Tribunal Supremo de
Mozambique.

Doctor José Xavier Junior, juez presidente del Tribunal de la Policía
de Mozambique.

Doctor Magnus Augustus Costa, juez federal de la República de Brasil.
Doctor Isidro Acosta Galindo, presidente de la Unión Nacional de

Abogados Indígenas de Panamá.
En sus palabras inaugurales, el presidente del Tribunal Supremo

Popular de la República de Cuba, Lic. Rubén Remigio Ferro, luego
de patentizar nuestra gratitud por la asistencia de colegas y prominen-
tes autoridades cubanas e ilustres personalidades de naciones her-
manas, expresó que, una vez más, el propósito del evento es propiciar
un espacio de reflexión e intercambio en torno a temas vinculados con
la actividad jurisdiccional de cara a su evolución, en la que también nos
encontramos inmersos, atemperándola a la idiosincrasia, cultura, valo-
res y desarrollo de nuestra sociedad. Significó que el sistema judicial
cubano está constitucional y legalmente instituido, sobre la base de
principios que le confieren incuestionable juridicidad y legitimidad.
Resaltó que la administración de justicia no escapa a la campaña difa-
matoria contra Cuba, no obstante que su realidad –identificada por la
transparencia, el apego a la ley y al Debido proceso, el carácter po-
pular e inclusivo de sus integrantes, la agilidad en la resolución de los
asuntos, y la inmediatez en la ejecución de las sentencias– echa
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por tierra toda patraña, constatable mediante las modestas expe-
riencias incluidas en el cónclave, que si bien perfectibles, permiten que
no se padezca aquí la grave crisis de confianza presente en no pocos
lugares: son los hechos los que dicen la última palabra acerca de la
interacción entre Constitución, democracia y actividad judicial; uno
de cuyos rasgos distintivos en Cuba consiste en la actitud subjetiva
asumida por los jueces en el ejercicio independiente de su función,
como soporte de la observancia de la Constitución y el resto del orde-
namiento jurídico, de manera que cada acto y decisión judicial, ade-
más de su legalidad, se distinga por la transparencia, sensatez y
sentido de lo justo.

Destacó que, por defender ese compromiso con la justicia y la
ética, reiteramos nuestra profunda indignación y protesta por el ama-
ñado y parcializado juicio, violatorio de las garantías del Debido pro-
ceso, de la Constitución y de las normas procesales de los Estados
Unidos de Norteamérica, mediante el que fueron injusta y severamente
sancionados cinco cubanos, por razones indudablemente políticas y la
única «falta» de proteger al pueblo cubano y al norteamericano de
acciones de destrucción y muerte orquestadas por terroristas radica-
dos en la Florida. Concluyó con una invitación a conocer el gran tesoro
de esta isla, su gente, que no claudicará en su empeño de hacer reali-
dad el sueño de nuestro Héroe Nacional José Martí de conquistar
toda la justicia.

El programa científico se caracterizó por la diversidad de temas exa-
minados; contó con una intervención especial, 10 conferencias magis-
trales, 5 conferencias, 28  ponencias, 12  paneles y  3 talleres.

En la mañana del primer día, el plenario disfrutó de tres conferen-
cias magistrales. La primera a cargo del profesor Jorge Juan Lozano
Ros, asesor de la Oficina del Programa Martiano del Consejo de Esta-
do de la República de Cuba, y vicepresidente de la Cátedra Martiana,
quien, sobre la base del principio filosófico estructural de José Martí,
transmitió un mensaje de reflexión, patriotismo, integridad, y generosi-
dad en el que se entrelazan su pensamiento, el de Marx y el de Fidel, y
realzó las concepciones martianas sobre la humanidad como patria,
y la dignidad como ley suprema de la República.

Otra, en la voz del doctor Juan Morales Ordóñez, magistrado de la
Corte Nacional de Justicia de Ecuador, versó sobre el constitucio-
nalismo contemporáneo en la región latinoamericana, su incidencia
en la Teoría General del Derecho y la dogmática jurídica, la relación
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de la norma con la realidad social y los valores, como vía para realizar
la justicia.

Cerró la jornada matutina la excelentísima señora Luisa Estella Mora-
les Lamuño, presidenta del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela,
quien enfatizó que el nuevo constitucionalismo venezolano posee un ca-
rácter incluyente, procura que el Derecho emerja de la propia sociedad,
refleja los principios bolivarianos, la voluntad popular, la justicia, la pro-
tección de la mujer, y transmitió la experiencia de crear salas de justicia
especializadas, de todo lo cual se deriva un reto para la formación de los
jueces.

En la tarde, se emprendió el trabajo en tres comisiones. En lo penal,
se desarrollaron cuatro ponencias y un panel. El doctor Rogelio Barba,
de México, trató la política de despenalización como medio eficaz para
una justicia penal justa, a la que debe ser sometida la legislación penal
sustantiva vigente en su país, que entiende que conduce a una verdade-
ra incertidumbre.

A continuación, expusieron tres cubanos: el doctor Carlos Mejías
Rodríguez delineó sus consideraciones sobre la proyección realizadora
del Derecho Penal económico, las medidas organizacionales adopta-
das en su persecución, promoción y juzgamiento, y la necesidad de es-
pecialización de la judicatura en esa materia.

El doctor Armando Torres Aguirre fundamentó la prisión como último
recurso del Derecho Penal, la adopción de sanciones alternativas, la
experiencia nacional respecto al control de su cumplimiento, y otros be-
neficios de excarcelación anticipada previstos en la ley.

Sobre el juicio oral, la doctora María Elvira Batista Ojeda destacó el
humanismo como base de la responsabilidad penal, su reflejo como
garantía de la administración de justicia, y la presencia de principios en
esta fase del proceso, que permiten a los jueces una actitud integradora.

Por último, en un panel compuesto por Clara Consuegra, Bryan Gual,
Yusuan Palacio,  Arnel Medina, Carla Menéndez e Hilda María Vázquez
–estudiantes de Derecho de la Universidad de La Habana–, a través de
juicios connotados a escala mundial, interpretaron el pasado, presente y
futuro de quebrantos a la justicia, y del enfrentamiento a crímenes contra
la humanidad.

La materia civil se inició con un panel sobre la experiencia judicial
cubana en temas de familia, donde la máster Luz de la Caridad Chinique
Rojo enarboló que su procedimiento se debe diferenciar del establecido
para la generalidad de la materia civil, e instituirse el auxilio interdis-
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ciplinario; la especialista Lourdes Rodríguez Bautista relató los éxitos en
la práctica del nuevo proceso familiar, y la psicóloga Daylanys Figueroa
Verdecia precisó las fases en la actuación del equipo multidisciplina-
rio, en cuyo eje se encuentran los niños y las niñas; mientras, la máster
Caridad Katywska Pimentel Rueda incursionó en las garantías que es-
tos poseen mediante los tribunales de familia y el papel activo del juez
en ellos.

Tuvo fin esta temática con una ponencia de la licenciada Jennie
Aimeé Molina Morán, de Guatemala, quien, a partir de su labor como
jueza de primera instancia, puntualizó los obstáculos en la consecu-
ción de la justicia de familia.

Concluyó esta comisión con una conferencia del doctor Leonardo
Pérez Gallardo, quien discurrió que el Derecho Sucesorio en Cuba no
puede quedar rezagado ante los cambios sociodemográficos que ya
se sienten, pues las normas jurídicas han de ser expresión de la diná-
mica social, y no tomarlo en cuenta en las regulaciones de la sucesión
iría contra la esencia de estos tiempos.

En otra comisión, se mantuvo el lugar abierto para la mediación en
el encuentro anterior, con un taller integrado por expositores del país
sede, que, en lo económico, contó con las másteres Yamilka Ríos Ibar
y Maritza Labrada Verdecia. La primera enfatizó en la necesidad de
favorecer soluciones autocompositivas de carácter intraprocesal; la se-
gunda analizó que la mediación propicia la audiencia preliminar, y la
conveniencia de un mayor uso de esta figura procesal.

Respecto a lo laboral, la especialista Nancy Morales González re-
flexionó sobre las inconveniencias de aplicarla como sistema alternati-
vo en Cuba, por considerar que no existen las circunstancias que la
justifican en otros países.

La mediación familiar fue tratada por las másteres Yamila Gonzá-
lez Ferrer y Misalys Hernández Pérez. La primera sintetizó que es un
instrumento en la solución de conflictos y el papel que en ella desem-
peñan las casas de orientación de la mujer; la segunda resaltó que
constituye una tendencia del Derecho de Familia moderno, el interés
superior del niño y de la niña, y su empleo en controversias derivadas del
ejercicio de la patria potestad.

Desde lo penal, la máster Marily Fuentes Águila destacó la utilidad
de instituirla como medio para prevenir y enfrentar determinados deli-
tos, y fijó los objetivos, beneficios, limitaciones, condiciones y diseño
para implementarla.
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A modo de colofón, fue presentado el libro Introducción a la gestión
no adversarial de conflictos. Senderos para la paz, de las doctoras María
Cristina Cavalli y Liliana Graciela Quinteros Avellaneda, de Argentina.

Paralelamente, en otra comisión, se trataron temas diversos. Así, en
una conferencia, el doctor Vittorio di Cagno, de Italia, valoró la relación
entre justicia y amor, su previsión y aplicación desde las enseñanzas de
José Martí, y llamó a incorporarlas en el actuar cotidiano.

En lo adelante, se brindaron tres ponencias: El doctor José Alfredo
Tapia Navarrete, de México, señaló que los gobiernos deben generar
condiciones mínimas para solucionar las necesidades vitales, en espe-
cial de los menos favorecidos, y erradicar medidas que rezagan salir de
la pobreza y crean vulnerabilidad a vicios e ilegalidad.

Desde su óptica como abogada, la doctora Claudia Cerdá, de Argen-
tina, presentó una propuesta sobre el rol que corresponde a los abogados
ante emergencias debido a desastres causados por la naturaleza.

La maestra Rosa Cózatl Sánchez, de México, describió la no exigen-
cia en la Ley Federal del Trabajo de la identificación a los absolventes
en la prueba confesional, y propuso su modificación con el fin de garan-
tizar la seguridad jurídica.

En la mañana del segundo día, se reanudaron las sesiones en ple-
naria con cinco conferencias magistrales y un panel. La inicial, a
cargo de la máster Marcia Enrique Charles, viceministra de Trabajo y
Seguridad Social de Cuba, mostró los beneficios que introduce la nue-
va Ley de Seguridad Social, la cual mantiene al Estado como garante
de la política que la rige, y se basa, entre otros, en los principios de
universalidad y solidaridad, ante el reto que representa el envejecimiento
poblacional.

Le dio continuidad el doctor Víctor Manuel Núñez, vicepresidente
de la Corte Suprema de Justicia de Paraguay, el que caracterizó la
incidencia de la reforma penal en el Debido proceso que, en relación
con el procedimiento abreviado aplicable a los menores por manda-
to del Código de la Niñez y la Adolescencia, violenta derechos y ga-
rantías previstos en la Constitución.

A partir de un recorrido histórico, el excelentísimo señor Patricio
Pazmiño Freire, presidente de la Corte Constitucional de Ecuador,
discurrió que el actual modelo constitucional es garantista, democrá-
tico y participativo, implica transformaciones y concede a los jueces
la interpretación auténtica, lo que los convierte en jueces constitucio-
nales.
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El doctor Walter Núnes da Silva Júnior, juez federal y consejero del
Consejo Nacional de Justicia de Brasil, especificó que el nuevo
constitucionalismo elevó los principios del Derecho a la cúspide nor-
mativa, y que la creación del referido Consejo marcó la democratiza-
ción de la justicia y su planteamiento estratégico, el cual, entre otras
metas, vincula la independencia judicial con la responsabilidad y la
armonía del sistema, la solución de los asuntos en un tiempo razona-
ble y la informatización del proceso.

En otra dirección, la doctora Mayda Goite Pierre, vicedecana de la
Facultad de Derecho de la Universidad de La Habana, y vicepresidenta
de la Sociedad Científica de Ciencias Penales y Criminológicas, abo-
gó por la reforma procesal, y porque el Derecho Penal deje de ser
simbólico, entre tanto hay un espacio para el principio de oportunidad
reglada, donde la facultad decisoria definitiva recaiga en un juez u ór-
gano ajeno al gestor de la acción penal, en fase anterior a la del juz-
gamiento.

Puso término a la jornada matutina un panel sobre el sistema peni-
tenciario en Cuba, donde el teniente coronel máster Luis Daniel Almanza
Hernández explicó los tres niveles en que este se estructura, mientras
que el teniente coronel doctor Alfonso Zequeira Peña esbozó la política
de reeducación, basada en el principio martiano de respeto a la digni-
dad humana y centrada en un programa educativo que alcanza una alta
incorporación. En otro orden, la coronel doctora Sara Infante Zaavedra
precisó que el tratamiento de salud a los reclusos es un subsistema del
sistema nacional, con iguales derechos que el resto de la población:
atención primaria y, de ser necesario, especializada, en instalaciones
hospitalarias de las prisiones o fuera de estas.

Lo anterior pudo ser constatado por los delegados que en horas
de la tarde visitaron tres centros penitenciarios de la capital, cuando
el cónclave se proyectó más allá de su sede. En esta ocasión, alcan-
zó al sensible tema familiar, con la presencia en la Casa de Orienta-
ción a la Mujer y la Familia del municipio Plaza de la Revolución, en
Ciudad de La Habana.

Entretanto, en el recinto, la sesión vespertina prosiguió el trabajo en
comisiones. En penal, se presentaron cuatro ponencias cubanas. Desde
una perspectiva jurídico-penal, la máster Odalys Quintero Silverio
incursionó en las diferentes posiciones en torno al derecho a la vida, su
indisponibilidad, enfoque legislativo nacional, y trascendencia que tie-
ne transgredir este principio.
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Con un giro hacia aspectos procesales, la máster María Caridad
Bertot Yero caracterizó el principio de correlación imputación-sen-
tencia como garantía del Derecho Constitucional de defensa, y esbo-
zó soluciones para evitar indefensión frente a la mutación del objeto
del proceso.

En línea con este tema, sucedieron dos exposiciones referidas a
la motivación de la sentencia: la especialista Gladys María Hernández
de Armas se centró en la obligación de motivar las pruebas que sus-
tentan la convicción, y su impacto en el control de la actividad jurisdic-
cional; con otro ángulo, el especialista Alejandro Vázquez Almenárez
destacó el papel de la lógica y la argumentación jurídica en la jus-
tificación de las cuestiones fáctica, jurídica, y de adecuación de la
sanción.

Los contenidos laborales comenzaron con una conferencia del
máster Guillermo Ferriol, en la que abordó la incidencia de las corrien-
tes neoliberales en los derechos laborales y sociales en América
Latina, la afectación a la economía cubana en este contexto, y las
medidas legislativas adoptadas para rebasarla, ninguna de ellas de
corte neoliberal.

Un panel sobre protección a los trabajadores fue protagonizado
por tres cubanos: la especialista Leukem Santiesteban Morales re-
señó la referida a los discapacitados, que ilustró con un video de un
taller donde están empleados; la máster Amada Trujillo Rodríguez pre-
cisó la necesidad de una norma legal concerniente a las relaciones
laborales de los atletas; y la licenciada Yaíma González Mustelier
acentuó el amparo constitucional y penal que tiene en Cuba la vida e
integridad física de las personas, en particular por riesgos derivados
del trabajo.

Otra conferencia fue presentada por la especialista Vivian Aguilar
Pascaud, presidenta de la Sala de lo Laboral del Tribunal Supremo
Popular, quien destacó que el pluriempleo es una alternativa para es-
timular a las fuerzas productivas, el trabajo como fuente de ingresos, y
atenuar el envejecimiento poblacional.

Llamó la atención un taller sobre el derecho al trabajo de los enfer-
mos de SIDA en Cuba, con la intervención de los licenciados Eremis
Marilyn Tamayo Pérez y Manuel Mora Rodríguez, acerca del tratamien-
to médico y laboral de quienes padecen la dolencia, en contraste con
otros países.
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Siguió un panel relativo a la mujer trabajadora en Cuba, donde la
especialista Mibiala Camiñas Pérez y las licenciadas Yusmila Saraí
Martínez Matamoro y Yuneysi Castro Muñagorry reflejaron el amparo
que en el ámbito jurídico-laboral reciben la mujer y la madre trabajado-
ra y sus diferencias en relación con otras naciones.

Finalizó esta materia con dos ponencias cubanas: la licenciada
Noarys Hernández Torres apuntó la importancia que reviste la motiva-
ción de la sentencia laboral, para mayor garantía de las partes y la
necesidad de instrumentarla; y el máster Gustavo Méndez González
resaltó las peculiaridades del principio de no reformatio in peius en el
proceso laboral y su empleo diferenciado en esta rama.

Un panel concerniente a Derecho Ambiental emprendió la temática
económica: la licenciada Beatriz Elena Arcila Salazar, de Colombia,
examinó el principio de precaución como elemento estructural dirigido
a evitar los daños graves o irreversibles al medio ambiente, y el conflic-
to entre este y el desarrollo; el licenciado Mariano Rodríguez García,
de Cuba, advirtió la relevancia de la función tuitiva del Derecho Penal
en esta materia y la conveniencia de modificar el Código Penal para
una tutela más efectiva.

Los expositores siguientes también fueron del país anfitrión. En
una ponencia, la máster Iliana María Quesada Pérez llamó la aten-
ción sobre la dispersión normativa de la prescripción y la caducidad
en la jurisdicción económica, y la complejidad e inseguridad que de
ello resulta.

Otro panel se concentró en la documentación de deudas y su tutela
judicial: la licenciada Odelexis Álvarez Guerra situó las razones pa-
ra extender la función tuitiva al crédito documentario, e instó a
equipararla con los títulos de valores del proceso ejecutivo; la licen-
ciada Alina Bielsa Palomo reveló la existencia de lagunas en el Dere-
cho material y adjetivo relativas a la insolvencia, y la necesidad de un
procedimiento que la regule, mientras que la licenciada Yamicel Gón-
gora García caracterizó los sujetos que integran el sistema empresa-
rial cubano y las regulaciones sobre la insolvencia patrimonial.

Finalizó esta comisión con una conferencia del licenciado Elpidio
Pérez Suárez, quien subrayó la trascendencia del principio dispositi-
vo en la jurisdicción económica y que, para alcanzar racionalidad en
sus decisiones, el juez no puede ser un mero espectador.

La sesión matutina del último día se dedicó al trabajo en comisio-
nes. Lo penal se reanudó con seis ponencias. En primer orden, la



×2424242424 Justicia y Derecho

máster Rufina Hernández Rodríguez, de Cuba, transitó de la política
criminal a la penal, como un camino hacia la determinación judicial
de la sanción, y caracterizó el modelo cubano de cara a la racionali-
dad en la realización de la justicia.

El doctor José Waldir Servín, de Paraguay, puntualizó la importancia
de la medición de la pena como eje del Derecho Penal y Procesal
Penal, y el tratamiento en la legislación sustantiva de su país.

La doctora Estefanía López Salazar, de Colombia, expuso que, aun-
que el actual sistema penal acusatorio resulta un cambio significativo,
presenta pensamientos y acciones casi esquizofrénicos por ambiva-
lentes, que mantienen la disconformidad entre la teoría y su aplicación
práctica.

Con un tema sustantivo, los doctores Catalina Morales Duque y Julián
Urego Atehortúa, de Colombia, con apoyo de un video, acotaron que el
delito de Trata de personas es el tercero que aporta más dinero a las
mafias internacionales y, dentro de este, la explotación sexual es la de
mayor usanza, e ilustraron las políticas de prevención y protección a
las víctimas que se adoptan en Medellín.

Por otro lado, el doctor Arturo Rivera Pineda mostró el rango constitu-
cional del Debido proceso en México y los cambios operados con la
reforma penal, que aún es insuficiente, porque su existencia es formal.

Cerró el trabajo de esta comisión la doctora María Noel Rodríguez,
de ILANUD, quien, con apoyo en una investigación, significó las preca-
rias condiciones de reclusión de las mujeres en América Latina, y rea-
lizó recomendaciones para revertir esta situación.

Los civilistas volvieron a su labor con tres paneles, dos ponencias y
un taller, desarrollados todos por cubanos.

El primero versó sobre la tutela judicial urgente: la licenciada Irisdalys
Viera Castro subrayó la importancia de implementar mecanismos le-
gales para lograrla; la máster Ivón Pérez Gutiérrez resumió las regula-
ciones sobre el régimen cautelar y el papel del juez al interpretarlas en
relación con el término de urgencia en ellas contenido; mientras que la
licenciada Sahily Amaro Deben definió las normas procesales atinentes
a las excepciones perentorias, cómo se materializan, y las consecuen-
cias de su desprotección.

Con apuntes generales relativos al procedimiento sucesorio, la
especialista Yanet Alfaro Guillén resaltó la simplificación en su trami-
tación, aunque, precisió, en algunos casos se halla desprovisto de re-
gulaciones necesarias.
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Otro panel aportó las tendencias actuales del Derecho Procesal Civil
en Cuba: el máster Ranulfo Antonio Andux Alfonso destacó que la refor-
ma procesal, que atiende a la concepción contemporánea iberoameri-
cana, y a los antecedentes en la legislación nacional, se ubica en un
lugar prominente; y la licenciada Liliana Hernández Díaz enunció los pro-
gresos hacia la transformación e integración del procedimiento civil.

Las garantías procesales centraron las intervenciones del tercer pa-
nel: el especialista Orlando González García propugnó que se prevea
decretar de oficio la casación, ante vulneraciones trascendentales no
denunciadas por el recurrente, en garantía de un fallo justo y apegado a
Derecho; y la especialista Isabel Arredondo Suárez demostró que la
causal de revisión que permite salvar la indefensión, de haberse pro-
ducido, deviene salvaguarda del Debido proceso y del valor supremo
de la justicia.

Finalizó esta materia con un taller sobre responsabilidad civil, a car-
go de tres cubanos: la licenciada Grisel Galiano Maritán se situó en la
derivada de la transmisión del SIDA, que exige protección jurídica a
los contagiados; el licenciado José Raúl Vega Cardona declaró su
importancia y la tendencia a estimarla como Derecho de daño; en tan-
to, la máster María Carrasco Casí adveró que las particularidades del
Derecho Administrativo y el Civil demandan un régimen jurídico y pro-
cedimiento interno común para las administraciones públicas, en aras
de efectiva tutela frente a daños causados por la actividad del Estado.

La comisión que reunió temas diversos retornó a su actividad con
seis ponencias y dos paneles.

El doctor Jesús Genaro Hernández Santaolaya, de México, trans-
mitió un proyecto para incorporar a los Estatutos de la Corte Penal
Internacional, como crímenes de lesa humanidad, los cometidos con-
tra menores de doce años y otros derivados de la delincuencia organi-
zada, en específico del narcotráfico.

En lo sucesivo, las cuestiones de gobierno y administración de jus-
ticia acapararon la atención, con una ponencia inicial del especialista
Oscar Manuel Silvera Martínez, vicepresidente del Tribunal Supremo
Popular, donde evaluó que, para la plena realización de la justicia, no
bastan mecanismos jurisdiccionales, se requiere que los jueces estén
conscientes de su función social y sean garantes de procesos transpa-
rentes, ágiles y con decisiones justas, apegadas a la ley; en tal sentido,
ilustró sobre la estructura y funcionamiento del sistema judicial cubano
como garantía ciudadana de real acceso a la justicia.
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Siguió un panel en manos de dos colombianos: el doctor Gerardo
Durango Álvarez, con apoyo en sentencias de la Corte Constitucional
de su país, citó acciones desarrolladas por ese órgano, a favor de gru-
pos o individuos excluidos socialmente; y la doctora Diana Quintero
analizó el marco jurídico de la veeduría judicial en su función de vigilan-
cia, a fin de lograr más eficiencia en la tutela jurídica y el derecho al
Debido proceso.

Otra ponencia, del maestro Oscar Fernando Ríos Pimentel, de Méxi-
co, defendió que interpretar los derechos sociales como programáticos,
es limitativo, y que si el ejecutivo y el legislativo se muestran ciegos
frente a las privaciones de los marginados, es tiempo de que accedan
a aquellos mediante vías jurisdiccionales.

En la siguiente, el doctor Alfredo José Luis Carella, de Argentina,
expresó el trato que recibe la independencia del poder judicial en las
constituciones nacionales y promovió modificaciones para otorgarle
significado operativo.

Por su parte, el doctor Clemente Zaballos González aludió a la obje-
ción de conciencia de jueces y magistrados, ante la admisión de unio-
nes matrimoniales entre personas del mismo sexo.

La última, de la doctora Liliana del Rosario Marín Sánchez, de Perú,
destacó la desprotección en que se encuentran la mujer y el niño en el
actual mundo globalizado, y el reto que para los estados significa pro-
curar una solución justa a esta situación.

Selló sus labores esta comisión con un desplazamiento hacia el uso
de la informática en el sistema judicial, con un panel constituido por
cubanos: el licenciado Ortelio Juiz Prieto, la máster Marily Fuentes Águi-
la y los ingenieros Daimi Lamorú Marcial, Alain Osorio Rodríguez y
Yinett Henández Hernández, quienes dieron a conocer el proyecto de
informatización de los procesos en el que se encuentra inmerso el país,
y las ventajas que traerá para la actividad judicial.

La jornada final del Encuentro sesionó en plenaria, con la presencia de
familiares de los cinco cubanos injustamente presos en Estados Unidos.

En conferencia magistral, el doctor Juan Mendoza Díaz, vicedecano
de la Facultad de Derecho de la Universidad de La Habana, y presi-
dente de la Sociedad Científica de Derecho Procesal, disertó sobre
aspectos que ocupan a la doctrina y a la jurisprudencia; significó que
modelos como el inquisitivo y el acusatorio hallan puntos de contacto,
tanto en el campo del Derecho Penal como en el privado, y colocó en el
centro del debate categorías de un extraordinario conflicto actual, como
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el objeto de la prueba, y las facultades de las partes y del juez en la
dialéctica probatoria.

Otra conferencia magistral fue dictada por la doctora Laura Miraut
Martín, profesora titular de Filosofía del Derecho de la Universidad de
Las Palmas, Gran Canaria, España, quien discurrió que el control ideal
de la actividad judicial exigiría que el juez diera cuenta del razonamien-
to que sigue para llegar a la decisión y de la limitación de medios para
afinar su sentido, pues su motivación atiende preferentemente a los
argumentos, no a las condiciones reales de aquella, y provoca una con-
tradicción entre el modelo de hombre inteligente y virtuoso, referente
para determinarla, y el de hombre medio, susceptible de manipulación,
que utiliza para asegurar la credibilidad del sistema.

Cerró el programa científico una intervención especial de Ricardo
Alarcón de Quesada, presidente de la Asamblea Nacional del Poder
Popular, quien, luego de celebrar la cantidad de mujeres, especialmente
jóvenes, que integran el sistema judicial, actualizó sobre la situación
que presentan los cinco cubanos antiterroristas que cumplen injustas y
prolongadas condenas en cárceles de extrema seguridad de Estados
Unidos, en virtud de un proceso plagado de violaciones al Debido pro-
ceso, así reconocido por decisión de un panel de la Corte de Apelacio-
nes,  que fuera revocada por el pleno, y reenviada para reconsiderar
los restantes aspectos de la apelación, a resultas de lo cual remitió a
tres de ellos para resentencia, y no lo hizo respecto a Gerardo Her-
nández, por considerar irrelevante cualquier error en el cálculo de la
sentencia, aunque la Fiscalía había admitido que era insostenible el
cargo de conspiración para cometer espionaje, sancionado con cade-
na perpetua, pues se le impuso igual pena por el de conspiración para
cometer asesinato.

Destacó el silencio cómplice y corrupto de los medios de comunica-
ción que, por otro lado, fabrican la oposición y la propaganda en contra
de Cuba. Recalcó la duplicación de la injusticia para Gerardo Hernández
y René González, a cuyas esposas se les ha negado permanentemen-
te la autorización para visitarlos; entretanto, connotados y confesos
terroristas, como Luis Posada Carriles, prófugo de la justicia venezola-
na, ha sido beneficiado por aquel país y disfruta de libertad.

Especificó que la injusticia continuará mientras se le niegue al pue-
blo norteamericano conocer la verdad, y denunció la campaña mediática
contra Cuba a partir de la muerte de un preso común a quien se le dio
atención médica en un país bloqueado; en cambio, nada se ha dicho
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de la muerte de la joven puertorriqueña Natalia Sánchez López, la que
participaba en la huelga de los estudiantes universitarios de Mayagüez.
Reiteró, en nombre de la Asamblea Nacional del Poder Popular, la firme
y completa solidaridad con la juventud y el pueblo de Puerto Rico, para el
cual algún día justicia y Derecho serán una realidad.

Los temas examinados fueron enriquecidos por un amplio debate,
con la intervención de 61 delegados, 31 cubanos y 30 de otras nacio-
nes, cuyo valor incalculable no es posible resumir en esta relatoría.

Una vez más, el Encuentro trascendió de su sede, y el auditorio se
privilegió con las intervenciones de altos representantes de la magis-
tratura en Latinoamérica y del Presidente del Parlamento cubano.

Así, luego de ocho años de iniciado, continúa siendo este un espa-
cio propicio para estrechar los lazos que nos unen y discernir acerca
de aspectos sustanciales concernientes al Derecho y a la justicia. Han
sido jornadas de arduo quehacer, pero nos hallamos complacidos por-
que estamos mejor preparados para hacer justicia, y siguiendo el pen-
samiento martiano de colocarla tan alto como las palmas, esas que
simbolizan a nuestro país y que, erguidas, esperan, desde ya, para
acogernos en un próximo encuentro.

Muchas gracias.
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EL proceso de formación de
profesionales competentes ha

de partir del problema social de
que los hombres y las mujeres que
desarrollan y gestionan los proce-
sos de la sociedad deben poseer
un alto nivel de formación.

Lo fundamental aquí es com-
prender que tal proceso, entendi-
do en su acepción más general,
revela dos dimensiones esencia-
les que lo caracterizan: una, de
carácter instructivo, asociada con
la apropiación de los conocimien-
tos y las habilidades que propician
la preparación científico-técnica
del profesional; y otra, educativa,
vinculada a los aspectos más tras-
cendentes de su personalidad y
que se resuelve sobre la base de
garantizar que se apropie, de un
modo consciente, de los valores
que caracterizan la actuación de un
profesional en nuestra sociedad,
lo cual garantiza su más exitoso
desarrollo.

La comprensión del vínculo en-
tre ambas dimensiones, y la nece-
sidad de poner en primer plano la
segunda de ellas, conduce a orga-
nizar el proceso de formación de
modo que esa concepción se rea-

lice en la práctica, durante el cum-
plimiento del servicio social. Para
esto es necesario, en primer lugar,
identificar la presencia de estos
elementos en el contenido mismo
de la enseñanza que se le brinde y,
en consecuencia con ello, desarro-
llar el proceso docente-educativo y
práctico, de modo que ese enfo-
que se realice en cada rotación ini-
cial. En esencia, se trata de lograr
transformar dicho proceso, tradi-
cionalmente centrado en los as-
pectos cognitivos, para lograr que
estos se integren, de manera dia-
léctica, con aquellos de carácter
significativo, consciente, de com-
promiso social.

Tal encargo supone el desarrollo
de una personalidad multifacética
y armónica, donde el profesional
sea un luchador incansable de los
valores sociales emanados de
nuestro sistema.

Hablar sobre los valores es re-
flexionar sobre nuestra vida y
destino. Sobre lo que somos y que-
remos ser. Cuando hablamos de
valores, nos referimos a algo que
nos guía en la vida porque se van
a expresar en actos concretos de
esta. Algo muy importante para to-

EL PARADIGMA DE JUEZ CUBANO

Esp. Vivian Aguilar Pascaud, presidenta de la Sala de lo Laboral, TSP
M.Sc. M. I. Domínguez Chaveco,  jueza profesional, TPP Santiago de Cuba
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do lo que hacemos y lo que no
hacemos. Algo que, tal vez, no po-
demos tocar, ver, oír o gustar ma-
terialmente, pero que significa la
diferencia entre sentirnos bien o
percibirnos terriblemente mise-
rables; ellos nos aportan solucio-
nes aplicables a los problemas
más inmediatos de nuestra coti-
dianidad, constituyen principios
de conducta, una manera de ser y
hacer, nos permiten vivir en socie-
dad. Se pueden aprender en el
contacto con las personas signifi-
cativas de nuestras vidas, que son
aquellas que dejan huellas impor-
tantes.

Aunque no estemos plenamen-
te conscientes de ello a cada mo-
mento, cada uno de nosotros posee
una serie de valores que nos sirven
de guía, sin importar nuestra proce-
dencia social, económica o reli-
giosa.

Ahora bien, ¿qué valores profe-
sionales han de configurar la per-
sonalidad de los egresados de la
carrera de Derecho, en particular
de los jueces? es una de las in-
terrogantes que nos planteamos,
cuya respuesta nos permitirá acer-
carnos a un diseño inicial del siste-
ma de valores en la carrera, y que
subyacen y se derivan del modelo
de profesional, y de las normas y
principios deontológicos que rigen
la actuación del jurista en Cuba.

La estructuración de un sistema
de valores profesionales, presu-

pone tener en cuenta, como punto
de partida, la esencialidad de la pro-
fesión y del sistema judicial, im-
bricados con las exigencias de la
sociedad; lo que implica, en nues-
tro caso, un jurista de formación
integral y básica, que sea capaz
de desempeñarse profesional-
mente en todos los campos de la
acción jurídica (en específico en
el sistema judicial) y lo alcance sin
limitaciones normativistas, sino
como científico del Derecho, como
militante de un proceso político que
constituye ejemplo y particularidad
en el mundo de hoy.1

En la propuesta que se realiza,
dentro del sistema de valores, se
determinan aquellos que deben
jerarquizarse, y que tienen como
características principales las si-
guientes:
ØSon valores esenciales en el ju-
rista (juez).
ØDeben perdurar en el tiempo.
ØPoseen características orien-
tadoras y reguladoras de la actua-
ción profesional.2

ØSon generadores de otros valores.
ØReflejan la significación de la
profesión e institución judicial des-
de una dimensión intelectual, téc-
nica, estética, política y ética.

Para la determinación del sis-
tema de valores en el sistema ju-
dicial cubano, tomamos como
base el modelo de personalidad
profesional construido por Niuris
Batista,3 en el que las dimensio-
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nes intelectuales, técnicas, éticas,
estéticas y políticas se concretan
en valores que contienen la inter-
pretación social de la profesión, y
se forman a partir de la individua-
lidad y subjetividad de los futuros
jueces.

DIMENSIÓN INTELECTUAL. Se
refiere a la interpretación axiológi-
ca de la ciencia. Es enseñar y
comprender que el Derecho es
más que un sistema de normas ju-
rídicas establecidas y sanciona-
das por el Estado, pues traduce
como voluntad política las condi-
ciones esenciales (materiales y
espirituales) de vida de la socie-
dad de clases, en la cual suelen
sintetizarse los valores fundamen-
tales como fórmula de consenso
social de la clase dominante y sus
sectores más influyentes; significa
ver el Derecho con su gran carga
axiológica.4

Esta dimensión cobra vida en la
objetividad, que es el saber objeti-
vo de una realidad, adecuado a un
grado de desarrollo de la ciencia
como conocimiento y actividad. Es

el estudio del Derecho en todas
sus dimensiones: Derecho objeti-
vo o sistema normativo; ciencia del
Derecho o dogmática jurídica; De-
recho subjetivo o conjunto de facul-
tades del individuo; decisiones de
los tribunales o jurisprudencia; con
su reflejo en el Derecho compara-
do y el análisis histórico de las prin-
cipales instituciones jurídicas.

VALORES
ØRigor científico

ØResponsabilidad

ØHonestidad intelectual

INDICADORES
ØUtilización adecuada del método
histórico, el exegético y el jurídico-
comparado en el análisis de las
instituciones jurídicas.
ØAnálisis de las consecuencias so-
ciales de las regulaciones jurídicas.
ØConocer y reconocer lo positivo
en el campo de la dogmática y de
la práctica jurídica, que contribuya
a rechazar el ocultamiento de la
verdad científica por motivos aje-
nos a la ciencia.
ØNivel de actualización e informa-
ción por el uso de la bibliografía,
la jurisprudencia, etc.
ØActitud crítica y desarrollo de jui-
cios de valor sobre el Derecho y
su aplicación.
ØCultura de debate científico y
del trabajo en colectivo, que respe-
te la diversidad de opiniones y lo-
gre la comunicación.

MODELO DE PERSONALIDAD

intelectual

técnica

ética

estética

política

Dimensión  Valor que se forma

saber

sustentabilidad

dignidad

sensibilidad

patriotismo
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ØAdecuada expresión oral y es-
crita.
ØActuar con modestia y honesti-
dad intelectual, reconociendo los
resultados de los demás.

DIMENSIÓN TÉCNICA. Se en-
fatiza en la necesidad de intervenir
a partir de los conocimientos cientí-
ficos de manera eficiente; es lograr
la eficacia y eficiencia en el proce-
so de creación y aplicación del De-
recho. Se expresa en el respeto a
la legalidad, cualidad profesional
que supone el apego consciente
a la Constitución y a la ley, cuan-
do interpreta, compara y aplica
el ordenamiento jurídico de forma
racional y lógica, en sus dos cam-
pos de acción, haciéndolo con
celeridad (pues están en juego bie-
nes tan preciados como la vida
humana, la libertad, etc.) y man-
teniendo una absoluta discre-
ción de los asuntos que se ponen
en su consideración, a la vez que
somete el propio ordenamiento ju-
rídico a valoración crítica para
perfeccionarlo y adecuarlo a las
nuevas situaciones, a partir de
sus experiencias prácticas y a
través de su labor de creación
intelectual.
VALORES
ØDiligencia. «Justicia tardía no es
justicia.»
ØSentido de la equidad y la justicia
ØDiscreción
ØCreatividad

INDICADORES

ØSer capaz de utilizar adecuada-
mente los métodos de interpreta-
ción jurídica.
ØValoración correcta de las prue-
bas en los diferentes procesos.
ØRedacción de instrumentos jurídi-
cos basados en la lógica y la razón.
ØAplicación adecuada de la teo-
ría de la argumentación.
ØSaber trabajar en equipo y es-
cuchar diferentes criterios y opi-
niones.
ØActuar con celeridad en la solu-
ción de los casos, dentro de los
términos establecidos por la ley.
ØActuar diligentemente en los trá-
mites en que intervenga.
ØQue las soluciones que adopte,
en los diferentes casos, sean equi-
tativas y adecuadas a los intereses
que representa.
ØPoseer la capacidad crítica y
valorativa del ordenamiento jurídi-
co, en el proceso de interpretación
y aplicación.
ØBasar siempre sus criterios en
hechos y pruebas, a la hora de
solucionar los casos.
ØGuardar discreción en relación
con los asuntos judiciales.

DIMENSIÓN ESTÉTICA. Propicia
el fomento del gusto y la sensibili-
dad por la actividad profesional.
La  belleza como valor destaca el
desarrollo de la preocupación esté-
tica por los resultados de su la-
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bor, y la satisfacción por la misión
que realiza. Cobra expresión en la
belleza jurídica, que es la cualidad
del profesional que permite desa-
rrollar el afán por la sensibilidad en
el proceso de creación, interpre-
tación y aplicación del Derecho.

VALORES
ØCreatividad
ØDignidad profesional
ØSensibilidad

INDICADORES
ØCalidad de los instrumentos jurí-
dicos que se redacten (senten-
cias, autos, providencias, etc.); no
solo por los requerimientos técni-
cos, sino también estéticos (belle-
za del escrito jurídico).
ØCalidad del discurso jurídico
(elocuencia forense).
ØDignidad en su porte y aspecto.
Correcto uso de la toga, que es un
atributo honroso y privilegiado del
jurista; no puede vérsele como la
supervivencia de un formalismo
profesional, es algo más: un sig-
no y,  como tal, esencial en el ejer-
cicio de la profesión, es un elemento
de diferenciación. La toga, según
el ilustre abogado Ossorio,5 es fre-
no e ilusión. Freno porque obliga
a actitudes, circunspección y de-
coro; con la toga se reprimirá el
lenguaje; con la toga se conside-
rará ligado por un deber de pundo-
nor y sobriedad. La  toga, también,
es ilusión; por eso, dice Ossorio,
en su magnífica apología,

la toga nos recuerda la carrera
estudiada, la confianza que en
nosotros se ha puesto, la índo-
le científica y artística del torneo
en que vamos a entrar, la curio-
sidad, más o menos admirativa
que en el público despierta.6

ØMantener la solemnidad en los
juicios y vistas. (Compostura y
buenos modales.)

DIMENSIÓN ÉTICA.7 Esta forma
de comportamiento humano se
caracteriza por la regulación de las
relaciones entre los individuos, y
entre ellos y la comunidad. Aquí,
se destaca la dignidad profesio-
nal, teniendo en cuenta que a tra-
vés de ella se patentiza el respeto
hacia la profesión. En el caso del
profesional del Derecho, está muy
ligada a las dimensiones estética
y técnica, y al prestigio profe-
sional como fin de la deontología
jurídica. Para que los jueces poda-
mos cumplir debidamente nues-
tra función de impartir justicia de
manera ética, legítima y eficaz, ne-
cesitamos crear credibilidad y con-
fianza dentro de la sociedad. No
se puede encomendar la justicia
al hombre y a la mujer injustos.
Escribe acertadamente Rafael
Bielsa:

La falta de moral del pintor, del
matemático, no empaña su
obra. Las flaquezas del artista
son independientes del cuadro
que pintó. Pero la separación
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entre el hombre y su obra no es
admisible en el jurisconsulto (en
el juez). El hombre del Derecho
rebaja su obra o la eleva, con
su actitud en la vida pública y
también en la privada.8

Con independencia de lo abso-
luto de la afirmación, en relación
con otras profesiones, es válida su
valoración respecto al juez.

VALORES
ØHumanismo
ØHonestidad
ØProbidad, cortesía  y respeto en
sus relaciones
ØIndependencia
ØSolidaridad
ØSentido de la justicia y la equidad

INDICADORES
ØHacer que prevalezca en la solu-
ción de los casos un profundo sen-
timiento de la equidad y la justicia.
ØObservar la mayor considera-
ción y respeto hacia las personas
con quien mantiene relaciones con
motivo de su trabajo.
ØConvertirse en un agente de la
persuasión y la reeducación, en su
trato con las personas que han in-
fringido la ley.
ØMantener independencia en la
solución de sus casos (solo debe
obediencia a la ley).
ØUtilizar solo los medios de prue-
ba que estime verídicos en la so-
lución de los casos.

ØUso de la crítica y la autocrítica
como instrumentos de educación
moral.
ØRechazar toda manifestación de
autosuficiencia, egoísmo e indivi-
dualismo.

DIMENSIÓN POLÍTICA. Tributa a
la formación de valores revolucio-
narios vinculados al desarrollo de
la identidad nacional. Supone fo-
mentar el conocimiento y la defen-
sa de lo nacional. Aquí, adquiere
significación el patriotismo, como
el sentido de amor a la historia y a
las tradiciones de la nación, dis-
posición plena a contribuir con la
Patria. Significa sentido de perte-
nencia. En el juez, se expresa el
respeto y defensa a la Constitu-
ción y las leyes, a partir de consi-
derar que en esos textos está la
herencia política de lo más puro y
fructífero de nuestra historia y en
ellos subyace el régimen econó-
mico, político y social. «Defender
la Constitución es defender el le-
gado histórico.»9

VALORES
ØAmor a la Patria
ØFidelidad

INDICADORES
ØRespeto a la Constitución y a las
leyes en el proceso de interpre-
tación y aplicación del Derecho.
ØCapacidad para realizar labor
extensionista de divulgación de los
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principales actos normativos del
Estado cubano.
ØConocer la personalidad de las
principales figuras de nuestra his-
toria que abrazaron la profesión.
ØValorar y reconocer lo positivo de
la herencia constitucional y legal.
ØPoseer sentido de independencia
nacional y de orgullo por su iden-
tidad.
ØDisposición a defender con va-
lentía y espíritu crítico las con-
quistas de la sociedad cubana,
haciendo uso, si es debido, del
derecho de resistencia (Artículo 3
de la Constitución).

El sistema de valores antes
enunciado se expresa en un todo,
caracterizado por una cualidad
sistémica, que se deriva del ethos
de la profesión, y está dado en un
principio que es la vocación por la
justicia10 o, lo que es lo mismo, ser-
vir a la justicia a través del De-
recho.11

La responsabilidad de tender a
la justicia y de obedecer al Dere-
cho constituye una dimensión del
desarrollo humano que nadie pue-
de ignorar, ni llegar a ser plena-
mente humano desconociendo

los derechos de los demás y de la
comunidad de la que se forma par-
te, esos derechos que están espe-
cificados en el Derecho positivo.
Pero hay un grupo de hombres y
mujeres que dedican su vida al
conocimiento y a la implemen-
tación de la justicia por medio del
Derecho. Asumen así un especial
compromiso.

Este principio general sirve de
pivote para, sobre él, articular los
demás valores profesionales: dig-
nidad, humanismo, honestidad,
diligencia, discreción, responsa-
bilidad, creatividad, sensibilidad,
patriotismo, solidaridad, probi-
dad, fidelidad e independencia,
que alcanzan una dimensión pro-
pia, diferente de las que tienen en
otras profesiones, porque cobran
especial sentido cuando le sirve
de piedra de toque este principio
rector.

En este proceso, desempeña
un importante papel el tutor de cada
egresado para ayudarlo a través de
la labor educativa que le permita
conducirlo hacia una formación de
valores y principios acordes con
nuestra sociedadn

NOTAS
1 Los  jueces debemos considerarnos éti-
camente obligados a comportarnos
«como se espera», para hacernos mere-
cedores de la confianza de los conciu-
dadanos para los que trabajamos.
Habremos de asumir unas pautas res-

petuosas con los derechos de las per-
sonas, junto con las que se ejerce dicha
labor. (Ver, al respecto, a  Andrés Ollero
Tessara, en http://perso.wanadoo.
fr/b.p.c.)
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2 Para cualquier persona consciente de
su dignidad, el desempeño del trabajo
debe plantearle problemas de conciencia,
con no menos intensidad que los que le
puedan suscitar las responsabilidades
familiares o el destino de su tiempo libre.
La deontología profesional no es solo
una ética especial personal, regulado-
ra de uno de los ámbitos de nuestra
conducta, sino, también, una dimensión
primordialmente relacional. Con ella,
entrarán en juego peculiares dimensiones
éticas emparentadas con nociones como
responsabilidad y confianza. Puede ser
que nuestra moral personal nos imponga
la exigencia ética de no defraudar a los
demás y, en consecuencia, rechazare-
mos toda norma social que pueda fa-
vorecer el fraude; pero, integrados en un
contexto profesional, difícilmente po-
dremos dar un contenido concreto y
coherente a todo ello, si no es partiendo
de cómo los demás esperan que noso-
tros nos comportemos. Las expectativas
sociales se convertirán así en un elemen-
to decisivo.
3 Niuris Batista: Tesis doctoral.
4Se trata de que el fenómeno jurídico, es
decir todo el problema relacionado con la
regulación jurídica de la sociedad y con
las normas del Derecho, tiene varias di-
mensiones, y puede ser examinado des-
de distintos ángulos. Lamentablemente,
predomina la concepción normativista,
en absoluto positivista, de que el Dere-
cho es solo una gran lista de normas o
artículos de leyes, y de leyes mismas y
otros cuerpos legales. En tal sentido, el
Derecho tiene tres dimensiones: norma-
tiva, valorativa y social. En la primera,
se contempla como sistema de normas
obligatorias, pero con rasgos y caracte-
rísticas singulares que se crean mediante
un proceso técnico determinado. En la
social, se tiene en cuenta que el Dere-
cho es un producto de la sociedad, de

una determinada cultura, y que se deri-
va de circunstancias sociales, económi-
cas, demográficas, políticas, etc.; se
constituye para cumplir determinadas
funciones sociales. En la valorativa, se
aprecia que el Derecho no es un simple
y absurdo conjunto normativo, sino que pre-
tende alcanzar determinados valores; su
contenido tiene que estar vinculado con
conceptos tales como justicia, seguridad,
bien común, honestidad, igualdad, etc.;
deben estudiarse los valores que lo guían.
(Consúltese al respecto a Julio Fernández
Bulté: Teoría del Derecho, pp. 1-4.)
5 Ángel Ossorio: El alma de la toga.

6 Ibíd.
7 La palabra ética deriva de ethos (ca-
rácter), pero no en el sentido de tem-
peramento dado con las estructuras
sicobiológicas, sino en el modo de ser
adquirido, lo que se logra a través de la
estructuración unitaria y concreta de los
hábitos de cada persona. La ética está
considerada una ciencia normativa, por-
que se ocupa de las normas de la conduc-
ta humana, cuya bondad los filósofos
han intentado determinar, de acuerdo
con dos principios fundamentales y han
considerado algunos tipos de conducta
buenos en sí mismos o buenos porque
readaptan un modelo moral concreto. El
primero implica el valor final o summum
bonum, deseable en sí mismo y no solo
como un medio para alcanzar un fin. En
la historia de la ética, hay tres modelos de
conducta principales, cada uno de los
cuales ha sido propuesto por varios gru-
pos o individuos como el bien más eleva-
do: la felicidad o placer; el deber, la virtud
o la obligación, y la perfección, el más
completo desarrollo de las potencialida-
des humanas. La filosofía ética iguala
la satisfacción en la vida con prudencia,
placer o poder.



Justicia y Derecho     3737373737ØØØØØ

8 Rafael Bielsa: La Abogacía.
9 Julio Fernández Bulté: «Los modelos
de Control Constitucional y la perspecti-
va de la Cuba de hoy».
10 La justicia es un valor que se constru-
ye día a día. Es dar a cada cual lo que
corresponde, según sus acciones. Esta
determinación no es nada fácil. En ella,
podemos equivocarnos, cuando sobreva-
loramos a algunos o evaluamos a otros
por debajo de lo que realmente son o han
realizado. Se impone que mantengamos
una conducta de justicia en todas nues-
tras acciones. Ello exige ponderación y
respeto.
11 Código de Ética de los Juristas
PRIMERO: El jurista en el desempeño
de sus funciones como tal se atendrá a
principios éticos entre los cuales están
los siguientes:
a)  Contribuir al desarrollo de la concien-
cia jurídica de todo el pueblo y al fortale-
cimiento de la legalidad.
b)  Reflejar en el ejercicio de las activida-
des que le conciernen en su profesión una
consciente y voluntaria lealtad a la Patria.
c)  Ser fiel cumplidor de la Ley, influyen-
do para que quienes le rodean actúen
siempre dentro de su estricto cumpli-
miento.
d)  Observar una conducta personal que
le haga acreedor del respeto de los con-
ciudadanos.
e)  Rechazar toda manifestación o prác-
tica individualista, negligente, superficial,
burocrática o irresponsable que contradi-
ga los objetivos sociales de la labor del pro-
fesional del Derecho.
f)  Observar en el desarrollo de su actuar y
en sus relaciones con cualquier persona
en los procedimientos en que intervenga,
la mayor objetividad y respeto.
g)  Esforzarse para que las decisiones que
adopte o proponga sean las más equita-
tivas y adecuadas a los intereses que re-
presenta.

h)  Respetar las opiniones de las perso-
nas que intervengan en los procedimien-
tos en que participe.
i)  Basar sus criterios sobre hechos y
pruebas sin prejuicio alguno.
j)    Asesorar leal y verazmente a quienes
deban recibir sus servicios, aconsejan-
do en cada caso la mejor solución con-
forme a la Ley.
k)  Utilizar sólo medios de prueba que
estime verídicos.
l)   Actuar siempre con la debida diligen-
cia y atender solícitamente los asuntos
de su competencia.
m) Realizar con agilidad y calidad los
trámites a su cargo, absteniéndose de
efectuar acciones encaminadas a dilatar
innecesariamente los procesos, con al
ánimo de retardar la marcha de la justicia.
n)  Mantener discreción sobre los asun-
tos en que participe con motivo de su
actividad profesional y no revelar ni dar
a conocer las cuestiones que por esa
razón conozca.
o)  Cumplir con los procedimientos esta-
blecidos legalmente para obtener in-
formación acerca de los asuntos que
atiende.
p)  Ser ejemplo de probidad en sus rela-
ciones con quienes acudan o concurran
en su esfera de actuación profesional.
q)  Conducir su actuación sin que en ella
influyan las relaciones personales que
le unan a quienes deba acudir en su de-
sempeño profesional.
r)   Actuar en su vida personal y profesio-
nal en correspondencia con la respon-
sabilidad que le impone su investidura o
cargo, sin favorecerse de éstos de tal
forma que le hagan desmerecer el con-
cepto público.
s)  Contribuir a la elevación constante
de la calidad técnica en lo relacionado
con la creación, interpretación y apli-
cación del Derecho.
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SEGUNDO: El reglamento establecerá
el procedimiento y las sanciones a im-
poner a los juristas miembros de la UNJC

que infrinjan los principios éticos pos-
tulados en el presente Código.
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EL Derecho tiene tres dimen-
siones principales, basadas

en los elementos clásicos de la
definición de lo jurídico: perspec-
tiva normativa, perspectiva social
y perspectiva valorativa.

No es posible concebir el De-
recho como algo dado ni como el
resultado o la invención de un hom-
bre, sociedad, momento histórico
o proceso legislativo o jurispru-
dencial; es la obra de creación
permanente que se realiza por un
complejo entramado de actos y
procesos complementarios que
responden en un contexto históri-
co, político y social determinado.

La creación del Derecho apa-
rece como un fenómeno comple-
jo y dinámico que incorpora,
desincorpora o renueva valores,
principios, creencias, aspiraciones,
necesidades u otros criterios y nor-
mas jurídicas.

En las sociedades conviven di-
versas formas de ordenamiento
de la conducta humana. Entre
estas, encontramos la moral, con-
vencionalismos sociales, religio-
nes y, por supuesto, el Derecho.
Todas prescriben conductas, pero
la efectiva manera de distinguir-

Esp. Isabel Inés Arredondo Suárez,
jueza profesional, Sala de lo Civil y de lo Administrativo, TSP

Ordenamiento jurídico cubano

¿PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO

EN EL SISTEMA DE FUENTES?

las depende, en principio, de la for-
ma específica que asegura su
cumplimiento.

Por ello, más allá de la teoría
normativista del Derecho, la teo-
ría tridimensional de este explica
el fenómeno jurídico desde una
tríada de manifestaciones: hecho
social que responde a su eficacia,
norma jurídica en relación con su
vigencia, y en correspondencia
con la justicia del Derecho. Resul-
tan apreciables en todo instante de
la vida jurídica: su aspecto norma-
tivo, conjunto de normas que regu-
lan la conducta social debida y que
se estudia a través de las discipli-
nas particulares de la ciencia y del
Derecho comparado; el fáctico,
que denota el fenómeno jurídico
cual acontecer de la realidad so-
cial, cultural, económica y política y
se estudia mediante la Sociología
del Derecho; y el axiológico, visto
como valor de justicia, expresión de
este, portador y garante de otros
valores superiores, que se estudia
en la Filosofía del Derecho.

Todo fenómeno jurídico respon-
de a un hecho económico, geográfi-
co, demográfico, etc., a un valor que
da determinada significación a ese
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hecho y, además, una norma o re-
gla que da la medida que integra
cada uno de esos elementos en el
otro. Estos factores coexisten en
una unidad, interactuando dinámi-
ca y dialécticamente, se implican y
se exigen desde que aparece la
norma como expresión de hechos
ordenados, según valores hasta el
momento final de su aplicación.1

FUENTES DEL DERECHO
Al referirme a la palabra fuente, ha-
go alusión al origen o fundamento
de algo. Es, como indica su origen
del latín, manantial de agua que bro-
ta de la tierra; entonces, al emple-
arla  en materia del Derecho, nos
referimos a conocer cuáles son las
fuentes del ordenamiento jurídico.

Dicha acepción ha sido indis-
tintamente usada por los autores
tanto para referirse a: fuentes ma-
teriales, en las que inobjetable-
mente resulta el hombre como ser
social; fuentes de producción, con
lo que pensamos de inmediato en
la potestas normandi o poder de
crear normas a través del Estado
como poseedor de capacidad nor-
mativa por ostentar el poder públi-
co político; fuentes formales, que
sería la forma de exteriorizarse el
Derecho en un ordenamiento jurí-
dico dado (Constitución, leyes, cos-
tumbres, jurisprudencia, etc.); y fuen-
tes de conocimiento, que servirían
al estudio tanto del Derecho vigen-
te como del antiguo, a través de ma-
teriales normativos o teóricos.

Son cuestiones diferentes, pero
no independientes entre sí ni tam-
poco respecto a la esencia misma
del Derecho; por ello, el problema
de esas fuentes ha sido una de las
cuestiones más complejas y discu-
tidas por la ciencia jurídica.

El tema de las fuentes formales
resulta uno de los más debatidos
doctrinalmente, tanto por las dife-
rentes disciplinas del saber jurídi-
co como por la Teoría del Derecho,
al resultar uno de sus apoyos, pero
su determinación ha de pasar por
determinado condicionamiento po-
lítico, en tanto es innegable que se
trata, como sostiene el profesor
Luis Díez-Picazo, de

(...) un problema eminentemen-
te político por una parte y, por
otra, una cuestión de índole so-
ciológica. La enumeración y el
establecimiento de la jerarquía
de las fuentes es, ante todo, un
problema político porque entra-
ña el especial reconocimiento
de un ámbito de poder –poder
mandar y poder hacerse obe-
decer–, que en última instancia
es un poder de naturaleza po-
lítica.2

De tal guisa es el razonamien-
to del profesor Grillo Longoria,
quien trata como fuente de un fe-
nómeno aquello que lo origina y le
da vida, y estima que son fuentes
del Derecho las condiciones eco-
nómicas y políticas de la vida de
la sociedad y el poder del Estado
que encarna su voluntad en ley.3
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Rotondi, en Instituciones de De-
recho Privado, razonaba que, si por
fuente se entendía el origen último
de la norma jurídica, todas proce-
den de la conciencia jurídica co-
lectiva; pero, desde el punto de
vista técnico, deberían entender-
se como tal los medios, los instru-
mentos inmediatos a través de los
cuales se actúa en cualquier orde-
namiento positivo, el mandato de
las normas jurídicas.4

El profesor Mendoza estima que
solo tendrá el carácter de fuente for-
mal del Derecho aquello de lo que
el juez pueda hacer uso para fun-
damentar jurídicamente su actuar
en un proceso determinado.5

Para Díez-Picazo, la expresión
fuentes del Derecho, además de
designar el origen de las normas
jurídicas, es decir sus autores, y la
forma en que se exteriorizan, tam-
bién identifica la instancia de legi-
timación o causa de justificación
del ordenamiento y sirve al cono-
cimiento del material normativo.6

Visto así, es indiscutible que la
ley resulta la fuerza jurídica supe-
rior por ser expresión de la voluntad
general; es la norma jurídica ema-
nada del pueblo a través del órga-
no que la representa políticamente
y es este su destinatario. Dentro de
estas, la Constitución es la norma
preeminente, al ser creada y justifi-
cada precisamente por el poder que
da origen al ordenamiento jurídico;
es la norma superior en la que des-
cansa la unidad del ordenamiento y

contiene los principios cardinales
sobre los que se fundamenta un Es-
tado y su Derecho, el punto de inicio y
de sujeción de las restantes normas.

El resto de las fuentes formales
del Derecho tienen relación de de-
pendencia para con la ley y, para su
validez, penden del reconocimiento
que esta haga de ellas; es lo que se
ha dado en llamar el principio de le-
galidad, sinónimo de supremacía de
la ley, pero no necesariamente im-
plica la exclusión de otras fuentes.

Por fuentes formales indirectas,
hablamos de procedimientos de for-
malización del Derecho, cuya fun-
ción creadora es indirecta, por
coadyuvar en la formulación de las
normas jurídicas, ya sea orientan-
do, ya interpretando o integrando.

La jurisprudencia es la principal
fuente formal indirecta del Derecho.
Consiste en el conjunto de princi-
pios, criterios, precedentes o doc-
trinas que se encuentran en las
sentencias o fallos de los tribuna-
les, lo cual es coadyuvante tanto de
la formación de las normas jurídicas
como de su aplicación por parte de
los mismos jueces, los profesiona-
les del Derecho y los particulares.

La costumbre es entendida co-
mo la norma jurídica creada por los
integrantes de la comunidad, a par-
tir del uso o reiteración uniforme y
constante de determinado actuar
por estos, bajo la convicción de que
ese actuar es jurídicamente obliga-
torio y su eficacia depende del re-
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conocimiento que como fuente
formal tenga en el orden positivo.

Los principios generales del De-
recho son el conjunto de criterios
orientadores insertos en todo sis-
tema jurídico, cuyo objeto es suplir
las insuficiencias o ausencias de
la ley u otras fuentes formales.

La doctrina, como fuente formal
indirecta del Derecho, consiste en
los estudios, análisis y crítica que,
con carácter científico, llevan a cabo
los juristas de reconocida autoridad
o prestigio profesional; puede ser
importante en la interpretación de las
leyes e incluso en su elaboración.

PRINCIPIOS GENERALES
DEL DERECHO
La doctrina define los principios
generales del Derecho como las
«ideas fundamentales e infor-
madoras de la organización jurí-
dica de una nación».7 Son, en
sentido jurídico, los pensamientos
directivos que sirven de base o fun-
damento a la organización legal de
un determinado derecho positivo.

Para Díez-Picazo, estos consti-
tuyen normas básicas reveladoras
de las creencias y convicciones de
la comunidad respecto a los pro-
blemas fundamentales de su or-
ganización y convivencia; pueden
estar acogidos de modo expreso
en el texto de las leyes positivas o
implícitos en la normativa concre-
ta de las instituciones.8

Pudiera puntualizarlos como
las normas o reglas generales so-
bre las que se estructura el orde-
namiento positivo, cuya existencia
deriva de las convicciones jurídi-
cas de la comunidad.

Por su propia naturaleza, son
abstractos y abarcadores de un
número superior de situaciones de
hecho e involucran mayor número
de sujetos que las que pudiesen
contemplar las normas escritas,
por demás sujetas a las variacio-
nes de las condicionantes sociales.

Su validez como fuente depen-
de de la aceptación, o no, del Es-
tado en su ordenamiento jurídico y,
por lo general, se aceptan como
fuente subsidiaria en ausencia de
ley, consecuencia lógica del princi-
pio de legalidad formal.

En el devenir histórico, siempre
se apreció la falta de disposicio-
nes legales que regulasen todos
los casos de la vida práctica. No
basta la ley ni la costumbre para
atender a los supuestos novedo-
sos que iban apareciendo en la
realidad; por ello, al lado de las
normas positivas manifestadas en
aquellas, surgieron determinadas
normas superestatales y fuera del
uso social, pero con valor tal que
servían de fundamento y base al
Derecho positivo.

Gómez de la Serna considera-
ba que

hay principios inmutables que
en todos los pueblos a que ha
llegado la antorcha de la civi-
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lización se respetan como le-
yes, y, sin embargo, que son
la base sobre la que el legis-
lador levanta su obra, no han
recibido jamás sanción expre-
sa (…), estos principios no
son leyes, sino que pueden lla-
marse con propiedad leyes de
leyes; son reglas de orden su-
perior que siempre se suponen
aunque no estén reducidas a
formas oficiales de la ley, ni pa-
sen por las solemnidades de
una publicación que nadie ne-
cesita para conocerlos.9

Sobre estos se han sostenido
diversas posiciones. Aquellos que
los admiten no son unánimes en
la determinación de su naturaleza
jurídica; mientras para unos son
normas jurídicas paralelas al De-
recho positivo, para otros son prin-
cipios que como tales se derivan
del ordenamiento, pero que no
tienen que encontrarse explícita-
mente en él. Esa es la división tra-
dicional que se produce entre
iusnaturalistas y positivistas. Los
primeros, cualquiera que sea  su
tipo, sostienen la existencia parale-
la del Derecho natural entendido
como expresión de la racionalidad
humana o de la voluntad divina, se-
gún el caso. Los segundos los
conciben unidos orgánicamente
al ordenamiento jurídico, por lo
que deben estar implícitos en él.10

En otra parte, se sitúan quienes
niegan la existencia de dichos
principios, argumentando que

adolecen de una vaguedad exce-
siva, que permite al operador jurí-
dico alejarse peligrosamente del
texto de la ley, concediéndole al
juez más una función legisferante
que la de aplicación de la ley al
asunto litigioso concreto sometido
a su conocimiento.

De modo que la doctrina man-
tuvo criterios divididos, en el caso
de la positiva, mientras unos los
consideran normas jurídicas inde-
pendientes de las legales, otros los
estiman como dependientes de
aquellas, inspiradores del Derecho
positivo obtenidos por la sucesiva
abstracción de las diversas leyes,
y algunos los asimilan a los princi-
pios más generales de la ciencia
del Derecho o con el Derecho natu-
ral. La doctrina negativa argumenta
su oposición en que los principios
son una autorización a la libre crea-
ción del juez, se critica su vaguedad
como incompleta y no meditada.
En cambio, otros autores mantienen
una posición ecléctica, que es más
seguida, por ser más conciliado-
ra y trata de aunar las anteriores.

Son tres códigos civiles europeos
los modernos antecedentes nor-
mativos de la regulación de los
principios generales de Derecho
como fuente:

–El austríaco, de 1811, que se
refiere a la posibilidad de decidir
un caso que no es posible resol-
ver con las palabras ni el sentido
natural de una ley mediante lo que
esta decide para casos análogos
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y en los fundamentos de otras le-
yes semejantes y, si aun fuese
dudoso, se decidirá conforme a las
circunstancias cuidadosamente
recogidas y maduramente pesa-
das, según los principios jurídicos
naturales, con clara inspiración en
el iusnaturalismo racional.

–El Albertino, de 1838, que rigió
para Cerdeña y Piamonte, el cual
se refiere expresamente a los prin-
cipios generales del Derecho co-
mo recurso, cuando una cuestión no
pudiera ser resuelta por el texto ni
por el espíritu de la ley ni tampoco
teniendo en cuenta los casos se-
mejantes que las leyes hubieran
especialmente previsto y los princi-
pios que sirven de fundamento a le-
yes análogas.

–El italiano, de 1865, que previó
que si no es posible decidir una
controversia mediante una precisa
regulación legal, se recurrirá a las
disposiciones que regulan casos
semejantes y materias análogas y,
si aun el caso es dudoso, autoriza
que se decida conforme a los prin-
cipios generales de Derecho. Todos
tuvieron evidente influencia poste-
rior en la redacción de otros códi-
gos europeos y latinoamericanos
que los acogen en su articulado.11

Estos principios formaron parte
del derogado Código Civil español
de 1888, cuyo Artículo 6 postulaba:

El Tribunal que rehúse fallar a
pretexto de silencio, oscuridad
o insuficiencia de leyes, incurri-
rá en responsabilidad. Cuando

no haya ley exactamente apli-
cable al punto controvertido, se
aplicará la costumbre del lugar,
y en su defecto, los principios
generales del Derecho.
Tal proyección resolvía el dilema

de las lagunas de la ley y mandaba
al juzgador a acudir a estos como
último remedio; asimismo, servía
de orientación a su labor interpre-
tativa, constituyendo el fundamen-
to del ordenamiento jurídico, con
doble misión: positiva, en cuanto a
creación; y negativa, al condenar
determinada actuación como anti-
jurídica, al apartarse de esos prin-
cipios primarios.

No obstante, por mucho tiempo,
existió especial oposición de la ju-
risprudencia, identificada con la
doctrina legal por imperio de los
artículos 1691 y 1692 de la enton-
ces vigente Ley de Enjuiciamiento
Civil de 1881, siendo opinión ma-
yoritaria que los principios no
reconocidos por la ley o por decla-
ración del Tribunal Supremo no
podían ser admitidos y, por ende,
alegados.

Al referirse a la ordenación je-
rárquica de las fuentes y, luego de
resaltar la primacía de la ley y la
imposibilidad de que existan dos
fuentes con igual grado, De Castro
y Bravo criticó la función supleto-
ria que a los principios generales
signaba el Artículo 6 del derogado
Código español por considerar tal
posición incompatible con la función
informadora, vivificadora y correc-
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tiva de estos, justificando que esca-
pan a cualquier orden escalonado
por ser la base última de todo el or-
denamiento jurídico.12

En ningún caso, deben ser con-
fundidos los principios generales
del Derecho con las reglas o máxi-
mas jurídicas que proceden del
Derecho romano justinianeo y que
no son más que refranes jurídicos
o fórmulas simplificadas que con-
tienen una experiencia jurídica.

LAGUNAS LEGALES
E INTEGRACIÓN
DEL DERECHO
Según Castán, el reconocimien-
to de las lagunas de la ley figuraba
ya desde el preámbulo de la compi-
lación aragonesa de 1247, la cual
remitía al juez, donde los fueros ca-
llasen, a la equidad o sentido natu-
ral; de igual modo,  la Constitución
catalana de 1251 mandaba a fa-
llar los casos peculiares de acuerdo
con los usos de Barcelona, en su
defecto por la costumbre y, a falta de
esta, por la razón natural.13

Valverde aceptaba la existen-
cia de tales insuficiencias aco-
tando que, por ser muy grande la
transformación de la vida social
humana, es continuo el nacimien-
to de relaciones nuevas, diversas
y aun opuestas a las preexistentes,
distintas también las circunstan-
cias sociales y económicas de los
pueblos originadas por factores
de variada índole que el legislador

más cauto no ha podido sospe-
char; para tales casos, reconocía
la difícil situación del juzgador y
apelaba por que se librara a la ju-
risprudencia de un automatismo
perjudicial.14

Lejos quedaron los tiempos en
que se pretendió alcanzar un or-
denamiento jurídico coherente y
pleno. La coherencia o unidad se
ha logrado en alta medida debido
a las modernas técnicas legislati-
vas, pero se considera utópica la
aspiración de regular cada sector
de la realidad, sin vacío legislati-
vo alguno.

Es en la resolución de los con-
flictos, mediante la aplicación de
la norma al caso específico, don-
de los sistemas jurídicos se
conretan y se alcanza la fase cul-
minante del Derecho, su aplica-
ción; de ahí que, ante un supuesto
vacío legislativo, ha de asumir el
órgano jurisdiccional un carácter
creativo que se traduce en la inte-
gración del Derecho, donde, a di-
ferencia de la interpretación, no
se trata de establecer el signifi-
cado de un precepto, sino de sal-
var el defecto o insuficiencia del
material normativo.

En la teoría jurídica contempo-
ránea, ello se explica en los pro-
cedimientos de autointegración y
heterointegración del sistema ju-
rídico.

La autointegración se realiza
mediante la concatenación lógica
de las normas positivas y se redu-
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ce al método de pura analogía,
cuando se entiende a la luz del po-
sitivismo que impide que se tengan
en cuenta normas distintas a las
ofrecidas por la propia ley positiva;
pero, también, puede alcanzarse
mediante la aplicación de los prin-
cipios generales del Derecho que
tienen como esencia las conviccio-
nes y creencias arraigadas en la co-
munidad.

Mientras la analogía legis funcio-
na como operación lógica de lo
particular a lo particular, previo jui-
cio de valor sobre la conveniencia
de dar al supuesto carente de re-
gulación la norma del supuesto
análogo, en la analogía iuris se va
desde lo particular a una abstrac-
ción (lo general) y, luego, pasa a
aplicar lo general, que se obtiene a
lo particular; o sea, partiendo de un
conjunto de normas, trata de inducir
en ellas un principio general del
Derecho, así, el caso a solucionar,
aunque distinto al de aquellas nor-
mas, puede ser igual al supuesto de
hecho del principio inducido del con-
junto, de lo que se evidencia que es
un mecanismo de aplicación de los
principios generales del Derecho.15

Otro método que reconoce la
doctrina para la aplicación de los
principios generales del Derecho
es el procedimiento de abstrac-
ción, de generalización progresiva,
consecutiva, ascendente y abstrac-
ta de las normas particulares, has-
ta llegar a la norma generalísima
que alcance el supuesto no regula-

do por las primeras y que ha sido
criticado en tanto se opone que
puede conducir al arbitrio judicial
ejercido en forma arbitraria a la ley
o a elaborar principios contrarios
al Derecho positivo e, incluso, a la
solución analógica del caso.16

Como riesgo del proceso de
aplicación de los principios gene-
rales del Derecho, obviamente a
cargo de los órganos jurisdiccio-
nales encargados de ello, se men-
ciona que se enarbolen principios
resultantes de la elaboración sub-
jetiva que respondan al modo
individual de pensar de los juzgado-
res y, por ende, se distancien de la
creencia jurídica de la colectivi-
dad, que es el verdadero sentido
y la razón de tales principios ge-
nerales.

EN EL ORDENAMIENTO
JURÍDICO CUBANO
En la realidad jurídica cubana, no
existe norma alguna que se pro-
nuncie determinando expresa-
mente cuáles son las fuentes del
ordenamiento jurídico patrio y la
relación de jerarquía entre sí, por
lo que, a la fecha, subsiste la es-
peculación doctrinal de diversos
autores al respecto.

Tal indeterminación parte de
que, al promulgarse, en 1987, el vi-
gente Código Civil, quedó deroga-
do el viejo Código Civil español de
1888, el cual, en su antes transcrito
Artículo 6, ofrecía, con carácter su-
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pletorio para el resto del ordena-
miento, lo que debía considerarse
fuente formal, y la nueva ley positi-
va no ofrece precepto alguno referi-
do a esto, mientras que, por otra
parte, la Constitución se limita a
enunciar los órganos con facultad
normativa y el tipo de norma que
crean, con lo que deja una oque-
dad en el sistema jurídico cubano,
al omitirse toda referencia a las
fuentes, institución trascendente en
la Teoría del Derecho y en la siste-
mática de la ciencia jurídica.

La tendencia predominante en el
panorama jurídico cubano ha sido
la defensa del principio de legali-
dad, al considerar la supremacía de
la ley, y subordinar a ella cualquier
otra posible fuente, como pudiera
ser la jurisprudencia o los principios
generales de Derecho, de modo
que sea imposible prescindir de lo
normado en aras de la búsqueda
propia de este.

Grillo Longoria afirmaba que es
la ley la fuente principal y dominan-
te de las distintas ramas jurídicas
en el ordenamiento jurídico socia-
lista y que debían ser rechazados
tanto la costumbre como los prin-
cipios generales de Derecho y
la jurisprudencia como fuentes,
especificando, respecto a los se-
gundos, que los propios autores
burgueses

(…) no han podido ofrecer un
sentido definido de éstos, elabo-
rando formulaciones vagas, im-
precisas, exigiéndose muchas

veces para su validez jurídica
su reconocimiento expreso por
la jurisprudencia o por la ley.17

Pero, indudablemente, para
abordar este tema con objetivi-
dad, no se  puede separar del re-
ferido a las lagunas del Derecho y
a la interpretación e integración de
este, de tanta incidencia en la fun-
ción jurisdiccional, si se tiene en
cuenta el deber inexcusable del
juez de impartir justicia, aun cuando
no encuentre norma concreta para
la solución del caso específico, tal
como se infiere del Artículo 3 de la
Ley de Procedimiento Civil, Admi-
nistrativo, Laboral y Económico, en
cuanto señala que la jurisdicción de
los tribunales cubanos es inde-
clinable y no podrán rehusar el co-
nocimiento de los asuntos que se
les someten a su consideración. El
Artículo 23 impide abstenerse de fa-
llar, salvo cuando corresponda a
órgano superior; y el 40 autoriza al
tribunal, en caso de presentarse si-
tuación de indefensión o desigual-
dad que pudiera causar perjuicio no
imputable a la parte que la sufra, a
adoptar las medidas necesarias
para restablecer la equidad proce-
sal, aunque sin alterar los términos
del debate.

TRATAMIENTO DADO
POR LA SALA
La versatilidad de las relaciones
sociales impone que el juez sea
flexible y capaz de interpretar las
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normas legales conforme con el
momento histórico en que se apli-
can, lo cual

(…) no es sino un corolario de
la esencia misma de la función
jurídica interpretativa, que con-
siste en poner las normas en
relación con la vida, para que
su concreción, en el caso enjui-
ciado, resulte justa.18

Los principios rectores sirven
precisamente a ello. Entre estos,
cabe citar, en nuestro caso, dig-
nidad y respeto de la persona,
igualdad ante la ley, protección a
los derechos individuales, tutela de
todas las formas de propiedad
reconocidas, legalidad, deber de
indemnizar los daños causados,
que nadie puede enriquecerse sin
causa justa, etc.

La cuestión reside en que es-
tas reglas generales, si bien en la
mayoría de las ocasiones se en-
cuentran claramente positivizadas
en la Constitución como principios
superiores del ordenamiento, y
respaldadas mediante normas re-
cogidas en el vigente Código Ci-
vil, en otras no existe un precepto
específico que las acoja de forma
expresa. Es, entonces, que entra-
ría a desempeñar un rol relevante
el sistema de fuentes establecido
dentro del ordenamiento jurídico.

Pero, tal sistema de fuentes no
se encuentra regulado en ningu-
na disposición normativa vigente
en nuestro país. Cuando se pro-
mulgó el texto constitucional de

1976, no se abordó dicha mate-
ria, seguramente teniendo en
cuenta que ya estaba regulado por
el Código Civil español. Al promul-
garse el nuevo Código Civil, no se
concibió un precepto que supliere
lo previsto en el Artículo 6 del an-
terior, por considerar que es ma-
teria constitucional, creándose de
esa forma un vacío legal de gra-
ves implicaciones en el quehacer
jurídico.

Teniendo en cuenta la ya argu-
mentada inexcusabilidad de im-
partir justicia que tienen nuestros
tribunales, sostengo la necesidad
de reconocer legalmente los prin-
cipios generales del Derecho como
una fuente, si no del todo indepen-
diente a la ley, sí al menos con al-
guna sustantividad propia, pues
aunque se deriva de esta, en últi-
ma instancia, no se identifica con
ella.19

Tales principios abstractos ins-
pirados en la justicia y en la ra-
zón, no contemplados siempre en
la legislación positiva, aunque ins-
piradores de ella, son posibles de al-
canzar por la vía de la interpretación
analógica, que permite extender lo
dispuesto en una norma a un caso
concreto no regulado allí, pero con
caracteres de semejanza con el
reglado, ya que la norma expresa
un principio de Derecho más gene-
ral que se extiende incluso fuera de
la materia en que se ha dictado; se
abstrae de la norma dicho principio
de valor general aplicándolo al caso
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concreto no subsumible directa-
mente en la formulación de esta
por ser normas inspiradoras de
todo el sistema jurídico, lo que
confirma su unidad orgánica y su
construcción científica, y ofrece al
juzgador un remedio extremo pa-
ra resolver, a partir del espíritu
que preside la obra legislativa, los
casos que de otro modo queda-
rían sin solución.

No ha sido mi intención centrar
el objeto de este trabajo en la con-
troversia acerca de si deben ser
admitidos los principios generales
de Derecho como fuente formal
directa o indirecta del Derecho en
Cuba, no es desde la perspectiva
del sistema de fuentes en que in-
tento tratarlo, sino desde el queha-
cer práctico, como operadora del
Derecho, complementando con mi
experiencia la opinión de otros
autores, de modo que pueda ofre-
cer otros criterios interpretativos,
incluso distintos, que permitan un
enfoque integral y multifacético de
tan controvertido tema.

A punto de alcanzar los treinta
años de aplicación del actual Có-
digo Civil, la doctrina civilista cu-
bana no se ha dedicado a ofrecer
un estudio pormenorizado de los
criterios vertidos por la Sala de lo
Civil y de lo Administrativo del TSP
acerca del tratamiento de institu-
ciones jurídicas, entre ellas los prin-
cipios generales, pero el máximo
órgano de justicia les ha dado vida
a estas y a la exégesis de nues-

tros principales cuerpos legales,
expresión inequívoca del Derecho
creado en particulares circunstan-
cias sociales e históricas, cuando
ha sido imprescindible recurrir a
tales principios en la fundamenta-
ción de sus decisiones, las cuales,
ineludiblemente, se convierten en
asiento de la ratio decidendi de
muchos fallos venideros.

Esto influye en el logro de la ex-
periencia en la actividad judicial
que motiva las instrucciones del
Consejo de Gobierno del TSP y,
por ende, favorece la aplicación
uniforme del Derecho, mediante lo
que se satisfacen los principios de
seguridad jurídica y de igualdad en
la aplicación de la ley, función que
se materializa cuando el máximo
órgano jurisdiccional construye, a
través de la práctica judicial y los
criterios reiterados en sus senten-
cias, la base que, en disímiles asun-
tos sometidos a su consideración,
sirve de criterio de la aplicación por
los demás tribunales, garantía in-
discutible ante las innumerables
interpretaciones que del ordena-
miento jurídico vigente suelen ha-
cer quienes lo operan.

Como muestra práctica de lo
tratado, reproduzco el segundo
considerando de la Sentencia
219, dictada el 31 de marzo de
2006 por la sala de la especia-
lidad del TSP, en el recurso de
casación civil 152 de 2006, me-
diante el cual se impugnaba la
Sentencia 155, de 30 de diciem-
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bre de 2005, que dictó la Sala de lo
Civil, de lo Administrativo y de lo
Laboral del Tribunal Provincial Po-
pular de Matanzas, en el proceso
ordinario 103 de 2005, promovi-
do en solicitud de que se decre-
tase la nulidad del acto jurídico
contenido en la escritura pública
857, de 22 de septiembre de
2003, sobre descripción de obra,
liquidación de la comunidad ma-
trimonial de bienes, aceptación y
adjudicación de herencia intes-
tada, cesión de derechos heredi-
tarios, cesión de participación en
la comunidad matrimonial de bie-
nes, constitución de condominio,
división de vivienda y liquidación
de copropiedad.

En ese recurso, se formuló un
motivo de casación con amparo en
el apartado uno del Artículo 630
de la ley de trámites que acusa-
ba infringido el 122 de la Constitu-
ción de la República, en relación con
el propio 630.1 de la ley instrumen-
tal, aduciendo en su concepto de
infracción que la sala de instancia
había aplicado el principio general
de Derecho non bis in ídem, en
tanto la legislación positiva no lo re-
cogía como fuente –las fuentes se
limitaban a las señaladas en el
mencionado precepto–, y la conde-
nó por ir contra sus propios actos,
aplicando analógicamente la so-
lución prevista en el Artículo 181
de la ley procesal, cuando la nulidad
no había sido causada por el actuar
de la inconforme, sino por el funcio-

nario público actuante que autori-
zó la escritura, en violación de lo
establecido en la legislación sus-
tantiva.
CONSIDERANDO: que los moti-
vos primero original y primero adi-
cional del recurso establecido por
MLTP y los motivos primero, se-
gundo y tercero originales así
como el adicional del que interpu-
siera NEPH, todos con amparo
en el apartado uno del artículo
seiscientos treinta de la Ley de
Procedimiento Civil, Administrativo
y Laboral que se examinan de
conjunto por ser innecesario su
análisis por separado, deben ser
desestimados in integrum, toda
vez que con independencia de
que las recurrentes en los respec-
tivos conceptos de infracción no
aceptan la situación fáctica que
la sentencia interpelada ha deja-
do establecida, cual es la existen-
cia de impedimento legal para
invalidar el acto jurídico conteni-
do en la escritura cuya nulidad
pretende la demandante al haber
comparecido como otorgante en
la misma y por ende haber dado
lugar con la emisión de su mani-
festación de voluntad a los des-
aciertos que se advierten en la
misma, razonamiento que debie-
ron respetar de acuerdo a la téc-
nica del recurso con el amparo
escogido, es lo cierto que al ne-
gar el fundamento de la senten-
cia interpelada, argumentando no
tener respaldo en la legislación
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positiva el principio enarbola-
do de que nemo auditur propiam
turipitudinem allegans, o lo que es
lo mismo, nadie que alegue pro-
pia causa torpe puede ser escu-
chado, se soslaya que aquel es
consustancial y deviene de la
propia naturaleza de la relación
jurídica que regula y protege el
Código Civil vigente a través de
diversas instituciones, consolida-
da en el acto impugnado por la
manifestación de voluntad de los
sujetos intervinientes, entre otros
de la promovente del proceso en
ejercicio de su plena capacidad
civil que obviamente no puede
contradecir, puesto que admitir lo
opuesto atentaría contra el or-
den, la seguridad y la igualdad
jurídica, principios instrumenta-
les con los que cuenta el Dere-
cho para la realización efectiva
de la Justicia; a mayor abunda-
miento, si bien normas de vital
trascendencia como resultan la
Constitución o la propia ley
sustantiva se limitan a establecer
los órganos con facultades nor-
mativas, no existiendo en nues-
tro ordenamiento precepto que
enumere cuáles son sus fuentes
y la relación de jerarquía entre
éstas, es imposible desconocer
como fuerza vinculante, sin aten-
tar a su vez contra el principio de
legalidad formal, el valor de fuen-
te material e indirecta de los prin-
cipios generales de Derecho que
sirven de basamento natural de la

legislación positiva al expresar va-
lores, intereses e ideas rectoras
que dominan la forma de interac-
tuar la sociedad y que se materia-
lizan mediante la autointegración,
cuando se da respuesta a un su-
puesto no reglado expresamente
ya sea por analogía, aplicando
una regulación existente para otro
supuesto que tiene similitud con
él, como sería en el caso lo
preceptuado en el artículo ciento
ochenta y uno de la Ley de Pro-
cedimiento Civil, Administrativo
y Laboral que prohíbe reclamar la
declaración de nulidad a quien
con sus actos dio lugar a la mis-
ma, o, a través de la generalización
sucesiva y abstracta de normas
particulares que permite llegar a la
más general y lógica que alcance
el supuesto no contemplado, por lo
que en el caso estaríamos frente a
similar resultado al analizar los con-
ceptos de relación jurídica, acto
jurídico como causa de aquella,
sujeto de la relación, personalidad
y capacidad jurídica.

La inclusión de los principios
generales del Derecho en el sis-
tema de fuentes en Cuba vendría
a cumplir funciones importantes:
♦Serían el fundamento del ordena-
miento jurídico, como fuente inspira-
dora de las diferentes disposiciones
legales, por un lado, y como instan-
cia crítica, por otro, a partir de la cual
puedan ser contrastadas las normas
jurídicas con la esencia misma de
nuestro sistema político y jurídico.
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♦Orientadores de la labor inter-
pretativa de las normas jurídicas,
a partir de las cuales se puede de-
sarrollar con precisión la iner-
pretación sistemática y la autoin-
tegración del ordenamiento, en la
medida en que este constituye
verdaderamente un sistema cuyos
nervios –los principios– permiten
su interpretación extensiva o res-
trictiva.
♦ Fuente subsidiaria e integra-
dora en caso de insuficiencia
de la ley; en otros términos, en ca-
so de ausencia de ley expresa,
aplicable al caso controvertido,
el tribunal debe hacer uso de los
principios generales del Derecho
para resolver de acuerdo con los
fundamentos mismos del orde-
namiento nacional, pues no pue-
de dejar de fallar so pretexto de
silencio de la ley.20

Es precisamente el TSP el que
tiene la elevada misión de ir dis-

tinguiendo los principios genera-
les del Derecho en sus sucesivos
fallos, de forma que se pueda ir
enriqueciendo la práctica jurídica.

En la medida en que estos
sean acogidos por el máximo ór-
gano judicial, podrán ser aplica-
dos por los tribunales, y serán
alegables en todas las instancias,
cuando no exista ley aplicable al
caso concreto o para orientar su
actividad jurisdiccional en la recta
interpretación de la ley, junto a las
disposiciones con ese carácter
emanadas del Consejo de Esta-
do y las instrucciones de carácter
obligatorio del Consejo de Go-
bierno del TSP, pues recogen la ex-
periencia de la actividad judicial en
la interpretación,  aplicación de las
leyes y las decisiones que dicta,
al evacuar consultas de los tribu-
nales, que también han de ser
consideradas como fuentes for-
males del ordenamiento jurídicon
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EL presente artículo tiene la inten-
ción de examinar las diferen-

tes aristas de un tema controverti-
do y polémico en el ámbito de las
tendencias del derecho procesal
contemporáneo y, en particular, en
lo referido al proceso civil, como
resulta la posibilidad de que en
sede de casación pueda el órga-
no jurisdiccional supremo casar y
anular una sentencia o auto defi-
nitivo de oficio, es decir que, aun
habiendo sido recurrido en casa-
ción por parte debidamente legiti-
mada, el tribunal, ante determinado
quebrantamiento sustancial que no
puede solventar de otro modo y sos-
layando las alegaciones de distinta
índole formuladas por el inconforme,
con diferentes fundamentos, decre-
ta la invalidez del fallo interpelado.

Tal posibilidad se traduce en efi-
caz herramienta en poder del juz-
gador de casación en pos de las
garantías de que resulta acreedor
el justiciable, tanto en su condición
de recurrente como de no impug-
nante, en el sentido de recibir un
justo y debido proceso con estric-
to apego a Derecho, que comple-

PRÁCTICA JUDICIAL GARANTISTA
DE LOS DERECHOS DE LOS JUSTICIABLES

La Casación civil de oficio

Esp. Orlando González García,
juez profesional, Sala de lo Civil y de lo Administrativo, TSP

menta la de acceso a la justicia
y el efectivo logro de esta, pues
como finalidad de aquel no po-
dría materializarse sin que discu-
rriera el iter procesal en la forma
apuntada.

IMPLEMENTACIÓN
DE LA CASACIÓN CIVIL
DE OFICIO
El criterio de admisión como válido
de tal proceder tiene su condi-
cionante en la postura que adop-
temos en relación con el rol que
corresponde desempeñar al órga-
no jurisdiccional en el proceso, en
virtud de que, si nos afiliamos a
aquella que propugna un papel
pasivo del juzgador, a merced del
accionar de las partes en conflic-
to y con pleno imperio del principio
dispositivo, en la que el tribunal
debe mantenerse equidistante de
los argumentos de las partes, que
le resultan vinculantes, sin posibi-
lidad alguna de introducir elemen-
tos ajenos a aquellos formulados
por los litigantes en la búsqueda de
la verdad material más allá de la
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to procesal, de manera que pre-
valezca el mayor acercamiento
posible de lo formalmente decla-
rado probado a la verdad material
de lo sucedido–, coincidiríamos,
entonces, seguramente, en admi-
tir la necesidad de la casación de
oficio y su consecuente regulación
positiva.

A  ello contribuye, además, la pro-
pia esencia de la labor casacio-
nal, que en modo alguno puede
quedar constreñida a la mera re-
visión de la probable concurrencia
de las infracciones de ley o que-
brantamientos procesales denun-
ciados por el recurrente, sino que,
sin desconocer tales cuestiones,
debe extenderse a la revisión inte-
gral de lo actuado por los tribuna-
les inferiores, tanto en el aspecto
sustantivo como en el procesal,
función conocida en la doctrina a
partir de su denominación por el
ilustre profesor italiano Piero
Calamandrei3 como «nomofila-
quia judicial», que consiste en el
deber del tribunal de casación de
velar por el estricto cumplimiento
de las leyes y demás fuentes forma-
les de Derecho a que se refiere, en
nuestro caso, el ordinal primero del
artículo seiscientos treinta de la Ley
de Procedimiento Civil, Adminis-
trativo, Laboral y Económico4

(LPCALE) y llevar a cabo la
función uniformadora de la ac-
tuación judicial, lo que tiene su
efecto en la elevación del índice de

verdad formal que resulta del con-
flicto en la forma planteada por los
contendientes, posición que de-
fienden, en la actualidad, entre
otros, algunos procesalistas de la
denominada Escuela de Valen-
cia, encabezados por Montero
Aroca,1 de ello resultaría la impo-
sibilidad de admitir tal pronuncia-
miento. Este enfoque ha sido el
predominante en el aspecto nor-
mativo y en la doctrina jurídica;
como señala la chilena Cecilia
Paz Latorre Florido:

(...) la casación se creó como
recurso a favor de las partes del
juicio; no se diseñó un recurso
en interés de la ley o se permi-
tió la actividad oficial en temas
de correcciones oficiosas al
derecho aplicado en las cues-
tiones de fondo. Luego, es evi-
dente que la casación está al
servicio de quien es parte liti-
gante y que no se le consagró
en pos del interés social. Si el
fallo viola la ley y las partes no
recurren, la trasgresión al dere-
cho objetivo se afianza y la co-
munidad nada puede hacer.2

En sentido contrario, si enten-
demos que debe corresponder al
juzgador un papel activo duran-
te el curso del proceso civil –sin
suplantar con ello las facultades y
cargas de las partes ni vulnerar sus
garantías fundamentales, lo que
precisamente constituye premisa
esencial de nuestro ordenamien-
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a los argumentos expuestos por
el recurrente, aunque cuidando
que ello no convierta este recur-
so extraordinario y limitado en ter-
cera instancia o reproducción del
de apelación.

La Sala de lo Civil y de lo Admi-
nistrativo del TSP ha reiterado el
criterio del interés público predo-
minante en casación, respecto a
velar por la pureza en la aplica-
ción del Derecho en relación con
el conflicto individual concreto
que se dilucida y, en tal sentido,
resulta aleccionador el contenido
de la Sentencia no. 12, de 22 de
enero de 1979, dictada durante
la presidencia del doctor Fernan-
do Álvarez Tabío, que expresa lo
siguiente:
CONSIDERANDO: que no obs-
tante ser suficientes los anteriores
fundamentos para desestimar el
recurso, esta Sala no puede des-
conocer que la casación, si bien en
un orden en cierto modo subalter-
no, es un medio que se provee a
las partes para la defensa de sus
privativos intereses, su designio es
mucho más trascendental ya que
tiende a restablecer el imperio de
la Ley infringida o vulnerada, por
error, al apreciar el sentido y alcan-
ce de un precepto, o por incon-
gruencia en la subsunción de los
hechos en la norma aplicable o por
desconocimiento de ella en el caso
sometido a discusión; de ahí que
sea obligado estimar que la casa-

posible predicción del fallo casa-
cional frente a un mismo tipo de
conflicto reiterado; puesto que la
casación extravasa el mero interés
de los particulares contendientes
para erigirse en función pública en
la que el interés que prevalece es el
de restablecimiento de la legalidad
quebrantada y la garantía de certe-
za jurídica, lo que necesariamente
conduce de la mano a admitir que
deberá pronunciarse por la revoca-
ción de la resolución judicial im-
pugnada, si advirtiere vulneración
de las garantías y reglas esencia-
les del Debido proceso median-
te su examen integral, aun no
habiendo sido denunciadas tales
cuestiones por el recurrente,
bien por desentendimiento o por
no coincidir con su interés par-
cializado de parte litigante.

A estas dos importantes funcio-
nes que desempeña el tribunal de
casación, la de nomofilaquia o
veladora de la legalidad, y la uni-
formadora de la jurisprudencia, se
adiciona una tercera y no menos
importante, consistente en la de-
nominada función dikelógica,5

relacionada con la búsqueda de
la verdad y la justicia en el caso
concreto, que solo puede alcan-
zarse ofreciendo amplitud de
acción al juzgador mediante la
revisión integral de lo actuado
por los tribunales inferiores, sin
las ataduras propias de la obli-
gación de ceñirse estrictamente
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han infringido las formas y ga-
rantías esenciales del proceso,
de manera que pueda resultar
trascendente al fallo, declarará
de oficio el quebrantamien-
to de forma y ordenará al de ins-
tancia que proceda conforme a
los preceptos anteriormente ci-
tados, señalándose concreta-
mente las diligencias o medidas
que deberá ordenar. Asimismo,
dispondrá que se haga cargo de
las actuaciones, o que celebre
nuevo juicio oral el mismo Tribu-
nal compuesto por sus Jueces
o por otros.
Cabe, entonces, la interrogan-

te de si tales dislates de probable
aparición en el proceso penal pu-
dieran encontrarse, también, con
las especificidades propias de
cada cual, en las restantes mate-
rias de conocimiento jurisdiccional
y, en especial, en la civil, extensi-
va a la administrativa, en atención
a su carácter supletorio. No es
posible otra respuesta sino la afir-
mativa; es más, la Sala de lo Civil
y de lo Administrativo del TSP ha
tenido que acudir en la práctica a
la casación de oficio en casos de
flagrantes vulneraciones del Debi-
do proceso que no alcanzan a de-
nunciar los recurrentes, haciendo
interpretación extensiva de precep-
tos de la propia ley de trámites, ta-
les como el artículo cuarenta de la
LPCALE,6 que permite al juzgador
solventar determinada situación de

ción, a la par que se nutre de un
elemento jurisdiccional, se halla
siempre impregnada de la esencia
política que le reserva la misión
concreta de velar por la pureza en
la aplicación o interpretación de la
ley en todo el territorio nacional, lo
cual impone al Tribunal el ineludi-
ble deber de examinar todos los
vicios que presente la sentencia
recurrida.

EN EL ORDENAMIENTO
PROCESAL CUBANO

La regulación normativa de esta
figura procesal, si bien resulta
novedosa para el proceso civil,
que aún no la recoge en la vigente
LPCALE, ha tenido en nuestro
país feliz presencia y anteceden-
te en otras jurisdicciones, como
examino a continuación. El Artícu-
lo 79 de la vigente Ley No. 5, «Ley
de Procedimiento Penal», esta-
blece que

(...) Si del examen de las actua-
ciones de que conozca por vía
de casación, el Tribunal advier-
te que por el de instancia no se
ha hecho uso oportunamente
de las facultades que le atribu-
yen los artículos doscientos se-
senta y tres (contentivo de los
supuestos en que podrán devol-
verse al Fiscal las actuaciones
preparatorias) y trescientos cin-
cuenta y uno (sobre sumaria
instrucción suplementaria), o se
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evidente indefensión o desigualdad
susceptible de causar perjuicio irre-
parable no imputable a la parte que
la sufra, sin que tuviere solución es-
pecífica en dicha Ley, ante la cual
puede, de oficio y oídas las par-
tes, o a instancia del interesado
y oída la contraparte, adoptar las
medidas necesarias para resta-
blecer la equidad procesal, aun-
que sin alterar los términos del
debate.

No obstante, es obvio que el alu-
dido precepto no se asimila a situa-
ciones de tal índole detectadas en
casación, que no constituye una
nueva instancia del proceso, sino
el examen extraordinario de lo ya
resuelto, por si hubiere en ello in-
fracción de Derecho, a aquellas
acontecidas durante el curso del
proceso, por lo que no deja de ser
remedio verdaderamente no sus-
ceptible de aplicación a dichos su-
puestos.

Deviene, por tanto, imperativa
la incorporación de la figura de la
casación de oficio al ordenamien-
to procesal civil en su aspecto nor-
mativo o positivo, de manera que
garantice al tribunal una eficaz y
efectiva herramienta para encau-
zar los procesos así viciados al
curso adecuado y salvaguardar el
logro de la justicia como finalidad
suprema. En tales casos, el fin jus-
tifica los medios, con mayor razón
si se trata de medios legítimos y
garantistas, como acontece.

Similar camino recorrió la am-
pliación de las causales de revisión
de sentencias y autos definitivos
firmes para tutelar los casos de in-
defensión que el legislador no
puede prever en su totalidad de
manera casuística, mediante la
adición de una causal quinta al
artículo seiscientos cuarenta y dos
de la LPCALE7 que se materiali-
zó por el Decreto-Ley número
doscientos cuarenta y uno de dos
mil seis, modificativo de la citada
ley adjetiva.

Esta nueva causal de revisión
permite examinar las sentencias
y autos definitivos firmes, a tenor
de vulneraciones procesales o
referidas a la aplicación del De-
recho mismo, que hubieren pro-
vocado situación de indefensión
no imputable a la parte que la
alegare. De la antigua máxima de
Derecho, en el sentido de que
«quien puede lo mucho, puede
también lo poco», deriva que re-
sultaría contradictorio negarle tal
posibilidad al tribunal, cuando co-
noce de recurso de casación in-
terpuesto contra resolución judicial
aún no firme, si en cambio ya la
tiene reconocida por el legislador
cuando ventila la revisión de reso-
lución judicial firme.

Por otra parte, no colisiona la
casación decretada de oficio con
el imperio del principio de la no
reformatio in peius que consagra
el artículo seiscientos cuatro de la



Justicia y Derecho     5959595959ØØØØØ

para establecerlo y la sala de ca-
sación hubiere examinado las ac-
tuaciones en virtud de otra razón y
tampoco si se tratare de sentencia
o auto que hubiere ganado firme-
za. Se casa de oficio simplemente
porque los motivos que sustentan
tal decisión son distintos a los ale-
gados por el recurrente, aunque de
todas formas está presente la so-
licitud de este, en el sentido de
que se revoque la sentencia o re-
solución definitiva que estima que
le causa perjuicios. El hecho de
apreciar el juzgador fundamento
distinto a los señalados por el re-
currente determina la actuación
judicial de oficio y, de ahí, la deno-
minación adoptada en tal sentido.
No obstante, las nuevas cuestiones
apreciadas de oficio han de poder
subsumirse en algunas de las
causales de casación que estable-
ce el artículo seiscientos treinta de
la LPCALE, pues, de lo contrario,
la excesiva amplitud del campo de
análisis pudiera tornar este recurso
extraordinario en una nueva instan-
cia, asimilándolo al de apelación.
♦Las causas que determinan la
casación de oficio han de ser
vulneraciones trascendentales
en la tramitación del asunto que
infrinjan las reglas del denomina-
do Debido proceso, conforme a
las normas procesales vigentes,
que conculquen garantías funda-
mentales a las partes o infrinjan
severamente la aplicación del de-

ley adjetiva civil,8 en tanto por ella
se produce en definitiva la revoca-
ción o anulación del fallo impug-
nado, que es el fin perseguido por
el recurrente; aunque, obviamen-
te, por distintos fundamentos a los
alegados por este al interponer el
recurso. Si de la ulterior tramita-
ción del asunto surgiera una nueva
solución en mayor grado perjudicial
en relación con aquella contenida
en la casada de oficio, ello no se-
ría imputable directamente a la re-
solución en tal forma del recurso de
casación entonces establecido,
sino de manera mediata a la pos-
terior tramitación del asunto, con lo
que resultaría ileso el añejo princi-
pio mencionado.

PRESUPUESTOS
BÁSICOS DE ESTA
FIGURA PROCESAL
A continuación, examino los pre-
supuestos sobre los que entiendo
que debería erigirse esta institu-
ción del Derecho Procesal Civil en
su regulación positiva:
♦La sentencia o auto definitivo
objeto de casación de oficio ha de
haber sido forzosamente recurri-
do mediante tal impugnación,
porque no puede permitirse tal
pronunciamiento si la resolución
judicial sobre la que recae no ha
sido objeto de interposición de re-
curso de casación por parte inte-
resada, debidamente legitimada
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poco práctica, pues resulta casi im-
probable un caso en que, habiendo
incurrido el juzgador en una severa
violación de derecho material, no
sea esta denunciada por el recurren-
te. No obstante, de acontecer ello,
debería primar el principio de lega-
lidad y justicia con prelación a las
garantías que pudiere alegar vulne-
radas quien hubiere obtenido a su
favor el fallo defectuoso, pero no
atacado, como corresponde por su
contrario, puesto que el proceso no
es un fin en sí mismo, sino que está
concebido para que el juzgador arri-
be a la verdad material desempe-
ñando un papel activo o al menos
intente acercarse a ella en lo posi-
ble, en virtud de lo cual habrá de
permitirse la casación de oficio en
ambos sentidos, sustantivo y proce-
sal. De nada serviría un modelo de
proceso civil en extremo garantista
que se convirtiera en un valladar
para el alcance de la verdad mate-
rial y el pronunciamiento de justi-
cia que corresponde, más allá de la
verdad formal que resulta de autos.

CRITERIOS
JURISPRUDENCIALES
EN SENTENCIAS DEL TSP
Examino los argumentos del juz-
gador contenidos en algunas sen-
tencias dictadas por la Sala de lo
Civil y de lo Administrativo del
TSP en las que el autor del pre-
sente artículo fungió como juez

recho sustantivo al caso concreto
sometido a la consideración del juz-
gador, de tal suerte que no puedan
ser subsanadas de otro modo e
impidan a este resolver el caso a
tenor de los fundamentos alegados
por las partes obviando la transgre-
sión advertida de oficio.
♦El quebrantamiento no puede ha-
ber sido abordado en el recurso
de casación interpuesto por la
parte inconforme, bien por no ha-
ber reparado en él o simplemente
a consecuencia de algún interés
parcializado dado su carácter de
litigante, en virtud de que, obvia-
mente, de haber sido articulado en
alguno de los motivos de casa-
ción de que conste el recurso, aun
cuando se citare bajo precepto
amparador equivocado, ello haría
innecesario tal pronunciamiento
judicial, pues bastaría acoger
el recurso de casación establecido
declarándolo con lugar y revocan-
do la sentencia interpelada en el sen-
tido interesado por el recurrente.

Aspecto en extremo polémico lo
es si las causas que pudieran
desembocar en una casación de-
cretada de oficio deben constreñir-
se al ámbito de las vulneraciones
procesales o errores in procedendo
o si, por el contrario, deben abarcar
tanto las infracciones de tal natura-
leza como las atinentes a la apli-
cación misma del Derecho en su
aspecto sustantivo o errores in
iudicando. Tal disyuntiva resulta
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no siendo subsanable de otro
modo, determina la necesidad de
decretar la nulidad de actuaciones
conforme establecen los artículos
ciento setenta y ocho y ciento se-
tenta y nueve de la citada ley de
trámites civiles; sin entrar a cono-
cer de los motivos de fondo que
informan el recurso de casación
interpuesto.

Esta sentencia restableció la
legalidad casando de oficio la re-
currida, al constatar que el juzga-
dor a quo se desentendió de la
existencia de tercero con interés
legítimo en el pleito a quien había
admitido en concepto de parte
demandada debidamente perso-
nada, con lo que vulneró las reglas
del Debido proceso, infringiendo
lo previsto en los artículos noven-
ta y dos y noventa y tres de la
LPCALE.9

Sentencia No. 101, de 21 de
febrero de 2007 (Expediente No.
184 de 2007, materia administrativa)
CONSIDERANDO: Que examina-
das las actuaciones del expedien-
te del proceso administrativo en
que se dictare la sentencia que
por el presente recurso de casa-
ción se interpela, con carácter
previo a conocer del fondo de di-
cha impugnación; se evidencia
que la sala de instancia ha infrin-
gido las normas y reglas del de-
bido proceso, pues habiendo
acordado fallo en fecha veintisiete
de diciembre del dos mil seis, visi-

ponente y resultó imperativo de-
cretar de oficio la casación de la
sentencia interpelada:

Sentencia No. 228, de 14 de
abril de 2006 (Expediente No. 202
de 2006, materia civil)
CONSIDERANDO: Que del simple
examen de las actuaciones se cons-
tata que la Sala de instancia, mediante
providencia de fecha veintiséis de
abril del dos mil cinco, visible  a  fojas
cincuenta y uno del expediente,
admitió la intervención de la Dele-
gación Municipal del Ministerio de
la Agricultura en Habana del Este,
representada por la Lic. MBSG, co-
mo tercero interesado en concepto
de parte demandada, la que al pre-
sentar su escrito de personería reali-
zó alegaciones de fondo en relación
con la litis planteada, interesando
fuere acogida la pretensión de nuli-
dad formulada por el actor; aspectos
sobre los que la mencionada Sala no
efectuó pronunciamiento alguno ni en
la aludida providencia ni en la sen-
tencia dictada, en la que simplemen-
te se desentendió totalmente de la
existencia de dicha parte, ignorándo-
la; cuestión que rebasa la mera
incongruencia por omisión a que se
refiere como causal de casación el
ordinal segundo del artículo seis-
cientos treinta de la Ley de Procedi-
miento Civil, Administrativo y Laboral
respecto a las pretensiones articula-
das por las partes, y que, apreciada
de oficio por esta Sala, pudiendo oca-
sionar a éstas perjuicio irreparable y
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ble en acta de discusión y votación
de sentencia a fojas setenta y nue-
ve del expediente en cumplimiento
de lo ordenado en el Acuerdo nú-
mero cuatro de cuatro de enero de
mil novecientos ochenta y tres del
Consejo de Gobierno del Tribunal
Supremo Popular, en el sentido de
declarar sin lugar la demanda es-
tablecida, lo que genera efecto
confirmatorio del acto administra-
tivo impugnado conforme establece
el artículo seiscientos ochenta y
nueve, párrafo primero, de la ley de
trámites civiles; sin embargo, segui-
damente en fecha veintinueve del
propio mes y año procedió a dictar
sentencia, visible a fojas ochenta a
la ochenta y dos del expediente,
en la que acogió en parte la contro-
vertida demanda en atención a que
rechazó una de las pretensiones de
la parte actora, aunque revocando el
cuestionado acto administrativo según
ordena en tal supuesto el artículo seis-
cientos noventa, párrafo primero, de la
mencionada ley adjetiva, en franca
contradicción con lo que los propios
jueces actuantes habían acordado y
firmado en la primera de las ocasio-
nes mencionadas; lo que se traduce
en clara violación de lo previsto en los
artículos ciento cuarenta y seis y cien-
to cincuenta y uno, inciso sexto, de la
ley de trámites civiles; cuestión que re-
sulta insalvable en casación.

Con ella, se resolvió una clara
incongruencia entre la sentencia re-
currida y el acta de votación que le

antecedió, con infracción de lo esta-
blecido por el Acuerdo No. 4, de 4 de
enero de 1983, del Consejo de Go-
bierno del TSP,10 contradicción que no
fue combatida por el recurrente.

Sentencia No. 413, de 15 de
mayo de 2008 (Expediente No. 497
de 2008, materia administrativa)
CONSIDERANDO: Que del sim-
ple examen de las actuaciones y
sin que resulte necesario entrar a
conocer de los motivos en que se
sustentan los recursos de casa-
ción interpuestos, se constata que
la Sala de instancia no dispuso de
suficientes elementos de juicio
para fundamentar debidamente el
fallo que se combate; habida
cuenta que aun cuando declara
probada la inexistencia de com-
praventa respecto al inmueble
controvertido, sin embargo enar-
bola la tesis de cesión ilícita del
inmueble, que de lo actuado ca-
rece de sustento probatorio, en
atención a que lo único acredita-
do en las escuetas diligencias
practicadas por la Dirección Mu-
nicipal de la Vivienda resulta que
el titular del inmueble y ahora re-
currente LAGF, se marchó a resi-
dir a la Ciudad de La Habana y
dejó a una prima de su ex espo-
sa, la también recurrente YGP,
residiendo en la vivienda de su
propiedad en Santiago de Cuba;
sin que existan otros elementos o
evidencias de prueba que efecti-
vamente apunten a la existencia
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de acto ilegal en torno a esa vi-
vienda, salvo la declaración de
RICG, conviviente de esta última,
conminado por ella a abandonar
la vivienda; de lo que deriva que
en modo alguno pudo la Sala de
instancia tener por suficientemen-
te acreditados hechos que pudie-
ran calificar la cesión ilícita del
referido inmueble.

Esta resolución revocó fallo in-
congruente sin sustento probatorio
en las diligencias practicadas por la
Dirección Municipal de la Vivienda,
con franca vulneración de lo previsto
en el artículo ciento cuarenta y seis de
la LPCALE y decretó que por dicho
órgano gubernativo se profundiza-
ra en las investigaciones, casan-
do de oficio la sentencia recurrida,
con revocación de la resolución ad-
ministrativa impugnada, para que
por la Administración se proce-
diera a dar cumplimiento a lo que
al respecto establecen los artícu-
los ciento treinta y cuatro, ciento
treinta y cinco y ciento treinta y
seis de la Ley General de la Vi-
vienda.11

Sentencia No. 910, de 17 de
septiembre de 2008 (Expediente
No. 1075 de 2008, materia admi-
nistrativa)
CONSIDERANDO: Que con carác-
ter previo al conocimiento de los dos
motivos de que consta el recurso de
casación interpuesto, ambos invoca-
dos al amparo del ordinal primero del
artículo seiscientos treinta de la Ley

de Procedimiento Civil, Administra-
tivo, Laboral y Económico, en los
que el inconforme respectivamen-
te acusa como infringidos los
artículos veintiocho, segundo pá-
rrafo, seis, inciso e, de la Ley Ge-
neral de la Vivienda y el artículo
dos de la Resolución número cua-
tro de mil novecientos noventa y
uno del Presidente del Instituto
Nacional de la Vivienda; se cons-
tata del simple examen de las ac-
tuaciones que al celebrarse la
vista oral correspondiente al pro-
ceso administrativo en cuestión en
fecha dieciocho de julio del año dos
mil ocho, cuya acta consta a foja
setenta y siete del sumario, inter-
vino en dicho acto el juez lego
MHA, quien sin embargo no inter-
vino en la votación del asunto
efectuada el propio día conforme al
acta de discusión y votación de
sentencia visible a foja setenta y
ocho, pues en su lugar lo hizo la juez
lego GRS; de lo que resulta que el
tribunal sentenciador infringió el
principio de inmediación a los
efectos que previene el artículo
ciento treinta y uno de la Ley
de Procedimiento Civil, Adminis-
trativo, Laboral y Económico y
con ello las garantías del debido
proceso.

Esta sentencia de oficio casó
la impugnada al detectarse que in-
tervino en la votación y fallo del
asunto un juez lego distinto a aque-
llos que constituyeron el tribunal en
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la celebración de la vista oral
del caso, con evidente infracción del
principio de inmediación.

Sentencia No. 146, de 12 de
mayo de 2008 (Expediente No.
159 de 2008, materia civil)
CONSIDERANDO: Que del simple
examen de las actuaciones y sin que
resulte necesario entrar a conocer
de los motivos en que se sustenta
el recurso de casación interpuesto,
se constata que la Sala de instancia
no dispuso de suficientes elemen-
tos de juicio para sustentar debi-
damente el fallo que se combate;
habida cuenta que respecto a las
imputaciones de abuso sexual, en
el orden de haber efectuado toca-
mientos lascivos a su menor hija,
que se atribuyen al demandado,
sólo contó con lo manifestado por
la menor en cuestión, de ocho años
de edad aproximadamente al mo-
mento de los hechos, mediante test
y exámenes de tipo psicológico que
le fueron aplicados; así como la de-
posición de una perito que alude a
los referidos hechos también par-
tiendo de las declaraciones de di-
cha menor; lo que en modo alguno
resultaba suficiente para darlos por
acreditados; considerando que el
demandado en todo momento los
ha negado y que no ha sido presen-
tado testigo presencial alguno que
avale su ocurrencia, además de
que resultó sobreseído libremente
por el Fiscal el expediente de fase
preparatoria incoado en la jurisdic-

ción de lo penal para reprimir al impu-
tado por la supuesta ocurrencia
de hechos que pudieran tipificar el
delito de abusos lascivos, a conse-
cuencia de insuficiencia probatoria,
a lo que se adiciona haber omitido
la actora del presente proceso tales
imputaciones al momento de inte-
resar y tramitar judicialmente el di-
vorcio del demandado, ocasión
oportuna en que pudo haber alcan-
zado un pronunciamiento similar al
que ahora interesa en proceso or-
dinario; advirtiéndose que la Sala
de instancia, con tales endebles
elementos de juicio, sustenta una
medida de tal envergadura y tras-
cendencia como la de privación de
patria potestad que resulta definiti-
va e irrecuperable, sin que hubiere
agotado las posibilidades que le
brinda la ley de trámites en cuanto
a convocar a las partes a compare-
cencia, disponer la exploración de
la menor supuestamente afectada
por los actos que se atribuyen a su
progenitor, practicar una pericial pro-
funda y consecuente; así como in-
clusive hacer examinar a la menor
y a sus padres por el equipo asesor
multidisciplinario a que se refiere la
Instrucción número ciento ochenta
y siete del Consejo de Gobierno del
Tribunal Supremo Popular; todo ello
para mejor proveer en la oportuni-
dad procesal que le concede el
artículo doscientos cuarenta y ocho
de la Ley de Procedimiento Civil,
Administrativo, Laboral y Económi-
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co, a los efectos de arribar a válida
convicción sobre la certeza de los
hechos en disputa, circunstancias
que, apreciadas de oficio por esta
Sala, pudiendo ocasionar a las
partes perjuicio irreparable y no
siendo subsanables de otro modo,
determinan la necesidad de de-
cretar la nulidad de actuaciones
conforme establecen los artícu-
los ciento setenta y ocho y cien-
to setenta y nueve de la citada
ley de trámites civiles; sin entrar
a conocer de los motivos de fon-
do que informan el recurso de casa-
ción interpuesto.

En este asunto, resultó impera-
tivo casar de oficio la sentencia
dictada, que sin contar con los sufi-
cientes elementos de probanza
decretó la privación de la patria po-
testad del recurrente sobre su
menor hija, por lo que la Sala de ca-
sación, sin conocer de las cuestio-
nes de fondo alegadas por este,
dispuso que se profundizara en la
práctica de pruebas por el tribunal
a quo, que ulteriormente desestimó
la demanda.

En todos y cada uno de estos
casos se evidencia la concurren-
cia de los presupuestos a que an-
tes me referí; pues en todos ellos
la sentencia luego casada de ofi-
cio fue impugnada en casación
por alguno de los litigantes, aun-
que alegando razones distintas a
las que advirtió el tribunal, que sin
entrar a conocer de las expuestas

por el inconforme decretó la casa-
ción de la sentencia cuestionada,
por ser trascendentales las vulne-
raciones procesales o de Dere-
cho constatadas.

EXAMEN EN EL DERECHO
IBEROAMERICANO
La Ley de Enjuiciamiento Civil es-
pañola (Ley No. 1, de 7 de enero
de 2000), actualmente en vigor, no
contiene precepto alguno que fa-
culte al tribunal de casación para
anular de oficio los fallos emiti-
dos por tribunales inferiores a
consecuencia de advertir defec-
tos sustanciales no señalados por
el recurrente. De la misma mane-
ra, acontece con la mayoría de las
legislaciones procesales civiles
en el ámbito iberoamericano, con
las siguientes excepciones:

Código de Procedimiento
Civil de Bolivia
El Artículo 252 establece que el
juez o tribunal de casación anula-
rá de oficio todo proceso en el
que se encontraren infracciones
de aquellas que interesan al or-
den público, mientras que por su
parte el  Artículo 90 del propio cuer-
po legal prescribe que serán de
orden público las normas procesa-
les, lo que franquea la casación de
oficio, cuando se detectaren trans-
gresiones procesales sustanciales
en que hubiere incurrido el tribunal
inferior.
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Código de Procedimiento
Civil de Venezuela
El Artículo 320 establece que podrá
la Corte Suprema de Justicia en su
sentencia hacer pronunciamiento
expreso para casar el fallo recurrido
con base en las infracciones de or-
den público y constitucionales que
ella encontrare, aunque no se hayan
denunciado; lo que implica la facul-
tad del tribunal de casación para
casar de oficio por vulneraciones de
semejante índole no señaladas por
la parte recurrente.

Código de Procedimiento
Civil de Ecuador
El Artículo 358 establece que los
jueces y tribunales declararán la
nulidad, aunque las partes no hubie-
ren alegado la omisión, cuando se
trate de las solemnidades previs-
tas en los apartados primero,
segundo, tercero, cuarto, sexto y
séptimo del Artículo 355, que a su
vez determina cuáles se conside-
ran solemnidades sustanciales a to-
dos los juicios e instancias; siempre
que ello pueda influir en la decisión
de la causa, salvo que conste en el
proceso que las partes hubiesen con-
venido en prescindir de la nulidad y
que no se trate de la falta de juris-
dicción; con lo cual franquea la ca-
sación de oficio en tales supuestos.

Código de Procedimiento
Civil de Chile
El Artículo 775 establece que po-
drá el tribunal que conozca de re-

curso de casación invalidar de ofi-
cio las sentencias, cuando los an-
tecedentes del recurso manifiesten
que ellas adolecen de vicios que
dan lugar a la casación en la for-
ma, debiendo oír al respecto a los
abogados que concurran a alegar
en la vista de la causa e indicar a
estos los posibles vicios sobre los
cuales deberán alegar.

En adición, el Artículo 785 es-
tablece que el tribunal, en los
casos en que no admitiera el recur-
so de casación en el fondo, por de-
fectos en su formalización, podrá
invalidar de oficio la sentencia recu-
rrida, si se hubiere dictado con in-
fracción de ley y ello haya influido
sustancialmente en lo dispositivo de
la sentencia. Seguidamente, dicta-
rá otra, en reemplazo de la casada
de oficio.

CONCLUSIONES
Anualmente, prospera menos de
un 10% de los recursos de casa-
ción que se interponen por las par-
tes inconformes con sentencias o
autos definitivos dictados por los
tribunales provinciales populares
en materias civil y administrativa
y, de ellos, resulta ínfima la can-
tidad en que la sala de la espe-
cialidad del TSP ha estimado
necesario casar de oficio la reso-
lución interpelada, pero no por ello
resulta menos trascendente la
cuestión planteada.

No cabe dudar que resulta nece-
saria en la materia civil la regulación
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normativa de la figura procesal de
la casación de oficio, que permita
al juzgador solventar quebranta-
mientos esenciales no denunciados
por el recurrente, que lastran y vician
el proceso de manera sustancial y
frente a las que no puede en modo
alguno permanecer impasible el tri-
bunal, o impedido de actuación, ante
la simple carencia de norma especí-
fica que lo ampare.

Ello permitiría al órgano jurisdic-
cional encauzar el asunto por los
derroteros del Debido proceso sin
que tengan carácter vinculante en
su fallo los parámetros fijados por
el recurrente que, por impericia,
negligencia o intención, pueden
apartarse del estricto orden que
establecen las normas de Dere-
cho, tanto en el ámbito procesal
como sustantivo y conducir a una
decisión ilegítima; por tanto, esta
institución procesal reviste un
incuestionable papel preventivo
de la emisión de sentencias de
casación susceptibles de ulterior
revisión, en especial a tenor del
estado de indefensión a que se
refiere la nueva causal quinta del
artículo seiscientos cuarenta y

dos de la LPCALE y se erige como
de vital importancia para salva-
guardar las garantías atinentes a las
partes en lo concerniente no ya al
acceso a la justicia, sino a recibir
un fallo justo y estrictamente apega-
do a Derecho.

En tal sentido, sugiero a quie-
nes corresponde la iniciativa legis-
lativa, conforme a la Constitución de
la República, su ejercicio para la in-
clusión de nuevo precepto en la
LPCALE que pudiera ser del tenor
siguiente:

«La Sala de lo Civil y de lo Admi-
nistrativo del Tribunal Supremo Po-
pular, de manera excepcional y sin
que resulte necesario entrar a co-
nocer de los motivos articulados por
el recurrente, podrá de oficio decre-
tar la casación de la sentencia cues-
tionada, si advirtiere vulneración de
garantías esenciales del proceso o
en la aplicación del Derecho al caso
concreto no denunciadas por el re-
curso de que conozca, que no
pudieren subsanarse de otro modo
y, al propio tiempo, hará los señala-
mientos que estime necesarios
para restablecer el imperio de la
legalidad»n

NOTAS
1 Juan Montero Aroca, catedrático de
Derecho Procesal de la Universidad
de Valencia y magistrado del Tribunal
Superior de Justicia, Valencia, España.
El 27 de enero de 2006, bajo su convoca-
toria, un conjunto de juristas procesa-
listas de diferentes nacionalidades
emitieron una Declaración de Principios

del Derecho Procesal, conocida como
Moción de Valencia, en la que, entre
otras cuestiones, se postula que el juez
debe ser un tercero ajeno a los hechos
y al objeto planteado por las partes y, en
consecuencia, le debe estar vedada cual-
quier actuación de oficio que suplante las
facultades exclusivas de las partes, tales
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como: iniciar el proceso, determinar o
alterar su objeto, apreciar de oficio he-
chos no alegados por las partes, decidir
la práctica de pruebas en relación con
los hechos alegados, etc.
2 Cecilia Paz Latorre Florido. «El recurso
de casación civil: Antecedentes histó-
ricos y perfil actual», p. 8.
3 Piero Calamandrei: La Casación Civil,
pp. 237 y ss. Nomofilaquia proviene de
nomo (ley) y philasso (guardar o cuidar);
guardar o cuidar la ley.
4 Artículo 630.- Procede el recurso de
casación por los motivos siguientes:
PRIMERO: que la sentencia o resolución
contenga infracción por falta de aplica-
ción, interpretación errónea o aplicación
indebida, con trascendencia al fallo, de
las leyes, de las interpretaciones de és-
tas emanadas del Consejo de Estado,
de las instrucciones de carácter obliga-
torio dictadas por el Pleno del Tribunal
Supremo Popular o su Consejo de Go-
bierno, recogiendo la experiencia de la
actividad judicial en la interpretación y
aplicación de las leyes, o de las deci-
siones dictadas por esos órganos al eva-
cuar consultas de los Tribunales sobre
conflictos entre las leyes y otras dis-
posiciones de rango normativo inferior.
5 En la doctrina, se ha denominado función
dikelógica (ver Juan Monroy Gálvez:
«Apuntes para un estudio sobre el recurso
de casación en el proceso civil peruano»).
6 Artículo 40.- Cuando en un proceso se
presentare una situación de evidente in-
defensión o desigualdad susceptible de
causar perjuicio irreparable no imputable
a la parte que la sufra, y no tuviere solu-
ción específica en esta Ley, el Tribunal,
de oficio y oídas las partes o, a instancia
del interesado y oída la contraparte, pue-
de adoptar las medidas necesarias para
restablecer la equidad procesal aunque
sin alterar los términos del debate.

7 Artículo 642.- Habrá lugar a la revisión
de sentencia firme:
5) cuando, atendiendo a argumento
debidamente fundamentado, se constate
por la Sala la presencia de situación es-
pecífica de haberse colocado en estado
de indefensión a parte interesada, con
trascendencia al derecho que reclama.
8 Artículo 604.- Ningún recurso podrá
resolverse en sentido que agrave la si-
tuación del que lo haya interpuesto.
9 Artículo 92.- Cualquier persona que
demuestre interés legítimo puede inter-
venir en un proceso para hacer valer, con
relación a los que sean partes, su dere-
cho sobre la cosa objeto de litigio o deri-
vado del título en que se fundamenta la
pretensión del actor.

También puede intervenir para soste-
ner la pretensión del actor o las excepcio-
nes del demandado, cuando justifique
tener un interés legítimo.

Deducida la solicitud, el Tribunal lo
tendrá como parte si demuestra su
interés legítimo.

Contra la providencia que desestime
la intervención cabrá el recurso de súplica.

Contra la que la admita, podrán las
demás partes formular la oposición a que
se refiere el artículo 96.

ArtÍculo 93.- En los casos del artículo
anterior, el tercero podrá formalizar su
intervención en cualquier estado del
proceso, antes del trámite de sentencia.

La intervención del tercero no dará
lugar a la retroacción del proceso, el cual
continuará por sus trámites, según su
estado. En lo sucesivo podrá participar
en él con los mismos derechos y cargas
que corresponden a las demás partes.
10 Acuerdo No. 4, de 4 de enero de 1983.
PRIMERO: una vez discutida y acordada
una sentencia por las salas de este
Tribunal Supremo, por las salas o sec-
ciones de los tribunales provinciales o
las secciones de los municipales, en
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todas las especialidades constituidas
en cada uno de esos niveles, incluyendo
la de lo penal en los municipales, se
procederá a extender acta en la que
se hará constar el fallo que se acuerde.
11 Artículo 134.- A cada parte le incum-
birá probar los hechos que afirme y los
que oponga a los alegados por las otras,
sin perjuicio de la facultad de la autoridad
actuante de practicar pruebas de oficio.

Artículo 135.- Para la práctica de las
pruebas que se admitan se concederá
un término que no excederá de veinte
días laborables a partir de la providencia
del funcionario actuante.

Sin perjuicio de las pruebas propues-
tas y practicadas a instancia de las par-

tes el funcionario actuante podrá practicar
de oficio, en el término de diez días labo-
rables, las que considere necesarias para
llegar al conocimiento cabal de la verdad.
Este término sólo podrá prorrogarse por
cinco días laborables más cuando existan
razones que lo justifiquen.

Artículo 136.- Antes de dictar reso-
lución, el funcionario actuante, en cual-
quier estado del procedimiento, podrá
hacer comparecer a las partes para
interrogarlas sobre los hechos del litigio,
siempre que ello sea indispensable
para el conocimiento de la verdad.
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EL propósito de este trabajo es
permitir un acercamiento al

principio de correlación entre
imputación y sentencia, con vistas
a valorar su importancia y vincula-
ción con el Derecho a la Defensa.
Se trata de un asunto apasionante
y controvertido entre los juristas que
se dedican al ejercicio del Derecho
Penal que, a pesar de reiteradas
sentencias del máximo órgano de
Justicia, no encuentra una sólida
posición en la práctica; de ahí que,
aunque ha sido tratado con ante-
lación, se pretende ahora ofre-
cer una visión teórica que permita
sostener una valoración crítica
acerca de la tutela legal que se
le dispensa en nuestro modelo
procesal.

Cualquier estudio que intente
realizarse sobre alguna cuestión o
institución del proceso penal no
puede dejar de lado la base políti-
ca que informa el sistema proce-
sal. Valga recordar que la historia
del enjuiciamiento criminal ha re-
conocido tres formas o sistemas
de enjuiciar, las cuales han regido
en distintas etapas, en correspon-
dencia con el entorno político im-

Esp. María C. Bertot Yero, jueza profesional, Sala de lo Penal, TSP.
Lic. Dayán G. López Rojas, Prof. de Derecho Procesal Penal, Matanzas.

OTRA MIRADA EN TORNO

A LA CORRELACIÓN PENAL

perante, a saber: el Acusatorio, el
Inquisitivo y el Acusatorio formal,
conocido también como Mixto.

Cada uno de ellos tiene sus no-
tas propias que, en esencia, son
las siguientes:

El modelo Acusatorio fue el pri-
mero en surgir; lo encontramos en
Grecia y Roma en un momento de
la historia en el que imperaba una
noción privada del delito y donde
no existían diferencias entre los
procesos civil y penal.1 Suponía la
existencia de partes situadas en
pie de igualdad, la pretensión del
acusador debía ser resuelta por un
tercero imparcial, el ofendido era
el titular de la acción y, por ende,
era quien exigía que se impusiese
una pena al culpable. De su ac-
tuación, se derivaban las siguien-
tes consecuencias:2

♦ El proceso se ponía en marcha
únicamente cuando el particular
formulaba la acusación.
♦ La acusación determinaba los
ámbitos objetivo (hecho cometido)
y subjetivo (persona acusada) de
la imputación; y la sentencia tenía
que ser congruente, sin que se
pudiera condenar por hechos dis-
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tintos ni a persona distinta ni a pe-
na diferente de la solicitada por el
acusador.
♦ La actividad jurisdiccional se
mostraba como un verdadero pro-
ceso, regido por principios de
contradicción e igualdad.

Desapareció este sistema acu-
satorio puro o material cuando el
grado de civilización permitió com-
prender que la persecución de los
delitos no podía abandonarse en
manos de los particulares, sino que
se trataba de una función que de-
bía asumir el Estado y ejercitarse
conforme a la legalidad. Así se pro-
dujo la ruptura entre los procesos
civil y penal.3

A este sistema de enjuiciar le
sucedió el Inquisitivo, instaurado
en el siglo XIII, a partir del Concilio
de Letrán, celebrado en el año
1215, para acabar con las here-
jías de la época que intentaban
socavar el orden religioso, y del
cual se derivó ese capítulo trágico
de la historia a cargo de la cono-
cida Santa Inquisición.

La principal nota distintiva de
este sistema es que el inquisidor,
encargado de la acusación, era
quien debía juzgar el hecho impu-
tado y probarlo, luego de haber-
se convencido de la verdad de la
imputación. O sea, las funciones
de acusador y juzgador se con-
centraban en la misma persona:
el inquisidor era quien determina-
ba el ámbito objetivo y subjetivo

de la acusación, por lo que la con-
gruencia carecía de sentido.4

En el siglo XVIII, como resulta-
do del movimiento revolucionario
francés de 1789, surge el sistema
Acusatorio formal o Mixto. Este
nuevo modelo de juzgamiento, que
generó una conciencia crítica fren-
te a todo lo que venía de la vieja
sociedad feudal, combinó las ca-
racterísticas más provechosas de
los anteriores sistemas. La Asam-
blea General dividió el proceso en
dos momentos o fases: una secre-
ta, que comprendía la instrucción, y
otra pública, correspondiente al
juicio. Este fue el modelo que enar-
boló el Código de Instrucción Cri-
minal Francés de 1808, obra de
Napoleón Bonaparte, quien se en-
cargó de difundirlo por el mundo
a través de su inapreciable labor
codificadora, gracias a lo cual ha lle-
gado a la mayoría de las legislacio-
nes modernas.

La esencia de esta nueva for-
ma de enjuiciar está signada por
la expropiación de la reacción ju-
rídica a la víctima del delito por el
Estado; surge, entonces, la perse-
cución oficial como institución y
el Ministerio Público como órga-
no estatal encargado del ejercicio
de la acción penal en régimen de
monopolio.

Este es el modelo de enjuicia-
miento que rige los destinos del
proceso penal en Cuba desde el
primero de enero del año 1889, fe-
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cha en que entró en vigor en la Isla
la Ley de Enjuiciamiento Criminal
española, de 14 de septiembre de
1882 (LECrim), ubicada entre los
textos procesales más avanza-
dos de la época. Las distintas mo-
dificaciones que ha sufrido el
proceso penal cubano a lo largo
del tiempo han obedecido a disí-
miles causas, pero nunca se ha
cuestionado la vigencia del siste-
ma Mixto.

De manera que la institución de
la congruencia entre la acusación
y la sentencia surge con la forma
acusatoria pura, desaparece cuan-
do se instaura el Inquisitivo, y es
retomada nuevamente al implan-
tarse el Acusatorio formal.

La experiencia histórica ha de-
mostrado, de modo inequívoco, la
imposibilidad del sistema de en-
juiciamiento inquisitivo para ga-
rantizar en un grado aceptable el
respeto de los derechos humanos
de los individuos. En consecuen-
cia, la única opción posible, si se
pretende establecer un procedi-
miento penal que no vulnere las
exigencias mínimas del Estado de
derecho, consiste en el encausa-
miento de las prácticas de la justi-
cia penal a través de la realización
de los principios derivados del
sistema Acusatorio.5

Como consecuencia de lo an-
terior, la tendencia en el Derecho
actual es defender el absoluto res-
peto al principio Acusatorio, cu-

yos postulados determinan la for-
ma mediante la cual se realizará
el proceso y el papel que desem-
peñan en él los distintos sujetos
intervinientes en la fijación del ob-
jeto del debate.

La base de este principio des-
cansa en la separación y dife-
renciación entre las funciones
requirentes y decisorias. En la ac-
tualidad, rige la vertiente formal
del principio Acusatorio –que in-
forma los sistemas procesales
modernos–, y recibe esta denomi-
nación en razón precisamente de
que, a pesar de que aquellas fun-
ciones aparecen separadas,6 am-
bas están a cargo de órganos
estatales, en oposición a  lo que ocu-
rría en el antiguo acusatorio ma-
terial, en el que se apreciaba una
absoluta separación entre acusa-
dor y juzgador, en tanto solo podían
ejercitar la acusación los particu-
lares agraviados por el delito.

Sobre la base de la delimitación
entre los órganos encargados de
la persecución penal (Ministerio
Fiscal) y el juzgamiento (tribuna-
les), el respeto al principio Acusa-
torio supone, además:
a)   La imposibilidad de llevar ade-
lante el juicio oral sin que sea re-
querido por el acusador estatal
(nemo iudex sine actore).
b) Que la sentencia resulte con-
gruente con la acusación (principio
de congruencia o de correlación
entre la imputación y la sentencia).
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c) Respeto a la regla de la non
reformatio in peius.

De los aludidos caracteres del
Acusatorio, solo vamos a exami-
nar el segundo de ellos, por cons-
tituir el objeto de este trabajo.

La esencia de la regla de la
congruencia descansa en la pros-
cripción de la indefensión, en el
respeto al Derecho de Defensa
constitucionalmente reconocido;7

y opera sobre la base de la sumi-
sión por parte del tribunal a la in-
tangibilidad de la base fáctica del
juicio (inmutabilidad esencial del
objeto del proceso). De modo que
el análisis y el enfoque sobre la
interpretación de este principio o
regla de lo que se denomina pro-
ceso regular o Debido proceso va
a depender de la noción de obje-
to procesal con la que se opere.

OBJETO Y CARACTERES
DEL PROCESO
Gómez Orbaneja y Herce Quema-
da entienden que

el objeto de cada concreto pro-
ceso, aquello de que se acusa
en él a una persona y sobre lo
que versa la actividad y ha de
pronunciarse la sentencia, es un
hecho considerado como delito
o falta, y no una determinada fi-
gura delictiva ni una determina-
da consecuencia penal […] 8

Ernst Beling define el objeto
procesal como «el asunto de la

vida (causa, «res»), en torno del
cual gira el proceso, y cuya reso-
lución (mediante decisión sobre el
fondo) constituye la tarea propia
del proceso […]», y explica sobre
ese hecho que «constituye única-
mente el tema de la investigación y
de la resolución».9 Este afamado
tratadista también incluye en la
definición de objeto del proceso
al inculpado, sosteniendo que
existen tantos objetos procesales
como sujetos acusados, con in-
dependencia del título de partici-
pación por el que cada uno esté
siendo enjuiciado, y sustenta su
criterio en que el asunto procesal
contra el cómplice es diferente
del seguido contra el autor prin-
cipal.10

Según Gómez Colomer, el ob-
jeto procesal penal está constitui-
do por el

tema decidendi , la mate-
ria fundamental a resolver por
el órgano jurisdiccional en la
sentencia, que no es otra que
el hecho delictivo imputado a
una persona determinada.11

Para Clariá Olmedo, el objeto
del proceso o res iudicanda

es el tema propuesto cuya fina-
lidad más característica es la
obtención de la res iudicata
(cosa juzgada), de modo que el
objeto resulta ser así un asunto
de la vida […] un posible acon-
tecer cuyas consecuencias son
penalmente relevantes.12
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Julio Maier entiende el objeto
procesal «como el hecho descrito
en la acusación […] con todas sus
circunstancias y elementos, tanto
materiales como normativos, físi-
cos y psíquicos».13

En el ámbito académico nacio-
nal, el profesor Mendoza Díaz
sostiene la idea de comprender el
objeto procesal penal como

el hecho punible o contenido fác-
tico del debate, y que el resto de
los elementos que integran la pre-
tensión punitiva constituyen el de-
nominado objeto del debate en
el juicio oral.14

Con el criterio defendido por el
prestigioso profesor argentino
coincidimos plenamente, enten-
diendo en tal sentido que el obje-
to del proceso penal contenido en
la imputación está integrado no
solo por el acontecimiento exter-
no fríamente examinado, sino tam-
bién por toda otra circunstancia con
importancia para la ley penal, en
particular por los elementos subje-
tivos o meramente normativos
–valorativos– de la prohibición que,
de alterarse en la sentencia, redun-
den en una situación procesal de
agravamiento para el acusado.

De las anteriores definiciones
del objeto procesal penal, se colige
que este posee determinadas par-
ticularidades. Suelen reseñarse las
siguientes:15

Individualidad. Cada proceso
penal tiene su propio objeto, que

se concreta y especifica en la
acusación; incluso en los casos
de conexidad –varios hechos de-
lictivos que se tramitan en un
único expediente, se sustancian
en un solo juicio y son resuel-
tos en una misma sentencia (Art.
13 en relación con el 108, párrafo
tercero, de la LPP)– donde se da
el fenómeno de la pluralidad de
objetos procesales.16

Integridad. El hecho penalmen-
te relevante que compone el objeto
del proceso constituye una totalidad,
por lo que no puede fragmentarse.
El tribunal debe valorarlo sin omitir
ninguna de las consecuencias jurí-
dicas que de él se deriven. Así, el
non bis in ídem será aplicable aun
respecto a lo no considerado por la
sentencia firme, siempre que inte-
gre el objeto propuesto a la jurisdic-
ción para que se decida sobre él.

Inmutabilidad. Desde que el
objeto del proceso se configura de
modo esencial (trámite de califica-
ciones provisionales por parte de la
Fiscalía), este debe mantenerse in-
cólume, durante toda la trayectoria
del proceso, hasta su agotamiento
en la sentencia; puede alterarse
solamente en lo referido a cuestio-
nes que no lo modifiquen de un
modo sustancial (Artículo 349 de
la LPP).

De estas características, la úl-
tima de las explicadas es la que
se relaciona estrechamente con
el tema en comentario, pues del
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análisis de su dinámica podrá
concluirse si ciertamente el tribu-
nal ha alterado o modificado el
problema judicial sometido a de-
cisión, situación que no resulta
fácil de determinar si se desco-
nocen cuáles son los elementos
que identifican el objeto procesal;
y así tenemos que son dos funda-
mentales: uno objetivo –el hecho
delictivo imputado– y otro subje-
tivo –la persona acusada.

El objeto del proceso no apa-
rece de una vez, de forma estáti-
ca, sino que comienza a formarse
de una manera progresiva, desde
los primeros momentos del proce-
so, en razón de los actos de ini-
ciación y los de investigación, y
pasa por los actos de prueba, has-
ta su definitiva composición en la
sentencia.17

En la Ley de Enjuiciamiento
Criminal española, el objeto del
proceso comenzaba a delimitarse
a partir de los hechos indiciarios
consignados en el auto de proce-
samiento (Art. 384); en el modelo
procesal cubano actual, queda fi-
jado de modo esencial por las
conclusiones provisionales acu-
satorias (Art. 278), y la plataforma
de hechos que componen la impu-
tación puede modificarse en el
posterior trámite de calificaciones
definitivas a instancia del titular de
la acción penal, en cuanto a elemen-
tos no esenciales exclusivamente
(Art. 349, LPP), y es en este trá-

mite procesal donde se delimita de
modo absoluto el objeto procesal.18

Como resultado de una interpre-
tación exagerada del principio Acu-
satorio, la jurisprudencia española,
sin embargo, ha venido interpretan-
do que la potestad de resolución del
tribunal no solo queda limitada por
los hechos imputados y por la per-
sona acusada, sino que se hace ex-
tensiva a la calificación jurídica
propuesta por el Ministerio Fiscal.19

TEORÍAS SOBRE
LA IDENTIDAD DEL HECHO
Una mutación de la faz subjetiva del
objeto procesal es fácilmente dis-
tinguible, por lo que este extremo no
merece particular atención; a dife-
rencia de lo que acontece en cuan-
to al hecho imputado, respecto del
cual se complejiza sensiblemente la
cuestión de cuándo se está ante una
variación sustancial objetiva del
tema decidendi, o no.

Cuándo se produce una varia-
ción sustancial del hecho imputa-
do es un punto muy controvertido,20

que reviste importancia en sede de
congruencia, y también para de-
terminar si existe cosa juzgada. La
posición de los distintos estudio-
sos del tema sobre este particular
está en correspondencia con la
variante teórica sobre la identidad
del hecho a la que se afilian.

Para determinar este particular,
se han desarrollado dos corrientes



×7676767676 Justicia y Derecho

doctrinales: la teoría naturalista
–con dos variantes–; y la teoría nor-
mativista.21

La teoría naturalista recibe tal de-
nominación precisamente porque
entiende al hecho despojado de to-
da valoración jurídica, y valora que
la identidad surge del propio acon-
tecer natural. Esta posición teórica
reconoce, a su vez, dos vertientes,
según intervenga la voluntad, o no.

Para la primera vertiente, el ob-
jeto procesal se configura por la
pluralidad de elementos fácticos in-
tegrantes del suceso en el que ha
intervenido el acusado; o sea, el seg-
mento de la vida del sujeto en un lu-
gar y tiempo determinados (unidad
espacio-temporal), con indepen-
dencia de cómo venga afirmado por
la acusación o la sentencia. La críti-
ca que se le formula a esta línea de
pensamiento es que no resulta váli-
da para el análisis de determinados
supuestos en los que, a pesar de
no existir unidad espacial y tempo-
ral, se aprecia unidad de hecho;
por ejemplo: A dispara a B un lunes
y este muere dos semanas des-
pués; o cuando X es enjuiciado
como autor y, finalmente, sanciona-
do como cómplice.

La otra corriente dentro de la
teoría naturalista hace depender
de la voluntad del sujeto la identi-
dad del hecho, de modo que sos-
tienen su defensores que el hecho
será el mismo, siempre que la vo-
luntad haya sido la misma. El pun-

to débil de esta variante consiste
en la dificultad que en el orden pro-
batorio entraña la demostración
del ánimo o la intención que per-
seguía el comisor, además de que
sería intrascendente que la con-
ducta del sujeto estuviera anima-
da por dolo o culpa.

La teoría normativista conside-
ra, entonces, que el hecho, además
de los elementos naturalísticos que
lo componen, se configura sobre
todo por criterios jurídicos. Así, el ob-
jeto procesal está conformado por
el hecho unitariamente considera-
do que resulta subsumible en algu-
na de las unidades de conducta
que constituyen los tipos delictivos.

Según sus postulados, habrá
identidad de hecho cuando exista
coincidencia de elementos esen-
ciales (identidad parcial) en cual-
quiera de las unidades jurídicas en
las que pueda reducirse un hecho
humano. Este será el mismo cuan-
do exista identidad parcial en los
actos de ejecución concretos; por
ejemplo, al acusado de un delito
de lesiones se le condena por
autor de un delito de asesinato en
grado de tentativa; pero no podrá
sancionarse como receptador a
quien se acusó como autor de un
delito de hurto por cuanto se trata
de conductas distintas.22

Esta última es la posición que
ha venido asumiendo nuestro
máximo órgano de justicia,23  aun-
que se encuentran aislados pro-
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nunciamientos que se apartan de
tal postura.24

Como se desprende del crite-
rio asumido sobre el concepto de
objeto procesal,25 lo verdadera-
mente importante para determinar
si se está ante el mismo hecho, o
no, es el contenido del injusto.
Cuando resulte lesionado el mismo
bien jurídico y exista identidad (total
o parcial)26 en los actos ejecutivos
descritos por el tipo penal en cues-
tión, y siempre que estén animados
por la misma forma de imputación
subjetiva,27 podrá afirmarse la iden-
tidad del hecho objeto del proceso.

No obstante, si se advierte que
aun estando presentes los requi-
sitos anteriormente enunciados,
se ha incorporado al componente
histórico de la sentencia un ele-
mento accidental contra el cual no
pudo reaccionar el acusado, y que
en consecuencia le causa indefen-
sión, se entiende que ha existido
alteración sustancial del suceso
originalmente imputado.

MODIFICACIÓN DEL HECHO
IMPUTADO Y AMPLIACIÓN
DE LA ACUSACIÓN
El Derecho a la Defensa supone la
posibilidad de expresarse libremen-
te sobre cada uno de los extremos
de la imputación,28 con el fin de evi-
tar la consecuencia jurídica posible
o aminorarla. Así, la garantía de una
defensa eficaz supone el conoci-

miento de aquella en toda su exten-
sión, de ahí la necesidad de que el
hecho sea narrado en forma clara,
precisa y circunstanciada.

Como garantía y respeto a ese
derecho del acusado, la Ley de
Procedimiento Penal impide que
el acusador varíe sustancialmen-
te el hecho jurídico-penalmente
relevante que constituye la base de
la acusación de la que se ha veni-
do defendiendo el acusado, desde
que fue impuesto de las conclusio-
nes acusatorias. Solo se admite la
modificación de la primera de es-
tas en cuanto ello suponga la
inclusión de elementos no esen-
ciales, o sea, siempre que no se pro-
duzca una mutación del hecho
originalmente imputado.29

La posibilidad que le confiere
al órgano acusador el Artículo 349
de la ley procesal, en punto a mo-
dificar el hecho que se acusa, obe-
dece a la necesidad de que este
quede perfectamente particulari-
zado, garantizando así una mejor
comprensión del acontecimiento
histórico sometido a debate, lo
cual beneficia la búsqueda de la
verdad y, a la postre, la realización
de la justicia. Lo mismo ocurre con
las simples correcciones que in-
troduce el tribunal en el que decla-
ra probado en la sentencia.30

Para comprender el alcance de
esta facultad concedida al fiscal,
se hace necesario definir ab initio
qué entender  por «elemento o cir-
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cunstancia que altere sustancial-
mente el hecho original».

En opinión de los autores de
este trabajo, constituye una cir-
cunstancia o elemento novedoso
que altera el hecho imputado  aquel
que no figuraba en la narrativa con-
tenida en la acusación provisional,
aparecido de la práctica de las
pruebas, con una significación
jurídico-penal negativa para el acu-
sado por provocar un agravamien-
to en alguna de las calificaciones
jurídicas; de tal suerte que incluir-
lo en las conclusiones definitivas
sería introducir una imputación tar-
día o extemporánea, imposible de
enfrentar desde la óptica probato-
ria, por lo que ocasiona indefen-
sión. Esta opinión se funda en el
análisis teleológico del Artículo
349, cuya ratio legis es, precisa-
mente, la de garantizar a aquel la
posibilidad de defenderse plena-
mente de todos los extremos rele-
vantes de la acusación.31

También existirá un mudamien-
to del hecho originalmente impu-
tado cuando la base fáctica de la
acusación es modificada para in-
cluir elementos o circunstancias
que convierten a aquel en otro dis-
tinto, aunque con una significación
jurídico-penal menos intensa. Tal
es el caso de las conclusiones
acusatorias donde se narra la sus-
tracción por el acusado de deter-
minados bienes ajenos, y luego
se modifican aquellas, en virtud del

resultado de las pruebas practica-
das en juicio, porque los señalados
bienes fueron adquiridos por este
sujeto conociendo su procedencia
ilícita. Lo anterior se hace extensi-
vo para los supuestos en los que la
variación la introduce el tribunal en
su relato fáctico.32

Un longevo, pero magistral pro-
nunciamiento, de la Sala de lo Pe-
nal del Tribunal Supremo Popular
expone con absoluta claridad, y en
precisos términos, cuándo se está
ante una modificación sustancial
y cuándo ante una accidental va-
riación del hecho objeto del pro-
ceso. Se trata de la Sentencia
No. 784, de 18 de agosto de 1977,
cuyo ponente fuera el docto juez
Francisco Varona  Duque de Estra-
da. Dado el valor de la magna
resolución judicial, se consigna ín-
tegramente el considerando per-
tinente:
CONSIDERANDO: Que en sus
conclusiones provisionales el
Fiscal le imputó al acusado que
después de una discusión buscó
un machete, agrediendo al acu-
sado y causándole heridas a con-
secuencia de las cuales falleció
instantáneamente. En el acto del
juicio oral el tribunal hizo uso de
la fórmula del artículo trescientos
cincuenta y cinco acerca de los
particulares de los incisos uno y
dos, en el sentido de que se le
ilustrara acerca de si la agresión
se produjo de forma súbita e
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inesperada, asegurando la ejecu-
ción, sin riesgo, del crimen y si,
en consecuencia, el hecho cons-
tituía el delito de Asesinato. Por
fin la sentencia en su primer re-
sultando describe cómo el agen-
te por el móvil de una discusión,
cuando la víctima se retiraba para
su hogar acompañado de su es-
posa e hijo, se presentó y en for-
ma súbita e inesperada sacó un
machete de debajo de la capa de
agua, agrediendo a este de mo-
do que no pudo defenderse e
hiriéndolo mortalmente; y califica
los hechos como asesinato por la
concurrencia de alevosía. Frente
a esta secuencia de actos proce-
sales, el recurrente no tiene razón
al alegar que se quebrantó una
garantía esencial del proceso, al
aplicarse indebidamente los ar-
tículos trescientos cincuenta y
cuatro y trescientos cincuenta
y cinco incisos uno y dos de la Ley
de Procedimiento Penal; porque,
por el contrario estos preceptos
fueron adecuadamente aplicados
en la instancia. En efecto, el ar-
tículo trescientos cincuenta y cin-
co autoriza al tribunal del juicio
para traer al debate válidamente
–como posible fundamento fac-
tual del fallo– los particulares de
hecho que se hubieren omitido.
Para ello sólo precisa dos condi-
ciones; a saber: que no se alte-
ren sustancialmente los hechos
imputados y que los particulares

omitidos pudieran afectar la cali-
ficación. Por tanto es un absurdo
identificar los conceptos de alte-
ración sustancial y variación de la
calificación. Es obvio que el legis-
lador cuando habla de alteración
sustancial de los hechos no se
refiere a particulares que modifi-
quen la calificación, sino que
cambien lo sustancial, no en lo
accidental, el hecho, o sea, que
hagan del hecho otro distinto. Así
al amparo de la fórmula se pue-
de ventilar una circunstancia que
haga de un hurto un robo, o de
un homicidio un asesinato, etc.;
pero, desde luego, no se podrá
hacer de un hurto un homicidio.
En un orden filosófico el término
no sustancial es inequívoco, de-
signa la adición accidental, que
se incorpora sobre el mismo
sustrato fáctico, que se le agrega,
sin cambiarlo –como tal hecho–
en otro. Pero al mismo tiempo
este agregado, esta adición de un
particular, que no convierte al he-
cho en otro incompatible con el
originalmente imputado, sino que
se sustenta en el mismo, concre-
tizándolo, detalladamente, desen-
volviéndolo, tiene que influir en su
calificación jurídica penal, pues si
no sería innecesario el uso de la
fórmula. Y aunque esta connota-
ción de los términos legales es
conceptualmente clara, ello no
excusa que en cada caso los tri-
bunales tengan que valorar si, en
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efecto, el particular que se añade
determina una variación sustan-
cial que cambia al ser del hecho
básico imputado o si es acciden-
tal, que se limita a pormenorizarlo,
aunque, o mejor dicho, siempre
que esa particularización implique
una variación en la calificación,
para de este análisis concluir la per-
tinencia o no del uso de la fórmu-
la. Y la decisión que se adopte debe
basarse en un criterio jurídico; a
saber si dentro del desarrollo dia-
léctico del proceso, el particular
que se agrega es racional, fácti-
camente secuente; si se inscribe
en el contexto lógico del debate; y
si, por consiguiente, el reo se de-
fendió de la imputación de esta cir-
cunstancia que puede determinar
una agravación de la calificación. Y
en el subjúdice, es indudable que
tuvo que probarse y debatirse res-
pecto a cómo aconteció el acto cri-
minal, máxime cuando la defensa
alegó en sus conclusiones una
situación de personal defensa
putativa que exigía el análisis cui-
dadoso de la más mínima circuns-
tancia en el desarrollo del hecho y
en torno al mismo. En suma, no es
razonable que la subitaneidad
alevosa de la agresión mortal, que
está implícita en el crimen, se pue-
de estimar como una alteración de
la sustancia del hecho, que contra-
diga la lógica consecuencia del
proceso, o como una nueva imputa-
ción, ajena al debate factual, y

contra la que no pudo defenderse el
acusado. Y, en tal virtud, se debe re-
chazar el motivo primero, por que-
brantamiento de forma, del recurso.33

En punto a la modificación del
pliego acusatorio, también cons-
tituye un planteo válido que cam-
bios bruscos en las calificaciones
jurídicas, aun respetando el hecho,
podrían ocasionar indefensión;
pues si bien con ello no se altera-
ría el objeto procesal, sí se produ-
ce una mutación en el objeto del
debate. No es un secreto que en
muchas ocasiones la tesis de la
defensa se dirige a reaccionar
contra la calificación ofrecida en
la acusación; piénsese en un
asunto en el cual el acusado y su
representante voluntario han ad-
mitido los hechos y deciden enfo-
car la defensa oponiéndose a la
calificación propuesta. Ello nor-
malmente supone preparación
académica y científica sobre el
asunto que se va a controvertir,
consulta de obras de tratadistas,
de pronunciamientos y disposicio-
nes del Consejo de Gobierno del
Tribunal Supremo Popular sobre el
particular, etc., tanto para desvir-
tuar la calificación de la acusación
como para sostener la propia; y
cuando en el plenario la Fiscalía
decide modificar su criterio de ca-
lificación y propone otra tesis de
subsunción típica para exigir una
mayor responsabilidad, se torna-
rá difícil enfrentarse a ello y reor-
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ganizar la defensa en ese fugaz
momento.

En  estos casos, se violenta uno
de los presupuestos del Derecho
a la Defensa, que exige el conoci-
miento previo de la acusación en su
totalidad, y evita sorpresas en un
momento avanzado del procedi-
miento que impida o dificulte la uti-
lización de los adecuados medios
defensivos. Entiéndase que una
defensa efectiva, contradictoria,
por parte del acusado, supone la
posibilidad de articular medios pro-
batorios para enfrentar todos y ca-
da uno de los extremos sometidos
a contradictorio por el fiscal; y ello
no está autorizado por nuestro mo-
delo legal en la estudiada fase del
proceso.

Dicho inconveniente podría evi-
tarse en muchos casos si, valoran-
do la calidad del material probatorio
en que se sustenta la hipótesis
acusatoria, la Fiscalía decidiera for-
mular conclusiones acusatorias
alternativas, de acuerdo con lo per-
mitido por el Artículo 284 de la LPP,
decidiéndose a la vista de la prácti-
ca del material probatorio, por la va-
riante que estime procedente. Esta
conducta procesal por parte del
Ministerio Fiscal ofrecería a la de-
fensa un horizonte más amplio, y co-
locaría al acusado en posición de
enfrentar la acusación en todas las
aristas posibles, con independencia
de que luego el objeto procesal que-
de definitivamente delimitado por

uno solo de los hechos narrados
en la acusación provisional.34

Más complicado sería el asunto
cuando las circunstancias que in-
fluyen sobre el hecho, alterando su
significación jurídica, no pudieron
ser tomadas en consideración por
el representante del Estado por ha-
ber aflorado de la práctica de algu-
na de las pruebas.

Para solucionar estas situacio-
nes, y armonizarlas con el respeto
de la garantía constitucional de de-
fensa, la doctrina procesal de avan-
zada ha asumido el expediente de
la Ampliación de la Acusación,
implementado por algunos de los
códigos procesales de nuestra
área de cultura, entre ellos los de
Guatemala y El Salvador,35 (en  Pe-
rú se le denomina Acusación
Complementaria,36 pero su esen-
cia es la misma). Esta figura apa-
rece positivizada en la Ordenanza
Procesal Penal alemana (StPO),37

de donde al parecer es tomada por
el Proyecto de Código Procesal
Penal Modelo para Iberoamérica,
ingresando por esta vía a la reali-
dad legislativa del continente ame-
ricano.

Esta institución constituye una
excepción en orden al momento
procesal de fijar de modo intan-
gible los hechos, permitiéndose
al acusador completar la descrip-
ción del hecho en que funda su
acusación con una circunstancia
nueva que no le era exigible co-
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nocer con anterioridad por un obs-
táculo fáctico comprobable.

Se trata de aquellos casos en los
que aflora, de la práctica de prue-
bas en el juicio, un nuevo hecho o
una nueva circunstancia con tras-
cendencia a la calificación legal o a
la pena. Si el dato era conocido por
obrar en el sumario, ya no sería po-
sible su incorporación por la vía de
la acusación ampliada, pues, como
ya se dijo, esta figura es de uso ex-
cepcional y no está diseñada para
sanear un olvido o un error padeci-
do por el acusador en el momento
de fijar los hechos en los que funda
la responsabilidad, que no es otro
que el de la acusación provisional.
Recuérdese que el acusado solo se
defiende del hecho que aparece
dibujado en la primera de las con-
clusiones acusatorias, y no de las
diligencias sumariales, cuya única
misión es servir de base al fiscal
para decidir cuál será el hecho que
someterá a contradictorio.

Esta facultad deferida al acusa-
dor –como excepción al principio de
inmutabilidad del objeto procesal–
se fundamenta en la necesidad de
evitar que la rigidez de esta vertien-
te del principio Acusatorio genere
privaciones de tutela judicial a las
víctimas; pero, para armonizar ello
con las garantías fundamentales del
imputado, se ha admitido que, al
hacer uso de esta institución, se sus-
penda el juzgamiento y se produzca
una reorganización del juicio para
que el acusado prepare nuevamen-

te su defensa, brindándosele la opor-
tunidad de ofrecer nuevas pruebas.38

Nótese que en el caso del pro-
cesamiento penal en nuestro país,
la figura de la Sumaria Instrucción
Suplementaria (Art. 351, LPP)
presenta algunos puntos de con-
tacto con el instituto de la Amplia-
ción de la Acusación;39 se acude
a ella cuando se produce una al-
teración sustancial del objeto del
proceso, no por haber variado una
circunstancia o uno de sus elemen-
tos, sino por haber sufrido una trans-
formación esencial, de la que no
pudo defenderse oportunamente el
acusado.

Desde la posición que antes se
ofreció sobre circunstancia o ele-
mento novedoso que altera el he-
cho imputado,40 sería necesario
hacer uso del Artículo 351 de la
LPP, siempre que las variaciones
que pretendan introducirse a la pla-
taforma de hechos fijada en las
conclusiones provisionales del fis-
cal provoquen una modificación en
las calificaciones jurídicas en dis-
favor del acusado; procede así a
ampliar la acusación en los térmi-
nos explicados, en aras de evitar
una acusación sorpresiva y garan-
tizar el ejercicio efectivo del dere-
cho constitucional de defensa.

EL TRIBUNAL FRENTE
AL HECHO IMPUTADO
En cuanto a la posibilidad de mo-
vimiento del tribunal, respecto a
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los hechos objeto del proceso, rige
el principio de la intangibilidad de
la base fáctica del juicio (Art. 357,
LPP). Como regla, el órgano juris-
diccional no puede fallar sobre
otro hecho ni sobre otras circuns-
tancias que aquellas que se intro-
dujeron por la acusación en sus
conclusiones definitivas (Art. 349,
LPP).41

Ello se debe a que la introduc-
ción de los hechos en el proceso
es tarea de las partes (regla ge-
neral); no obstante, una excepción
a esta regla aparece contenida en
el Artículo 350 de la LPP,42 que per-
mite al tribunal arrimar al debate
un elemento o circunstancia no
esencial con trascendencia a la
calificación, surgido de la prácti-
ca de pruebas, y pasado por alto
por el acusador, al no modificar la
primera de sus conclusiones pro-
visionales en los términos permi-
tidos por el Artículo 349 de la LPP.

Con la aplicación de esta fór-
mula, también denominada por la
doctrina española como tesis de
desvinculación, en nuestro con-
texto procesal, el órgano jurisdic-
cional valida un fallo posterior en
los términos planteados, con inde-
pendencia de que el fiscal disienta
del criterio del tribunal y decida
sostener la acusación sin introdu-
cirle variación alguna.

Las serias críticas a las que en
el orden académico se ha visto en-
frentada esta figura de corte inqui-

sitivo parten de la idea de que la
construcción de la imputación es
tarea exclusiva del órgano requi-
rente, y no del órgano juzgador
–base del principio Acusatorio–;
sin lugar a dudas, y «sin prejuzgar
el fallo», el tribunal se convierte en
el inquisidor que juzgará su propia
acusación, con lo cual pierde su
calidad de sujeto imparcial.43

Según la opinión sostenida en es-
te trabajo, en orden a lo que se en-
tiende por elemento o circunstancia
que altera el hecho inicialmente
imputado,44 en correspondencia con
el sentido y finalidad propios de
«la fórmula» –que siempre se uti-
liza para agravar los términos de
la acusación, con independencia
de lo que finalmente se decida por
el tribunal–, esta facultad le permi-
te al órgano juzgador inmiscuirse
en la base fáctica de la acusación
y alterar el objeto del proceso, por
lo que puede afectar gravemente
el derecho a la defensa, en tanto
solo compete al acusado con su
defensor oponerse a dicha deci-
sión con las alegaciones orales,
sin posibilidad alguna de articular
medios probatorios en contra de
los extremos que en ese estado
del proceso lo sorprenden.

Para evitar la intervención del
tribunal en la base fáctica que le
ha sido propuesta –y preservar
así la regla de imparcialidad–, lo
procedente sería, en pos de pre-
servar una garantía de rango cons-
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titucional, que el órgano juzgador
impusiera a las partes de sus im-
presiones, luego de la práctica de
pruebas, ilustrándolos del nuevo
elemento que pudiera ser incorpo-
rado al objeto procesal, dada su
trascendencia a la calificación,
en aras del logro de la justicia ma-
terial; y que fuera el titular de la
acción persecutoria –en consonan-
cia con la función constitucional-
mente atribuida a este órgano–45

quien decidiera, en definitiva, so-
bre la procedencia de incluir el
nuevo dato en la imputación, o no.46

Ello operaría como una pro-
puesta de ampliación de la acu-
sación, por parte del tribunal,
sujeta a la definitiva decisión de
la Fiscalía; o sea, en caso de que
el acusador disintiera del criterio
del órgano judicial y decidiera no
ampliar la hipótesis acusatoria,
ello impediría al tribunal tomar en
cuenta los nuevos elementos apa-
recidos porque no contaría con
una nueva base fáctica sobre la
cual modificar el juicio de tipicidad
o de responsabilidad; pero, de aco-
ger el fiscal este nuevo elemento,
tal posición implicaría ofrecer a las
partes la posibilidad de proponer
las pruebas necesarias que co-
rrespondan.

Sin pretender implantar nuevas
figuras en el procedimiento patrio,
se entiende que una visión distin-
ta de la fórmula del Artículo 350,
acompañado de algunas modifica-

ciones, sería suficiente para garan-
tizar el ejercicio eficaz del Derecho
a la Defensa. Sería conveniente
ampliar el plazo de suspensión del
debate –que incluso no tendría ne-
cesariamente que estar sujeto a
término, sino que podría decidirlo
el tribunal, según la envergadu-
ra del asunto y las necesidades de
la defensa–, y permitir al acusado,
de ser necesario, la proposición de
nuevos medios probatorios para en-
frentarse a los extremos que se in-
troducen en el analizado momento
con efecto agravatorio de su res-
ponsabilidad.

La otra vertiente de la fórmula
del Artículo 350 que interesa a este
estudio es la de permitir al tribu-
nal modificar la calificación legal
del suceso servido en la narrativa
de hechos de la acusación, y pro-
curar siempre salvar un error del
fiscal que puede resultar perjudi-
cial para la justicia.

Si el Derecho a la Defensa sig-
nifica la posibilidad de controver-
tir y producir prueba en contra de
todos y cada uno de los elemen-
tos de la acusación, es indudable
que un cambio de calificación en
ese momento del juicio –cuando
han precluido los momentos de
proposición y práctica de las prue-
bas– puede ocasionar indefen-
sión, y ello constituye la razón
para reconocer la regla de prohi-
bición de calificación sorpresiva
en perjuicio del acusado.
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Si bien resulta incuestionable la
atribución del tribunal de velador
de una correcta subsunción típica,
aun cuando resulte más drástica
que la interesada por el órgano
acusador, en aras de conceder
mayores garantías al sujeto pasi-
vo de la relación procesal, sería
conveniente replantearse una re-
forma de esta arista del Artículo
350 de la vigente LPP, en el senti-
do de no limitar la amplitud del
plazo de suspensión, sino que que-
de a su valoración, en dependen-
cia de la complejidad del asunto.

Para evitar los cambios sorpre-
sivos en la calificación, la Orde-
nanza Procesal Penal alemana47

incorporó la institución de la Ad-
vertencia sobre el Cambio de
Calificación, la que fue asumida
luego por el  Proyecto de Código Pro-
cesal Penal Modelo para Ibero-
américa, de donde la han tomado
otros países del área, como es el
caso de Guatemala (Art. 374 del
Código de Procedimiento Penal
guatemalteco).48 Esta figura per-
mite al tribunal alertar a las partes
sobre un posible cambio de cali-
ficación, siempre sobre la base
del hecho acusado, en los casos
en que la calificación que se pre-
tenda sea más grave que la inte-
resada por el fiscal. En dichos
supuestos, de interesarlo las par-
tes, el tribunal decretará la sus-
pensión del debate por un plazo
prudencial –el precepto no esta-

blece término alguno–, en aras de
que aquellas puedan reorganizar
sus posiciones.

La razón de ser de este institu-
to obedece a una interpretación
garantista del principio iura novit
curia,49 longevo brocárdico que es-
tablece como obligación de los
jueces aplicar correctamente el
Derecho sin quedar vinculados a
las alegaciones de las partes; y
reconoce como límite de dicha fa-
cultad el Derecho a la Defensa.

La advertencia ha de ser siem-
pre precisa, circunstanciada y com-
pleta, que permita a las partes, y en
especial a la representación letra-
da del acusado, preparar y ajustar
su defensa. Para la mejor compren-
sión, el tribunal podría ilustrarlos
sobre las alternativas de califica-
ción que se está planteando.

Resulta curioso cómo estas
directrices doctrinales, desconoci-
das por la ley procesal común,
fueron tenidas en cuenta por el le-
gislador militar cubano. Sin hacer
expresa referencia a las figuras de
la Advertencia del Cambio de Ca-
lificación y la Ampliación de la
Acusación, la Ley de Procedimien-
to Penal Militar, de fecha 6 de agos-
to de 1977, ofrece en el Artículo
36650 una regulación normativa con
significativo parecido a dichas ins-
tituciones, con la particularidad de
que tanto la advertencia jurisdic-
cional sobre la modificación de las
calificaciones jurídicas, como la
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solicitud de una acusación amplia-
da por los cauces de una instruc-
ción complementaria, tienen lugar
con posterioridad al debate, en el
momento de la deliberación, lo que
obedece a los caracteres propios
de agilidad y ausencia de una ex-
clusiva y rígida fase de proposición
y práctica de pruebas en esta juris-
dicción (artículos 320 y 352).

De lo anterior, se concluye que
tales posibilidades no son ajenas
a nuestra realidad procesal, por lo
que bien pudieran tenerse presen-
tes ante futuras modificaciones de
la LPP.

LA DENUNCIA DE LA
INCONGRUENCIA FÁCTICA
Atendiendo a la naturaleza ex-
traordinaria del recurso de casa-
ción, solo pueden denunciarse a
través de dicho medio impugna-
ticio los vicios que taxativamente
se enuncian en los artículos 69 y
70 de la LPP.

Del análisis del catálogo de cau-
sales que habilitan la casación, no
advertimos que alguna de ellas per-
mita la denuncia ex parte del vicio
de incongruencia entre el hecho
base de la acusación y la resultan-
cia fáctica de la sentencia, o sea,
la falta de correlación entre la
imputación y la sentencia por haber
sancionado hechos no intimados.

La denuncia que permiten las
causales quinta y sexta del Artícu-

lo 70 de la ley procesal alcanza,
en nuestro criterio, únicamente la
incongruencia jurídica y no la que
versa sobre extremos fácticos. El
profesor Aldo Prieto, sin embargo,
sostiene posición contraria, al afir-
mar que la incongruencia a que se
refiere el motivo sexto del artículo
setenta de la ya citada norma pro-
cesal no recoge exclusivamente la
hipótesis de que el tribunal sancio-
ne por un delito más grave, sino
otras en las que puede incurrir el
tribunal sin que sea necesaria-
mente por exceso; por ejemplo,
cuando varía sustancialmente los
hechos, aunque sancione por un
delito de menor entidad que el
imputado.51

Con apoyo en la interpretación
gramatical del precepto, y en los
tres años de experiencia en la re-
solución de este tipo de recurso
–en el caso de la autora–, opina-
mos que la mencionada causal
está diseñada únicamente para
denunciar la incongruencia por
exceso, que tiene lugar cuando el
tribunal, sin alterar sustancialmen-
te el hecho imputado, decide variar
alguno de los extremos de Dere-
cho en perjuicio del acusado sin
hacer uso de la facultad que se le
confiere en el  Artículo 350, en fran-
ca violación de lo establecido en
el párrafo segundo del Artículo 357
de la LPP.

De modo que esta falta, tan
lesiva para el Derecho a la Defen-
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sa, no encuentra, de manera ex-
presa, cauce procesal para su
cuestionamiento en casación por
el recurrente; su descubrimiento,
en muchas ocasiones, está supe-
ditado al control de las actuacio-
nes que realizan los jueces del
tribunal ad quem en su función re-
visora –que, como seres huma-
nos, no son infalibles y pueden no
percatarse de ello–, y solo enton-
ces, podrán sanear el quebranta-
miento padecido, a tenor de las
facultades que reconoce a la sala
de casación el Artículo 79 de la
mentada ley de trámites penales.52

Si bien mediante esta actividad
supra parte se puede enmendar
el problema, lo cierto es que se
debería reformular el motivo sexto
ya comentado, de manera  tal que
permitiera la denuncia de la incon-
gruencia fáctica entre la acusación
y la sentencia, para reafirmar así
la imposibilidad del tribunal de in-
corporar al hecho de la sentencia
datos nuevos respecto a las con-
clusiones acusatorias definitivas
que agraven la situación procesal
del acusado.

IDEAS FINALES
1.- El principio de congruencia en-
tre la acusación y la sentencia se
desarrolla dentro del modelo Acu-
satorio formal que rige el enjuicia-
miento penal, y su fundamento
descansa en el respeto al Dere-
cho de Defensa constitucional-
mente reconocido.

2.-  El objeto del proceso penal está
constituido por el hecho descrito en
la imputación fiscal, acompañado
de todas aquellas circunstancias y
elementos trascendentes para la
ley penal, en particular por los ele-
mentos subjetivos y normativos de
la prohibición que, de alterarse en la
sentencia, ocasionen un perjuicio al
acusado.
3.-  Constituye una circunstancia
novedosa que altera sustancial-
mente el hecho imputado aquella
que no figuraba en la narrativa de
hechos contenida en la acusación
provisional, surgida de la práctica
de las pruebas, con una significa-
ción jurídico-penalmente negativa
para el acusado por agravar algu-
na de las calificaciones jurídicas.
4.- Para evitar modificaciones del
pliego acusatorio, que signifiquen
alteraciones sustanciales de los
hechos acusados, sería convenien-
te que la Fiscalía explotara con más
frecuencia la posibilidad de formu-
lar conclusiones provisionales al-
ternativas, lo cual ofrecería a la
defensa un horizonte más amplio,
colocando al acusado en posición
de enfrentar la imputación desde
todas las aristas posibles.
5.-  Cuando el tribunal hace uso de
la fórmula del Artículo 350 de la LPP
para incorporar al debate un extre-
mo fáctico aparecido de la prácti-
ca de pruebas, o para modificar la
calificación ofrecida por el acusa-
dor, puede ocasionar indefensión
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al acusado. Ello sería evitable si
se ampliara el plazo de suspen-
sión del juicio y se le permitiera al
acusado reorganizar su defensa y
enfrentar dichas variaciones en el
orden probatorio.
6.- No existe cauce casacional que
permita a las partes denunciar el
vicio de alteración sustancial del

hecho imputado, lo cual queda so-
metido a la revisión ex oficio que
realiza el TSP. Sería aconsejable
que, en futuras modificaciones le-
gislativas, se variara de forma la re-
dacción de la causal sexta, de
modo que permitiera el cuestio-
namiento de tan grave falta pro-
cesaln

NOTAS
1 En la antigüedad, el diseño del proceso
penal fue similar al utilizado en el civil,
ya que por entonces no se establecieron
diferencias sustanciales en el modo de
procesar y juzgar los distintos conflictos,
aunque la índole de estos proviniera de
ilícitos penales o cuestiones civiles. (Ver
Omar A. Benabentos: Teoría General del
Proceso, t. 2, p. 6.)
2 Ver Juan Montero Aroca et al.: Derecho
Jurisdiccional III, Proceso Penal, p. 14.
3 Ibíd.
4 Con agudeza, explica Montero Aroca que
el llamado «proceso inquisitivo» no existe,
pues, aunque la aplicación del Derecho
Penal la llevaba a cabo un tribunal, estos
no utilizaban como medio el proceso, el
cual supone la existencia de partes que
en sus posiciones contradictorias se
encuentran en pie de igualdad. El  Inqui-
sitivo es un sistema de aplicación del De-
recho Penal típicamente administrativo.
(Montero Aroca et al.: Ob. cit., p. 16.)
5 Apud Alberto Bovino: Problemas de de-
recho procesal penal contemporáneo,
p. 10.
6 Mientras la Ilustración mantuvo la per-
secución penal pública, fue instrumen-
tadora, en el ámbito político, del principio
de la división de los poderes del Estado.

Este principio tuvo, entre sus principales
consecuencias, la diferenciación estricta
de las tareas ejecutivas, legislativas y
judiciales a cargo de los órganos del Es-
tado y, como producto de esa diferen-
ciación, el nacimiento del principio de
independencia judicial. (Ver Bovino: Ob.
cit., p. 14.) Explica Hassemer que la
superación del procedimiento inquisitivo
en el actual proceso penal constituye una
piedra angular en el desarrollo hacia el
estado de derecho; y resalta la importan-
cia del principio Acusatorio sobre la base
de que prohíbe a quien debe juzgar una
causa el atraerla para sí, y a aquel que
la trae a decisión, el decidirla. La sepa-
ración entre tribunales y fiscalías, la atri-
bución de diferentes funciones, y el
equilibramiento práctico en el proceso de
las diferentes competencias y derechos
de intervención, concretan un momento
importante de la división de poderes en el
proceso penal. Una armonía de los po-
deres resulta amenazadora para aquel
que se encuentra sometido a ellos; a
partir de su contraposición, puede desa-
rrollar posibilidades para su defensa,
corrección y control. (Winfried Hasse-
mer: Crítica al Derecho Penal de Hoy
–Norma, interpretación, procedimiento.
Límites de la prisión preventiva–, p. 91.)
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7 El Derecho a la Defensa aparece reco-
nocido en el Artículo 59 de la Carta Mag-
na, el cual establece que «todo acusado
tiene derecho a la defensa».

8 Emilio Gómez Orbaneja y Vicente Herce
Quemada: Derecho Procesal, vol. II, pp. 8-9.

9 Ernst Beling: Manual de Derecho Pro-
cesal Penal, pp. 79-80. Refiere que «cada
proceso sirve más bien para abordar un
fragmento de la vida criminal en su
totalidad; de modo que con respecto a un
solo inculpado nunca constituye su vida
entera el objeto procesal en tanto cada
proceso se refiere sólo a un determinado
acontecimiento de su vida: a un ‘hecho’
determinado». (pp. 83-84.)

10 Ibíd., p. 84.

11 Montero Aroca et al.: Ob. cit., pp. 98 y ss.

12 Jorge A. Clariá Olmedo: Derecho
Procesal Penal, t. 1, p. 220.

13 Julio B. J. Maier: Derecho Procesal
Penal argentino, t. 1-B, p. 336.

14 Juan Mendoza Díaz: «Los Principios
del Proceso Penal», p. 97.

15 Clariá Olmedo: Ob. cit., p. 223.

16 En este orden de ideas, se pronuncia
Beling, en el sentido de que, existiendo
varios objetos, puede el actor reunirlos
todos en una querella, pero sin que pier-
dan su individualidad propia. Aclara que
la unidad o pluralidad de los hechos no
depende de valoraciones jurídicas,
sino que se distinguen en atención al
momento histórico, de modo que dos
actos punibles independientes consti-
tuyen siempre dos objetos procesales.
En cambio, un delito, a los efectos del
Derecho Penal, representa un objeto
procesal, aun tratándose de actos
jurídicamente dependientes, por ejem-
plo, «delito continuado». (Beling: Ob. Cit.,
pp. 84-85.)

17 Este iter en la formación del objeto
procesal tiene su origen en el conocimien-
to de la ocurrencia de un «hecho que reviste
caracteres de delito»; se asume, entonces,
por parte de la policía y/o la instrucción un
grupo de acciones encaminadas a lograr
su esclarecimiento y su responsable
(artículos 104 y 106 de la LPP); luego, el
fiscal formula unas calificaciones provisio-
nales, que constituyen la primera mani-
festación concentrada de aquel (Artículo
278, LPP) y que se concreta de un modo
terminante en el trámite en que se elevan a
definitivas (Artículo 349 de la LPP). No
obstante, el último acto de formación del
objeto del proceso es la sentencia firme,
pues el acontecimiento histórico que esta
contiene en el primer resultando probado
es lo que hace frente al futuro con los
efectos de cosa juzgada.
18 Ilustrativa resulta, en este sentido, la
Sentencia No. 217, de 21 de mayo de
1947, dictada por la otrora Sala de lo
Criminal del Tribunal Supremo, la cual,
respecto al Artículo 732 de la LECrim
(antecedente del actual 349 de la LPP),
declaró «que son las conclusiones a que
el mismo se refiere las que verdaderamente
encierran o envuelven la única acusación
que, al amparo de su texto, pueden ar-
ticular las partes acusadoras en el proceso
penal. Por eso precisamente se llaman
definitivas; para expresar que las otras,
calificadas como provisionales, quedan
supeditadas a la efectuación del juicio
oral correspondiente; y por eso también,
cuando las repetidas partes acusadoras
mantienen como definitivas las que en
principio articularon con el carácter de
provisionales, es práctica constante y
uniforme en todas las Salas de Audiencia
hacerlo constar así, para demostrar que
los informes de las partes y demás
trámites posteriores se efectuaron sobre
la base de las mencionadas conclusiones
definitivas». (Núñez y Núñez: Ley de En-
juiciamiento Criminal, t. 1, p. 691.)
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19 Así se pronunció el Tribunal Supremo
español, en una sentencia de 14 de
febrero de 1994: «Es algo indiscutido que
el principio acusatorio –consagrado
constitucionalmente en el Art. 24.2 de
nuestra Ley Fundamental– responde a
una evolución histórica que culmina en
un sistema penal que tiende a eliminar
cualquier vestigio de arbitrariedad en las
decisiones de los órganos judiciales: por
eso la información sobre los términos de
la acusación debe ser indubitada en
referencia a los hechos, al título de
imputación y al sujeto imputado. Y no
puede ser de otra manera, porque el
principio se conecta con el inalienable
derecho a defenderse que la propia
Constitución, en el mismo citado precep-
to, reconoce a todos, lo que hace preciso
observar cuanto sea necesario para
ahuyentar el fantasma de la indefensión.
Partiendo de la distinción de las funcio-
nes acusadora y decisoria, la primera
está atribuida en nuestro derecho con
carácter general al Ministerio Fiscal,
quien, como órgano imparcial, viene
obligado a fijar una narración histórica,
con una referencia inequívoca al posible
título de imputación y a la autoría –con
las circunstancias que pudieran concu-
rrir– de forma tal que llegue a ser posible
una decisión del juzgador vinculado en
definitiva a los términos del debate con
la única y mínima flexibilidad que le
permite la consideración de la posible
homogeneidad de tipos.» (Apud Miguel
Colmenero Menéndez de Luarca: «La
iniciativa del Tribunal en las decisiones
y pronunciamientos de la sentencia
penal».)
20 Refiriéndose a los hechos que confor-
man la base de la acusación, explica
Fenech que «cualquier cambio esencial
de los mismos que afecte a su individua-
lización concreta afectaría a la esencia
misma de la pretensión punitiva, con lo

que nos encontraríamos ante una nueva
pretensión y un proceso con un objeto
distinto de aquel que había tenido desde
su iniciación […] Desde luego, no sirve
para su identificación la calificación jurí-
dica del mismo, pues esta puede legal-
mente ser variada aun dentro del mismo
proceso. Los elementos decisivos para
la individualización del hecho son, ade-
más de la persona a quien se imputa, las
condiciones de lugar, tiempo y forma en
que se supone cometido, así como la
persona que aparece como sujeto pasivo
del hecho punible y cualquier otra cir-
cunstancia concreta que pudiera ser-
vir a este fin». (Apud Rivero García y
Pérez Pérez, El Juicio Oral, p. 198.)
21 Ver Montero Aroca et al.: Ob. cit.,
pp. 105-106.
22 En sentido contrario, ver, en la nota 32,
fragmento de la Sentencia No. 4238,
de 22 de septiembre de 2005, dictada
por la Sala de lo Penal del TSP.
23 En relación con este extremo, se
muestran aclaratorias las siguientes
sentencias de la Sala de lo Penal del TSP:
Sentencia No. 408, de 8 de febrero
de 1979
CONSIDERANDO: que imputado por  el
fiscal al acusado la comisión de un delito
de corrupción de menores, es evidente
que para sancionar la Sala del juicio por
el de abusos lascivos, ésta no venía
obligada a hacer uso de la fórmula que
previene la Ley de Procedimiento Penal,
ya que sancionó por un delito de igual
entidad al imputado y ambos están
comprendidos en el mismo título del
Código de Defensa Social, lo que ha
reiterado esta Sala, siempre que sean
por unos mismos hechos, tal cual acon-
tece en el caso en examen, en el que se
dio por probado que el acusado realizó
determinados tocamientos lúbricos
sobre el cuerpo del menor, mediante el
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empleo de la violencia; por tanto se debe
rechazar el primer motivo por quebran-
tamiento de forma. (En Boletín del
Tribunal Supremo Popular, 1979, primer
semestre, p. 346.)
Sentencia No. 256, de 16 de enero
de 1980
CONSIDERANDO: que en las presentes
actuaciones se observa que el Tribunal
hizo uso de la fórmula prescripta en el
artículo 350 de la Ley de Procedimiento
Penal, en el sentido de invitar a las par-
tes a que lo ilustran si el hecho justi-
ciable constituía, más bien que el delito
de escándalo público calificado por el
fiscal, el de abusos lascivos, lo que no
autorizaba, sin embargo, para alterarlo
sustancialmente, en la sentencia, hasta
el punto de hacerlo subsumible en el tipo
penal correspondiente a este último deli-
to; y como la referida falta puede redundar
en  menoscabo de las garantías procesa-
les, debe esta Sala, en ejercicio de las
facultades que le confiere el artículo 79
de la Ley de Procedimiento Penal, decla-
rar, de oficio, el quebrantamiento de  for-
ma, con efecto anulativo limitado a la
sentencia. (En Boletín del Tribunal Su-
premo Popular, 1980, primer semestre,
p. 303.)
Sentencia No. 245, de 15 de enero
de 1981
CONSIDERANDO: Que con respecto al
acusado A.F.B., el Fiscal imputó un he-
cho que calificó con más o menos acier-
to, como constitutivo de un delito de
receptación con arreglo al Artículo 401,
inciso 1, del Código Penal, y pidió para
este acusado la sanción de nueve me-
ses de prisión, y esto porque le atribuyó
recibir carne de res que le facilitaban los
otros acusados, sabiendo que procedían
de un delito; y la Sala, desentendiéndo-
se de la imputación del Fiscal, le carga
la participación en el delito de hurto y de
su sacrificio ilegal, y le impone la sanción
de cuatro años de prisión, lo que, según

el segundo párrafo del artículo 357 de la
Ley de Procedimiento Penal, no resulta
lícito porque este precepto establece,
entre otras prohibiciones, la de sancionar
por un delito más grave que el que haya
sido calificado por la acusación, salvo
que la Sala hubiere hecho uso de la
facultad que le atribuye el Artículo 350
de la propia ley procesal en los supues-
tos en que esta norma permite la varia-
ción no sustancial de los hechos y el
cambio de calificación. (En Boletín del
Tribunal Supremo Popular, 1981, p. 229.)

24 Ver notas 22 y 32.

25 Ut supra.
26 Sobre tal particular, se pronunció la
Sentencia No. 213, de 15 de enero de 1980,
dictada por la Sala de lo Penal del TSP:
CONSIDERANDO: que la Sala solo
precisó, aportando algunos datos que no
alteran el hecho imputado por el Fiscal,
la acusación que este le hizo al acusa-
do, de quien dijo que, de acuerdo con
los demás encausados, se dedicaba
a asaltar ciudadanos que de una u otra
forma conocían que se dedicaban al jue-
go prohibido «bolita» y que a éstos les
exigían grandes cantidades; y que el
recurrente concretamente, utilizaba su
automóvil para ese fin; y la Sala dice por
su parte que el recurrente, que conocía
de estas actividades de los otros sancio-
nados, llegó en el automóvil de servicio
público que estaba a su cargo, al sitio
en que los autores apremiaban a la víctima
para que entregara cierta cantidad de
dinero, cooperando, mediante el traslado
en el taxi que guiaba a los autores y al
perjurado hasta la Quinta Unidad de la
Policía, además que M que tenía conoci-
miento de la actividad ilícita, escuchó
cuando los dos acusados que menciona
le exigían dinero a la víctima, que no es
agregar hecho alguno que esté fuera de
la imputación, sino la simple exposición
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de un dato que cabe fuera de la acusa-
ción más genérica y menos minucio-
sa, hecha por el Fiscal. (En Boletín del
Tribunal Supremo Popular, 1980, pri-
mer semestre, p. 293.)
27 Ilustra este particular la Sentencia
No. 5665, de 5 de octubre de 1981,
dictada por la Sala de lo Penal del TSP,
que en lo atinente dispuso:
CONSIDERANDO: que al imputar el
Ministerio Fiscal a la acusada recurren-
te la comisión de un delito de malver-
sación, de carácter culposo previsto en
el artículo […] la Sala de instancia no
podía sancionarle como autora de un
delito de malversación de carácter dolo-
so […] ni aun haciendo uso de la fórmu-
la del artículo 350 de la LPP, pues se
vulneran normas esenciales de las
garantías en el proceso y procede […]
la nulidad de la sentencia recurrida.
(Apud Danilo Rivero García: Comenta-
rio en torno a las calificaciones provi-
sionales, p. 40.) Sobre la base de esta
postura, habrá que entender que se
ha producido un apartamiento del rum-
bo de la acusación originaria que alte-
ra sustancialmente el hecho imputado,
cuando se venía acusando por un delito
de Tenencia simple de Drogas (Artículo
191 del Código Penal cubano), y en el
trámite al que se refiere el Artículo 349
de la LPP,  el Fiscal decide modificar la
imputación para incluir el dato del
«propósito de traficar» (elemento sub-
jetivo del injusto), e interesa una san-
ción por el delito de Tráfico de Drogas
del Artículo 190.1-a del texto punitivo.
28 La imputación es una hipótesis fáctica
(conducta lesiva para un bien jurídico)
que contiene todos los elementos, con-
forme a la ley penal, de un hecho puni-
ble. (Apud Julio B. J. Maier: Derecho
Procesal  Penal argentino, t. 1-A, p. 317.)
29 Ello se infiere del pronunciamiento
contenido en la Sentencia No. 458, de
13 de febrero de 1979:

CONSIDERANDO: Que no podía el Tri-
bunal de instancia sancionar al acu-
sado por un delito del cual no pudo
defenderse oportunamente, sin infrin-
gir lo dispuesto en el artículo 357 de la
LPP, pues a lo más que el mismo le
autoriza es hacer uso de la fórmula
del artículo 350 condicionada a los
supuestos a que en el mismo se esta-
blece, y como el delito de Abandono
de Desvalidos no fue imputado en
las conclusiones provisionales del
Fiscal, aunque sí en las definitivas,
no podía el Tribunal ni siquiera con el
uso de la aludida fórmula adicionar a los
hechos un nuevo delito, y al hacerlo in-
currió en el motivo de quebrantamiento
relacionado, por lo que procede devolver
las actuaciones al Tribunal de instancia
para que proceda a dictar una nueva
sentencia con arreglo a lo dispuesto en
la ley. (En Boletín del Tribunal Supre-
mo Popular, 1979, primer semestre,
p. 350.)
30 En este orden, el TSP ha expedi-
do sucesivos pronunciamientos, en-
tre los que se destacan, por su  claridad,
los que aparecen contenidos en las
siguientes sentencias:
Sentencia No. 5559, de 4 de sep-
tiembre de 1980
CONSIDERANDO: que aunque el fiscal
no expresara que el acusado simuló
que había cometido un delito de robo
en su domicilio con el fin de justificar
así la desaparición de dinero de los
fondos sociales que estaban bajo su
cuidado por sus funciones sindicales,
no se excedió la Sala de instancia al
consignar este particular porque no
trasciende a la calificación y al fallo, de
manera que el único motivo de casación
por quebrantamiento de forma debe
rechazarse. (En Boletín del Tribunal
Supremo Popular, 1980, segundo
semestre, p. 346.)
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Sentencia No. 1205, de 28 de febrero
de 1985
CONSIDERANDO: que no puede afir-
marse que los hechos narrados por el
Fiscal en su escrito de Conclusiones
Provisionales, hayan sido variados en el
Resultando Probado, en su entidad
esencial; pues el delito calificado en la
sentencia recurrida coincide con la
imputación hecha por el Ministerio Pú-
blico, y aunque en la narración hecha
por la Sala se incluyen elementos acci-
dentales surgidos en la celebración del
juicio oral, ellos no pueden considerar-
se como agravatorios de la respon-
sabilidad penal del recurrente, por
cuya razón la Sala de instancia no
dejó de cumplir lo dispuesto en los
Artículos 350 y 357 de la Ley de Pro-
cedimiento Penal, como arguye el
acusado A.M.G. en el primer motivo por
Quebrantamiento de Forma, lo que
obliga a rechazar el referido motivo.
(En Boletín del Tribunal Supremo Po-
pular, 1985, edición extraordinaria,
pp. 230-231.)
Sentencia No. 8320, de 6 de diciem-
bre de 1996
CONSIDERANDO: […] que la Sala
juzgadora no viene obligada a repetir
textualmente los cargos acusados, sino
que conforme a lo debatido en el acto de
la vista oral, el tribunal en el primer re-
sultando de su sentencia, narra, da co-
mo probados los hechos tal y como los
percibió en el juicio, pudiendo introdu-
cir elementos circunstanciales, ilustra-
tivos, complementarios que sin alterar
sustancialmente el hecho original
imputado lo complementen; y como en
el caso objeto de análisis, el debate se
centró sobre la imputación de un delito
de Lesiones Graves cometido por el
recurrente L.A., y la sentencia sanciona-
dora así igualmente lo expresa, recoge y lo
da como indubitado, no hay alteración

o modificación sustancial y procesal algu-
na que pueda motivar el quebrantamien-
to de forma. (En Boletín del Tribunal
Supremo Popular, 1995-1996, pp. 267-268.)
31 En este sentido, se pronunció la Senten-
cia No. 2560,  de 7 de mayo de 1981, dic-
tada por la Sala de lo Penal del TSP:
CONSIDERANDO: habiéndose imputado
al acusado su participación en el delito
de Juegos Prohibidos, en la modalidad
de colector, no podía el Tribunal sancio-
nar por la más grave de Banquero, por lo
que el motivo segundo del recurso por
quebrantamiento de forma debe acogerse
y haber lugar al mismo devolviéndole las
actuaciones al tribunal de origen para que
dicte nueva sentencia explicando cuáles
hechos realizaba el acusado que confor-
man su participación como banquero y
no como colector. (En Boletín del Tri-
bunal Supremo Popular, 1981, primer
semestre, p. 307.)
32 De acuerdo con la opinión sostenida,
aunque respecto a tipicidades delictivas
distintas, se pronunció el TSP en la
Sentencia No. 4982,  de 6 de noviembre
de 1980, dictada por la Sala de lo Penal
que, con apoyo en las funciones revi-
soras que a esa instancia le confiere el
Artículo 79 de la ley de enjuiciar, resolvió
en el sentido siguiente:
CONSIDERANDO: que el Fiscal atribuyó
a la acusada haberse apropiado de la
cantidad de (…) proveniente de las ven-
tas que administraba y la sentencia, en
cambio declara probado que la misma,
por su negligencia, dio lugar a que per-
sonas desconocidas sustrajeran esa
cantidad; y como ello implica un cambio
sustancial de los presupuestos objetivos
de la pretensión punitiva  –incompatible
con los principios que rigen nuestro
ordenamiento procesal–, que puede
redundar en merma de las garantías del
proceso, tanto con respecto a la imputada
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como a la sociedad, debe esta Sala, en
uso de las facultades que le confiere el
artículo 79 de la LPP, declarar, de oficio, la
casación por quebrantamiento de forma,
con efecto anulador limitado a la mencio-
nada resolución. (Apud Rivero García:
Comentario..., p. 40.)

Subyace una opinión contraria en la
Sentencia No. 4238, de 22 de septiembre
de 2005, dictada por este propio órgano
judicial, mediante la cual se dispuso:
CONSIDERANDO: Que el recurrente no
ha fundado el único motivo de su recurso
por quebrantamiento de forma en un
hecho cierto, pues el Fiscal acusó en
definitiva por un delito de Hurto, previsto
y sancionado en el artículo trescientos
veintidós, apartados primero y tercero del
Código Penal, que tiene un marco san-
cionador que discurre de dos a cinco
años de privación de libertad; y como la
Sala de instancia describió un hecho
que es esencialmente el que el Ministerio
Público relató, y aunque no coinciden la
calificación dada por el Fiscal y la adop-
tada por el Tribunal, pues no se pudo
probar el delito imputado y sí el calificado
de Receptación, pero teniendo ambos
delitos el mismo marco sancionador no se
da el supuesto de la sanción por un delito
más grave que el imputado y, por tanto, no
ha incurrido la Sala de instancia en el
quebrantamiento enunciado en el ordinal
sexto del artículo setenta de la Ley de
Procedimiento Penal, y el motivo exa-
minado debe rechazarse. (En Boletín del
Tribunal  Supremo Popular, 2005, p. 24.)
33 En Boletín del Tribunal Supremo Popular,
1977, edición extraordinaria, pp. 380-384.
34 Como con acierto explica el profesor
Danilo Rivero, debe valorarse que no
siempre los hechos investigados quedan
establecidos en forma indubitable, pues
no se trata de un hecho probado (el que
se determina luego de la celebración del
juicio oral con apoyo en la práctica de las

pruebas), sino que el conjunto de diligen-
cias que se registran en el expediente de
fase preparatoria solo permite fundar una
sospecha. Y es por ello que sostiene
Maier, citado por el autor antes referido,
que «(…) la acusación alternativa o
subsidiaria: ella supone que el acusador
pondrá en juego las hipótesis posibles,
cuidando describir todas las circunstancias
necesarias para que puedan ser verificadas
en la sentencia, sin perjuicio de ordenar el
escrito de manera que permita entender
cuál es la tesis principal y cuál o cuáles
las subsidiarias o alternativas. Una acusa-
ción construida en esa forma permite la
contestación defensiva, la prueba y la
decisión; se observa cómo ella es el pilar
fundamental que permite el ejercicio idó-
neo del derecho de defensa». (Apud  Rivero
García: Comentario..., pp. 39-40.)
35 El Artículo 373 del Código de Proce-
dimiento Penal de Guatemala reconoce la
figura de la Ampliación de la Acusación,
estableciendo que: «Durante el debate, el
Ministerio Público podrá ampliar la acusa-
ción, por inclusión de un nuevo hecho o
una nueva circunstancia que no hubiere
sido mencionado en la acusación o en el
auto de apertura del juicio y que modifica-
re la calificación legal o la pena del mismo
hecho objeto del debate, o integrare la
continuación delictiva.

»En tal caso, con relación a los he-
chos o circunstancias atribuidos en la
ampliación, el presidente procederá a
recibir nueva declaración al acusado e
informará a las partes que tienen derecho
a pedir la suspensión del debate para
ofrecer nuevas pruebas o preparar su
intervención. Cuando este derecho sea
ejercido el Tribunal suspenderá el debate
por un plazo que fijará prudencialmente,
según la naturaleza de los hechos y la
necesidad de la defensa.»

En similar sentido, regula la comentada
figura el Código Procesal Penal de El
Salvador, en el Artículo 343:
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«Durante la vista, el fiscal o el querellan-
te podrán ampliar la acusación mediante
la inclusión de un nuevo hecho o una nueva
circunstancia que no haya sido mencio-
nada en la acusación o en el auto de
apertura a juicio, que modifica la califica-
ción legal o la pena del mismo hecho,
integra un delito continuado o modifica
los términos de la responsabilidad civil.

»La corrección de simples errores ma-
teriales o la inclusión de alguna circuns-
tancia que no modifica esencialmente la
imputación ni provoca indefensión, se podrá
realizar durante la audiencia, sin que sea
considerada una ampliación.

»En tal caso, con relación a los nuevos
hechos o circunstancias atribuidos en la
ampliación, se recibirá nueva declaración
al imputado y se informará a las partes
que tienen derecho a pedir la suspensión
de la vista para ofrecer nuevas pruebas o
preparar la defensa.

»Los hechos o circunstancias sobre los
cuales verse la ampliación quedarán
comprendidos en la acusación.»
36 El Código Procesal Penal peruano, de
29 de julio de 2004, dedica el Artículo
374 al poder que ostenta el tribunal y
a la facultad del fiscal, durante el acto
de la vista oral. Así se establece:

Artículo 374° Poder del Tribunal y
Facultad del Fiscal.- 1. Si en el curso del
juicio, antes de la culminación de la acti-
vidad probatoria, el Juez Penal observa la
posibilidad de una calificación jurídica de
los hechos objeto del debate que no ha
sido considerada por el Ministerio Público,
deberá advertir al Fiscal y al imputado so-
bre esa posibilidad. Las partes se pro-
nunciarán expresamente sobre la tesis
planteada por el Juez Penal y, en su caso,
propondrán la prueba necesaria que
corresponda. Si alguna de las partes anun-
cia que no está preparada para pronun-
ciarse sobre ella, el Juez Penal suspenderá
el Juicio hasta por cinco días, para dar
oportunidad a que exponga lo conveniente.

2. Durante el juicio el Fiscal, introduciendo
un escrito de acusación complementaria,
podrá ampliar la misma, mediante la
inclusión de un hecho nuevo o una nueva
circunstancia que no haya sido mencio-
nada en su oportunidad, que modifica la
calificación legal o integra un delito con-
tinuado. En tal caso, el Fiscal deberá ad-
vertir la variación de la calificación jurídica.
3. En relación con los hechos nuevos o
circunstancias atribuidas en la acusación
complementaria, se recibirá nueva de-
claración del imputado y se informará a
las partes que tienen derecho a pedir la
suspensión del juicio para ofrecer nue-
vas pruebas o preparar la defensa.
La suspensión no superará el plazo de
cinco días.
37 La Ordenanza Procesal Penal alema-
na (StPO) data del primero de febrero
de 1877, y entró en vigor el primero de
octubre de 1879. Según explica Rivero
García, este cuerpo legal es fruto de la
unión de las ideas democráticas y
liberales que por la influencia francesa
se introdujeron en ese país en la primera
mitad del siglo XIX, bajo la ideología de
la Ilustración, con las normas y el pen-
samiento propio de la Inquisición, que
rigió sin igual en esos territorios. Dicha
Ley ha sido objeto de un considerable
número de modificaciones (más de 160
leyes modificativas); las que han obe-
decido a diversas razones. (Rivero Gar-
cía: Breve exposición del Proceso Penal
alemán.) Además, ver Gómez Colomer:
El Proceso Penal alemán. Introducción
y normas básicas.

En el parágrafo dedicado al instituto
en comentario, se establece:

§266 Ampliación de la acusación. (1)
Si extendiera el Fiscal en la vista princi-
pal la acusación a ulteriores hechos pu-
nibles del acusado, podrá incluirlos el
Tribunal, por medio de auto, en el proce-
so, cuando fuera competente y lo consin-
tiera el acusado.
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(2) La ampliación de la acusación podrá
ser formulada oralmente. Su contenido
satisfará el §. 200, ap. (1). Se llevará al
acta de la audiencia. El presidente dará
al acusado oportunidad de defenderse.
(3) Se interrumpirá la vista cuando el
Presidente lo considerase necesario, o
cuando el acusado lo solicitase, y su
solicitud no fuera manifiestamente te-
meraria, o se hubiera interpuesto para
retrasar el proceso. Será advertido el acu-
sado del derecho a solicitar la in-
terrupción.
38 Consideramos que resulta atinado
concederle al acusado la oportunidad de
proponer nuevos elementos de prueba
como concreción de un efectivo  Derecho
a la Defensa; pero, analizando las razo-
nes que justifican ese proceder, solo
debería admitirse que las nuevas dili-
gencias probatorias versaran exclusi-
vamente sobre los extremos en que se
sustenta la ampliación de la acusación,
atendiendo a la preclusión del trámite
procesal ordinario para la propuesta y la
admisión de las pruebas en el proceso.
39 Una de las principales diferencias entre
estas dos instituciones es que la Amplia-
ción de la Acusación no es predicable
sobre la faz subjetiva del objeto procesal,
o sea, no es posible la ampliación de la
acusación para dirigirla contra una per-
sona que no tuvo antes la condición de
imputado en el proceso de que se trata.
(Ver Moreno Carrasco y Rueda García:
Código Procesal Penal Comentado de
El Salvador, t. 2, p. 1342.)
40 Ut supra.
41 Este criterio ha sido ratificado, recien-
temente, por la Sentencia No. 6290, de
24 de diciembre de 2008, dictada por el
supremo órgano judicial:
CONSIDERANDO: Que en el caso en
examen el Ministerio fiscal en la primera
de sus conclusiones provisionales, que

no fueron modificadas posteriormente,
en momento alguno imputó al acusado
WMV que blandiera el machete contra
la víctima ni que le manifestara que la
mataría por chivato, ni que cortara las
bridas del animal, ni que le tirara un
machetazo al perjudicado, por lo que no
podía el tribunal de instancia en la
sentencia sindicada incluir estos particu-
lares porque de esta forma estaba varian-
do el objeto del proceso de los cuales
no se defendió este acusado, sin que
estos particulares fueran revelaciones
inesperadas en el juicio oral, puesto que
el perjudicado cuando hizo la denuncia
sí los puso de manifiesto, por lo que
debió el órgano juzgador en el momento
procesal oportuno haber devuelto las
actuaciones al Ministerio fiscal, al am-
paro del apartado tres del artículo
doscientos sesenta y tres de la Ley de
Procedimiento Penal para que aquel en-
mendara estas contradicciones, y como
la sentencia infringe el principio de con-
gruencia y las garantías del acusado
procede quebrantar de oficio la misma,
al amparo del artículo setenta y nueve
de la citada ley de trámites. (En Boletín
del Tribunal Supremo Popular, 2008, p. 34.)
42 La fórmula siempre se utiliza para agra-
var los términos de la acusación, ya sea
para introducir datos fácticos no esenciales
que provocan una calificación más intensa,
o para calificar un delito más grave sobre
la base del propio hecho imputado. Su uso
por el tribunal constituye un requisito de
validez del fallo. (Artículos 350 y 357.)
Sobre los alcances de esta institución
procesal, ver la Sentencia No. 784, de 18
de agosto de 1977, dictada por la Sala de
lo Penal del TSP, la que tuvo como ponen-
te al juez Francisco Varona Duque de
Estrada.
43 Ver José I. Cafferata Nores: Derecho
procesal Penal. Consensos y nuevas
ideas, p. 41.
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44 Ut supra.
45 Artículo 127 de la Constitución de la
República de Cuba.
46 Así se ha pronunciado la jurispruden-
cia española, al interpretar los alcances
de la tesis de desvinculación prevenida
en el Artículo 733 de la vigente Ley de
Enjuiciamiento Criminal, en las senten-
cias de 7 de febrero de 1990, 21 de febrero,
primero de abril y 15 de mayo de 1991:
«no obstante el uso de la facultad prevista
en el art. 733 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal, sigue viva y operante si el Minis-
terio Fiscal o alguna de las partes acu-
sadoras no asume o hace suya expre-
samente la tesis del Tribunal sentenciador
que traspasa los límites de la acusación
en alguno de los aspectos indicados; de
no otorgar este alcance a la tesis o pro-
puesta –la de simple invitación a mo-
dificar los términos de la acusación–, el
órgano jurisdiccional perdería su condi-
ción de independencia e imparcialidad,
convirtiéndose en parte acusadora por un
cambio o trastrueque de funciones que
afectaría a las garantías fundamentales
del juicio y con patente violación del de-
recho de defensa que no consiente
una condena que desbordaría, con signo
peyorativo, el ámbito de la acusación».
(Ver Colmenero Menéndez de Luarca:
«La iniciativa del Tribunal en las deci-
siones…».)
47 Ver nota 37. El parágrafo de la StPO
dedicado a esta figura establece:
§265. (Modificación de los puntos de vista
jurídicos).  (1).  El acusado no podrá ser
condenado en base a una Ley penal dis-
tinta a la citada en la acusación admiti-
da judicialmente, sin que previamente le
hubiera advertido especialmente de la
modificación del punto de vista jurídico
y se le hubiera dado oportunidad para
la defensa.

(2) De igual forma se procederá cuando en
la vista por vez primera, resultaran de la
Ley penal circunstancias especialmente
previstas que agravaran la punibilidad o
justificaran la ordenación de una medida
de corrección y de seguridad.
(3) Si objetara el acusado, declarando
no estar suficientemente preparado para
la defensa, las nuevas circunstancias
sobrevenidas que admitan la aplicación
de una Ley más grave contra del acusado
a la citada en la acusación admitida
judicialmente, o que pertenecieran a las
descritas en el apartado segundo, se
suspenderá la vista principal a su instancia.
(4) También suspenderá además el Tri-
bunal la vista principal, a instancia de parte
o de oficio, en caso de que pareciera
conveniente, a  consecuencia de la situa-
ción real modificada, para la suficiente
preparación de la acusación o de la
defensa.
(5) Si en los casos del  §.231, ap. (2), y
§. 231, ap. 231ª,  ap. (1), se realizara la
vista principal sin el acusado, será sufi-
ciente si son indicados al defensor los datos
necesarios conforme a los ap. (1) y (2).
48 El Artículo 374 del Código de Proce-
dimiento Penal de Guatemala es del tenor
siguiente: «El presidente del tribunal
advertirá a las partes sobre la modificación
posible de la calificación jurídica, quienes
podrán ejercer el derecho consignado en
el artículo anterior.» (Suspensión del
debate para readecuar el litigio).
49 Sentís Melendo, quien ha estudiado
acuciosamente este principio en sede de
Derecho Civil, ubica su origen en la Edad
Media y, en cuanto a las circunstancias
y ocasión del surgimiento de la frase,
refiere, junto a  Augenti y Planiol, que nació
de un exabrupto de un juez que, fatigado
por las disquisiciones jurídicas de un abo-
gado, lo  interrumpiría exclamando: Venite
ad factum. Curia novit ius (Abogado, pasa-
da los hechos; la Corte sabe el Derecho).
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Ver Santiago Sentís Melendo: El Juez y
el Derecho (Iura novit Curia), pp.14-16.
50 El Artículo 366 de la Ley de Procedimien-
to Penal Militar es del tenor siguiente:

El Tribunal, siempre que de ello no se
derive una alteración sustancial del hecho
imputado, suspenderá la deliberación  de
la sentencia y dispondrá la reanudación
del período de práctica de pruebas, cuan-
do considere:
1) que el hecho enjuiciado constituye un
delito distinto y más grave que el calificado
por la acusación;
2) que procede imponer sanción más
grave que la solicitada;
3) que existen circunstancias agravantes
no comprendidas en la acusación;
4) que la participación del acusado o el
grado de ejecución del delito implica
mayor gravedad que la sostenida por la
acusación.

En la resolución que al efecto se dicte,
el Tribunal dispondrá la práctica de nuevas

pruebas o la reproducción de las que
estime necesarias, entregando copia de
la resolución al Fiscal, al defensor y al
acusado. La nueva vista se celebrará, no
antes de haber transcurrido el término de
tres días a partir de la entrega de la copia
a que se refiere el párrafo anterior y durante
la misma se tomará nuevamente declara-
ción al acusado sobre el objeto de la
modificación de la acusación y se practica-
rán las nuevas pruebas. Posteriormente,
se oirán los informes conclusivos y las
últimas manifestaciones del acusado.

Si el Tribunal no puede hacer uso de la
facultad anterior sin alterar sustancialmen-
te el hecho imputado, dictará resolución
fundada remitiendo la causa al Fiscal co-
rrespondiente para que realice una instruc-
ción complementaria.
51 Aldo Prieto Morales: Derecho Proce-
sal Penal, vol. I, p. 324.
52 Ver nota 26.
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V IVIMOS en una sociedad de
 riesgos, en la que estamos

expuestos a la utilización de me-
dios, tecnologías y productos que,
como consecuencia del desarro-
llo científico-técnico, se han apli-
cado en todos los ámbitos de la
vida social. Esta realidad deman-
da cuidados especiales para evi-
tar resultados indeseados y que no
siempre son respetados. Por esta
razón, la imprudencia se convierte
en un comportamiento de gran im-
pacto en la vida social y los delitos
de este tipo constituyen, en la prác-
tica judicial, un número apreciable
de los ilícitos que se investigan y
se sancionan por los tribunales.

Durante años, en la doctrina pe-
nal, se priorizó el estudio y la ela-
boración teórica del delito doloso,
por tener una mayor incidencia y
poseer una entidad superior con
relación a la peligrosidad social; sin
embargo, hoy existe el consenso de
que es una institución que requiere
un desarrollo teórico con vistas a
garantizar la fundamentación del
tratamiento jurídico-penal de este
ilícito, cada vez más creciente.

Este trabajo tiene como objeti-
vo determinar los elementos confi-

Esp. Yamila Reyna López,
Prof. de Derecho Penal, Escuela Militar Superior Arides Estévez

PARA UN ADECUADO TRATAMIENTO

AL DELITO IMPRUDENTE

gurativos que permitan identificar
el delito imprudente, sobre la base
del análisis exegético de la ley
penal cubana, la revisión bibliográ-
fica y el estudio de Derecho com-
parado, para contribuir a un mejor
tratamiento jurídico-penal.

ESTRUCTURA DEL
DELITO IMPRUDENTE
No existe un consenso en cuanto
a la estructura típica del delito im-
prudente. Las principales opinio-
nes pudieran dividirse en dos
grandes tendencias: los que asu-
men los criterios o presupuestos
de la imputación objetiva, consi-
derando estos suficientes para la
determinación del delito impruden-
te;1 y aquellos que mantienen una
postura más clásica, y reconocen
la infracción del deber objetivo de
cuidado como elemento principal,
aunque retoman la teoría de la
imputación objetiva para la valo-
ración del resultado y su vínculo
con la acción infractora.2

Considero que la teoría de la
imputación objetiva constituye un
instrumento valioso para la deter-
minación típica del delito impru-
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dente; pero el elemento violación
de un deber objetivo de cuidado re-
sulta necesario e irrenunciable, es
más comprensible y da una idea
más precisa de este comportamiento.

La creación de un riesgo no permi-
tido es una situación objetiva en la que
se ha puesto en peligro de manera
ilícita un bien jurídico. Para poder
determinar esa situación concreta,
necesariamente se debe apelar a
un análisis normativo y concretar-
lo en las exigencias de cuidado.3

Claus Roxin  expone la definición
de Puppe, quien califica de no per-
mitido un peligro

cuando los indicios y factores
causales de los que se compo-
nen permiten indicaciones tan
fuertes sobre la posibilidad de
un resultado desaprobado y
de un curso causal desaproba-
do que el sujeto está obligado
según las reglas de cuidado a
hacerse consciente de esa po-
sibilidad y a emplear estrategias
para evitar su realización.4

Al analizar esta definición, de
manera muy manifiesta, se obser-
va que se utiliza como elemento
esencial reglas de cuidado y lo des-
pliega en sus dos momentos funda-
mentales: «hacerse consciente y
emplear estrategias», lo que algu-
nos autores han llamado cuidado
interno y externo.5

Otro argumento para la toma de
postura es que el riesgo no permiti-
do es una situación que no es ex-

clusiva de los imprudentes, está pre-
sente en los delitos dolosos, en su
primera fase de ejecución (tentati-
va) y en los delitos de peligro abs-
tracto, lo que fundamenta el desvalor
de la acción.

Si se analiza lo que constituye
riesgo, se representa una situación
potencial de afectación y la expre-
sión no permitido permite calificarla
como contraria a lo establecido. So-
lo es posible esto, cuando se de-
muestra que se ha quebrantado un
deber de cuidado.6

En el delito doloso, la norma
violada es la penal; en el im-
prudente, se ha incumplido simultá-
neamente con dos normas jurídicas:
una del carácter antes mencionado
y otra no penal, generalmente de ca-
rácter administrativo.

En la estructura típica de un de-
lito imprudente, se encuentra una
parte objetiva y otra subjetiva. En
la primera, se halla, cronológica-
mente, una conducta violatoria de
un deber objetivo de cuidado y la
ocurrencia de un resultado lesivo
o peligroso a un bien jurídico aje-
no. En la parte subjetiva, la rea-
lización de un comportamiento
descuidado con voluntad, es de-
cir, querido por el agente, y la falta
de este elemento en el resultado que
se produce (resultado no querido).

LA INFRACCIÓN DEL DEBER
OBJETIVO DE CUIDADO
Los tipos culposos se desarrollan
generalmente7 en el contexto de
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actividades no delictivas, pero que
comprometen la seguridad de los
bienes jurídicos; de ahí que exis-
tan precauciones que permiten
mantener esa actividad dentro de
lo adecuado, evitando daños o si-
tuaciones de peligro a valores im-
portantes de interés social.

El peligro puede tener diferen-
tes grados, las actividades más
riesgosas llevarán una mayor
reglamentación; sin embargo, exis-
ten situaciones en las que no apa-
recen expresamente regulaciones
jurídicas y surgen precauciones
que tienen su fundamento en la ex-
periencia humana.

Para mí, los deberes de cuida-
do constituyen obligaciones deri-
vadas de requerimientos de
carácter formal o informal, que se
establecen con el objetivo de ga-
rantizar la seguridad de los bienes
jurídicos en actividades peligro-
sas, pero socialmente necesarias,
en un contexto histórico determi-
nado. Tienen sobre todo una fun-
ción preventiva y reguladora.8

En una sociedad moderna, ine-
ludiblemente, las relaciones entre
los hombres deben estar regu-
ladas. El alcance que tienen los
comportamientos humanos en
afectaciones a terceros, por el
avance tecnológico aplicado a to-
dos los ámbitos de la vida social,
requiere extremar las precaucio-
nes y establecer cautelas que ga-
ranticen esa seguridad.9

Una vez ocurrido lo que se pre-
tendía evitar, la norma de cuidado
adquiere otra función, se convierte
en el fundamento para demostrar
la tipicidad del comportamiento.

Lo más frecuente es que se
apele a fuentes formales, las que
pueden tener diferentes rangos,
desde una ley, como el Código de
viabilidad y tránsito, hasta una re-
solución o reglamento.10

Dentro del deber objetivo de cui-
dado, se hace la distinción de dos
momentos en esa exigencia social:

a) El deber de prever la situación
de peligro (deber de cuidado in-
terno)

Toda persona, atendiendo a las
condiciones concretas, debe pre-
ver que con su comportamiento, en
un particular contexto, podrá afec-
tar un bien jurídico. Según Jes-
check, consiste en

identificar y valorar correcta-
mente los peligros que acechan
al bien jurídico protegido, pues
todas las precauciones desti-
nadas a evitar un daño depen-
den de la clase y medida del
conocimiento del peligro ame-
nazante.11

Resulta así un nivel elemental
en el cuidado, del que depende el
comportamiento adecuado. En la
negligencia o imprudencia incons-
ciente, falla este momento, el  su-
jeto no reconoce el peligro y, por
tanto, no puede actuar debida-
mente.
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b) El deber de impedir la afec-
tación al bien jurídico (deber de
cuidado externo)

Una vez reconocida la situación
amenazante, se exige, además,  la
realización de una conducta, con
el especial propósito de evitar la
realización de un resultado lesivo
a un bien jurídico.

Para Bustos Ramírez,
es un momento correctivo del
anterior porque debe valorarse
las medidas que razonable-
mente en esa situación concre-
ta debió realizar un hombre
prudente.12

No todo lo que resulta previsi-
ble será imprudente. Hay que com-
probar la presencia de normas
que prohíban o regulen el compor-
tamiento. Sobre este particular, Bus-
tos Ramírez explica la necesidad
de valorar la teoría del riesgo per-
mitido, que establece la existencia
de una serie de riesgos adecuados
para desencadenar procesos que
afecten bienes jurídicos y, sin em-
bargo, son permitidos, pues de
otra manera se paralizaría la vida
social y su progreso.13 Ejemplos: la
práctica de deportes, la utilización
de medios riesgosos como el  trans-
porte automotor.

Para Engisch, los modos de
comportamiento adecuados son
el cuidado como omisión de ac-
ciones peligrosas, el cuidado
como actuación precavida en ac-
tuaciones de peligro y el cuidado
como cumplimiento de un deber
de información.14

Para mí, existen dos formas
apropiadas de comportamiento: la
acción cuidadosa y la abstención
de una conducta peligrosa. Las
dos últimas variantes propuestas
por Engisch (precaución y deber
de información) pueden incluirse
dentro de la primera.

La abstención constituye un
modo de comportamiento en que
resulta intolerable la realización de
una conducta por su potencial
lesividad; por lo tanto, el deber de
cuidado prohíbe actuar.15

La acción cuidadosa se manifies-
ta en el contexto de actividades so-
cialmente útiles, pero peligrosas, que
requieren la realización de medidas
de cautelas previas o simultáneas.
Algunas de estas actividades de-
mandan, antes de su acometimien-
to, la preparación y la búsqueda de
información necesaria que ga-
ranticen la posterior ejecución sin re-
sultados lesivos. Aquí, la norma de
cuidado es imperativa.

Son frecuentes, también, las exi-
gencias de comportamientos cui-
dadosos en personas que tienen
especiales deberes de garante y
que su omisión, conjuntamente con
el resultado, configura el delito im-
prudente.

PRINCIPIO DE CONFIANZA
Y VIOLACIÓN DEL DEBER
OBJETIVO DE CUIDADO
Este principio surgió como conse-
cuencia de la experiencia en el
tráfico viario y se impuso en la
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jurisprudencia alemana. Estable-
ce que

quien se comportaba debida-
mente en la circulación puede
confiar en que otros también lo
hagan, siempre y cuando no
existan indicios concretos para
suponer lo contrario.16

Hoy, su aplicación se ha exten-
dido a otros espacios, como el tra-
bajo en equipo, amparando a los
que, cumpliendo el deber de cui-
dado, condicionan resultados le-
sivos. Sin embargo, no siempre
podrá invocarse este principio.

Un límite en su empleo lo cons-
tituye el principio de defensa,
que establece el deber de evitar
una afectación, si existen indicios
o la certeza de conductas inade-
cuadas de terceros, si en esa si-
tuación concreta es previsible
que, realizando la conducta debi-
da, se ocasionará un resultado le-
sivo.17

En la definición de delito im-
prudente, se asumió el elemento
violación del deber de cuidado y
no el de norma de cuidado por-
que no siempre se encontrará
respaldo en una disposición con-
creta. Existen situaciones en las
que, aun cuando se cumpla con lo
establecido, se pueden prever
afectaciones a bienes jurídicos y
la exigencia social unida a la ex-
periencia indica evitarlo.

El principio de confianza, gene-
ralmente no podrá invocarse,

cuando el sujeto se encuentre en
una situación contravencional, o
sea cuando esté violando una nor-
ma de cuidado.

Sobre este particular, Claus
Roxin acertadamente aclara su
contenido:

Muchas resoluciones parten de
la base de que no puede invo-
car el principio de confianza
quien a su vez se comporta an-
tijurídicamente. Ello es incorrec-
to en los numerosos casos en los
que una infracción de tráfico
no ha repercutido en el acci-
dente, lo que supondría la san-
ción inadmisible de un versari
in re ilícita.18

La tercera limitación del prin-
cipio de confianza radica en ac-
tividades de cooperación con
divivisión del trabajo. Las perso-
nas que tienen especiales deberes
de vigilancia no pueden amparar-
se en este principio, si debieron
controlar y prevenir el actuar inco-
rrecto de un participante.

La división del trabajo es hori-
zontal, cuando todos los miembros
tienen el mismo nivel jerárquico;
y vertical, si, además de estar de-
limitadas las atribuciones entre los
participantes, hay una autoridad
que responde del actuar de los
demás, por lo que los límites de
las atribuciones están mejor defi-
nidos y es más fácil identificar los
responsables directos e indi-
rectos.
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CAPACIDADES INDIVIDUALES
Y DEBER DE CUIDADO
Para la valoración del cumplimien-
to del deber de cuidado, se hace
necesario analizar las caracterís-
ticas del sujeto. Desde un inicio,
asumí que la imprudencia tiene un
carácter normativo, por deberse a
exigencias que están previstas
con anterioridad a la ocurrencia
del hecho.

Para los supuestos en que el au-
tor tiene capacidades por encima de
la media, la doctrina elaboró la tesis
del doble baremo de una amplia
aceptación,19 que propone elevar  las
exigencias hasta el nivel del sujeto.

El fundamento radica en que al
Derecho Penal le resultan trascen-
dentes las conductas en las que los
individuos no hayan empleado sus
capacidades para preservar los
bienes jurídicos. Existe, por tanto,
un desvalor en el comportamiento,
que conlleva a incrementar las exi-
gencias hasta ese nivel, siempre
que estén preestablecidas.

En el supuesto del sujeto que,
por sus características, experien-
cias y conocimientos, no puede
advertir el peligro, la solución es
más controvertida, por su ubica-
ción sistemática como un proble-
ma de tipicidad o de culpabilidad.

La primera solución plantea que,
si el sujeto tiene sus capacidades
por debajo de las exigencias, hay
que establecer un cuidado indivi-
dual o subjetivo; por lo tanto, a nivel

típico, hay que singularizar el aná-
lisis.

Para Bustos Ramírez, el cuida-
do es uno solo, el requerido, no hay
un cuidado subjetivo, y acota que

no parece correcto hablar de
cuidado individual en vez de re-
querido, pues ello tiende a
confundir el cuidado con pro-
blemas de imputabilidad (…),
cuando lo que interesa en la
tipicidad es averiguar lo que
exige el ordenamiento jurídico
al sujeto y si éste ha cumplido
con ello.20

Quirós asume la primera postu-
ra. Parte de que el criterio que debe
primar es el subjetivo y plantea que

(…) la norma de cuidado no
obliga a nadie a aplicar un com-
portamiento para el cual no se
tienen facultades, aunque
aquel comportamiento sea im-
puesto a la mayoría de los hom-
bres, dotados de más elevada
capacidad y por otra parte, la
norma de cuidado tampoco
puede obligar a utilizar un po-
der sobresaliente no disponi-
ble a voluntad (…).21

Este autor necesariamente de-
be asumir tal posición porque la
ubicación sistemática que le dio
a la imprudencia fue en la culpabi-
lidad y, lógicamente, debía abor-
darlo con un criterio subjetivo.

Soy partidaria de que es en el
tipo donde se analiza si una con-
ducta es típica o no. Demostrar su
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existencia no quita que, en otro
elemento, se valoren las condicio-
nes personales para asumir esa
exigencia; ese es la culpabilidad.

Cuando una persona no tiene
conocimiento de la existencia de
una norma de cuidado, y asume
un comportamiento que conside-
ra normal, vulnera el Derecho y su
conducta es ilícita, aunque no esté
consciente de ello. Existe un error
de prohibición sobre esa dispo-
sición jurídica. Hay que valorar,
entonces, la inexistencia de cul-
pabilidad.

Si la persona no está en con-
diciones de motivarse por la nor-
ma de cuidado, lo que existe es
un error de prohibición; si no pue-
de realizar el comportamiento di-
ligente, no habrá exigibilidad. Si su
capacidad para comprender el
alcance de su acción y dirigir su con-
ducta está afectada, no habrá
capacidad de culpabilidad y no res-
ponderá penalmente por no existir
reproche.22

En la definición, se hizo espe-
cial mención al contexto histórico,
como una condición que determi-
na las exigencias de cuidado.

El desarrollo científico y tecnoló-
gico, en un momento dado, condi-
ciona la elevación de las cautelas;
lo que en un momento histórico no
era un deber, puede serlo en otro.
Casos recientes, como la imple-
mentación de los accesorios para
la protección de conductores de

vehículos y pasajeros, y la utilización
de equipos de apoyo vital en la me-
dicina, lo corroboran.

Existe, también, una relación im-
portante entre el nivel de desarro-
llo social y el deber de cuidado. Lo
que en un país desarrollado cons-
tituye una imprudencia, en otros de
escaso desarrollo social y tecno-
lógico se considerará un riesgo
permitido y ni siquiera tendrá tras-
cendencia.

EL RESULTADO Y SU
ATRIBUCIÓN AL SUJETO
Desde el punto de vista naturalís-
tico y cronológico, el resultado es
el último elemento  del delito impru-
dente; sin embargo, es el primero
que conoce el operador jurídico. Su
existencia determina la intervención
del Derecho Penal, a diferencia de
los delitos dolosos, que son puni-
bles sin que se produzca este.

Su naturaleza ha sido amplia-
mente debatida. Autores como
Hans Welzel y Zielinki lo ubicaron
sistemáticamente fuera de la tipi-
cidad y lo valoraron como una con-
dición objetiva de punibilidad,23

argumentando que lo esencial en
el tipo imprudente es la infracción
del deber objetivo de cuidado.

Según Engisch,24

el contenido del injusto de la
infracción (…) no es incremen-
tado, ni disminuido por el acae-
cimiento o la ausencia del
resultado; la acción sigue sien-
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do inadecuada aun cuando no
«sucede» nada y, como a me-
nudo es sabido, constituye tan
solo una obra del azar si por
medio de la imprudencia se
mata o se lesiona a alguien o
si sencillamente, todo finali-
za bien.
Esta realidad limitó su aprecia-

ción como elemento del tipo, y afir-
mó la primacía del desvalor de la
acción y no del resultado.

La posición doctrinal mayorita-
ria advierte el carácter esencial de
ese elemento en la estructura del
delito imprudente, y acepta la dua-
lidad en el tipo penal (desvalor de
la acción y del resultado).25 Los
fundamentos convencen. La gra-
vedad del ilícito imprudente de-
pende no solo de la magnitud en
la vulneración del cuidado, que se
considera esencial, sino también
de la importancia del bien jurídico
afectado y, en última instancia, de
la intensidad de los daños.

Valorar este elemento significa
una garantía de seguridad jurídica,
por el efecto limitador que tiene;
ya que se excluyen de la esfera de
lo penal aquellas violaciones que
no produzcan un resultado lesivo.
Se trata claramente de una con-
creción del principio de interven-
ción mínima.

La afectación al bien jurídico
penal, además de determinar el
carácter criminal del ilícito, incide
también en el tipo de injusto en

cuestión, por lo que los efectos ob-
jetivos resultan importantes para la
calificación.

Los tipos imprudentes son de-
litos de resultado. Esto significa
que se debe producir un daño efec-
tivo al bien jurídico o una concreta
situación de peligro, como conse-
cuencia de la inobservancia de un
deber objetivo de cuidado.26

Habitualmente, no puede ha-
blarse de un delito imprudente en
que no haya un resultado lesivo;
sin embargo, puede aceptarse la
comisión imprudente en delitos de
peligro concreto, como el de es-
tragos.27

Es inadmisible la existencia de
delitos de peligro abstracto como
imprudentes. Estos ilícitos care-
cen de resultados y, aunque lo que
se describe en algunos es una
conducta violatoria de un deber de
cuidado, por ser delitos de mera
actividad, no se pueden calificar
como tales.28

Otra razón válida es que, ante
la imposibilidad técnica de san-
cionar la tentativa del delito impru-
dente y en situaciones en que la
experiencia ha demostrado lo
peligroso del comportamiento, se
adelanta la protección del bien jurí-
dico con la técnica del peligro abs-
tracto, pero no con la tentativa.

El resultado constituye un ele-
mento imprescindible para la con-
figuración del delito imprudente.
Una conducta violatoria de un de-
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ber de cuidado sin este elemento
es ilícita y deberá ser enmendada
por otra rama del Derecho; pero,
si ocasiona un resultado lesivo a un
bien jurídico, se convierte en típica.

LA ATRIBUCIÓN
DEL RESULTADO
A LA ACCIÓN INFRACTORA
La determinación del nexo causal
ha conllevado un proceso de ela-
boración teórica que ha tratado de
solucionar este difícil asunto. La
pionera de estas fue la teoría de
la equivalencia,29 que determinó
como causa del delito todas aque-
llas circunstancias que en igual-
dad de condiciones incidían en un
resultado. De ello, se derivó que
cada una de ellas puede ser con-
siderada, por sí sola, como causa
del fenómeno acaecido.

La consecuencia más notable
de tal planteamiento teórico fue la
amplitud del marco de responsa-
bilidad, ya que podía indefinida-
mente valorarse la relación de
causalidad, lo que conducía a con-
secuencias jurídico-penales os-
tensiblemente injustas.30

Esto ocasionó una corrección
teórica, de donde surgió la teoría
conditio sine qua non, que expone:

puede considerarse que una
conducta ha condicionado cau-
salmente un resultado cuando,
suprimiendo mentalmente aque-
lla (…) e imaginando la hipóte-
sis de que ésta no se hubiese

efectuado desaparecería el re-
sultado.31

La elaboración de las nuevas
teorías se dirigió a ofrecer un con-
cepto más restringido de causa. En-
tre ellas, están la teoría de la cau-
salidad adecuada, que reconocía
como causa una conducta que po-
see capacidad general para provo-
car el resultado típico, criterio de la
previsibilidad objetiva y la teoría de
la relevancia, que proponía el análi-
sis del significado jurídico penal del
comportamiento, en el que necesa-
riamente debía apreciarse la
tipicidad, lo que en el delito impru-
dente se concretaba con la diligen-
cia debida.32

Ambas teorías ofrecieron  un cam-
bio en el análisis de la causali-
dad, de lo fáctico a lo valorativo.

En la actualidad, sobre este
agudo problema, hay un predomi-
nio de la teoría de la imputación
objetiva, que ha heredado los pos-
tulados teóricos anteriores, y ha lo-
grado una estructuración de sus
presupuestos sobre la base de
una concepción funcionalista.33

Según esta teoría, primero hay
que comprobar la creación de un
riesgo no permitido para un bien
jurídico;34  y, después, la confirma-
ción de la realización de ese ries-
go en el resultado y el análisis del
ámbito de protección de la norma.

Hay consenso en valorar como
punto de partida la causalidad na-
tural sobre la base de la teoría de
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la conditio sine qua non, aunque
Claus Roxin reconoce que se ha
impuesto ampliamente en la cien-
cia penal actual la fórmula que se
remonta a Engisch, de la condi-
ción conforme a las leyes de la
naturaleza.35

En un momento posterior, se
verifica si entre la conducta infrac-
tora y el resultado concurre una
relación específica de carácter nor-
mativo. Aquí, se comprueba que el
resultado constituye la materiali-
zación del riesgo, que se pretendía
evitar con la norma vulnerada. En
ello consiste básicamente la exigen-
cia de realización del riesgo en
el resultado.36

En los presupuestos de la im-
putación objetiva, ha primado el
pensamiento problemático, no sis-
témico, en los diferentes supues-
tos. Por ejemplo, en la realización
del riesgo en el resultado, están los
denominados cursos causales
anómalos o desviaciones del cur-
so causal,37 el supuesto de com-
portamientos alternativos conforme
a Derecho38 y las contribuciones
imprudentes al hecho doloso de un
tercero.

El último presupuesto de la
imputación objetiva es el del ám-
bito de protección de la norma o
esfera de protección. Para Bea-
triz Romero, esta última etapa de
la imputación es otro paso, pero
el más decisivo, y aclara que espe-
cíficamente en los delitos impru-

dentes se están refiriendo a la nor-
ma de cuidado, no a la norma pe-
nal, pues es en esta donde mejor
se manifiesta el aspecto impera-
tivo de la norma penal.39

Para Martínez Escamilla, no
existe este último presupuesto de
la imputación objetiva y se coinci-
de en que la profusión teórica ha
llevado, incluso, a denominar un
mismo fenómeno con diferentes
categorías e incluir como conteni-
do de un presupuesto lo que otros
autores ubican dentro de otro, por
lo que queda vacío, por lo menos
de contenido, uno de ellos.40

En Cuba, el estudio más aca-
bado sobre este complejo asunto
lo realizó el profesor Quirós Pírez,
quien expone su postura sobre la
causalidad y la denomina con-
cepción dialéctico-materialista
del nexo causal.41

Aborda las cuestiones más com-
plejas de la causalidad, bajo el enfo-
que causalidad y hecho punible,
y analiza a través de la categoría
cadena causal los supuestos plan-
teados por la imputación objetiva
como cursos causales anómalos o
desviaciones del curso causal.

Quirós hace una distinción en-
tre las causas inmediatas y media-
tas, y llega a la conclusión de que
se debe responder de los resulta-
dos que se producen de manera
inmediata sobre la base de la pre-
visibilidad, y propone la existencia
del principio de la responsabilidad
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personal por los actos directamen-
te ejecutados.42

Expone, además, que se debe
responder de las consecuencias
posteriores en los supuestos de
concurrir otros factores, como el
actuar de un tercero, cuando es-
tas pudieron o debieron ser pre-
vistas por el inculpado. Solo así,
el sujeto responderá por las con-
secuencias sobrevenidas.

Del propio examen de la pro-
puesta sobre la causalidad en el
terreno del Derecho Penal, este
autor concluyó realizando un aná-
lisis normativo y no ontológico, al
valorar la previsibilidad como el
elemento más recurrente de todos
lo presupuestos.

TOMA DE POSTURA

Se reconoce la necesidad de com-
probar, en un primer momento, la
relación fáctica entre la acción
violatoria y el resultado lesivo.

Posterior a este primer análisis,
la relación adquiere un carácter
normativo. Considero que no  de-
ben separarse en criterios diferen-
tes el presupuesto de la realización
del riesgo en el resultado y el ám-
bito de protección de la norma;
solo determinando el alcance de la
norma de cuidado y sus fines pre-
ventivos, puede identificarse si el
resultado que se produce, descri-
to por la norma penal, era lo que se
pretendía evitar.

No se puede tomar como de-
nominación del presupuesto la
realización del riesgo en el resul-
tado porque, con relación a la es-
tructura del delito imprudente, se
asumió la violación del deber ob-
jetivo de cuidado, no la creación o
aumento de un riesgo no permiti-
do. Propongo denominarle a este
segundo momento análisis nor-
mativo para la determinación del
vínculo entre el resultado y la nor-
ma de cuidado vulnerada.

El contenido de la norma vulne-
rada exige dos momentos, anali-
zados anteriormente, la previsión
del peligro y el deber de evitarlo
con un comportamiento adecuado.
Lo que en este momento se re-
quiere valorar es su eficacia, es
decir, demostrar que con ese com-
portamiento adecuado se hubie-
ra evitado el resultado.

La valoración de la previsibilidad
resulta imprescindible. Autores
como Quirós y Martínez Escamilla,
con denominaciones diferentes, han
llegado a determinar que este ele-
mento es necesario en la aprecia-
ción de la causalidad.43

Las innumerables situaciones
que se pueden dar en la práctica con
relación a la causalidad resultan
muy difíciles de sistematizar. Por lo
que la solución debe encontrarse
con una aplicación dialéctica del
método sistémico y problémico.44

Este último se materializa con
la aplicación en los casos comple-
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jos o dudosos del principio de cul-
pabilidad, sobre todo con relación
a la exigencia de aplicar la res-
ponsabilidad penal por resultados
atribuibles subjetivamente y, en
consecuencia, excluir cualquier
solución versarista. La aplicación,
también, del principio procesal de
indubio pro reo debe servir a los ope-
radores en la solución del problema.

Al utilizar la frase prohibición de
cualquier solución versarista, se
propone que no basta la existen-
cia de una violación de un deber
de cuidado y un resultado lesivo.
Hay que tener la certeza de que el
daño producido era evitable. Si se
comprueba que la norma de cuida-
dado,  no era efectiva y que nece-
sariamente se hubiera dado la
lesión al bien jurídico, no debe exi-
girse responsabilidad penal. (Efec-
tividad del comportamiento debido
en el caso concreto.)

El principio de indubio pro reo,
como regulador en las decisiones
judiciales, es elemental. Para atri-
buir un resultado lesivo a un com-
portamiento no intencional, hay que
hacerlo con seguridad y convicción;
por lo tanto, ante situaciones dudo-
sas, debe primar la solución de no
atribuir el resultado.

EL TIPO SUBJETIVO EN EL
DELITO IMPRUDENTE

En la doctrina, no existe una posición
unánime con relación a este aspec-

to. Autores como Enrique Baciga-
lupo consideran que, mientras se
admita la punibilidad de la culpa
inconsciente, defender la existencia
de un tipo subjetivo en el ámbito
del delito imprudente es una ficción,
pues en una de las dos especies de
culpa se admite una carencia total
de subjetividad del autor. 45

Roxin es del criterio que la im-
prudencia con representación po-
see como elemento subjetivo la
previsión del resultado, no así la im-
prudencia inconsciente en la que
no hay representación alguna.46

En la literatura científica, otros
autores identifican lo subjetivo de
los delitos imprudentes con el ele-
mento intelectual, en el que se
debe valorar la previsión,47 es de-
cir, el conocimiento que tiene el agen-
te del peligro o consecuencia de
su conducta; y, en el volitivo, la
libertad existente para aceptar
la conducta.

Mir Puig expone que, en la parte
subjetiva del tipo, se requiere el ele-
mento positivo de haber querido el
comportamiento descuidado, ya sea
con conocimiento del peligro que en
general entraña (culpa consciente) o
sin él (culpa inconsciente), y el elemen-
to negativo de no haber querido el
autor cometer el hecho resultante.48

Autores como Zaffaroni recono-
cen que la posibilidad de conocer el
deber de cuidado no pertenece al
tipo subjetivo, sino a la culpabilidad.
Para él, es indispensable valorar en



×112112112112112 Justicia y Derecho

sede (tipo subjetivo) la finalidad y
la previsión.49

Considero que existe en la es-
tructura del delito imprudente un ele-
mento subjetivo; negar esto sería
despojar del comportamiento hu-
mano un elemento inseparable.
Ciertamente, en el delito doloso, la
coincidencia entre lo objetivo del
comportamiento (acciones realiza-
das y resultado) y lo subjetivo (con-
ciencia y voluntad) hace que ese
reconocimiento sea incuestionable.

En los delitos imprudentes, no
sucede igual. Hay una ruptura en-
tre lo querido o deseado por el
sujeto y el resultado que produce
su comportamiento; por lo tanto, si
algo caracteriza al delito impru-
dente, desde el punto de vista sub-
jetivo, es esa divergencia.

La finalidad del sujeto era di-
ferente. La actividad que desa-
rrollaba estaba encaminada a la
realización de un objetivo no per-
judicial y en la generalidad de los
casos irrelevantes jurídico-penal-
mente. Para demostrar este aspec-
to, hay que contextualizar el hecho
imprudente dentro de la actividad
humana que se pretendía realizar.

El otro aspecto, la voluntad en la
realización de la acción violatoria,
es decir, si los medios elegidos o las
acciones realizadas se escogieron
por el sujeto con voluntad, es en el
tipo subjetivo donde debe analizarse.

A pesar de que los delitos im-
prudentes con representación y sin

ella, tienen características típicas
especiales, como la existencia de
previsión en el primero, poseen en
común la necesaria presencia de
cierto conocimiento de la acción
riesgosa. Sobre este particular,
coincido con la posición de Bus-
tos Ramírez y Hormazábal, quie-
nes plantean:

La exigencia de un aspecto subje-
tivo en el delito imprudente cons-
tituye un aspecto garantista y
resulta ineludible e indispensa-
ble en un Derecho penal moder-
no que el sujeto sepa que está
llevando a cabo una actividad
de alto riesgo y que por eso se
le exige un determinado cuida-
do. Lo contrario sería pura res-
ponsabilidad objetiva.50

PROPUESTA DE LEGE LATA
Aunque el Artículo 9 define los ti-
pos de imprudencia con relación
a la representación del resultado
y no establece los elementos esen-
ciales para su configuración, es-
tos se pueden inferir.

La violación del deber objetivo
de cuidado entraña: la previsión
del riesgo y el comportamiento di-
ligente. En la primera parte del
apartado, se hace referencia a que
el agente tuvo previsión, lo que fa-
lló fue su actuación; es decir, se
viola el deber de evitar con una
conducta diligente la lesión al bien
jurídico. La expresión pero espe-
raba con ligereza evitarla tiene



Justicia y Derecho     113113113113113ØØØØØ

to es el de una conducta dolosa con
un marco penal más severo que el
culposo y con el efecto de que si
comete otro delito sea considera-
do un reincidente.

Roxin apuntaba:
La correcta determinación del
dolo y la imprudencia expresa
(…) una  diferencia de injusto
(…) [y] una diferencia importan-
te de culpabilidad que justifica
la distinta punición de ambas
formas de conductas.51

Las teorías que dentro de las
ciencias penales han tratado de
establecer las fronteras entre es-
tos dos ilícitos han sido innumera-
bles. Desde posiciones donde se
le dio prioridad a aspectos como
la voluntad (teoría del consenti-
miento o de la aprobación) y otras
que centraron su atención en la re-
presentación o conocimiento.

Según Quirós, la primera
(...) sostiene que el dolo, en ge-
neral, requiere un momento vo-
litivo y el dolo eventual es dolo;
por consiguiente hay que con-
siderar en él ese momento voli-
tivo, por lo menos como «asumir»
el resultado. Sin embargo, el
problema surge cuando se pro-
cura precisar ese «asumir»,
cuestión en la que se han ex-
puesto, fundamentalmente, dos
criterios: la teoría hipotética
del consentimiento y la positi-
va del consentimiento.52

Considero que resulta difícil,
desde el punto de vista prácti-

ese sentido normativo, hay que juz-
gar el comportamiento de inade-
cuado, ya sea porque no renunció
a su actuar, ya porque no realizó
una acción apropiada que evitara
el daño.

En la segunda parte de la for-
mulación, se plantea que «cuan-
do no previó la posibilidad de que
se produjeran las consecuencias
a pesar de que pudo o debió
haberlas previsto». Al utilizar la ex-
presión debió, se está refiriendo
a una exigencia de cuidado vulne-
rada o al llamado deber objetivo
de cuidado, que exige previsión
de un resultado. El término pudo
significa que un sujeto con ca-
pacidad para prever no lo hizo.
Poder significa preparación ade-
cuada para realizar una cosa; en
este caso, sería la de prever el re-
sultado. Además de la tipicidad,
hay una referencia a la culpabili-
dad. Por lo tanto, este artículo tie-
ne una doble naturaleza.

FRONTERAS ENTRE
DELITO IMPRUDENTE
Y DOLO EVENTUAL
La distinción entre el dolo eventual
y la imprudencia con representación
ha sido una de las cuestiones más
debatidas teóricamente y con una
trascendencia práctica indiscutible,
sobre todo porque las consecuen-
cias jurídico-penales resultan bien
diferentes. De identificarse en un
caso un dolo eventual, el tratamien-
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co, llevar este planteamiento teó-
rico; el operador se encuentra
atado a lo que el sujeto manifies-
te y objetivamente no hay herra-
mientas o elementos de los que
se pueda valer para probar y re-
solver con seguridad los casos
concretos; además  de que estas
teorías tienen una marcada inten-
ción de identificar la estructura
del dolo eventual con la del dolo
directo.

Sobre este particular, se recono-
ce que existe un distanciamiento
sobre lo que se va a considerar vo-
luntad y querer, para la ciencia de
la Psicología y el Derecho Penal.53

Otras posturas dogmáticas hi-
cieron recaer la distinción en el as-
pecto intelectivo, o sea, en el cono-
cimiento o representación del
resultado; llegaron, incluso, a po-
siciones extremas en que soste-
nían que la existencia de una mera
representación de la posibilidad
del resultado, sin tener en cuenta
ningún elemento volitivo, funda-
mentaba el dolo eventual (teoría
de la posibilidad).

Esta teoría negó la existencia
de la imprudencia con represen-
tación, por lo que asume que  toda
imprudencia es imprudencia in-
consciente.54

En la tendencia de valorar la
representación del resultado, au-
tores como Mayer, Schumann, Joer-
den, elaboraron sus propuestas
sobre la base de la probabilidad

del resultado, el que por su signifi-
cado no es una mera posibilidad,
ni tampoco una probabilidad pre-
dominante, sino un estado inter-
medio de la representación, en el
que el resultado ha de tomarse en
serio.55

Esta posición parte de un fun-
damento diferente: se objetiviza el
análisis porque se valora la cues-
tión del dolo y la imprudencia en
torno al injusto. Lo trascendente es
determinar cuán disvaliosa es la
conducta con relación al bien jurí-
dico protegido, teniendo en cuen-
ta las probabilidades reales de
afección o peligro objetivo que se
produce.

Hoy, se reconoce la imposibili-
dad de mantener una posición
pura de la probabilidad,56 resulta
absurdo establecer una medi-
da exacta de esta y, como el dolo
eventual se equipara a un dolo di-
recto, por lo menos político-crimi-
nalmente en cuanto a su tratamiento
punitivo, pudiera llegarse a solu-
ciones versaristas, si no se tiene en
cuenta al sujeto.

Esta realidad ha llevado a un
predominio de posturas mixtas, en
la que se han introducido elemen-
tos subjetivos para la determina-
ción de los casos, relacionados
especialmente con la actitud del
sujeto; expresiones como decidir-
se por o contar con, unidas a la
probabilidad, son indicadores a
valorar.57
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La representación del resulta-
do es el reflejo en la psiquis de lo
que objetivamente es probable
con el comportamiento; vincular
este aspecto con la actitud del su-
jeto resulta imprescindible. No
puede existir una teoría válida que
limite o separe la actitud del sujeto
con relación al conocimiento de las
posibles consecuencias de su com-
portamiento (probabilidad). Todas
las respuestas teóricas que se pro-
ponen actualmente se han acerca-
do a soluciones mixtas.58

La teoría de tomarse en serio,
defendida por Roxin y otros auto-
res, aunque implique por su pro-
pia denominación una prioridad al
elemento volitivo, no deja en sus
argumentos dudas de que hay que
valorar las condiciones objetivas
y así lo reconoce:

El que todas las teorías en liza
se aproximen entre sí en sus re-
sultados concretos no es una
casualidad. Pues incluso los
elementos de tinte volitivo, co-
mo el tomarse en serio o la
confianza, pueden deducirse
sólo de indicios objetivos, en-
tre los cuales la mayoría de las
veces carecerá de trascenden-
cia decisiva la declaración del
acusado, condicionada por su
táctica procesal.59

Bustos Ramírez plantea que se
ha llegado a cierto consenso entre
los extremos, pero tal anuencia no
significa que se pueda homologar

la estructura del dolo eventual a la
del dolo directo. Para este autor, lo
que dogmáticamente se presenta
en un dolo eventual es una tipicidad
culposa, en que se dan los elemen-
tos característicos de la impruden-
cia típica: juicio de probabilidad
representado y actuar sin la pruden-
cia correspondiente. Sobre estos
elementos básicos, se agregan
ciertos elementos específicos,
conforme ha señalado tradicional-
mente la doctrina, alto grado de
probabilidad y actitud de contar
con ello (elemento subjetivo espe-
cífico).60

Aparece, entonces, un problema
teórico: las características especia-
les reconocidas tradicionalmente
al dolo eventual tienen la suficien-
cia para equiparar tal situación a
una conducta típicamente dolosa o
en todos los casos de que exista
dolo eventual puede identificarse
la estructura del delito imprudente.

Considero que las respuestas
absolutas resultan inoperantes. No
siempre será posible identificar,
desde el punto de vista estructu-
ral, un dolo eventual con una im-
prudencia. Hay casos en los que
no hay dudas y ni siquiera se pien-
sa en la posibilidad de analizar
una conducta imprudente.

En otros, existe una similitud in-
cuestionable que hace dudosa la
determinación del dolo eventual y
la imprudencia, precisamente por-
que comparten elementos comu-
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nes. Por estas razones, opino que
es una institución de límites irre-
gulares y de naturaleza muy flexi-
ble, pero no es dolo directo, ni es
una imprudencia.

Para mí, el dolo eventual requie-
re de un tratamiento penal similar
al dolo directo, por su elevada pe-
ligrosidad social. Su identificación
dependerá de la alta probabilidad
del riesgo; para ello, es necesario
tener en cuenta algunos indica-
dores. Por ejemplo, si el peligro
creado para el bien jurídico, cuanti-
tativa y cualitativamente, es alto,
que en una persona responsable
resultaría un motivo suficiente
para desistir del comportamien-
to. Es importante valorar la im-
portancia del bien jurídico,61 los
factores objetivos que debieron
ser reconocidos por el sujeto y
que inciden conjuntamente. Mien-
tras más factores condicionan-
tes existan, más probable es el
resultado.

Deben apreciarse las posibili-
dades reales de controlar el ries-
go: cuanto menos control se tenga,
más probable resulta, por lo que
deben analizarse las potencialida-
des o fortalezas con que cuenta la
persona para evitarlo, como expe-
riencia, habilidades o habituación
a esa situación riesgosa, caracte-
rísticas de los medios, su alcance,
posibilidades reales de evitación
por terceros o por la propia víctima,
entre otros aspectos.

La valoración integral del com-
portamiento del sujeto, antes, du-
rante y después de ocurrido el
resultado (como la realización de
algún esfuerzo por evitar este) con-
diciona la identificación de un deli-
to imprudente.62

Todos estos elementos contri-
buyen a la determinación del dolo
eventual o la imprudencia con re-
presentación, no obstante lo que
asegura que las decisiones sean
correctas y justas es argumentar
la actitud del sujeto, su vínculo
con relación al bien jurídico.

Si una persona, consciente de
la alta probabilidad de un resulta-
do lesivo, y motivada por una nor-
ma de cuidado que le impone no
realizar ese comportamiento, pa-
sa por encima de ese respeto ele-
mental al bien jurídico y ejecuta lo
que tenía previsto, denota ante
todo un alto nivel de irrespeto y
egoísmo, que no se justifica.

Hay dolo eventual cuando, en la
realización de un hecho encami-
nado a un fin determinado, es alta
la probabilidad de un resultado le-
sivo a un bien jurídico, del que está
consciente el sujeto y su actitud es
de aceptación o de una total indi-
ferencia, lo que denota una mar-
cada desconsideración hacia el
bien jurídico en riesgo y posterior-
mente afectado.

En la imprudencia, la posición
del sujeto es de confianza en la no
afectación, y deben valorarse los



Justicia y Derecho     117117117117117ØØØØØ

indicios de carácter objetivo y
subjetivo que concurran.63

Es importante llegar a una defi-
nición del concepto y reconocer al-
gunos indicadores que pueden
apreciase, pero sin perder de vis-
ta que el Derecho Penal es una
ciencia, en la que no existen fórmu-
las exactas, que permitan en la
práctica resolver los problemas
probatorios que se susciten; por
lo que se hace necesario retomar
principios que, como ideas recto-
ras, no se pueden vulnerar en las
decisiones judiciales.64

El principio de in dubio pro reo
hace que la imprudencia cons-
ciente sea en muchos casos un
delito de recogida. No es lo ideal,
no se aboga por soluciones fá-
ciles; se debe, siempre que sea
posible, probar lo que realmente
ocurrió; pero, ante la carencia de
pruebas, es preferible sancionar
por una tipicidad menos grave.

SISTEMA DE
INCRIMINACIÓN DEL
DELITO IMPRUDENTE
Los sistemas que se han reconoci-
do para la incriminación del delito
imprudente son: el de incriminación
abierta o numerus apertus y el de
incriminación cerrada o numerus
clausus.

Con la incriminación abierta,
prácticamente cualquier delito de
la parte especial, cuyo tipo no sea
incompatible con la estructura del

delito imprudente, puede tipificar-
se como una infracción culposa, lo
que da un margen muy amplio pa-
ra aplicar el Derecho Penal.

En el caso de la incriminación
cerrada, en la parte general de los
códigos penales, se aclara que
los hechos imprudentes serán
sancionables cuando específica-
mente se disponga y, luego, en la
parte especial, quedan expresa-
mente señalados los tipos penales
que admiten la punición.

El sistema de incriminación que
garantiza una adecuada prohibi-
ción del delito imprudente es el de
cláusula cerrada, ya que estable-
ce directamente los ilícitos que se
van a considerar punibles, con sus
respectivos marcos legales; no da
margen a interpretaciones diferen-
tes en cuanto a la admisión, o no,
de la imprudencia en el tipo, ni a va-
loraciones disímiles en cuanto al
grado de lesividad y tratamiento,
lo que tributa, de una manera más
efectiva, a la legalidad criminal y
penal.

Este principio contempla ga-
rantías o subprincipios de los que
depende su cumplimiento.65 De
ellos, se analizará el principio de
taxatividad o mandato de determi-
nación, por su trascendencia en lo
relativo a la forma en que se prohí-
ben los comportamientos impru-
dentes.66

Las leyes penales deben ser
claras y describir de una manera
directa aquellas conductas que se
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van a considerar delitos, para que
todos los destinatarios, desde el
juez hasta el ciudadano común,
puedan comprender su sentido y
alcance, teniendo en cuenta que
las normas penales tienen una fun-
ción motivadora y que para cum-
plirlas se requiere que el mensaje
de ilicitud sea lo suficientemente
preciso.67

En el delito imprudente, se re-
quiere la apreciación de una acción
violatoria de un cuidado exigido,
que no está directamente en la nor-
ma jurídico-penal, y se utilizan téc-
nicas como las normas penales en
blanco, por lo que sus prohibicio-
nes deben estar fundamentadas en
necesidades político-criminales.68

El sistema cerrado exige que
se determinen previamente los ti-
pos penales que admiten culpa,
que consta de dos momentos: en
el primero, se excluyen las tipici-
dades que poseen características
subjetivas particulares, que no ad-
miten imprudencia; y, posterior-
mente, se realiza una selección de
los ilícitos, atendiendo a la peligro-
sidad social y su necesidad de tra-
tamiento penal.69

Es en el momento legislativo en
el que debe determinarse lo que
político-criminalmente debe ser
punible como delito imprudente.
Garantiza, además, una mayor ins-
trucción, porque para el ciudada-
no común es más comprensible
que en las figuras delictivas que
se determine la criminalización de

la imprudencia aparezca reflejado
este particular. La ley penal no es
patrimonio de los profesionales del
Derecho, sino un instrumento de
educación jurídica y garantía de se-
guridad, por lo que debe ser lo más
precisa posible.

CONCLUSIONES

Primera: Aunque no existe un con-
senso teórico sobre la estructura
típica del delito imprudente, en su
contenido, las diferentes propues-
tas no difieren sustancialmente.
Se prioriza la valoración de ele-
mentos de carácter normativo para
su constatación. El tipo impruden-
te está integrado, en su parte ob-
jetiva, por una acción violatoria de
un deber de cuidado y un resulta-
do lesivo a un bien jurídico, que es
atribuible jurídico-penalmente al
sujeto. En su parte subjetiva, tie-
ne, como elemento fundamental, la
falta de intención o propósito en
el resultado que se produce.

Segunda: La identificación del
delito imprudente del dolo eventual
dependerá de los propios elemen-
tos estructurales que configuran al
primero, especialmente los relacio-
nados con la violación del deber
objetivo de cuidado, la peligrosidad
del riesgo y del resultado acaecido.

Tercera: El sistema que garan-
tiza un tratamiento más adecuado
desde el punto de vista jurídico-
penal al delito imprudente es el de
cláusula cerrada.
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NOTAS
1 Según Roxin, «es correcto que el tipo
de los delitos imprudentes, en la medida
en que no contengan una descripción
adicional de la conducta, se colma me-
diante la teoría de la imputación objetiva»
y hace referencia a Yamanaka, quien en
1990 planteó que «la contrariedad ob-
jetiva al cuidado debido no debería
poseer una significación autónoma
dentro del concepto de imprudencia,
sino ser absorbida por el criterio de la
imputación objetiva». (Roxin: Derecho
Penal, Parte General, p. 999.) Entre los
seguidores, Romero Flores: «La impu-
tación objetiva en los delitos impru-
dentes», pp. 259-278.
2 Doctrina dominante. Ver Jescheck y
Weigend: Tratado de Derecho penal,
parte general, p. 285; Muñoz Conde y
García Arán: Derecho Penal, Parte
General, pp. 283-295. En Cuba, Quirós
Pírez asume una posición diferente en
relación con la naturaleza de la impru-
dencia, y admite que la previsibilidad y
la evitabilidad pertenecen a la culpabi-
lidad; sin embargo, reconoce la necesaria
relación que estos elementos tienen con
el deber objetivo de cuidado, y llega a
aseverar que estos representan premisas
del deber de cuidado. (Quirós Pírez:
Manual de Derecho Penal, p. 55.)
3 Si se afirma que el delito imprudente
es la creación de un riesgo no permitido,
es necesario recurrir a una valoración
normativa, que se va a materializar en el
cumplimiento de una norma de cuidado,
o no. Al respecto, Roxin reconoce que,
en la determinación de lo que se ha de con-
siderar creación de un riesgo no permi-
tido, se puede y debe tener en cuenta
todo lo que la jurisprudencia y la doctrina
científica han ido precisando para la cons-
tatación de la infracción del deber objetivo
de cuidado. (Roxin: Derecho Penal…,
p. 1001.)

4 Ibíd., p. 1001.
5 Jescheck y Weigend le denominan de
esta manera y refieren que Binding lo
designó como «deber de examen preli-
minar». (Jescheck y Weigend: Ob. cit.,
p. 622.)
6 La expresión deber de cuidado es más
abarcadora que norma de cuidado; en la
imprudencia, se vulnera una obligación
de preservar la integridad de los bienes
jurídicos, que emana de diversas fuentes
de cuidado, por lo que significa más que
una simple violación formal de una pre-
caución.
7 Se utiliza la palabra generalmente
porque, en situaciones poco frecuentes,
en un delito doloso se pueden generar
resultados no queridos, que pudieron
preverse y evitarse.
8 Se coincide con Romero Flores en que
debe distinguirse la violación del deber
de cuidado, norma de cuidado y re-
glas de cuidado. (Romero Flores: Ob. cit.,
p. 264.)
9 Jescheck y Weigend plantean: «En la
era de la técnica, tal y como lo de-
muestran los muchos accidentes debi-
dos a ‘fallos humanos’, el mandato de
atención posee la misma justificación
que el deber de armonizar la voluntad
consciente con las normas que integran
el ordenamiento jurídico.» (Jescheck
y Weigend: Ob. cit., p. 610.)
10 El ejercicio de actividades profesiona-
les está sometido asimismo a reglas
técnicas (lex artis) que fijan el cuidado
objetivamente debido en el desempeño
de la profesión. Sin embargo, estas
reglas rigen solo para las situaciones
típicas en el desarrollo de una actividad
social determinada, de modo que, en
actividades sociales en las que no se han
establecido normas de cuidado, o en
las situaciones atípicas, es preciso de-
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terminar el cuidado objetivamente debido
mediante el criterio de la conducta que
observaría en esa situación concreta una
persona razonable y cuidadosa de la
misma esfera social. Aquí, la experiencia
humana es un factor que se debe valorar.

No siempre que se presente una vio-
lación de los reglamentos, existe una
imprudencia; en ocasiones, el actuar
violatorio es condicionado por necesi-
dades de evitar resultados más graves,
otras veces no tienen la entidad suficien-
te para fundamentar una imprudencia.
(Ver Córdoba Roda: «Los delitos cul-
posos» –red del TSP–; y Roxin: Derecho
Penal, pp. 1003-1004.)
11 Jescheck y Weigend: Ob. cit., p. 622.
Estos autores le llaman el deber de
cuidado interno y refieren que para
Binding constituía el deber de examen
preliminar, que lo definía como la obser-
vación de las condiciones bajo las cua-
les tiene lugar la acción, en el cálculo
de su evolución, de las posibles modifica-
ciones de las circunstancias concomi-
tantes, y en la reflexión acerca de cómo
puede desenvolverse y repercutir el ries-
go identificado.
12 Este autor le llama al cuidado interno,
momento intelectual; y, al externo,
conductual (Bustos Ramírez: Manual de
Derecho penal, Parte general, p. 38.)
13 Ibíd.
14 Apud Jescheck y Weigend: Ob. cit.,
pp. 624-625.
15 Es incuestionable que determinados
comportamientos no se deben realizar.
Por ejemplo, las competencias ilegales
de autos; en una profesión como la medi-
cina, ante la falta de experiencia, conoci-
mientos o habilidades, lo prudente es no
asumir la atención médica. Se le deno-
mina en la doctrina culpabilidad por
asunción. (Ver Roxin: Derecho Penal,
p. 1010; y Jescheck y Weigend: Ob. cit.,
pp. 624-625.)

16 Según Reyes Alvarado, conforme a
este principio, está permitido llevar
a cabo actividades cotidianas, sujetán-
dose a las reglas generales de convi-
vencia pacífica, bajo la presunción de que
los demás participantes también aca-
tarán las normas establecidas en ese
concreto campo en el que se actúa.
(Apud Romero Flores: Ob. cit., p. 265;
ver Roxin: Derecho Penal, p. 1004.)
17  Ver Romero Flores: Ibíd.; y Roxin:
Derecho Penal, pp. 1005 y ss.
18 Ibíd. Esto está relacionado con el ám-
bito de protección de la norma violada
que posteriormente se desarrollará.
19 Se le denomina, también, «la teoría de
los dos peldaños». Para Jakobs, el
injusto depende de las capacidades del
autor respectivo para evitar la acción
porque sus efectos vayan a realizar el
tipo. (Jakobs: Derecho Penal, Parte gene-
ral, pp. 388-389.) Jescheck y Weigend
plantean que el criterio a tener en cuenta
en la atención para la identificación del
peligro es el de «una persona concien-
zuda y juiciosa perteneciente al ámbito
del que procede el autor». (Jescheck y
Weigend: Ob. cit., p. 623.)
20 Bustos Ramírez: Manual... pp. 37-38.
Roxin es partidario de esta postura.
(Roxin: Derecho Penal, p. 1015.)
21 Quirós: Manual..., p. 49.
22 Por el diseño normativo de la impru-
dencia, previsto en el Artículo 9.3, se
incluye en el análisis de esta tanto lo
que debía preverse como la posibilidad
individual de prever, lo que hace que se
incluyan en una misma regulación aspec-
tos de naturaleza diferente, unos rela-
cionados con la tipicidad y otros con la
culpabilidad.
23 Esta postura reconocía la importancia
del resultado para el castigo de la conduc-
ta, pero lo consideraban una circunstancia
ajena a la antijuridicidad y la culpabili-
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dad. (Ver Mir Puig: Derecho penal, Parte
General, p. 290; y Bellati: La acción, el
tipo de lo injusto del delito imprudente
–consulta: enero de 2001–).
24 Apud Jescheck y Weigend: Ob. cit.,
p. 627.
25 Zaffaroni, Mir Puig, Bacigalupo, Roxin,
Jescheck y Weigend, entre otros,
sostienen el criterio de que la naturaleza
jurídica del resultado es un elemento
del tipo y no una condición objetiva de
punibilidad. Quirós es claro, la acción y
resultado se hallan estrechamente
vinculados entre sí y deben entenderse
como una unidad. (Ver Zaffaroni: Tratado
de Derecho penal-Parte General, p. 385;
Mir Puig: Derecho Penal, pp. 920 y ss;
Bacigalupo: Manual de Derecho Penal,
pp. 216 y 217; Roxin: Derecho Penal,
p. 998; y  Jescheck y  Weigend: Ob. cit.,
pp. 626-627.)
26 Ver Jescheck y  Weigend: Ob. cit.,
p. 627; y Quirós: Manual..., p. 55.
27 Peligro concreto aparece en aquellos
tipos penales en que se describe como
parte de los elementos objetivos una
situación de peligro, que hay que verificar
en el hecho para considerarlo típico.
28 Según Mir Puig, las razones para llevar
estos ilícitos al campo del Derecho Penal
descansan en que el peligro para bienes
jurídicos importantes aumentan conside-
rablemente y, por otra parte, la experien-
cia permite tipificar mejor los límites de la
norma de cuidado, por lo que se puede
juzgar con cierta seguridad la impruden-
cia de una acción por sí misma, la ne-
cesidad de efectiva causación del
resultado disminuye. Así nacen los deli-
tos de peligro. (Mir Puig: Derecho Penal,
p. 291.)
29 Ideada por el procesalista Julius Glaser.
(Ver Roxin: Ob. cit., pp. 348 y ss.)
30 Según Escamilla, la limitación de tales
consecuencias en el imperio de esta

teoría se llevaba a cabo en el ámbito
de la culpabilidad, mediante la exigen-
cia de dolo o imprudencia, correctivo efec-
tivo en algunos casos; pero no siempre.
(Martínez Escamilla: «La imputación ob-
jetiva del resultado, una primera aproxi-
mación», pp. 81-109.)
31 Principal exponente, V. Buri (Roxin:
Ob. cit., pp. 349 y ss). Engisch propo-
ne, como parte de esta teoría, el crite-
rio de la «condición adecuada a las leyes
de la naturaleza» (apud Jescheck y
Weigend: Ob. cit., p. 628).
32 Muñoz Conde y García Arán: Ob. cit.,
pp. 33 y ss.
33 Quirós ha reconocido la influencia de
la teoría de la imputación objetiva y
esboza lo aprovechable que resulta en
el terreno de los delitos por imprudencia,
por constituir una fórmula aceptable para
delimitar la estructura de estos, en par-
ticular cuando la imprudencia se aplica a
delitos previstos en la ley como dolosos,
en que el principio de legalidad pudiera
resultar afectado en cierta medida.
(Quirós: Manual, p. 50.)
34 Cuestión que se analizó anteriormente,
cuando se valoró el elemento violación
de un deber objetivo de cuidado.
35 En una versión más concluyente,
Jescheck y Weigend enjuician la con-
currencia de causalidad atendiendo a
«si a una acción se le ha vinculado modifi-
caciones en el mundo exterior subsi-
guientes en el tiempo, que estaban
unidas con la acción según las leyes na-
turales y que se presenta como resulta-
do típico». (Ver Roxin: Derecho Penal,
p. 351; y Jescheck y  Weigend: Ob. cit.,
p. 628.)
36 Según Martínez Escamilla, este presu-
puesto de la imputación objetiva ha caído
en un casuismo exagerado y la multi-
plicación de criterios hace que se acabe
por perder el norte del problema, se olvide
que deben existir ideas rectoras capaces



×122122122122122 Justicia y Derecho

de guiar la resolución de todos los
supuestos planteados en este ámbito.
(Martínez Escamilla: Ob. cit., p. 88.)
37 Constituyen resultados en los que
intervienen varios factores –el de la
causalidad es complejo de determinar–;
Quirós le denomina a este supuesto la
realización de una cadena causal en
la que se dan varios supuestos. (Quirós:
Manual, p. 220.)
38 Plantea Roxin que «es el problema
más discutido desde la posguerra (…)
de si se debe imputar un resultado
cuando mediante una conducta alterna-
tiva conforme a Derecho el mismo no
hubiera sido evitado, no con seguri-
dad, sino sólo probable o posiblemente».
Para mí, debe exigírsele responsabili-
dad penal, cuando se ha incrementado
con el actuar imprudente la posibilidad
de realización del resultado –teoría del
incremento del riesgo– (Roxin: Derecho
Penal, p. 379). Otros autores, como
Martínez Escamilla, consideran que
resulta irrelevante a los efectos de la
imputación la determinación del efecto
de la conducta hipotética conforme a
Derecho. Para esta autora, hay desvalor
en la acción y también en el resultado y
resulta importante analizar el ámbito de
protección de la norma vulnerada, que
tenía por fin precisamente evitar tal
resultado. Otro argumento es que po-
drían recibir diferente tratamiento igua-
les conductas disvaliosas. (Martínez
Escamilla: Ob. cit., pp. 81-109.) Opino
que, en estos supuestos de difícil
ocurrencia, deben primar la racionali-
dad; de comprobarse que, de todas
maneras, el resultado se iba a ocasionar
sería una solución versarista que el suje-
to responda penalmente. No comparto
el criterio de esta autora de que recibi-
rían tratamientos diferentes iguales
conductas disvaliosas; hay una razón
más convincente, si se realiza ese aná-

lisis el resultado dejaría de ser un
elemento de la estructura del delito
imprudente y llevaríamos al campo del
Derecho Penal todas las infracciones de
cuidado, las que provocan resultados o
no, por ser igual de disvaliosas y, por
tanto, deben recibir igual tratamiento.
39 Romero Flores: Ob. cit., p. 269. Roxin
plantea: «Sólo hay que ser consciente
de que en la realización del riesgo no
permitido se trata siempre del fin de
protección de la norma de cuidado
limitadora del riesgo permitido (…) y no
del fin de protección del tipo penal.»
(Roxin: Derecho Penal, p. 378.)
40 Margarita Martínez Escamilla: Ob. cit.,
pp. 88 y ss.
41 Quirós: Manual, p. 217.
42 Sin embargo, como excepciones a su
aplicación, expone la autoría mediata y
la coautoría, en las que el sujeto no actúa
de manera inmediata y, no obstante,
responde del hecho cometido por otra
persona. Opino que lo importante no es
la naturaleza mediata o inmediata de la
actuación del sujeto, aspecto de carácter
ontológico, cuando el análisis debe ser
normativo y despojarlo de elementos
naturalísticos que nada aportan para la
determinación de la atribución del re-
sultado.
43 Martínez Escamilla, al referirse al resul-
tado para que sea contemplado como
parte del injusto personal debe ser la
materialización del riesgo en virtud del
cual la conducta del sujeto estaba prohi-
bida y no de otros riesgos o condiciones
del resultado generados de forma im-
previsible, es decir, cuando el resultado
sea el reflejo del desvalor de la acción y,
por tanto, obra del sujeto. (Martínez
Escamilla: Ob. cit., p. 89.)
44 Para ampliar, Mir Puig: Introducción a
las Bases del Derecho Penal, pp. 255-
270; Roxin: Derecho Penal, pp. 206-215;
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y La Evolución de la Política Criminal, el
Derecho Penal y el Proceso Penal, pp.
65 y ss.
45 Bacigalupo: Manual…, p. 213.
46 Roxin: Derecho Penal, p. 1022.
47 Autores como Maurach consideran que
la previsibilidad constituye el núcleo
central del tipo subjetivo. (Ver Bellati: El
delito imprudente, en http://noticias
jurídicas.com –consulta: enero de 2001–.)
48 Mir Puig: Derecho Penal, p. 285.
49 Zaffaroni: Ob. cit., pp. 368 y ss.
50 Bustos Ramírez y Hormazábal:
Lecciones de Derecho penal, vol. II,
p. 173.
51 Roxin: Derecho Penal, p. 426.
52 La teoría hipotética del consentimiento
parte de un juicio o análisis hipotético
en que se valora qué hubiera hecho el
autor en caso de que la representación
del resultado lo hubiera dado como
seguro; si hubiera actuado a toda costa,
estaríamos ante un dolo eventual. La
teoría positiva del consentimiento parte
de que el análisis hay que hacerlo sobre
la base de lo que ciertamente el individuo
quería y cómo se comportó en base a
ello. Si decidió actuar a toda costa,
independientemente de que el resulta-
do ocurriese, o no, hay dolo eventual;
por el contrario, si tenía la esperanza de
evadirlo, hay imprudencia. A juicio
de Quirós, esta es la teoría acogida por
el Código Penal en el Artículo 9.2, se-
gunda parte. Aun cuando en el precepto
señalado se dice «cuando, sin querer el
resultado, prevé la posibilidad de que
se produzca y asume este riesgo»
(Quirós: Manual, pp. 21-22). Para am-
pliar sobre las diferentes teorías, ver
Zaffaroni: Ob. cit., pp. 353-354.
53Ángel Torío planteó: «Transcurrido me-
dio siglo desde la aparición de la obra
de Mezger el derecho penal sigue
operando con un concepto profano de

voluntad.» (Torío López: La acción peli-
grosa y el dolo. Perspectivas jurispru-
denciales y legislativas,  p. 176.)
54 Ver Roxin: Derecho Penal, p. 432.
55 Ibíd., p. 435.
56 Ver Bustos y Hornazábal: Lecciones
de Derecho Penal, p. 186; Bustos:
Homicidio con dolo eventual o impru-
dente, pp. 133 y 134; y Roxin: Manual
de Derecho Penal, p. 447.
57 Según Ángel Torío, en la experiencia
jurisprudencial conviven las teorías de la
probabilidad y del consentimiento, pese
a que material y conceptualmente se
excluyan entre sí. (Torío: Ob. cit., pp.
155-177.)
58 Dice Roxin: «El dolo eventual existe
cuando el sujeto cuenta seriamente con
la posibilidad de realización del tipo; pero
a pesar de ello sigue actuando para
alcanzar el fin perseguido, y se resigna
así, sea buena o de mala gana a la even-
tual realización de un delito, se conforma
con ella [y aclara más adelante] quien
toma en serio la posibilidad de un re-
sultado delictivo (…) puede en cualquier
caso seguir teniendo la esperanza de que
la suerte esté de su lado y no pase nada.
Esta esperanza no excluye el dolo
cuando simultáneamente el sujeto ‘deja
que las cosas sigan su curso’.» (Roxin:
Derecho Penal, p. 427.)
59 Ibíd., p. 447.
60 Bustos: Homicidio… pp. 133 y 134.
Según Placencia Villanueva, en el dolo
eventual, el sujeto activo dirige su compor-
tamiento hacia un fin de total indiferencia
para el Derecho Penal, pero de lo cual se
puede derivar un resultado típico, que pre-
vé como posible, sin que incida dicha
circunstancia en modificar el compor-
tamiento, sino, por el contrario, sigue
adelante, asume el riesgo. (Plascencia
Villanueva: Ob. cit., pp. 117-118.)
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61 Hay que tener cuidado al apreciar este
indicador porque pudiera traer como
efecto que en bienes jurídicos impor-
tantes, como la vida, se apreciaría
siempre el dolo eventual y, en otros de
menos importancia, como los derechos
patrimoniales, se admitiría la impruden-
cia consciente. Sin embargo, valorarlo
integralmente con los otros indicado-
res nos parece imprescindible.
62 Teoría de la no puesta en práctica de
la voluntad de evitación de Kaufmann.
(Ver Roxin: Manual, p. 436.)
63 La postura asumida converge con los
planteamientos de una teoría ecléctica.
64 Según Mir Puig, en la dogmática jurí-
dico-penal, el pensamiento problemá-
tico no ha logrado tan explícitos apoyos;
pero, sin dudas, influye en el actual enfo-
que la necesidad de cubrir lagunas que
presentan la falta de concreción en
instituciones como el dolo eventual. (Mir
Puig: Introducción, p. 258.)
65 Monopolio o supremacía de la ley para
definir las conductas delictivas, mandato
de taxatividad o determinación de certe-
za, prohibición de retroactividad cuando
fundamente o agrave una pena, prohibi-
ción de analogía y de la costumbre como
fuentes de Derecho. (Ver Berdugo Gó-
mez de la Torre et al.: Lecciones de Dere-
cho Penal, Parte General, pp. 47 y ss.)

66 Sánchez García de Paz comenta: «En
particular el Derecho penal de riesgo se
traduce en una pérdida de los criterios
de imputación propios del Derecho penal
liberal como la quiebra del principio de
taxatividad de los tipos penales y la
extensión inflacionista del mismo.»
(Sánchez García de Paz: El Moderno
Derecho penal y la anticipación de la
tutela penal, p. 84.)
67 El Artículo 2 del Código Penal plantea,
como parte de sus objetivos, «promover
la cabal observancia de los derechos y
deberes de los ciudadanos y contribuir
a formar en todos los ciudadanos la con-
ciencia del respeto a la legalidad socia-
lista, del cumplimiento de los deberes y
de la correcta observancia de las normas
de convivencia socialista». Asume la
función motivadora o de instrucción de
las normas penales conjuntamente con
la protección de los bienes jurídicos.
68 Con relación a las normas penales en
blanco, existen cautelas que minimizan
la vulneración del principio de legalidad.
(Ver Vera Toste, Reyna López y Guevara
Roque: Apuntes introductorios a la asig-
natura Derecho Penal Especial, p. 14.)
69 Este sistema garantiza, además, una
descriminalización de comportamientos
imprudentes y tributa al cumplimiento
del principio de intervención mínima
anteriormente analizado.
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EL tipo penal del delito de Co-
hecho exige que el funcio-

nario realice un acto por el cual
recibirá un beneficio de parte del
particular, lo que constituye un ele-
mento normativo dentro del tipo
denominado dádiva, presente o
cualquier otra ventaja o beneficio
(según el Artículo 152 del Código
Penal cubano), que es, en definiti-
va, el medio por el cual se logra la
corrupción, la causa del acto en
que se concreta el Cohecho.

Sin embargo, este componente
del tipo recibe diferentes denomina-
ciones, en dependencia de la legis-
lación específica. El Código Penal
argentino lo refiere como dinero o
cualquier otra dádiva; en los códi-
gos penales de Bolivia, Costa Rica,
Guatemala, México, Honduras, Ni-
caragua, República Dominicana, El
Salvador, España e Italia, se hace
mención del término dádiva o pre-
sente; en Colombia, Chile, Panamá,
Paraguay, Perú, Uruguay, Venezue-
la y Ecuador, se utilizan vocablos
como dinero, beneficio o cualquier
ventaja; e, incluso, para la ley hon-
dureña, los préstamos también for-
man parte de esta figura delictiva.

Lic. Yéldiz Yin Cabrera,
profesor de Derecho Penal, Escuela Militar Superior Arides Estévez

DÁDIVA, VENTAJA O BENEFICIO

COMO INSTRUMENTO DE CORRUPCIÓN

CONCEPTOS
Aunque los autores cubanos no
han definido gramaticalmente qué
entender por dádiva, presente o
cualquier otra ventaja o beneficio,
la doctrina extranjera manifiesta
que, en el delito de Cohecho, el tér-
mino dádiva implica una cosa que
puede darse, entregarse o transfe-
rirse por un particular, y recibirse o
admitirse por un funcionario públi-
co, con un determinado fin, lo que
equivale a regalo o donación. En
opinión de Francisco Alonso y Gra-
nados Pérez, dádiva es el don o
alhaja que se da graciosamente a
un juez u otro funcionario público
para tenerle favorable en la decisión
de algún negocio. Carlos Creus la
valora como cualquier objeto que
se transfiere del dador al receptor.1

El diccionario Larousse, de la
Lengua Española,2 consigna el sig-
nificado de estos términos así:
♦  Dádiva: Atención, agasajo, pre-
sente, cosa que se da graciosa-
mente.
♦ Presente: Obsequio, regalo,
que se da a otra persona en señal
de reconocimiento o afecto.



×128128128128128 Justicia y Derecho

♦   Ventaja: Prerrogativa, mejoría,
ganancia, utilidad, provecho.
♦   Beneficio: Bien, favor, gracia,
donación, ofrenda.

Rodríguez Devesa, Muñoz  Con-
de, Orts Berenguer, y Queralt3 de-
claran que dádiva es el don o alhaja
–generalmente dinero– que un par-
ticular entrega o transfiere gracio-
samente a un funcionario público
para tenerle favorable en la deci-
sión de algún negocio, de lo que
se deduce que la diversidad de
locuciones empleadas para deno-
minar este término, en el fondo,
representan lo mismo –cualquier
ventaja ilegítima–, son utilizados
como sinónimos, por cuanto en-
cierran similar sentido, con el úni-
co fin de amplificar la significación
del concepto que tiene en la dá-
diva al elemento referencial prin-
cipal cuya sola diferencia es su
distinta materialización tempo-
ral, que recibe el nombre de pro-
mesa u ofrecimiento, si no se
entrega en el acto.

TRATAMIENTO
POR LA DOCTRINA

Este componente del tipo ha ge-
nerado en la doctrina y la práctica
judicial cubana y foránea dos pro-
blemas fundamentales. En primer
lugar, el relacionado con su conte-
nido cualitativo, sea exclusivamen-
te económico o no;4  y, en segundo,
al determinar si su contenido cuan-

titativo le otorga idoneidad para
conformar dicha figura.

Contenido estrictamente
patrimonial
El cubano Grillo Longoria, los ale-
manes Frank, Olshausen y Alffed,
los españoles Carmona Salgado,
Groizard, Quintano Repollés,
Muñoz Conde, Rodríguez Devesa
y Valeije Álvarez y el argentino
Soler5 restringen su contenido a
prestaciones valorables económi-
camente: dinero, inmuebles, joyas,
distinciones honoríficas; cualquier
objeto que constituya una mejora
patrimonial del sujeto. Por tanto,
las contribuciones que no tengan
este contenido, como seduccio-
nes, una satisfacción estética, as-
censos y menciones honoríficas o
una complacencia de la vanidad,
el acceso carnal,6 no estarían
acordes con la intención del le-
gislador y no pueden estimarse
como tales, por lo que quedan fue-
ra de esta figura.

Polaino Navarrete, Orts Beren-
guer y Cobo del Rosal, aunque se
mantienen en la misma línea, con-
siderando que, en este caso, se
integraría el delito de Prevarica-
ción –lo diferencian del Cohecho
por el contenido económico de la
solicitud–, amplían un poco su
significado y agregan la solicitud
de un empleo mejor o un ascen-
so, incluso para un tercero. Vives
Antón, Alonso Pérez y Sánchez
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Adsúar justifican tal posición afir-
mando que el Cohecho reprime
la venta de la función pública; por
tanto, de no mediar contrapres-
tación económica, la conducta del
funcionario no llegaría a tener el
rango de delito, mientras que la
fijación de la pena en relación con
el valor de la dádiva, su comiso y
la aplicación de multas de acuer-
do con la cuantía corrobora que
ha de ser susceptible a una valo-
ración de carácter económico.7

Contenido amplio de la dádiva
Diferentes autores, como Tejera y
Danilo Rivero, los alemanes Bin-
ding,  Paeffgen, Neumann y Kind-
häuser, los italianos Pessina y
Maggiore, los españoles Baci-
galupo, Cuello Calón, Ferrer Sa-
ma, y los latinoamericanos García
Iturbide, Cuaresma Terán y Can-
cino Moreno8 aprecian que es
idéntica la afección del bien jurídi-
co tutelado, tanto si tiene carácter
material o económico, como si
supone una ventaja de otra natu-
raleza: prestaciones sexuales, una
distinción o satisfacción de un de-
seo de venganza. Lo esencial es
que exista un móvil personal, sin que
sea específicamente económico,
porque no es el carácter de cosa de
la dádiva lo que ataca el bien  jurídi-
co, sino el trueque de un acto del
servicio por una ventaja indebida.

La corrupción moral que supo-
ne el Cohecho se manifiesta tanto

si el móvil es un deseo de lucro,
como si consiste en una pasión
desmedida por otros goces, pla-
ceres o utilidades –gratia, aut
inimastia, aut sordes (gracia, ene-
mistad, codicia)–; por lo que odio,
favor, precio material, honores, des-
tinos, ascensos, participación en
ámbitos de influencia e, incluso,
goces con mujeres9 para el funcio-
nario u otro individuo, son causas
que impelen este delito, ya que
existe aun cuando no se determi-
nase la clase de gratificación. De
valorarse solamente la utilidad
económica de la dádiva, puede
cerrarse el campo de aplicación de
la ley para los eventos que produ-
cen provecho.

Este criterio también se mani-
fiesta en la ley cubana, que incluye
todo lo que tenga algún valor para
el sujeto activo o tienda a satisfa-
cer su codicia y otras apetencias,
incluidos los deseos eróticos, al
igual que en las leyes penales de
Nicaragua, Colombia, Honduras,
Paraguay, Uruguay y la legisla-
ción modelo sobre enriquecimien-
to ilícito y soborno transnacional:
se comete esta figura mediante
cualquier beneficio o ventaja y don-
de la dádiva tenga contenido eco-
nómico, o no.

Posición intermedia
Por último, existe una posición in-
termedia, en la cual se destaca la
opinión de Rodríguez Puerta y
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Carlos Creus,11 quienes conside-
ran que el significado gramatical
de los vocablos dádiva o presen-
te no excluye la posibilidad de con-
siderar como tales las ventajas de
signo económico y las de natura-
leza distinta; una interpretación
excesivamente literal de este ele-
mento conduciría a negar el carác-
ter retributivo que, en el delito de
Cohecho, presentan y ello implica-
ría dejar al margen de la punibili-
dad conductas tan venales como
otras, o más. Existiría una dádiva tí-
pica, si lo que se procuran son ob-
jetos que es posible dar o recibir,
pero si solo se suministra la satis-
facción o el goce de ciertos deseos,
al margen de toda materialidad, no
se arribaría a esta conclusión.

Incluyen, así, todas aquellas ven-
tajas objetivas mesurables, gene-
ralmente consistentes en dinero u
otro beneficio evaluable en este
–directa o indirectamente–, un as-
censo  laboral  o las relaciones sexua-
les, ya que no existe inconveniente
en calificar de mejora objetiva de
la situación del funcionario por la
solicitud o aceptación de dichos
favores, aunque dependiendo de
cuáles sean las circunstancias del
caso y la finalidad que se persi-
ga con su prestación y de forma
casuística.

Si el funcionario requiere favo-
res carnales de un sujeto que se
encuentra bajo su guarda o pue-
da agravar su situación con sus

resoluciones, se integrarían los ti-
pos penales que atentan contra el
normal desarrollo de las relacio-
nes sexuales, siempre que no exis-
ta insinuación ni disposición por
parte de la persona afectada para
acceder al reclamo.

Por el contrario, si el agente
público formula la propuesta para
favorecer a un individuo, se confi-
gurará el delito de Cohecho, y am-
bos intervinientes responderán
como autores, puesto que uno y
otro están interesados en alcanzar
un acuerdo y un beneficio indebi-
do: el empleado, la satisfacción de
sus deseos eróticos; y la contra-
parte, la resolución que injustifi-
cadamente le favorece.

En cambio, si la iniciativa la to-
ma la persona interesada en be-
neficiarse a través de tales favores,
se tipificaría el delito de Cohecho.

El resto de las ventajas subjeti-
vas, como satisfacción de relacio-
nes de amistad, parentesco, ánimo
de venganza, etc., pese a ser idó-
neas para lesionar el bien jurídico,
deberían subsumirse dentro del
Tráfico de influencias, que recorta
implícitamente el ámbito del Co-
hecho, y quedan reservadas, para
el primero, las formas de incidir de
carácter subjetivo; y, para el se-
gundo, aquellas formas de incidir
de carácter objetivo.

CUANTÍA DE LA DÁDIVA

El otro problema de este vocablo
radica en la contradicción respec-
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to a la apreciación de su conteni-
do cuantitativo para la integración
del delito, donde la doctrina cuba-
na y la extranjera han recurrido
a tres criterios para resolver esta
disyuntiva.

Criterio de proporcionalidad
Esbozado fundamentalmente por
la doctrina italiana –Manzini, Fian-
daca y Musco–, al igual que Se-
bastián Soler,12 según el cual el
poder cohechante dependerá de
la proporción del donativo respec-
to a la función. Se tiene en cuenta
la índole de la función que desem-
peña el sujeto, su posición social
y económica, y la naturaleza de
sus relaciones con el particular
para racionalmente afirmar si la
ratificación influyó en el incumpli-
miento de sus deberes, o no.

Adecuación social
Otro sector de la doctrina –Danilo
Rivero, Puig Peña, Muñoz Conde,
Francisco  Alonso, Iturbide y Sán-
chez Adsúar– resuelve este di-
lema mediante la teoría de la
adecuación social o insignifican-
cia; razonando que estos medios
deben ser de cierta capacidad
para incidir en la voluntad del
funcionario. Por ende, no existe
Cohecho si tienen carácter mode-
rado o si la utilidad es tan leve que
no implica una grave presunción
de la voluntad de corromper: pe-
queñas gratificaciones, tomar una

bebida en agradecimiento o los
admitidos por costumbres y usos
sociales, conductas que se casti-
gan en sede administrativa; aun-
que, en caso de dinero, siempre
debe pensarse en la idea del Co-
hecho.13

Por el contrario, si lo ofrecido o
prometido es de tal naturaleza
o valor que revela intención de
corromper, existiría Cohecho. De-
claran que regalos son aquellos
objetos de valor económico apre-
ciable y relevante objetivamente
para motivar la actuación del fun-
cionario, y descartan los de un mon-
to insignificante, con independencia
de que no sea este, sino la venta de
la función pública, lo que engen-
dra la responsabilidad criminal.

No obstante, Rodríguez Puerta
y Valeije Álvarez consideran insu-
ficientes los criterios de proporcio-
nalidad y adecuación social para
solucionar esta cuestión, pues la
cuantía de la dádiva es únicamen-
te importante desde el punto
de vista probatorio, como indi-
cio de que actúa con ánimo de lu-
cro. Es, por tanto, el ánimo de
lucro el elemento esencial para
apreciar el delito de Cohecho; de
ahí que se plantee otra variante
para dilucidar este problema.14

Carácter retributivo
Para este grupo –como Grillo
Longoria, el italiano Maggiore, los
españoles Cuello Calón y Rodrí-
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guez Puerta, y los argentinos
Rivarola, Juan Ramos y Carlos
Creus–,15 la medida de valor es
irrelevante a los fines de la tipici-
dad, ya que no es importante para
calificar el delito –aunque es cier-
to que puede desatar con más
facilidad la codicia del agente pú-
blico, en tanto sea mayor–; por
ende, no tiene por qué guardar
proporción con la importancia del
acto del funcionario, respecto
del cual puede ser ínfimo o absur-
damente desproporcionado, lo
que interesa es que constituya el
precio de la actividad o inactivi-
dad de aquel.

Nada influye en la esenciali-
dad del crimen que el lucro sea
dado o prometido, consistente en
dinero u otra cosa apetecible –se
ofende etiam uno nummo (con un
simple céntimo)–, abarca desde
el regalo valioso hasta el más sim-
ple, y tiene un carácter retributi-
vo: prestación a intercambiar por
el acto al que se compromete el
funcionario.

Por tanto, toda ventaja objetiva
solicitada o aceptada por el fun-
cionario será idónea, en principio,
para integrar el Cohecho, y que-
dan al margen aquellas que se
integraran sin la intención de com-
prar el acto de este, las que fue-
ran solicitadas sin la seriedad
necesaria, y las que se solicita-
ran o se entregaran sin perseguir
con ello incidir en la voluntad del

funcionario, ya que no habría
actuado dolosamente.16 En cam-
bio, serán relevantes las dádivas
que, pese a tener pequeño o re-
ducido valor, se solicitan como
contrapartida por la realización
de un acto relativo a sus funciones
o de incidir en el proceso de moti-
vación del funcionario.

TOMA DE POSICIÓN

A los efectos de la ley cubana, los
términos dádiva, presente o cual-
quier ventaja o beneficio deben
ser interpretados en el sentido de
ventajas objetivas evaluables ob-
jetivamente, tanto económicas
–dinero o equivalente, cambio de
trabajo, horario más reducido–,
como otras que no lo son, pe-
ro redundan en beneficio del
funcionario –por ejemplo, la satis-
facción de deseos sexuales–.
No así aquellas subjetivas –de
venganza o amistad– que inte-
grarían el delito de Tráfico de in-
fluencias.

El valor de la dádiva no resulta
esencial para que se integre la
figura, solo es necesario que las con-
ductas se cometan con la finalidad
de retribuir un acto relativo a las
funciones del funcionario. Resulta
irrelevante que sea proporcional
al acto perseguido o adecuada
socialmente, pues si bien a priori
una invitación a comer a un fun-
cionario, unas flores, cigarros o
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NOTAS
1 Francisco Alonso Pérez: Delitos come-
tidos por los funcionarios públicos en el
Código Penal; Legislación, Comentarios,
Jurisprudencia, p. 237; Carlos Granados
Pérez: El instrumento en el delito de co-
hecho, pp. 129-152: y Carlos Creus: De-
recho Penal Parte Especial, t. 2,  p. 276.
2 Larousse (versión digital).
3 Colectivo de autores: Derecho Penal
Económico, pp. 46 y 203-233; Muñoz
Conde: Derecho Penal, Parte Especial,
p. 704; Vives: Derecho Penal, Parte
Especial, p. 702; Alonso Pérez: Ob. cit.,
p. 237; Granados Pérez: Ob. cit., pp. 129-
152; y Creus: Ob. cit., p. 276.
4 Hasta 1983, los tribunales cubanos
solo apreciaban su contenido económico;
sin embargo, en la sentencia correspon-

bombones parece infrecuente
que pueda doblegar la voluntad
de este, si son precisamente
las ventajas solicitadas, acepta-
das o recibidas por él a cambio
del acto, deberá postularse su
idoneidad para conseguir su eje-
cución.

Lo que sí es necesario es que
las promesas o las dádivas de-
ben ser aceptadas o entregadas
como retribución al acto a ejecu-
tar, retardar u omitir, y quedan fue-
ra del mencionado delito los actos
de mera gratitud, los homenajes
–por ejemplo, un día conmemora-
tivo– u otros actos que son de uso
social y sin ánimo de corromper,
los cuales no están incluidos
dentro del campo de lo ilícito
penal.

CONCLUSIONES
1.- Los términos dádiva, pre-
sente o cualquier ventaja o be-
neficio deben ser interpretados
como un solo elemento normati-
vo equivalente a dádiva.
2.- Este término ha de ser entendi-
do como cualquier ventaja objetiva,
evaluable  económicamente o no,
de manera directa o indirecta, y que
beneficie al funcionario, incluyendo
la satisfacción de deseos sexuales.
3.- El valor de la dádiva no resulta
esencial para que sea delito de Co-
hecho la conducta del funcionario
que la solicita, acepta o exige, ni del
particular que la ofrece o entrega;
solo requerirá que se realicen con
la finalidad de retribuir  un acto re-
lativo a las funciones del primeron

diente al rollo 2542 de 1983, la Sala de
lo Penal del TSP sancionó a un juez
profesional como autor del delito de Cohe-
cho por exigirle a una empleada la prome-
sa de yacer con él a cambio de satisfacer
intereses de esta. No obstante, la Sala de
lo Militar del mismo tribunal mantiene el
criterio de contenido estrictamente eco-
nómico.
5 Enríquez Goizueta: Delitos contra la
Administración de Justicia, p. 252; Cuello
Calón: El nuevo Código Penal español,
p. 388; Carmona Salgado: Manual de De-
recho Penal, Parte Especial, p. 362; Groizard
y Gómez de la Serna: El Código Penal de
1870, t. 4, p. 837; Quintano Repollés:
Compendio de Derecho Penal, p. 357;
Muñoz Conde: Ob. cit., p. 1688; Rodríguez
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Puerta: El delito de Cohecho: Problema
Jurídico-Penal del Soborno de Funcio-
narios, p. 185; Soler: Derecho Penal
Argentino, t. 2, p. 208; Ferrer Sama: Co-
mentarios al Código Penal, t. 5, p. 161; y
Grillo Longoria: Los delitos en especie,
t. 1, p. 151.
6 En opinión de Grillo Longoria y Valeije,
dichas ventajas, pese a tener una natura-
leza objetiva, no suponen una mejora de
la situación económica del funcionario y
quedan en el delito de Abusos lascivos,
de modo que requieren el contenido
económico de la gratificación. De lo contra-
rio, el Derecho Penal se convertiría en
instrumento de moralización de la función
pública y, desde la perspectiva del particu-
lar, sería imposible diferenciar el delito de
Cohecho de una inducción a cometer un
delito de Prevaricación. (Ver Rodríguez
Puerta: Ob. cit., p. 185; y Grillo Longoria:
Ob. cit., p.151.)
7 Sánchez Adsúar: El delito de Cohe-
cho (versión digitalizada); Rodríguez
Puerta: Ob. cit., p. 185; Vives: Ob. cit.,
p. 701; y Alonso Pérez:  Ob. cit.,
pp. 238-239.
8 Tejera: Comentarios al Código de
Defensa Social, t. 5, p. 365; Colectivo
de autores: Derecho Penal espe-
cial, t. 1, p. 121; Kindhäuser: Presupuestos
de la corrupción punible en el Estado, la
economía y la sociedad (versión digital);
Maggiore: Derecho Penal especial, vol. III,
p. 194; Rodríguez Puerta: Ob. cit., p. 188;
Cuello Calón: Código Penal, p. 328;
Cancino Moreno: El delito de Concusión
en el nuevo Código Penal Colombiano, p.
67; Ferrer Sama: Ob. cit., p. 161; García
Iturbide: Delitos contra la cosa pública y
contra la Administración de Justicia, vol.
VIII, p. 68; Cuarezma Terán: «Análisis so-
bre la legislación penal nicaragüense y
la Convención interamericana contra la
corrupción» (versión digital); y Enríquez
Goizueta: Ob. cit., p. 252.

9 Durante la República romana, se dio el
caso de Clodio, quien, acusado de co-
meter adulterio con la esposa de Julio
César, obtuvo la absolución de los jueces
con dinero, y mediante favores de matronas
y jovenzuelas; y, tal como afirmara Séneca,
cada época tiene sus Clodios, y los medios
recibidos para ejecutar u omitir el acto
relativo a la función pueden tener dimen-
siones como favores sexuales.
10 Rodríguez Puerta: Ob. cit., pp. 190-194 y
ss; y Creus: Ob. cit., p.  276.
11 Ferrer Sama: Ob. cit., p. 163; y Soler: Ob.
cit., p. 209.
12 La doctrina alemana, entre ella Rudol-
phi, utiliza esta teoría para excluir aque-
llos supuestos en que la ventaja era de
valor insignificante, como una cajetilla
de cigarrillos a un policía de tránsito por
no imponerle una multa, la comida
carísima, regalo por fecha importante,
medallas, libros donados por simpatía,
honor o mérito. (Ver Rodríguez Puerta:
Ob. cit., p. 195; Colectivo de autores:
Derecho Penal Especial, t. 1,  p. 111; Puig
Peña: Derecho Penal III, p. 344; Muñoz
Conde: Ob. cit., p. 864; Alonso Pérez: Ob.
cit., p. 239; y García Iturbide: Ob. cit., p. 68.)
13 Sin embargo, Valeije, pese a defender la
conveniencia del valor de la dádiva, acaba
reconociendo que difícilmente podrá
castigarse a un funcionario por Cohecho,
cuando admita una cantidad mínima por
realizar un acto propio del cargo, pues-
to que es difícil inferirse que actuó con
propósito de enriquecerse. (Rodríguez
Puerta: Ob. cit., p. 190.)
14 Maggiore: Ob. cit., p. 194; Ramos:
Curso de Derecho Penal, t. 5, p. 269;
Rodríguez Puerta: Ob. cit., p. 194; Cuello
Calón: El nuevo Código..., p. 388; Creus:
Ob. cit., p. 276; Rivarola: Exposición y
crítica del Código Penal de Argentina, pp.
98-99; y Grillo Longoria: Ob. cit., p.151.
15 Rodríguez Puerta: Ob. cit., pp. 194 y 200.
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Solución a conflictos laborales

REFLEXIÓN SOBRE LA VIABILIDAD
DE LA MEDIACIÓN EN CUBA

Esp. Nancy Morales González,
jueza profesional, Sala de lo Laboral, TSP

LA utilización de medios alter-
nativos en la solución de con-

flictos es un tema recurrente en los
últimos tiempos, cuya implemen-
tación abarca a la mayoría de las
ramas del Derecho. No pocos la-
boralistas cubanos han incursio-
nado en él y sostienen que su
instrumentación coadyuvará a lo-
grar una solución integral a los
conflictos laborales, criterio que
me ha motivado a ofrecer algunas
consideraciones.

La mediación y la conciliación
–medios alternativos más sus-
tentados en la solución de tales
conflictos en el mundo contempo-
ráneo– propician ventajas; la princi-
pal, desjudicializar los procesos
y lograr que el Estado no interven-
ga de primera intención en la bús-
queda de su solución. Con ello, se
beneficia el cumplimiento exitoso
de los principios generales del
procedimiento laboral, celeridad
y sencillez, premisas que presu-
ponen estos medios, sostenidas
en primer lugar por el gran cúmulo
de trabajo que pende de los tribu-
nales de esa especialidad en mu-
chos países y la consecuente
demora en la solución de los conflic-

tos, totalmente contraproducente
con la rapidez con que deben ser
resueltos, y evadir el tecnicismo
y exceso de formalidades que re-
quieren, en mayor o menor grado,
los procesos judiciales. Estas, ade-
más de la gratuidad que aqueja
a la administración de justicia, son
las causas fundamentales que se
esgrimen por los defensores de la
aplicación de tales vías de solu-
ción conflictual.

Pero, sin lugar a dudas, intro-
ducir estas transformaciones en
nuestro procedimiento laboral,
como defienden con fervor algu-
nos colegas, debe sostenerse en
nuestras realidades, tanto labora-
les como económicas y sociales,
y analizar si realmente resultan
necesarias y de utilidad efectiva.
Cambiar por cambiar, por estar a
tono con la modernidad o con lo
implementado en otros países, no
es un fundamento sólido para una
modificación legislativa de esta
naturaleza.

Con el presente trabajo, preten-
do reflexionar sobre este tema y,
modestamente, expresar mis opi-
niones, sustentadas en los años
de experiencia que he acumulado
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en la administración de justicia la-
boral, desde la fundación de esta
jurisdicción en Cuba, en 1978, has-
ta entonces enmarcada en la vía
administrativa, específicamente
en el Ministerio del Trabajo.

Antes de entrar a exponer mis
consideraciones al respecto, re-
sulta necesario hacer un breve es-
bozo del recorrido del Derecho
Laboral cubano, a partir del triunfo
revolucionario, siempre con el ob-
jetivo esencial de proteger a la par-
te más débil de la relación en un
conflicto laboral. No se puede ob-
viar que, como refrenda la Consti-
tución, la República de Cuba es un
Estado socialista de obreros y
campesinos y demás trabajadores
manuales e intelectuales; en con-
secuencia, debemos contar con
un fuerte y sólido Derecho Laboral
que haga posible y eficaz el cum-
plimiento de los derechos de los
trabajadores.

En este procedimiento, ha cons-
tituido una premisa el interés de
que los conflictos de trabajo sean
resueltos, en una primera oportu-
nidad, en los centros en los cuales
se suscitaron, propósito sustenta-
do en elevar la conciencia labo-
ral de los trabajadores y, por qué no,
de las administraciones; y, de esa
forma, contribuir a perfeccionar las
relaciones de trabajo y a encontrar
una manera de actuar con inmedia-
tez, principio imperante en el Dere-
cho Laboral que permite aprovechar

las vivencias del propio colectivo
donde tuvo su origen el conflicto, que
no se desvirtúen los hechos, mal
que conlleva la dilación de su cono-
cimiento. Para cumplir esos propó-
sitos, fueron creados los consejos
de trabajo, que se mantuvieron has-
ta 1997, cuando surgieron los ac-
tuales órganos de justicia laboral
de base (OJLB).

En una primera etapa, surgen los
consejos de trabajo con un papel
simplemente conciliatorio. Trataban
de resolver el conflicto y, de no lo-
grarlo, la parte interesada acudía en
demanda al tribunal competente.
Quiero subrayar este carácter pa-
ra que se entiendan los argumen-
tos que a continuación expondré
acerca de la introducción en nues-
tra legislación de tales medios
alternativos. La práctica del Con-
sejo de Trabajo como órgano con-
ciliador fue excluida, entre otras
causas, por ser uno de los indica-
dores que dilataban el proceso.

Como órganos prejudiciales,
la legislación laboral cubana man-
tuvo los OJLB, para conservar los
propósitos con que se crearon los an-
teriores, pero ya sus decisiones
tienen carácter ejecutivo: resuel-
ven el fondo del asunto, y sus re-
soluciones, de obtener firmeza,
son de obligatorio cumplimiento
por las partes; de estar inconfor-
mes, pueden acceder al tribunal
municipal popular que correspon-
da por razón de competencia te-
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rritorial y, así, se inicia el conoci-
miento en la vía judicial.

Luego de esta breve panorá-
mica, paso a analizar el objeto
propuesto aquí, precedido de una
interrogante: ¿resultaría útil, en la
actualidad, introducir en el proce-
dimiento laboral cubano uno de
los medios alternativos de solu-
ción de conflictos?

Se impone significar el elemen-
to sustancial que diferencia la con-
ciliación y la mediación, sin que
sean los únicos medios alternati-
vos jurídicamente reconocidos (el
arbitraje también lo es), pero solo
me refiero a ellos por ser los más
comunes en la especialidad y los
que los laboralistas se proponen
introducir en nuestro procedimien-
to, particularmente la mediación.

En ambas instituciones, existe
un factor y un objetivo comunes:
la intervención de un tercero con la
finalidad de evitar un futuro pleito
judicial; se diferencian en el papel
que cada una tiene en la búsque-
da de la solución del conflicto plan-
teado. La similitud en las funciones
del mediador y del conciliador se
traduce en que, frecuentemente,
se empleen ambos términos, de
manera indistinta, en muchos cuer-
pos legales, pero el rol del mediador
es mucho más activo, más práctico,
propone soluciones propias y concre-
tas que convengan a ambas partes
litigantes. El conciliador trata de bus-
car la paz entre ellos, que se entien-

dan y florezca de las propias partes
la solución del conflicto, mediante un
acuerdo adecuado a sus intereses.
Se llegan a confundir los conceptos
porque, con frecuencia, el conciliador
propone soluciones directamente; de
hecho, se convierte en mediador.

Algunos autores señalan, tam-
bién como elemento diferenciador,
que en la mediación se busca una
solución aceptable para los contrin-
cantes, sin atemperarla a lo que es
justo o injusto; otra diferencia se sos-
tiene en las características de la per-
sona que realiza la función, como
plantea un reconocido catedrático
español de Derecho Procesal: «Dato
importante de la mediación es el
de la especialidad del tercero que
participa, en la que precisamen-
te se justifica su llamada por las
partes.» (Ernesto Penalva: «El Pro-
ceso y sus alternativas», p. 41.)

En síntesis, tanto en la conci-
liación como en la mediación, el
acuerdo surge de las partes. En la
primera, por la acción del tercero
conciliador; y, en la segunda, por
propuesta del mediador. De am-
bas formas, se compatibilizan los
intereses de las partes litigantes y
surge la solución del conflicto.

Estas formas de solución se
han incorporado al procedimiento,
de forma obligada, en muchos paí-
ses. En no pocos, son recogidas
en sus códigos de procedimiento
judicial laboral; en otros, se propo-
ne su inclusión con gran fuerza por
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los iuslaboralistas, dadas las ven-
tajas que para ellos significa ob-
tener su aplicación en la solución
de tales conflictos, las que esen-
cialmente radican en las siguien-
tes particularidades:
• El proceso judicial, como único
medio para la solución de conflictos
surgidos entre las partes de la rela-
ción jurídica laboral, es insuficiente,
ya que se produce una demora ex-
cesiva de los trámites judiciales al
existir una elevada radicación de
asuntos en los tribunales, lo que con-
lleva el incumplimiento de dos de los
principios generales que sustentan
el Derecho Laboral: celeridad e in-
mediatez.
• Resulta un medio para desju-
dicializar la solución de los litigios
laborales. Con ello, se evitan forma-
lismos propios de los tribunales que
se han convertido en una práctica
tediosa y costosa, y que también
destruye principios generales del
procedimiento laboral tan importan-
tes como sencillez y gratuidad.
• Se evita el costoso pago de
abogados representantes, exigi-
do para acudir a la vía judicial, y
el de costas.
• Algunos sostienen que la admi-
nistración de justicia no es eficaz
y oportuna y que produce una ab-
soluta inseguridad jurídica para las
partes. Se plantea degradación y
desprestigio del sistema judicial,
en general, y de la administración
de justicia en materia laboral, en

particular, por lo que surge la
necesidad de crear y organizar for-
mas alternativas que logren resol-
ver los conflictos, con lo que se
reafirman los principios que rigen
el Derecho Laboral.
• Existen corrientes neoliberales
que provocan la desprotección e
insensibilidad ante el sufrimiento
del trabajador por parte de la judi-
catura del trabajo.
• Deficiente funcionamiento del
sistema judicial en muchas loca-
lidades de la nación y en no po-
cos tribunales sin especialización
laboral.
• Facilita el mejoramiento de las
relaciones laborales, al promover
una activa participación de las par-
tes en la búsqueda de soluciones.

No es mi pretensión negar esas
realidades, sostenidas por honora-
bles colegas laboralistas en distin-
tos foros internacionales en los que
he participado y que, con benepláci-
to, los he escuchado; por el contra-
rio, mi propósito es examinar si, en
Cuba, se requiere la implemen-
tación de esos medios alternativos
en la solución de conflictos labora-
les, ya que no cabe dudar que los
cambios legislativos en cada na-
ción parten de sus realidades eco-
nómicas, sociales y políticas.

Se impone, entonces, un bre-
ve recuento de nuestros cambios
legislativos y el procedimien-
to que, en la actualidad, rige en
nuestro país para la solución de
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conflictos surgidos en las relacio-
nes laborales.

Los consejos de trabajo, en su
momento, tuvieron un papel con-
ciliatorio, previo a la vía judicial,
por diferentes causas; las funda-
mentales: resquebrajamiento de la
autoridad administrativa y afecta-
ción del principio de celeridad. Se
les dio otra concepción: sus reso-
luciones dejaron de desempeñar un
papel conciliatorio, adquirieron ca-
rácter ejecutivo y constituyeron pre-
misa para acudir en demanda ante
los tribunales.

Corresponde precisar que, con-
trario a la desprotección al traba-
jador que en otros países subsiste,
en el nuestro, como Estado de tra-
bajadores, pecamos, en determi-
nados momentos legislativos, de
exceso de paternalismo a favor
de la clase proletaria. Por eso, se
estableció que cualquier adminis-
tración –entiéndase empleador– no
podía adoptar decisiones discipli-
narias que afectaran de cualquier
forma o grado la relación laboral
con el trabajador, sino pedirla al lla-
mado Consejo de Trabajo, órgano
colegiado conformado por trabaja-
dores de prestigio en cada entidad,
el que determinaba la sanción, o no
imponía ninguna, lo que resquebrajó
la autoridad administrativa que, por
razón de dicho cargo de dirección,
debía tener el empleador. Ante su
decisión, fuera la una o la otra, que-
daba expedita la vía judicial, ante el

tribunal de primera instancia, pero
con igual limitación decisoria para los
empleadores.

Era, entonces, el órgano judicial
quien determinaba la procedencia
de la corrección, o no, fallo impugna-
ble ante el tribunal de segunda ins-
tancia, cuyas sentencias adquirían
firmeza y podían ser revisadas por
la Sala de lo Laboral del Tribunal Su-
premo Popular. Cualquier sanción
podía ser impugnada, desde una
amonestación privada hasta la de
mayor gravedad, la desvinculación
del trabajador, o despido, como se
conoce universalmente.

Estos lastres fueron subsanados
con posterioridad, cuando la ley otor-
gó autoridad a los empleadores
para adoptar decisiones disciplina-
rias y, por supuesto, en otras ma-
terias que inciden en la relación
laboral, por razón de derechos la-
borales o de índole económica, las
que podían ser impugnadas ante el
Consejo de Trabajo, ya con compe-
tencia para resolver el conflicto y
dictar resoluciones ejecutivas,
impugnables por los afectados
inconformes, cualquiera de las
partes, ante la vía judicial.

Más tarde, en 1997, se perfec-
cionó nuestro sistema de justicia
laboral, y se convirtió el órgano pri-
mario en el denominado OJLB,
con distinta conformación, no in-
tegrado por trabajadores simples,
sino por representantes designa-
dos por la organización sindical
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de la entidad, funcionarios admi-
nistrativos y un trabajador de alto
prestigio elegido en asamblea de
trabajadores. Pero la perfección
del sistema abarcó otros cambios,
sobre todo para lograr el cumplimien-
to de los principios que conforman el
proceso laboral, fundamentalmen-
te celeridad, sencillez y oralidad, que
se afectaban por la demora que pro-
vocaba ese exceso de protección
al trabajador y que atiborraba de
trabajo a los tribunales.

Con esos fines, se realizaron
sustanciales cambios en el siste-
ma de justicia laboral; hoy, con el
tiempo transcurrido y su práctica
efectiva, se sostienen nuevas mo-
dificaciones, con propuestas muy
argumentadas para su perfección,
pero de naturaleza distinta a la te-
mática de aplicar medios alterna-
tivos para la solución de conflictos
laborales.

Trataré de sintetizar y argumen-
tar, comparando con las particula-
ridades que sustentan la aplicación
de la mediación en otros países, mi
desacuerdo con la implantación en
Cuba de los medios alternativos
para la solución de los litigios la-
borales, y exponer los cambios que
considero que deben ser estudia-
dos para perfeccionar el vigente
sistema de justicia laboral, luego de
más de una década de vigencia:
• El proceso judicial en Cuba no
es el único medio para la solución
de conflictos surgidos entre las

partes de la relación jurídica labo-
ral; por el contrario, existen los
OJLB, generalmente, en cada en-
tidad, que conocen de los litigios
en materia de disciplina y de de-
rechos laborales y económicos
contra las decisiones de las admi-
nistraciones, los que, dentro de 24
días hábiles, deben resolver la con-
troversia y dictar resolución, im-
pugnable ante la vía judicial en
10 días hábiles. La demanda se
presenta ante el órgano primario,
el cual la remite, con sus actuacio-
nes, al tribunal competente, que
tiene otros 24 días hábiles para oír
a las partes en comparecencia,
practicar las pruebas necesarias,
propuestas por los litigantes o de
oficio, y dictar sentencia, firme por
propia naturaleza y solo impugna-
ble con la interposición de proce-
dimiento de revisión ante el TSP,
en 180 días, contados a partir de
su notificación (excepcionalmente,
por apreciación del máximo tribu-
nal, prorrogable por 180 días más,
a partir del vencimiento del primer
término concedido).

Con estos perentorios términos,
que se cumplen en realidad (confor-
me a las estadísticas judiciales,
promedia en más del 90% su cum-
plimiento en los asuntos tramitados
por los tribunales municipales), no
es posible sustentar el incumpli-
miento de dos principios generales
del Derecho Laboral: celeridad e in-
mediatez.
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• La desjudicialización en la solu-
ción de los litigios laborales –y, con
ella, evitar formalismos que afectan
o destruyen principios generales
del procedimiento laboral, como
sencillez y gratuidad– es cuestión
salvada, según criterio de muchos
laboralistas cubanos y el mío propio,
en el sistema de justicia laboral vi-
gente. Téngase en cuenta que la
competencia, en materia de disci-
plina laboral en la vía judicial, se
limita solo a dos sanciones que sig-
nifican un cambio definitivo en el
estatus del trabajador afectado
con su imposición, por tratarse de
medidas disciplinarias severas:
traslado a una plaza de menor re-
muneración o de condiciones labo-
rales distintas, con pérdida de la que
ocupaba; y separación definitiva de
la entidad, equivalente al despido en
otras legislaciones laborales, las
que proceden ante indisciplinas la-
borales de carácter grave.

Anteriormente, todas las sancio-
nes podían ser impugnadas ante la
vía jurisdiccional (incluso la juste-
za de una amonestación se some-
tía al conocimiento del TSP, si así
lo interesaba el trabajador), lo
que provocaba una alta radica-
ción de asuntos en los tribunales,
que entorpecía su correcto funcio-
namiento, impedían dedicar el
suficiente tiempo a los que real-
mente lo ameritaban y, como con-
secuencia, mermaba la calidad
de los procesos.

Hoy, laboralistas cubanos se
cuestionan con mucha fuerza que
la desjudicialización de la mayo-
ría de las sanciones es excesiva,
entendiendo que las de mediana
severidad (tal cual es el traslado
temporal, de 6 meses a un año, a
otra plaza de menor remuneración
o de condiciones laborales distin-
tas) puedan ser impugnadas en la
vía judicial y no tengan como única
posibilidad de combatirlas el OJLB.
Por suerte, en materia de derechos
laborales, nunca se ha limitado su
conocimiento en las vías de solución
de conflictos, ya que, hasta el mo-
mento, no han constituido un peso
en la motivación de estos en nues-
tro país, aunque en los últimos tiem-
pos se augura un incremento.

Debo significar la extrema sen-
cillez de nuestro procedimiento
laboral, tan parco que obliga a los
jueces a acudir a normas supleto-
rias del proceso civil, las que, si
bien no provocan grandes dilacio-
nes, deben ser aplicadas. He aquí,
otro tema por el que luchamos los
laboralistas cubanos: una ley de
trámites independiente. Este es-
collo no niega que el actual sea
sencillo y ágil para solucionar los
litigios surgidos entre las partes
que integran las relaciones de
trabajo, sin que por razones de for-
ma triviales se afecten los conte-
nidos del proceso.

Hay que resaltar la gratuidad
del proceso y el obligado pronun-



×144144144144144 Justicia y Derecho

ciamiento en las sentencias del no
pago de costas por las partes.
Asimismo, la no exigencia de re-
presentación letrada en ninguna
de sus instancias de conocimien-
to, incluyendo el máximo órgano
judicial; aunque, en gran número
de asuntos, los trabajadores op-
tan por hacerse representar por
abogados especializados en la
materia laboral, al contar la parte
administrativa con la orientación
de los asesores jurídicos que tra-
bajan en las entidades.
• Nuestra administración de justi-
cia goza de prestigio en el país.
La judicatura la integran jueces
elegidos por su prestigio y con-
ducta social,  lo que no da lugar a
inseguridad jurídica para las par-
tes, ni creo que se resuelva con
la introducción de un tercero en la
solución del conflicto, intrínseco
en la aplicación de formas alter-
nativas. En Cuba, de existir y com-
probarse algún juez con una
conducta deplorable para tan
prestigioso cargo, sin lugar a du-
das, es excluido del sistema judicial.
• Existen corrientes neoliberales
que provocan la desprotección e
insensibilidad, ante el sufrimiento
del trabajador, por parte de la
judicatura del trabajo. Esta tenden-
cia se encuentra desterrada to-
talmente en Cuba y, por ende, en
la administración de justicia, no
solo en la judicial, sino también en
los OJLB y por parte de los fun-

cionarios que, de una forma u otra,
pueden intervenir en la solución de
conflictos. La legislación sustan-
tiva laboral dimana del organismo
rector de la materia y es de obli-
gatorio cumplimiento por todas las
entidades, incluso las privadas
que, en pequeña cantidad, exis-
ten. De esta forma, el carácter pú-
blico del Derecho del trabajo se
encuentra protegido; en su estric-
to cumplimiento, la inspección del
trabajo y la Fiscalía desempeñan
un papel fiscalizador; en cuanto a
la judicatura, ante un error de apli-
cación del Derecho Laboral por el
empleador, se determina la protec-
ción del trabajador y el restableci-
miento del derecho que le asiste.
• Las deficiencias en el funciona-
miento del sistema judicial, por no
contar con instancias jurisdiccio-
nales en todas las localidades de
la nación, no es nuestro caso. En
Cuba, existen tribunales en los
municipios o de fácil acceso de
los justiciables. En cuanto a la es-
pecialización, no en todos existen
secciones que atiendan esta ma-
teria, por su escasa radicación,
incluso los que la tienen deben
adquirir mayor dominio de la legis-
lación laboral, diversa, compleja y
cambiante, pero nos esforzamos
por capacitar a los jueces, con
especial interés a quienes atien-
den estos tribunales de forma
integral. No obstante esto, consi-
dero que igual situación existiría
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con el mediador o conciliador, el
que, por supuesto, debe poseer esa
especialización, por lo que tam-
bién descarto que este sea un só-
lido argumento para su utilización
en Cuba.
• Otro de los argumentos es que
tales medios alternativos facilitan
el mejoramiento de las relacio-
nes laborales, al promover una
activa participación de las partes
en la búsqueda de soluciones. Es
cierto, pero también se corre el
riesgo de que se negocien dere-
chos laborales irrenunciables para
los trabajadores, lo que no puede
ocurrir ante la judicatura. En Cuba,
todo litigio puede ser analizado
por las partes, previo a someter su
solución ante los órganos de ad-
ministración de justicia, y el tra-
bajador puede pedir el apoyo al
sindicato, en cualquier nivel (de he-
cho, este es un tercero que coad-
yuva a buscar una solución). En
materia de disciplina, la ley obliga
a los empleadores a dar cuenta al
sindicato de la entidad de la deci-
sión e imposición de sanción al
trabajador y de escuchar sus opi-
niones. Tenemos dificultades en el
cumplimiento correcto y eficiente
de tan importante papel del sindi-
cato, pero el remedio será resol-
ver este problema, no sustituir sus
funciones por un mediador; en ello,
trabaja la organización central de
los trabajadores en el país.

Expuestas estas razones, me
queda solo, a modo de conclusión,

ratificar mi convencimiento de que
debemos continuar perfeccionan-
do el sistema de justicia laboral,
lograr alcanzar la total independen-
cia procesal, ganar en sencillez,
evitar que por deficiencias proce-
sales no se analice el contenido
de fondo de la litis planteada, ha-
cer realidad el cumplimiento de los
principios del Derecho del trabajo.
La solución y remedios de estos pro-
blemas no los dará someter la solu-
ción del conflicto a un tercero; esto
solo sería un retroceso, una compli-
cación innecesaria, que dilataría
y pondría en peligro la protección
de los derechos que nuestra legis-
lación laboral consagra.

Por el contrario, desterremos las
tendencias a excluir el conocimien-
to de tales litigios de la jurisdicción
laboral (solo por excepción, debe
el Estado privar de ese derecho).
Si a alguien corresponde la función
social de ser justo e imparcial es al
juez, nadie debe suplantarlo. Todos
los ciudadanos deben gozar del
derecho y la oportunidad de bus-
car la solución de su conflicto ante
los órganos de administración de
justicia, cuya función es impar-
tir justicia, la que, como refrenda
la Carta Magna, dimana del pue-
blo y es ejercida a su nombre por
el TSP y demás tribunales que
la ley instituye; los jueces, en
ejercicio de sus funciones, son in-
dependientes y no deben obe-
diencia más que a la leyn
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CUANDO proyectaba algunas
ideas esenciales sobre la co-

sa juzgada en el Derecho Ambien-
tal, intentando hacerlo con una
mirada desde el desarrollo soste-
nible1 –que le es intrínseco– como
principio básico llamado a regir
los procesos de cambio en el de-
sarrollo de las relaciones armóni-
cas de los seres humanos con el
ambiente, y donde se incorpora la
dimensión social y económica a
esa sostenibilidad, percibimos que
la mejor manera de abordarlo era
a través de una visión comprometi-
da socialmente con la protección
del ambiente; lo que obligaba a
visualizar esta institución jurídico-
procesal con una actitud flexible,
con la necesaria comprensión de
argumentos contrapuestos y cons-
cientes de la eventual necesidad de
modificar o rectificar criterios antes
asumidos sobre dicha institución
para asuntos de otra naturaleza.

«Si vamos a hablar de ideología, hablemos de la ideología
de salvar el mundo primero y perfeccionar el mundo;
no después, sino cuanto antes mejor, y tratar de salvarlo
y perfeccionarlo desde ahora. Cuando lo hayamos salvado,
lo podremos seguir perfeccionando mucho más.»
                                                            Fidel Castro Ruz

LA COSA JUZGADA EN EL DERECHO AMBIENTAL

Esp. Lidia Sira Rosario López,
jueza profesional, Sala de lo Económico, TSP

Estando íntimamente vincula-
dos los efectos de cosa juzgada a
la eficacia de las decisiones judicia-
les y, en especial, a la sentencia fir-
me, resulta necesario preguntarnos
si los conceptos tradicionales al  res-
pecto dan respuesta a las exigencias
del Derecho Ambiental contempo-
ráneo; claro está, asumiendo la for-
ma dinámica que le es inherente
como atributo natural, de este nuevo
Derecho –de incidencia colectiva–
que se inscribe dentro de los dere-
chos humanos de tercera generación
y que, además, ya es conceptua-
lizado, según las enseñanzas de
Augusto M. Morello y así reconoci-
do por Néstor A. Cafferatta, como
«de 4.a generación, en cuanto a de-
recho intergeneracional»,2 por su
proyección de futuro.

Por lo que este trabajo tiene
como objetivo demostrar que el
tratamiento de la cosa juzgada
en nuestro actual ordenamiento

(Conferencia Magistral impartida en el acto convocado
por la Universidad Autónoma de Santo Domingo,

República Dominicana, 24 de agosto de 1998.)
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procesal, Decreto-Ley No. 241, de
26 de septiembre de 2006, mo-
dificativo de la Ley No. 7 de 1977,
«De Procedimiento Civil, Adminis-
trativo y Laboral»3 (atribuido a las
salas de lo económico de los tri-
bunales populares), dota a esta
norma de la necesaria flexibilidad
para acceder a la justicia ambien-
tal en nuestro país, sin perjuicio de
las interrogantes que –con todo
fundamento– puedan sobrevenir
en relación con su aplicación.

Para el logro de ese objetivo,
partí de un breve análisis doctrinal
–no por breve, menos reflexivo–
del tema, con el necesario enfo-
que cualitativo, a fin de exponer de
manera sencilla y comprensible la
importancia de una mirada dife-
rente de esta institución por sus
implicaciones, dada la naturaleza
del bien protegido que alcanza una
dimensión universal: la vida en la
Tierra.

NATURALEZA
DE LA COSA JUZGADA
Al decir del profesor Rafael Grillo
Longoria, «la vigencia del resulta-
do del proceso se conoce en
nuestra ciencia con la denomina-
ción de cosa juzgada (…)»,4 lo que
significa que, una vez juzgado un
asunto y firme la resolución que se
haya dictado a ese efecto, no es
factible juzgarlo de nuevo, por lo
que la cosa juzgada, cualitativa-

mente, se traduce en la inatacabili-
dad de lo que se ha resuelto en el
proceso.

Sin pretender abordar las dos
especies básicas de este instituto
general, identificadas tradicional-
mente como cosa juzgada formal
y material, objeto de amplio estu-
dio doctrinal, parto de exponer al-
gunos criterios en torno a esta, a
modo de ilustración. Así, Montero
Aroca, voz autorizada en el pro-
cedimiento civil español, dentro de
la parquedad normativa, concep-
tualiza:

Con esa expresión, cosa juzga-
da, se designa tradicionalmente
el valor específico de la resolu-
ción judicial que pone fin al pro-
ceso de declaración, la fuerza
que el ordenamiento jurídico da
al resultado de la actividad juris-
diccional declaratoria, fuerza que
consiste en la subordinación a los
resultados del proceso y que se
resuelve en la irrevocabilidad
de la decisión judicial.5

Con expresiones en ocasiones
distintas, y con las variaciones pro-
pias de cada autor y las particula-
ridades de sus sistemas jurídicos,
puede considerarse que la cosa
juzgada, en sentido material, tie-
ne una naturaleza estrictamente
jurídica, de carácter procesal, que
se define como la prohibición de
que se emita, a través de un nue-
vo proceso, una decisión sobre la
misma cuestión o materia, ya re-
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suelta mediante sentencia firme, y
cuya eficacia entraña que su fallo
haya de ser aceptado por todo el
mundo como acto de autoridad del
Estado que concreta en ese caso
el derecho objetivo y lo cual expli-
ca que sea común definir la juris-
dicción con relación a la actuación
de ese derecho objetivo en el caso
particular de forma irrevocable. El
propio Montero Aroca advierte al
respecto que «esa irrevocabilidad
no corresponde a cualquier deci-
sión del Estado, sino exclusiva-
mente a las que provienen de los
órganos jurisdiccionales (…)».

De lo expuesto, se colige que la
cosa juzgada, en sentido material
–que,  al decir de Montero Aroca, «es
la única verdadera cosa juzgada»–
es una creación jurídico-procesal del
ordenamiento legal porque opera
con independencia de que se tans-
forme, o no, la situación jurídico-ma-
terial existente o la sentencia se
pronuncie acerca de la procedencia
o desestimación de un derecho, al
generar una especial eficacia –ex-
terna– que antes no existía, y que
se refleja en la posibilidad de hacer
valer lo dispuesto en el fallo en
otro proceso posterior, virtualidad
esta de eminente carácter procesal.

Ahora bien, esa naturaleza de
la cosa juzgada en el ámbito legal,
como fundamento de la necesaria
seguridad de que ha de dotarse a
las situaciones jurídicas –de fon-
do– que se resuelven por la sen-

tencia firme, que goza de eficacia
erga omnes, en tanto su efecto
alcanza a todo el mundo, implica,
en su función negativa, la exclu-
sión de toda decisión jurisdiccio-
nal futura entre las mismas partes
y sobre el mismo objeto o preten-
sión; en cuanto a la efectividad
de la tutela del medio ambiente,
como derecho de carácter predomi-
nantemente social, colectivo, su-
praindividual y, a su vez,  individual,
humano, exige cambiar en su
concepción y obtener nuevas res-
puestas, no exclusivamente por la
amplitud de la legitimación a que
obligan los intereses colectivos,6

sociales o difusos7 que protege su
propio carácter global, y la com-
plejidad misma, en definitiva de su
protección, pues la solución de un
asunto entre las mismas partes,
con identidad de objeto y causa de
pedir, puede incidir no solo en el
orden particular de quienes están
directamente involucrados en el
proceso, sino de otros, es decir,
en los intereses de un colectivo o
grupo social y, en última instancia,
afectar el interés social general, in-
cluso futuramente.

De cualquier manera, esta pre-
sunta seguridad jurídica, atributo
esencial de la cosa juzgada, sufre
una gran conmoción ante estos
nuevos intereses y como conse-
cuencia de una reinterpretación
–necesariamente mutable– de
esta institución; ya no se estaría
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solo ante el detrimento del ideal de
realización de la justicia de un ca-
so determinado que sería dable
resolver a través de un proceso ex-
cepcional de revisión,8 contenido
en nuestro ordenamiento proce-
sal, pero sujeto a la brevedad de
los términos previstos para ello
en la ley (tres meses, según el Ar-
tículo 644 de la LPCALE) y a las
causales expresas –por demás ri-
gurosas– por las cuales procede su
solicitud, sin que en ningún caso
pudiera exceder de cuatro años,
desde la fecha de la firmeza de la
sentencia contra la cual se dirige
(Artículo 645 de la LPCALE), lo que
puede ser insuficiente para el co-
nocimiento y solución –por ser de
trascendencia social–  de un asun-
to ambiental.

Pero lo más significativo no re-
sulta –no obstante su incidencia–
el transcurso del tiempo, sino el
propio contenido de este proceso.

Si bien en la teoría procesal pre-
domina el criterio de que la revisión
no puede incluirse propiamente en
la categoría de los recursos, dán-
dole un tratamiento por ello de pro-
ceso, es uno de los presupuestos
en que nuestro ordenamiento pro-
cesal enfrenta y ataca la cosa juz-
gada, en tanto hay un interés de
justicia, lo cual también es de enten-
der como válido para los intereses
de incidencia colectiva, protegidos
y consagrados constitucionalmente,
como son el derecho a la salud, a la

calidad de vida, o al desarrollo sus-
tentable.

Ello explica que se identifiquen
cinco causales para que haya lugar
a la revisión de la sentencia firme, a
saber:

1. Si se obtuvieron documentos
decisivos de los que no se pudo
disponer a tiempo por fuerza
mayor o por obra de la contra-
parte;
2. si el fallo se funda en docu-
mento que al tiempo de dictarse
ignoraba la parte haber sido de-
clarado falso en causa penal o
se declarare después la false-
dad en dicha forma;
3. cuando habiéndose dictado
en virtud de prueba testifical,
los testigos hubieren sido des-
pués sancionados por perjui-
cio y su declaración hubiere
servido de fundamento a la sen-
tencia;
4. cuando la sentencia se
hubiere dictado por un tribunal
cuyos integrantes sean pos-
teriormente sancionados por
prevaricación o cohecho come-
tido al dictar dicha sentencia o
haberse obtenido ésta por vio-
lencia ejercida sobre ellos;
5. cuando, atendiendo a argu-
mento debidamente funda-
mentado, se constate por la
Sala la presencia de situación
específica de haberse coloca-
do en estado de indefensión a
parte interesada, con tras-
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cendencia al derecho que re-
clama.9

La insuficiencia o imprevisión,
respecto a los supuestos a que se
contrae este examen, salta a la vista.

No debe obviarse que en la so-
lución de estos procesos ambien-
tales, según sea su complejidad, se
pueden presentar dificultades en la
determinación en la relación de
causalidad generadora del daño,
entre otras razones por pluralidad
de sujetos susceptibles de interve-
nir en la producción de este, entre
otros supuestos; máxime cuando
no sería posible atacar una senten-
cia que favorezca al demandante,
teniendo en cuenta la necesaria
distinción entre los efectos de una
sentencia estimatoria, de condena,
y la desestimatoria, que parecen
tener, como de hecho tienen, una
eficacia diferente.

No parece adecuado, pues, ha-
blar de cosa juzgada en el Derecho
Ambiental, de igual manera que en
otros campos del Derecho, porque
quizás estaríamos siendo inconse-
cuentes con su carácter dinámico,
multiforme, multidisciplinario, trans-
disciplinario, cambiante, sujeto al
desarrollo científico y de proyección
de futuro, entre otras razones porque
una persona jurídica o natural física,
en un proceso actual, está implícita-
mente actuando no solo por sí ante
un presunto daño o efecto de daño,
sino por un sujeto expectante que lo
constituyen las generaciones futuras.

Eso parece ser una abstracción
y, de hecho, lo es; pero cualquier
asunto a conocer por el órgano ju-
risdiccional en materia ambiental,
por aparentemente insignificante
que hoy sea, puede ser el prelu-
dio de otro complejo y multifac-
torial, cuyo alcance no es siempre
determinado de inmediato, pues
depende su valoración, incluso, de
la cultura e información para afron-
tarlo, pudiendo mañana contar con
diferente marco de explicación
científica; máxime cuando está
ante nuestra mirada el terreno
inexplorable del cambio climático,
donde ningún elemento debe ser
desdeñado y que abre el campo
a su visualización como una di-
mensión para la política, los pla-
nes y programas del Estado en
esta materia, en cuyo ámbito los
órganos jurisdiccionales están
obligados a cumplir con su función
tutelar, teniendo en cuenta, por
supuesto, el grado de vulnerabili-
dad del país a este cambio, que
obliga a asumir una actitud reno-
vadora en la toma de decisiones
en tal sentido.

REQUISITOS DE IDENTIDAD
Estamos ante el panorama cierto
de que la cosa juzgada, como tra-
dicionalmente ha sido entendida,
en sentido material, exige un fallo
que haya recaído sobre el fondo
del asunto planteado, es decir, que
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se haya resuelto ciertamente la
pretensión deducida, y no si el pro-
ceso se decide por una cuestión
formal, en que se mantiene virtual-
mente la litis, y con ella la posibi-
lidad jurídica de abrir un nuevo
proceso; además, para que se
configure dicha cosa juzgada y
se produzca el efecto de hacerla
valer en otro proceso distinto, se
precisa que el fallo sea firme, por
no ser recurrible por su naturaleza,
o porque los recursos, posibles en
principio, no hayan sido interpues-
tos, o –de haberlo sido– hayan
resultado desestimados por el
órgano jurisdiccional que los co-
noció.10

El requisito básico para que se
configure la cosa juzgada, en sen-
tido material, al decir de Grillo Lon-
goria, «es que el proceso en que
se haya dictado el fallo no está
excluido expresamente por el or-
denamiento jurídico de esta espe-
cial eficacia».11 Y este parece ser
el caso justamente en la excepción
fijada por nuestro ordenamien-
to en materia de lo que hemos
dado en llamar justicia ambiental.

A tono con las exigencias de
este novedoso derecho, el legis-
lador cubano se propuso en esta
temática dar un viraje revoluciona-
rio, y con una concepción sencilla
y como devenida de la forma na-
tural de conocer un asunto, no
impeditiva, no restringida por in-
terpretación de conceptos, dando

un viraje, que tiene por preceden-
te el conocimiento del desenvol-
vimiento de otros procesos de
naturaleza distinta, que no han
estado signados por los límites que
impone la cosa juzgada, expresa,
en el Artículo 829 del citado Decre-
to-Ley No. 241 de 2006:

La sentencia que se dicte en
proceso referido a daño al me-
dio ambiente, no causa estado
de cosa juzgada, quedando le-
gitimado el perjudicado para
ejercitar nuevas acciones recla-
matorias por la continuidad de
los efectos del mismo evento
dañoso que haya dado lugar a
la misma.
Muchas pueden ser las interro-

gantes que sugiere esta nueva vi-
sión, y es de razón preguntarnos
si será posible continuar un pro-
ceso indefinidamente, o si esta
novedad legislativa pudiera afec-
tar la necesaria seguridad que ha
de otorgarse a las situaciones ju-
rídicas, que son sostén de la insti-
tución de la cosa juzgada o cómo
armonizar esta con los valores se-
guridad jurídica y justicia por los
que los jueces debemos velar.

Creo que está al alcance del
juez cubano desempeñar el rol que
se le exige para dar respuesta a
estas y otras interrogantes que se
sucedan sobre el tema, teniendo
la convicción de que, como expre-
sara Néstor A. Cafferatta, en este
tipo de proceso ambiental,
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el Juez se transforma así en un
Pretor sin perder la imparciali-
dad, deja de ser indiferente en
el juego eterno de demandas y
respondes, o pedidos de pro-
veimientos, para adoptar una
actitud proactiva, en defensa
efectiva del interés general en
crisis.12

Por lo que el juez ha de abor-
dar estos asuntos –como le viene
dado por ley hacer– con la debida
racionalidad y sensatez, utilizando
todos los medios probatorios en
derecho para adoptar las medi-
das que procedan, empleando
con sabiduría la valoración integral
de las pruebas, y ordenando de
oficio las que estime obligado ha-
cer, cuando así procediere, en
conjunción con una cultura de pre-
visión en el ámbito de la duda
científica13 y las medidas cautela-
res14 que se requieran para impe-
dir o mitigar la degradación del
ambiente o su agravamiento, con
la clara noción de actuar no solo
en la reparación del daño, sino,
especialmente en evitarlo, tenien-
do como premisa básica que el
alcance de un daño puede ser irre-
versible, dañar la biodiversidad, y
a la especie humana.

Congruente con este criterio,
aun cuando la vigente Ley No. 81,
de 11 de julio de 1997, del Medio
Ambiente, parece limitar la posi-
bilidad de exigir la responsabili-
dad civil por la vía de la acción

resarcitoria, al atribuir su ejercicio
solo a la parte perjudicada en
sus derechos o intereses, o a
determinadas instituciones en re-
presentación del interés social
protegido, la nueva normativa pro-
cesal –dígase Decreto-Ley No.
241 de 2006– incorporó la llama-
da acción de cumplimiento, cuyo
ejercicio no presupone ser parte
perjudicada, lo que permite una
interpretación más amplia de la
legitimación.

Esto es un precedente legisla-
tivo coherente en la necesidad de
desarrollar un marco legal más
anticipativo, preventivo y precau-
torio.

LÍMITES DE LA COSA
JUZGADA
Estos aparecen regulados de for-
ma expresa en la LPCALE, en la
sección octava, que trata acerca
de las presunciones, especial-
mente en el Artículo 352:

Para que la presunción de cosa
juzgada surta efecto en otro pro-
ceso, es necesario que, entre
el caso resuelto por la Senten-
cia y aquel en que ésta sea
invocada concurra la más per-
fecta identidad entre las cosas,
las causas, las personas de los
litigantes  y la calidad  con que
lo fueron.
Por consiguiente, en nuestro

ordenamiento procesal, existen
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tres límites de la cosa juzgada
material perfectamente identifica-
dos: subjetivos referidos a los
sujetos, relativos al objeto o cosa
litigiosa y causales que se avie-
nen  con la razón o causa de pedir
o fundamento de la pretensión
deducida.

Límites subjetivos
Para que opere la cosa juzgada,
se exige que sean los mismos su-
jetos que figuran en la litis donde
se produjo el fallo y en el nuevo
(ulterior) proceso.

De esta manera, la identidad
subjetiva entraña la exigencia de
una identidad física, es decir, que
sean las mismas personas o su-
jetos y la misma identidad o cali-
dad jurídica entre las partes en uno
y otro procesos. Por excepción, la
cosa juzgada, en nuestro ordena-
miento procesal, opera sin límites
subjetivos, de tal manera que,

en cuestiones relativas al esta-
do civil de las personas y en las
de validez o nulidad de las dis-
posiciones testamentarias, la
presunción de cosa juzgada es
eficaz contra terceros, aunque
no hubiese litigado,

de conformidad con lo establecido
en el Artículo 352 de la LPCALE.

Esa excepcionalidad también
es dable para las sentencias rela-
tivas a los procesos ambientales,
aun cuando expresamente no está
contenida en dicho ordenamiento,
en tanto por su naturaleza goza de
eficacia erga omnes,15 es decir, su

efecto alcanza a todo el mundo, en
razón del bien tutelado: interés
social.

Tal interpretación no afecta los
supuestos que en la práctica se
puedan producir sin que exista
cosa juzgada sustancial y que, al
decir de Eduardo J. Couture, se
identifican como

las sentencias que alguna vez la
doctrina ha llamado «provisiona-
les» como la de alimentos o litis
expensas, o aquellas que dejan
a salvo los derechos para un de-
bate posterior, o las llamadas
condenas de futuro; o las que fi-
jan una indemnización sobre
bases de hecho que luego se
modifican, y, en general, todos
aquellos casos en los cuales la
decisión pone fin al juicio pen-
diente pero que no obsta a un
nuevo debate entre las mismas
partes, en razón de un cambio
de circunstancias, sólo pueden
explicarse adecuadamente par-
tiendo de la distinción entre co-
sa juzgada formal y sustancial.
La primera admite la reanuda-
ción del debate y no por eso deja
de ser cosa juzgada. La segun-
da, esa sí, cierra definitiva-
mente toda posibilidad de
debate posterior. 16

Obviamente, tal análisis estable-
ce la necesaria distinción entre
cosa juzgada formal y cosa juzga-
da sustancial o material, lo cual
obliga a considerar que las senten-



Justicia y Derecho     155155155155155ØØØØØ

cias que resuelven procesos colec-
tivos resultan susceptibles de ser
valoradas y entendidas con ese
prisma –conforme a la aludida dis-
tinción–, por su propia naturaleza
y su marcada incidencia en el in-
terés social general a proteger.

La formación de la cosa juzga-
da material (erga omnes) no ha de
considerarse como un dogma in-
franqueable, pues el alcance de
los daños en este tipo de proce-
sos, y su continuidad, indican la
necesidad de visualizar la senten-
cia plenamente válida, para cuyos
efectos pueden ser modificables
–por nuevas pruebas que acredi-
ten esa conveniencia, aconteci-
mientos o contingencias que así lo
acrediten, a favor de la justeza de
la decisión y dados los intereses
que protege–, lo cual explica la
atinencia del legislador cubano
cuando –como se expresó– la sen-
tencia que resuelve un conflicto am-
biental se privilegia de la condición
de que no causa estado de cosa
juzgada, y queda «legitimado el
perjudicado para ejercitar nuevas
acciones reclamatorias por la con-
tinuidad de los efectos del daño que
hayan dado lugar al mismo».

Estos límites subjetivos están ínti-
mamente ligados a la legitimación y
constituyen una cuestión importante,
en tanto, antes de que haya proceso
y puedan evaluarse los efectos de la
cosa juzgada, hay que profundizar en

las vías para garantizar un acceso
más amplio a la jurisdicción.

Al respecto, la Ley del Medio
Ambiente reconoce la facultad de
la Fiscalía General de la Repúbli-
ca y el Ministerio de Ciencia, Tec-
nología y Medio Ambiente (acción
pública) para ejercitar las acciones
en representación de intereses
sociales, para reclamar la repara-
ción del daño o la indemnización
de los perjuicios, con la previsión,
además, de la posibilidad de que
la persona directamente afectada
accione ante el órgano jurisdic-
cional.17

El Decreto-Ley No. 241, en la
configuración de la jurisdicción de
las salas de lo económico, le con-
firió a estas el conocimiento de los

(…) litigios que surjan con mo-
tivo del incumplimiento de las
regulaciones del medio am-
biente y los recursos naturales,
o relacionados con los daños
ambientales, resultantes de ac-
tividades económicas desarro-
lladas por personas jurídicas o
naturales, cubanas o extranje-
ras, en el  territorio nacional, com-
prendidas las aguas interiores,
el mar territorial, la zona econó-
mica exclusiva y la plataforma
continental.18

En plena concordancia con ello,
y dándole un nuevo alcance –y po-
sibilidades de legitimación–, es-
tas salas quedaron, asimismo, fa-
cultadas para conocer de
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(…) las acciones resarcitorias
y de cumplimiento para la pre-
servación del medio ambiente
y la protección de los recursos
naturales, que se promueven
por personas jurídicas o naturales
cubanas, o, en su caso, por el Mi-
nisterio de Ciencia, Tecnología y
Medio  Ambiente, la Fiscalía Ge-
neral de la República o el Ministe-
rio de la Agricultura; este último
en materia de Patrimonio Fo-
restal.19

Este procedimiento amplió las
posibilidades de la legitimación, al
prever que  en

los procesos de lo económico, a
instancia de parte, o de oficio por
el tribunal, puede ser incorpora-
do un tercero como demandado.
Asimismo podrá solicitar su in-
corporación como actor en el pro-
ceso, cualquier persona natural
o jurídica que justifique su legi-
timación,20

lo cual, indudablemente, posibilita la
incorporación al proceso de todas
aquellas entidades que, de un modo
u otro, hayan sido causantes del
daño, lo que puede ser usual en este
tipo de asunto por su naturaleza y, a
su vez, a cuantos sujetos hayan
resultado afectados en sus dere-
chos, dado el carácter de los intere-
ses que se protegen.

Límites objetivos
Los límites objetivos de esta figura pro-
cesal –en sentido material– se refie-

ren al bien corporal o incorporal que
es objeto de la reclamación en el pro-
ceso, entendiéndose ambas cate-
gorías en la noción del objeto de la litis
o cosa litigiosa en sentido amplio, no
en cuanto al derecho que se reclama.

La aludida identidad de la causa
o razón de la pretensión deducida,
identificada también como causa
de pedir, está muy relacionada con
la identidad misma del objeto, as-
pecto que puede valorarse de for-
ma integral, sin obviar la casuística.

Estos límites constituyen los su-
puestos en los cuales, en el proce-
so tradicional, no ha de discutirse,
en un segundo proceso, lo resuel-
to en el anterior, mientras que los
subjetivos, según fueron objeto de
análisis, se refieren a las personas
que están sujetas a la autoridad de
la cosa juzgada, la que en princi-
pio solo afecta a quienes intervinie-
ron formal y materialmente en el
proceso que, por regla general, no
pueden sustraerse a sus efectos.

EFICACIA DE LA COSA
JUZGADA
La sentencia, al decir de Eduardo
J. Couture,

(…) declara un estado jurídico,
limitando a veces sus efectos
a la simple afirmación del de-
recho; en otras oportunidades,
a la declaración va unida una
condena que procura la restau-
ración de un equilibrio jurídico
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perdido; en otras, constituye un
estado jurídico nuevo, señalan-
do sus efectos para el futuro.
Pero en cualquiera de esos
casos el derecho consagrado
en la sentencia está llamado a
sufrir un proceso posterior, diri-
gido a determinar su eficacia.21

Couture distingue este proceso
en tres etapas, las que simplifico,
a modo de preámbulo, del análi-
sis de la eficacia de los procesos
colectivos: 1.- Promoción de un
procedimiento de impugnación
(recurso); 2.-  Cuando dicho pro-
cedimiento se ha agotado, por la
desestimación del órgano juris-
diccional o por el transcurso del
tiempo sin su interposición (iden-
tificable como sentencia consen-
tida), cuando se configura la cosa
juzgada; y 3.-  La ejecución de di-
cha sentencia.

Estamos ante una realidad
que impone, en esta materia, de-
jar atrás la etapa individualista
procesal, para abrir un espacio
con proyección de futuro a la pro-
tección jurídica de estos intere-
ses de nuevo tipo, que no habían
sido reconocidos en su alcance
como lo son ahora en la sociedad
civil y que ya están ocupando su
lugar en la legislación de los esta-
dos, como una necesidad impos-
tergable.

De esta manera, ya han ido con-
ceptualizando estos intereses en
determinadas categorías y sin pre-

tender abordarlos en su amplia
dimensión y tendencias, con las
particularidades de interpretación
que ello ha generado en torno a la
legitimación, la representación, los
efectos de la sentencia y, también,
de la cosa juzgada, entre otras
derivaciones. Así, al decir de Juan
Manuel Hitters,

(…) se adoptaron las catego-
rías de los intereses «difusos»,
«colectivos» e «individuales
homogéneos», pero en ningún
caso se ha corrido el riesgo de
conferirle a ninguno de ellos ran-
go de acción popular. 22

Para mejor ilustración de estos
conceptos, cuya distinción puede
presentar dificultades, presento
–in extenso– la propuesta de Hi-
tters en su ensayo:

Para algunos (…) la categoría de
derechos colectivos no tiene uti-
lidad práctica porque dependien-
do del caso concreto, la situación
puede ser encuadrada bajo el ré-
gimen de los derechos difusos o
individuales homogéneos. Los
derechos colectivos y difusos son
ambos supraindividuales e indi-
visibles y no pertenecen a una
persona física o jurídica determi-
nada, sino a una comunidad
amorfa, fluida y flexible.
Sin embargo, podrían diferen-
ciarse los colectivos de los difu-
sos por el origen de los mismos.
En los últimos, quienes recla-
man la titularidad del derecho
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no están ligados por un vínculo
jurídico previo, sino por meras cir-
cunstancias fácticas, como por
ejemplo, habitar en una misma
zona o consumir idénticos pro-
ductos.
En cambio en los colectivos, los
titulares se encuentran unidos
por una previa relación jurídica
base que mantienen entre ellos
o con la contraparte, verbigra-
cia el interés de los estudian-
tes de una universidad en que
se dicten clases regularmente.
Los intereses individuales homo-
géneos son aquellos que siendo
particulares, pueden ser tratados
procesalmente como colectivos,
al existir notas de identidad que
justifican su asignación como ta-
les, además de razones prácti-
cas y de conveniencia (y no por
su naturaleza ontológica). Para-
digmáticamente se puede citar
el caso de un daño común resul-
tante de un mismo hecho (acci-
dente aéreo). En esta suposición,
la divisibilidad se manifestará
luego en el momento de la eje-
cución o de la liquidación de
la sentencia colectiva. 23

Vistas estas precisiones con-
ceptuales realizadas, que tienen
incidencia en la legitimación y en
la interpretación de la extensión
subjetiva de la cosa juzgada, para
la protección de los derechos de
incidencia colectiva, se requiere
compatibilizar la eficacia erga

omnes de la sentencia con la ga-
rantía de su defensa, y el estable-
cimiento de las excepciones a la
extensión de los efectos del fallo.

A una mera mirada de cualquier
jurista no entendido en la materia
ambiental, pero dotado del conoci-
miento teórico y práctico del Dere-
cho, pudiera resultarle contradicto-
rio que una sentencia que resuelva
un asunto de naturaleza ambiental,
de incidencia colectiva, sea consi-
derada, por una parte, de eficacia
erga omnes y que el legislador, a
su vez, calificara que dicha senten-
cia no causa –en el supuesto de la
continuidad del daño– efecto de
cosa juzgada.

Ello es posible dado que se im-
pone una interpretación natural y
flexible de las normas procesales, las
cuales impiden que los cánones tra-
dicionales obstaculicen la efectiva
solución de un asunto con el sentido
de justicia de proteger esos inte-
reses sociales, pues en la interpre-
tación de la norma debe tenerse en
cuenta que el fin del Derecho es la
operatividad del derecho sustan-
cial, en el caso, la efectiva tutela
colectiva de los derechos.24

Sobre este tema, ya se están
adelantando criterios así, acerca
de los efectos erga omnes de la
sentencia estimatoria o de conde-
na en un proceso de esta natura-
leza –colectiva ambiental–. En tal
sentido, Cafferatta sostiene que

(…) la Ley impone los efectos
propagadores de la sentencia,
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por razones de índole política le-
gislativa, para beneficiar a todos
los que se encuentren en la mis-
ma situación del supuesto de
hecho que dio base al pleito (…),
pero los efectos de la cosa juz-
gada siguen siendo bilateral.25

Y todos estos conceptos, que
abogan por una posición abierta,
contienen, por así decirlo, una vi-
sión de realismo en la aplicación
de la Ley del Medio Ambiente,
donde no solo ha de limitarse a un
enfoque de conservacionistas,
sino de desarrollo sostenible. En
lo esencial, abogo por la defensa
de un derecho íntimamente vincu-
lado al derecho a la salud, calidad
de vida, paz, aun cuando nuestras
normas legales sean insuficientes
y existan limitaciones dentro de la
propia legislación ambiental vigen-
te; justamente por ello, las resolu-
ciones judiciales deben constituir
una vía para la creación o mode-
lación del catálogo de derechos
presente en esta materia, y fuente
para el cambio en los conceptos,
en lo que pueda resultar necesaria,
donde los principios precautorios,
de prevención, y de solidaridad
constituyan, cada vez, fuente de
derecho para los operadores ju-
rídicos.

Esto, aún –no obstante todo el
conjunto normativo existente en el
país– no es realidad, por lo que tal
vez sea preciso mover a las insti-
tuciones a los efectos de hacer

valer tales derechos, que reclaman
una tutela efectiva.

Cualquiera que sea la denomi-
nación que se adopte para la ac-
ción, nuestra legislación procesal
debe ser una puerta abierta al re-
conocimiento y tutela de estos in-
tereses de incidencia colectiva,26

aun cuando no se encuentren confi-
gurados con la necesaria amplitud
en nuestro ordenamiento jurídico;
ello ha de ser preámbulo y acicate
para la profundización y perfeccio-
namiento en este ámbito.

Se requieren todas las pecu-
liaridades de este tipo de proce-
so –de incidencia colectiva–, a los
efectos de facilitar la actuación del
derecho material; siguiendo la
propuesta de Mabel de los San-
tos27 –quien aborda el asunto a tra-
vés del régimen propuesto por el
Código Modelo de Procesos Co-
lectivos para Iberoamérica–, tener
presente, entre otras, las siguien-
tes bases:

–Actuación oficiosa del tribunal
en el control de la legitimación y la
representación adecuada, en la in-
tegración de la litis, la indagación
probatoria y en materia cautelar.

–Supremacía de la tutela pre-
ventiva para evitar daños o su
agravamiento; dando espacio a
ese efecto a las medidas cautela-
res, la tutela anticipada y la medida
de restauración –autosatisfactiva–
o recomposición, antes de la com-
pensación o reparación monetaria
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de los daños o perjuicios ocasio-
nados por la prevalencia que le co-
rresponde como interés social en
el marco de las garantías consti-
tucionales.

–Interpretación extensiva y am-
plia de la demanda, con la flexibi-
lización de la congruencia de las
resoluciones judiciales.

–Interpretación abierta y flexible
de las normas procesales.

Como se puede apreciar, estas
y otras pautas son bases prelimi-
nares para la regulación de este
proceso especial llamado a tute-
lar la justicia ambiental.

VISIÓN PRÁCTICA SEGÚN
EL DECRETO-LEY 241
A modo de ilustración, expongo un
caso de la práctica jurisdiccional
que puede sugerirnos y poner en
evidencia la racionalidad y perti-
nencia de la ratio iuris que sopor-
ta el Artículo 829 de la LPCALE, y
que es expresión nítida de un em-
peño materializado de proteger el
ambiente, sin obviar la indemniza-
ción al perjudicado y proteger, en
última instancia, un interés social,
de manera concordante con el es-
píritu de lo previsto en el Artículo
33 del proyecto de Código Mode-
lo de Procesos Colectivos para
Iberoamérica.28

Con fecha 6 de junio de 2008, fue
dictada por la Sala de lo Económico
del Tribunal Provincial Popular de Pi-

nar del Río, la Sentencia No. 16,  la
cual declaró con lugar la demanda
interpuesta en proceso ordinario, por
la Cooperativa de Créditos y Servi-
cios Fortalecida Gilberto Barcón, con-
tra la Empresa Comercializadora de
Combustibles de Pinar del Río, por
concepto de resarcimiento de daños
y perjuicios ocasionados a su entidad
por afectaciones al medio ambiente
«del suelo y subsuelo» de las áreas
destinadas al cultivo de arroz, por con-
taminación, al permitir esta última el
desborde de sus cisternas de resi-
duos de combustibles, los días prime-
ro y 2 de junio de 2007, en lo cual la
demandada resultaba reincidente,
habiendo sido objeto de otro proce-
so precedente conocido por la pro-
pia sala entre las mismas partes.

Tal supuesto motivó la siguien-
te fundamentación del tribunal de
instancia, la que transcribimos li-
teralmente, a los efectos de su
mejor comprensión:
CONSIDERANDO: Que es inob-
jetable que situación similar entre
las partes se ha venido conocien-
do por esta Sala, en cuanto a la
afectación que se le ha causado
a las tierras dedicadas al cultivo
del arroz del demandante, y que
siempre se ha exigido por la ins-
talación de la Planta de Tratamien-
to de residuales que en el lugar
existía y que por causas impu-
tables a la demandada no se había
ejecutado, lo cual fue admitido por
esta parte cuando depuso su re-
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presentante legal ya que admitió
que hubo la afectación de junio del
dos mil siete, pero a la vez ratifi-
có con firmeza y certeza que no
dejan dudas al Tribunal que cuan-
do la Planta esté funcionando se
eliminan los derrames de hidro-
carburo que contaminan las tierras
del demandante y que tal agua
puede ser utilizada en otras acti-
vidades y así está previsto su
reutilización en la entidad, de lo
que se infiere que la solución a
la contaminación que se causa
a los terrenos del demandante es
la instalación de la Planta que
poseían desde hace varios años.
CONSIDERANDO: Que para el Tri-
bunal ha quedado probada la exis-
tencia de la afectación lo cual lo
corrobora el dictamen emitido por
la Dirección Provincial de Suelo
evaluando la afectación ocurrida en
la fecha señalada por la demandan-
te y admitida por la demandada, lo
que tipifica la existencia de respon-
sabilidad material de la demanda-
da la cual debe resarcir y adoptar
las medidas para no incurrir en ta-
les conductas tal y como lo esta-
blece el artículo sesenta de la Ley
ochenta y uno de Medio Ambien-
te del año noventa y siete, y por
ende debe asumir la afectación
causada al patrimonio del deman-
dante al no poder sembrar el área
destinada al cultivo del arroz lo
que está debidamente acreditado
por el documento emitido por
Catastro y el acta de tasación y

precio del producto, que justifican
el valor pedido por una siembra,
lo que debe asumir la misma (…).
Ponente: MsC. Carlos Moya Ra-
mírez.

En la propia sentencia, en su
parte resolutiva –al disponerse
una decisión de condena–, se de-
claró con lugar la demanda y se dis-
puso que la demandada pagara a
la demandante una suma dineraria
como indemnización por los daños
ocasionados.

Como se puede apreciar, en es-
te asunto se constata que el pro-
ceso tiene una finalidad que nos
interesa a todos: la restauración del
suelo, aunque sea en un espacio
geográfico determinado, por el sue-
lo mismo y su valor per se, y por el
restablecimiento de un cultivo de un
producto alimenticio, que ha de
mantenerse para el consumo.

De no haber sido incluido el pre-
cepto aludido –este daño conti-
nuado– por omisión en la actuación
de la demandada y no resuelto con
motivo de proceso anterior, que fue-
ra desestimado por falta de la do-
cumentación probatoria, no solo
quizás no habría dado lugar a la
indemnización del afectado, sino
que especialmente no se hubieran
dispuesto medidas impeditivas de
la acción contaminante del suelo
con miras a su restauración.

Si bien en este asunto no hubo
pronunciamiento acerca del cum-
plimiento de la obligación por el
causante del daño, en cuanto a la
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ejecución de la planta de trata-
miento de residuales, esta pudo
ser objeto de especial atención a
los efectos de garantizarla, lo cual,
aun cuando no estaba expresamen-
te contenida en la pretensión dedu-
cida, se encontraba implícita en su
actuación. Es esta una situación que
debe observarse con una mirada
abierta, tratándose de obligaciones
de hacer, prever e incorporar las
garantías necesarias de dicha eje-
cución, para asegurar el resultado
práctico con su cumplimiento.

Esto podría ser entendido como
un anticipo de la interpretación ex-
tensiva y amplia de la demanda,
que indica la necesidad de una
flexibilización de la congruencia
atribuible a las resoluciones judicia-
les, como respuesta a la relevancia
del bien jurídico afectado, teniendo
en cuenta que, en las acciones de
incidencia colectiva, la pretensión y
la causa de pedir han de ser inter-
pretadas extensivamente, a fin de
proteger los derechos y garantías im-
plícitas de este nuevo derecho, que
no solo alcanzan a la protección del
interés de la parte afectada en la litis,
sino también del interés social.

CONCLUSIONES
–El tratamiento tradicional de la
cosa juzgada como instrumento ju-
rídico procesal en determinados
supuestos puede obstaculizar el
ejercicio de una nueva acción con

base en pruebas de hecho sobre-
vivientes, asociadas a un mismo
evento dañoso, al que se contrai-
ga la sentencia que resuelve un pro-
ceso de incidencia colectiva, lo
que, en mi opinión, no da respues-
ta a las exigencias más esencia-
les del Derecho Ambiental como
derecho de marcado interés social.

–Privar del efecto de estado de
cosa juzgada la sentencia que re-
suelve un caso en materia am-
biental puede constituir un avance
dentro del Derecho Procesal cu-
bano, y parece corresponderse
mejor con las nuevas realidades y
retos que impone un derecho de
cuarta generación que exige la
protección ambiental con una pro-
yección de sostenibilidad.

–Este criterio flexible, contraria-
mente a lo que pudiere parecer, debe
tender a erigirse en una garantía para
el acceso a la justicia y la protección
de estos intereses de nuevo tipo:
intereses de incidencia colectiva.

–La posibilidad de abrir un espa-
cio al conocimiento de un asunto,
con independencia de la preexisten-
cia de un proceso anterior sobre la
misma cuestión, no hace otra cosa
que permitir la evaluación de la con-
tinuidad del daño, la valoración de
las circunstancias, a la luz de un nue-
vo contenido probatorio, y en espe-
cial la defensa del interés implícito
comprometido en la tutela originaln

«Soñar con cosas imposibles se llama utopía; luchar por objetivos no sólo alcanzables,
sino imprescindibles para la supervivencia de la especie, se llama realismo.»

Fidel Castro Ruz
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NOTAS
1 Esta concepción de desarrollo sosteni-
ble constituye un principio básico para el
desarrollo de nuestros pueblos. Así, la
Declaración de Estocolmo de 1972, en
sus principios 3 y 4, establecía que «el
derecho al desarrollo debe ejercerse en
forma tal que responda equitativamente a
las necesidades de desarrollo y ambien-
tales de las generaciones presentes y
futuras. A fin de alcanzar el desarrollo
sostenible, la protección al medio ambien-
te deberá constituir parte integrante del
proceso de desarrollo y no podrá consi-
derarse en forma aislada». La Declara-
ción de Johannesburgo de 2002 reafirmó
este compromiso. Congruente con tal
principio, el Artículo 27 de la Constitución
de la República postula que «el Estado
protege el medio ambiente y los recursos
naturales del país. Reconoce su estrecha
vinculación con el desarrollo económico
y social sostenible para hacer más
racional la vida humana y asegurar la
supervivencia, el bienestar y la seguridad
de las generaciones actuales y futuras.
Corresponde a los órganos competentes
aplicar esta política. Es deber de los
ciudadanos contribuir a la protección del
agua, la atmósfera, la conservación
del suelo, la flora, la fauna y todo el rico
potencial de la naturaleza». Y conse-
cuente con tal postulado, el Artículo 1 de
la Ley No. 81, de once de julio de 1997,
expresa que esta «(…) tiene como objeto
establecer los principios que rigen la
política ambiental y las normas básicas
para regular la gestión ambiental del
Estado y las acciones de los ciudadanos
y la sociedad en general, a fin de prote-
ger el medio ambiente y contribuir a
alcanzar los objetivos del desarrollo
sostenible del país».
2 Néstor A. Cafferatta: «Derecho ambien-
tal, procesos colectivos ambientales y
la ciudad de La Plata». El autor –adop-

tando las enseñanzas de Augusto M.
Morello– identifica el Derecho Ambiental
como de 4.a generación «porque no sólo
debe satisfacer las necesidades de las
generaciones actuales, sino también de
las generaciones futuras. A partir de la
Reforma de la CN 1994, artículo 41, ha
nacido, al decir de Ricardo L. Lorenzetti,
un nuevo sujeto de derecho tutelado:
Las Generaciones futuras».
3 Gaceta Oficial de la República, edición
extraordinaria, no. 33, de 27 de sep-
tiembre de 2006.
4 Rafael Grillo Longoria: Derecho Pro-
cesal Civil I, p. 70.
5 Juan Montero Aroca: «La Cosa Juzga-
da: conceptos generales» (ponencia),
pp. 67-109.
6 Montero Aroca: «Acciones judiciales
en materia de medio ambiente en el
marco de la Ley de Enjuiciamiento Civil»,
p. 7. Para este autor, lo característico
de los intereses colectivos es que co-
rresponden a una serie de personas,
más o menos numerosa, determinadas
o no, o que no son absolutamente inde-
terminables, entre las cuales puede
existir un vínculo jurídico (pertenecen a
un colegio profesional, son trabajadores
del metal). También se habla de interés
colectivo cuando, aunque no existe entre
las personas afectadas un vínculo ju-
rídico, es manifiesta su afectación por el
mismo hecho dañoso, de modo que
puede determinarse a los afectados.
7 Ibid., p. 8. Distingue el interés difuso de
los intereses colectivos, al expresar que
«estos otros intereses se caracterizan
especialmente porque corresponden a
una serie de personas que están absolu-
tamente indeterminadas, sin perjuicio
de que no exista entre ellas vínculo jurídi-
co alguno, de modo que la afectación a
todas ellas deriva sólo de razones de
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hecho contingentes (como ser posibles
consumidores de un mismo producto, vivir
en un mismo lugar, ser destinatarios de
una campaña de publicidad). Tiene que
quedar claro así que el interés difuso no
es el que puede centrarse en una cate-
goría o profesión, respecto de la que exis-
te una persona jurídica que asume, porque
así lo dispone la ley, la defensa del interés
colectivo; el interés difuso supone espe-
cialmente que no es posible identificar a
las personas físicas implicadas y, por con-
siguiente, que no existe un ente, sea o no
persona jurídica, que pueda afirmar que
agrupa a todas aquellas personas físicas,
ni que tiene la ‘representación insti-
tucional’ confiada por la ley».
8 La LPCALE consagra el proceso extraor-
dinario de revisión, que permite revisar la
sentencia firme con valor de cosa juzgada
por causales expresamente previstas, lo
cual es uno de los supuestos regulados
en la ley que extingue los efectos de la
cosa juzgada.
9 Ley de Procedimiento Civil, Adminis-
trativo, Laboral y Económico (LPCALE),
Artículo 642.
10 Grillo Longoria: Ob. cit., p. 75. Al respec-
to, abunda: «Si el proceso se falla por una
cuestión de forma, sin resolverse el plan-
teamiento de derecho material, nos encon-
tramos ante una tramitación que deja viva
la litis y, por consiguiente, la posibilidad
jurídica de abrir un nuevo proceso», y
añade: «(…) la cosa juzgada material exi-
ge como requisito o condición la deno-
minada cosa juzgada en sentido formal».
11 Ibid., p. 74.
12 Cafferatta: Ob. cit.
13 La relevancia del principio precautorio,
ante la duda científica, obliga a adoptar
las medidas que procedan para evitar o
mitigar el daño ambiental o su agrava-
miento, trabajando sobre la base de la
incertidumbre.

14 El mencionado Decreto-Ley No. 241
establece un régimen de medidas caute-
lares asegurativas que pueden ser
solicitadas antes, al momento de interpo-
ner la demanda; o con posterioridad a
ella –en cualquier fase del proceso
(Artículo 801)–, lo cual supera determi-
nadas limitaciones que afectaban la nor-
mativa cubana en materia cautelar, y dota
a esta de un amplio espectro de medidas
precautorias, a saber: embargo preven-
tivo de bienes, secuestro de bienes en
litigio, anotación preventiva en registro
público, depósito temporal de bienes,
aseguramiento de medios probatorios,
suspensión o abstención de actividad o
conducta determinada, y cualquiera otra
orientada a garantizar la eficacia del
proceso (medida cautelar innominada),
lo cual está previsto en el Artículo 803,
incisos del a) al g) de la citada norma.
15 El Código Procesal Civil Modelo para
Iberoamérica, en su Sección II. Eficacia
(Efectos de la cosa juzgada en procesos
promovidos en representación de inte-
reses difusos), Artículo 194, establece:
«La Sentencia dictada en procesos pro-
movidos en defensa de intereses difusos
(artículo 53) tendrá eficacia ‘erga omnes’,
salvo si fuere absolutoria por ausencia
de pruebas, en cuyo caso podrá volver a
plantearse la cuestión en otro proceso
por otro legitimado.»
16 Eduardo J. Couture: Fundamentos del
Derecho Procesal Civil, p. 260.
17 Ley No. 81, de 1977, «Del Medio Am-
biente», Artículo 71.
18 Decreto-Ley No. 241 de 2006, Artícu-
lo 741.
19 Narciso Cobo Roura: «El acceso a la
Justicia Ambiental en Cuba: una visión
retrospectiva», refiriéndose al contenido
del Artículo 741 de la LPCALE.
20 Decreto-Ley No. 241 de 2006, Artícu-
lo 753.



Justicia y Derecho     165165165165165ØØØØØ

21 Eduardo J. Couture: Ob. cit., p. 195.
22 Juan Manuel Hitters: Algunas cuestio-
nes procesales sustanciales que re-
percuten en los llamados procesos
colectivos, p. 3.
23 Ibid., pp. 3-4.
24 Mabel de los Santos: «Algunas pautas
para la regulación normativa de los
procesos colectivos», p. 17. Para esta
autora, «(…) en materia de derechos co-
lectivos el principio general es la eficacia
‘erga omnes’ del fallo. Tal como expresa
con gran claridad Gidi: ‘una acción es
una acción colectiva si resuelve los
intereses de los miembros ausentes de
un grupo’, de modo que la sentencia debe
tener efectos ‘ultra partes’. La eficacia
‘erga omnes’ de la cosa juzgada es un
elemento esencial del procedimiento en
la acción colectiva.

»Ahora bien, para compatibilizar la
eficacia ‘erga omnes’ de la sentencia con
la garantía de la defensa, los sistemas
que regulan las acciones colectivas
establecen excepciones a la extensión
de los efectos personales del fallo.

»Analizaremos tales excepciones dis-
tinguiendo el caso de la cosa juzgada
activa (que se extiende a los miembros
ausentes del grupo actor), de la cosa
juzgada pasiva (vale decir, la que se
extiende a los miembros ausentes del
grupo demandado), y dentro de cada una,
los límites a la extensión subjetiva de la
cosa juzgada para los intereses o dere-
chos difusos y, por otro lado, para el caso
de los intereses o derechos individuales
homogéneos. La distinción entre cosa

juzgada activa y pasiva ha sido tomada
del modelo norteamericano e importa
dejar sin efecto el principio del  ‘civil law’
de que el cambio de posición no altera
el efecto de la cosa juzgada.»
25 Néstor A. Cafferatta: Ob. cit., p. 4.
26 El reconocimiento de estos intereses
consta en el Artículo 27 del texto consti-
tucional como un deber general; y el  Artículo
4 de la Ley del Medio Ambiente prevé un
reconocimiento al derecho a un medio
ambiente sano, todo lo cual es congruente
con el Principio 10 de la Declaración de
Río, por el cual «los Estados deberán
facilitar y fomentar la sensibilización y
participación de la población poniendo la
información a disposición de todos. Debe-
rá proporcionarse acceso efectivo a los
procedimientos judiciales y adminis-
trativos, entre éstos el resarcimiento de
daños y los recursos pertinentes».
27 Mabel de los Santos: «Algunas pautas
para la regulación normativa de los
procesos colectivos» (ponencia presenta-
da para el XXIII Congreso Argentino de
Derecho Procesal, Mendoza, 2005),
pp.11-20.
28 Código Modelo de Procesos Colectivos
para Iberoamérica. Artículo 33. «Cosa
Juzgada. En las acciones colectivas de
que trata este Código, la sentencia hará
cosa juzgada erga omnes, excepto
cuando la pretensión fuera rechazada por
insuficiencia de pruebas, en cuyo caso
cualquier legitimado podrá intentar otra
acción, con idéntico fundamento, valién-
dose de nueva prueba»n
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Herodoto, Historia, Libro IV, Melpómene

NI MUY MUY NI TAN TAN:

EL INTÉRPRETE JUDICIAL EN CUBA

M.Sc. Narciso A. Cobo Roura
presidente de la Sala de lo Económico, TSP

«(…) todo el mundo tiene derecho a ser juzgado
en una lengua que le sea comprensible y pueda hablar,
o a obtener gratuitamente un intérprete».
Declaración Universal de Derechos Lingüísticos,
UNESCO, Barcelona, 1996

«Los escitas, cuando se llegan a estos pueblos para tratar de sus
asuntos, se sirven de siete lenguas y de siete intérpretes.»

HE querido hacer preceder esta
intervención de una breve re-

ferencia a la Declaración Universal
de Derechos Lingüísticos y de una
cita a Herodoto, aquel historiador
griego, cuya vocación de universa-
lidad solo sería parangonable hoy,
quizás, a nuestra inquietud por co-
nocer –y hacernos conocer– de
otras civilizaciones en el espacio
interestelar. Esto, no porque sea
un estudioso de las lenguas o de
la historia –que no lo soy– ni porque
pretenda aquí y ahora incursionar
en campos del conocimiento hu-
mano que se dice –y yo lo creo–
que hacen cautivos a quienes, cu-
riosos o ingenuos, se dejan tentar
por el logo de su trama inagota-
ble. Ya eso lo sabrán los presen-
tes mejor que yo. Las razones son
otras.

Pienso que cualesquiera que
sean los merecimientos de la obra

herodotea, esta no hubiera alcan-
zado a ser lo que es, ni lo fuera,
sin la labor anónima (no pudiera
decir muda) de los intérpretes que
le sirvieron de ojos y oídos para
satisfacer su insaciable curiosi-
dad. Desconocedor, por fuerza, de
semejante diversidad de lenguas
y dialectos, halló en los intérpretes
–a quienes no dejó de mencionar
en su obra– ese indispensable in-
terlocutor que le introdujo en las
entretelas de aquellas socieda-
des, cuyos enclaves y costumbres
luego nos legó como telón de fon-
do a la trama histórica.

De igual modo, no creo, toman-
do por base esta misma afirma-
ción, que la cultura universal que
nos ha sido legada, hubiera sido
lo que hoy es, sin la labor de tra-
ductores e intérpretes. Pienso que
esa cultura no tendría esa univer-
salidad si no es, en buena medida,
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por la labor, a la vez de empalme y
creación, de unos y otros. «Tradu-
cir es transpensar», decía Martí.1

En los actuales nuevos escena-
rios, en los que las denominadas
transacciones culturales se ven
favorecidas, superadas las dificul-
tades de la geografía con sus en-
vejecidas fronteras y horizontes, y
atenuadas las «resistencias acti-
vas a las interacciones con el
Otro», como las llama Arjun Appa-
durai,2 esto se hace aun más evi-
dente.

Y en ese nuevo contexto –y esa
es la razón de mi referencia intro-
ductoria a la Declaración Univer-
sal de Derechos Lingüísticos,
adoptada en 1996–, este docu-
mento, de vocación ecuménica y
anticipatorio de un creciente recla-
mo al respeto por la multicul-
turalidad, a lo largo de todo su
articulado, identifica como sujeto
de estos derechos a lo que define
como comunidad lingüística; con
solo dos excepciones: los artículos
que se refieren al acceso al cono-
cimiento mismo del propio idioma
(Artículo 13)3 y al acceso a la justi-
cia (Artículo 20).4 En ambos, el su-
jeto reza: «todo el mundo».

Es comprensible la distinción,
como es clara la significación que
confiere dicha Declaración a la
intervención del intérprete en este
último caso: «(…) todo el mundo
tiene derecho a ser juzgado en una
lengua que le sea comprensible y

pueda hablar, o a obtener gratui-
tamente un intérprete.» La justicia
no puede alcanzar sus posibilida-
des de realización en muchos ca-
sos sin la activa intervención de
este intérprete judicial. Es de este
que me propongo hablar.

 (I)
En un artículo de reciente publica-
ción en Cuba,5 se aludía a una ex-
periencia llevada a cabo por los
organizadores de la Expo Mundial
de Hannover, en el año 2000, quie-
nes convocaron a escritores de
todos los países a traducir el poe-
ma Anna Blume a sus respectivas
lenguas. De ello, resultaron 154
versiones de un solo poema, pro-
cedentes de 137 países, las que
fueron publicadas en un mismo
texto, evidenciando la riqueza
idiomática y la creatividad que
encierra la labor de todo traduc-
tor. Solo en español se presenta-
ron 12 versiones diferentes. Esta
es una situación que sería impen-
sable en el campo de la adminis-
tración de justicia. Sin embargo,
el riesgo de que se dé, existe. De
ahí, la importancia que en tal sen-
tido reviste la función del intérpre-
te judicial.

Contrariamente a ello, corres-
pondería, quizás, a este refrenar
su imaginación y apegarse lo más
estrictamente posible al discurso
hablado, y, más que trasladar, re-
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producir en ambas direcciones un
pensamiento que debe quedar
–además de claramente expues-
to– asociado y fijado por el tribunal
a un sistema normativo dado a fin
de servir de asidero y fundamento
a su decisión.  Aquí, quizás, en opo-
sición a la frase latina inscrita en
uno de los edificios de la colina
universitaria –«las palabras vuelan,
los hechos quedan»–, habría que
invertir los términos del aforismo
latino: los hechos pasan, solo la
palabra queda. «La palabra –de-
cía uno de los más importantes cul-
tivadores de nuestra lengua, don
Raimundo Lazo– es el hecho por
excelencia, un gran hecho lleno de
vida, cargado de significación.»

Es real que, a diferencia de otros
países, en Cuba solo existe un idio-
ma oficial,6 el español,7 y que, aunque
de formación multirracial,8 en Cuba
no existen verdaderas minorías étni-
cas9 que requieran de un espacio
para la utilización de su lengua. Por
otra parte, tampoco es Cuba, en la
actualidad, un país marcado por la
inmigración, como lo fuera a princi-
pios del siglo pasado,10 luego del im-
pacto demográfico de la guerra de
independencia,11 no obstante la
indudable multiplicidad de compo-
nentes en nuestro etnos; principal-
mente hispánico, africano, chino y
antillano, sin dejar de estar presentes
árabes, sirios, turcos, libaneses,
palestinos, hebreos y japoneses, en-
tre otros.12

Pero es lo cierto que, asocia-
do a su desarrollo económico en
los últimos años, Cuba ha perma-
necido abierta al turismo y a la in-
versión extranjera, dos cauces que
suponen una creciente presencia
extranjera en nuestra cotidianidad,
lo que de algún modo puede justi-
ficar algunas preocupaciones en
cuanto a la tutela efectiva de los
derechos del ciudadano extranje-
ro –desconocedor de nuestro idio-
ma– ante los tribunales cubanos
y del papel que en ello pudiera
desempeñar el intérprete judicial.

 (II)
Inversionista, turista, hombre de
negocio, el extranjero, resultado
de múltiples relaciones –y razo-
nes– puede hallarse en la necesi-
dad de acudir –o verse llevado–
ante un tribunal cubano, sin contar
con conocimiento del idioma en el
que van a tener lugar las actua-
ciones, lo que puede dar lugar a
cierta «incomunicación» de este
con el órgano juzgador durante el
proceso.

La llamada condición de extran-
jero, más allá del aspecto propia-
mente migratorio, que tiene por
cometido resolver sobre los térmi-
nos de su admisión al país, o no,
supone, en lo fundamental, un tra-
tamiento sobre pie de igualdad con
el nacional. Este mismo principio
es el que, en el caso de las perso-
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nas jurídicas, y en particular de la
inversión extranjera, se designa
como el principio de trato nacional,
en virtud del cual el inversor debe ser
colocado en un plano de igualdad
con el nacional para el desarrollo
de sus actividades económicas.

La capacidad de la persona
–natural o jurídica– para ser sujeto
en el ámbito del ordenamiento jurí-
dico cubano vendrá siempre deter-
minada por la ley del país del cual
el extranjero es nacional. En este
sentido, tiene lo que se conoce
como su «ley personal», la que en
su país de origen le reconoce
como persona y le confiere deter-
minada capacidad para ser sujeto
de relaciones jurídicas.

Hay, en cambio, leyes que tie-
nen otra razón para obligarlo en el
país en que se encuentre. «Se
prueba –sostenía Francisco de Vi-
ttoria, padre del Derecho de Gen-
tes o Internacional, cinco siglos
atrás– porque cuando andas de via-
je –decía– no te vales de tus propias
leyes ni estás obligado a cumplir-
las.»13 Este no es el caso de las lla-
madas leyes de orden público, que
sí alcanzan y obligan por igual a na-
cionales o extranjeros, como son
las leyes penales o para constituir y
operar sociedades mercantiles, o
realizar transacciones o para con-
traer matrimonio o adoptar un me-
nor. Conozca la ley, o no, esta rige
imperativamente tanto para el ex-
tranjero como para el nacional. Co-

nozca aquel el idioma del país, o
no.14 De ahí, también, la importan-
cia de la publicación de las leyes,
que da lugar a la exigibilidad de su
observancia y sustentación al cono-
cido principio de que «el descono-
cimiento de la ley no excusa de su
cumplimiento», que igual alcanza
al extranjero y al nacional.

Es esta sujeción al ordenamiento
interno cubano la que puede condu-
cir al extranjero ante los tribunales
cubanos. Y es natural, entonces,
que, de cara a tal exigencia, nos pre-
guntemos cuáles son las previsiones
contenidas en este para dicha
eventualidad, y cuán satisfactoria o
insuficiente pudiera ser su respuesta.

(III)

El carácter oficial de un idioma
es consecuencia natural de un pro-
ceso de formación de la naciona-
lidad; pero, a su vez, establecido
como tal, tiene un doble efecto:
uno positivo, imponiendo a todas
las instituciones del Estado la obli-
gación de desarrollar su actividad
oficial en este idioma y producir en
él toda la documentación resulta-
do de dicha actividad; y, en sen-
tido contrario, tiene, como efecto
negativo, prohibir que cualquier
instancia, solicitud, requerimiento,
dirigido por un particular a los ór-
ganos estatales, se produzca en
un idioma diferente. Este es el
caso de los tribunales.15 Pero esta
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exigencia se contrae a la presen-
tación de documentos. Otra cosa
es, sin embargo, cuando se trata
de prestar declaración –viva voce–
en los marcos del proceso mismo.

Para ello, tanto el ordenamiento
procesal civil y laboral, como el
penal, contemplan expresamente
la posibilidad de que el extranjero,
testigo16 o parte acusada en el pro-
ceso,17 de ser desconocedor del
idioma español, pueda declarar me-
diante intérprete; fijándose, además,
para ello la regla de recoger y hacer
constar tanto la declaración en su
idioma como su traducción, como
garantía a la actuación judicial.

Es la falta de conocimiento del
idioma del ciudadano extranjero la
que hace obligada, más que nece-
saria, la intervención de un intérpre-
te en el proceso judicial. Será este
el encargado de asistir al extranje-
ro en todas las actuaciones que
tendrán lugar durante el proceso.
Puede ser que tenga solo conoci-
mientos del idioma o contar, adicio-
nalmente, con una determinada
preparación en Derecho. Solo en el
último caso, en rigor, se habla pro-
piamente de intérprete judicial.

Es en este espacio que la inter-
vención del intérprete judicial pue-
de contribuir de manera decisiva a
hacer efectivas las principales ga-
rantías reconocidas en el orden ju-
dicial cubano: igualdad ante la ley,
sujeción del tribunal a esta, dere-
cho a la defensa, presunción de

inocencia, punibilidad del hecho,
actuación en nombre del pueblo
de Cuba, colegiación, publicidad y
gratuidad, que rigen para el funcio-
namiento de los tribunales18 y en-
cuentran expresión y tutela en los
principales ordenamientos proce-
sales cubanos.

No es posible representarse
que los expresados principios pue-
dan ser efectivamente garantiza-
dos –en esta y en cualquier otra
latitud– en el caso de un proceso
en el que la parte sea descono-
cedora del idioma oficial, y no al-
cance a contar con la necesaria
asistencia en el idioma. Para ello,
se hace indispensable la interven-
ción del intérprete judicial. De ahí,
el espacio que le reserva a este
la normativa procesal cubana.
Pero no basta.

(IV)
Una primera dificultad por resol-
ver, entonces, sería –según pare-
ce– contar con las personas con
el necesario dominio de la lengua
del país del que es nacional el ex-
tranjero, y que puedan –conse-
cuentemente– asistir a este en su
actuación ante el tribunal. Estas,
en el caso de Cuba, se tienen. Se
cuenta con la institución especia-
lizada en prestar tales servicios
con carácter oficial.19 Otra cosa
es que, circunstancialmente, pue-
dan enfrentarse limitaciones con
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su disponibilidad, a pesar de con-
tar con un flujo sostenido de egre-
sados universitarios preparados en
lenguas extranjeras, debido a cargas
de trabajo o tareas apremiantes que
suponen prioridad.

Una segunda dificultad –y mayor,
a mi juicio– es que el intérprete
alcance a contar con el tipo de cono-
cimiento especializado que pueda
requerir su desempeño ante las es-
tructuras judiciales. Estas tienen una
forma particular de «codificación»
del lenguaje que pauta las exigen-
cias comunicativas que debe sa-
tisfacer quien sea llamado a cumplir
tal función. Y este, quizás, sea el pun-
to flaco al que debamos apuntar.

Dicho conocimiento no parece
superfluo, en modo alguno. En De-
recho, la traducción de temas lega-
les suele ser compleja y siempre
corre el riesgo de ser insatisfacto-
ria una traducción realizada por al-
guien que, aunque excelentemente
preparado en el conocimiento del
idioma, carece de los elementos in-
dispensables para identificar la insti-
tución o el término legal adecuado.
Aquí, no se trata de aproximación o
equivalencia: el término cuenta. La
ausencia de este conocimiento, por
otra parte, no deja de introducir cier-
ta inseguridad en el proceso, por
cuanto puede afectar tanto el cono-
cimiento del tribunal como restarle
efectividad a la labor de la defensa
o a la declaración que preste la pro-
pia parte extranjera.

Aun cuando no es infrecuente que
algunos de los miembros de los ór-
ganos juzgadores tengan un cono-
cimiento –y aun verdadero dominio
de un segundo o tercer idioma–, ello
no deja de formar parte del llamado
«conocimiento privado del juez», del
cual no podrá hacer verdadero uso,
ni en el supuesto de diferir de la ver-
sión del intérprete judicial, sin correr
el riego de apartarse de los princi-
pios que rigen el proceso.

En el sentido expresado, en mi
opinión, cabría plantearse la conve-
niencia –yo diría más bien la nece-
sidad– de dar los pasos necesarios
para examinar y fijar los criterios de
selección y habilitación de estos in-
térpretes judiciales. Ello impondría
trabajar, con toda inmediatez, en el
sistema de conocimientos inheren-
tes a la actuación de los tribunales,
con vistas a asegurar que este es-
pacio legal –aledaño y previo al cual
hay otros no menos importantes,
como resultan ser los de la trama
investigativa a cargo de la Fiscalía
General– cuente con la asistencia
de un intérprete verdaderamente
calificado para el desempeño de su
función, de forma tal que pueda con-
tribuir a la seguridad y transparen-
cia del proceso y a una tutela más
efectiva de los derechos de la per-
sona a la que preste asistencia.

En ello, corresponde un papel
muy importante, pienso, al propio
sistema judicial, muy especial-
mente a la Escuela de Formación
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Judicial, espacio en el que pudie-
ran conjugarse los requerimientos
de formación y superación de los
intérpretes judiciales, con las po-
sibilidades de adiestramiento en
la propia práctica jurisdiccional.

En esa propia dirección, sería
conveniente evaluar el interés de
contar con una normativa de ca-
rácter deontológico, como suelen
ser los códigos de ética profesio-
nal, a fin de pautar, con la claridad
necesaria, los principios que de-
ben orientar la conducta de todo
intérprete judicial en su actuación
ante los tribunales. Es en este
marco donde ha de quedar clara-
mente estatuida la elevada res-
ponsabilidad que asume con su
función el intérprete judicial.

Y unido a ello, no debe quedar
fuera de la visual, la necesidad de
hacer corresponder con todas
estas exigencias su sistema de re-
tribución. Estemos hablando tan-
to de traductores e intérpretes que
realicen su labor desde una insti-
tución oficial o cual parte de las
propias estructuras judiciales
–aspecto que, quizás, algún día,
seguramente, será objeto de exa-
men–, como de quienes, de ma-
nera independiente, pudieran
estar autorizados y habilitados
para intervenir ante los tribunales,
la forma de retribuir su labor debe
ser acorde con la incuestionable
responsabilidad que contraen en
el desempeño de su función.

 (V)
Lo dicho solo es reiterativo de una
clara comprensión actual de las es-
tructuras judiciales cubanas acerca
de la especial significación que tie-
ne asegurar la intervención del in-
térprete judicial en los procesos, en
los que la presencia de una perso-
na con desconocimiento o conoci-
miento insuficiente del idioma oficial,
en el que es obligado administrar la
justicia, pueda asistir a esta y con-
tribuir a la tutela más efectiva de las
garantías que le reconoce el orde-
namiento procesal cubano, y ase-
gure, de este modo, el Debido
proceso y la realización más ple-
na de la justicia, como valor que
debe guiar toda actuación judicial.

Importa, entonces, que nos ade-
lantemos a preparar al intérprete
para el más cabal desempeño de
su función en el ámbito judicial. Su
preparación, en este sentido, tri-
buta directamente a la calidad de
la justicia, e incumbe, por ello, a
las propias estructuras judiciales
contribuir de una manera efectiva,
sistemática y sostenida, a su for-
mación y superación profesional.
En el modelo de justicia cubano,
la labor del intérprete judicial debe
tener su lugar.

Y no es esto algo que podamos
demorar, porque –acudiendo al
refranero popular, ese espacio en
el que, a veces, se torna más ar-
dua y compleja la labor del intér-
prete o traductor, y que reclama



×174174174174174 Justicia y Derecho

de este tanta creatividad como
imaginación para hallar la frase
equivalente– pudiera sucedernos
aquello de que «tan tarde llegó el
sombrero que ya no encontró ca-
beza». Y, ciertamente, no fuera bue-

no que eso nos llegara a pasar,
porque, como bien dice aquel otro
refrán de nuestro ancestro negro,
«cuando lo relámpago lumbra, lo
rayo tá caminando…».
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INVESTIDA COMO PRESIDENTA DE LA SALA DE LO LABORAL

Cumplir y hacer cumplir la Constitución, la legislación vigente, el Códi-
go de Ética Judicial, y ejercer las funciones de dirección confiadas con
modestia, rigor, sencillez y prudencia fue el compromiso de la Esp.
Vivian Aguilar Pascaud, al tomar posesión de su cargo como presi-
denta de la Sala de lo Laboral del Tribunal Supremo Popular.

El acto de juramento tuvo lugar en horas de la tarde del 8 de junio, en
acto solemne presidido por el Lic. Rubén Remigio Ferro, presidente
del máximo órgano judicial del país, en presencia de jueces profesio-
nales y cuadros de dirección de la institucióno

NOTIJURÍDICAS Por: Lic. Celaida Rivero Mederos

El Día del Bibliotecario (7 de junio)
fue celebrado en el Centro Nacio-
nal de Documentación e Informa-
ción Judicial (CENDIJ), como
reconocimiento al trabajo realiza-
do por todas sus trabajadoras pa-
ra elevar la calidad de los servicios.

Se destacó la presentación del
Microtesauro de Derecho Penal
General, elaborado por la Lic.
Gisela de la Caridad Docampo
Alba. Se trata de una herramienta
destinada a sistematizar la indiza-
ción y a recuperar la información en
esa materia; funciona como meca-
nismo de control terminológico. Fue
procesado a partir de un listado de
términos realizado por dos penalis-
tas: la Esp. Marilys Fuentes Águila
y el Lic. Yanier Senén Roque Rodrí-
guez. El documento es el primero
de su tipo en el país, y marca el ini-
cio de un proyecto que debe con-
cluir con la elaboración del primer
tesauro jurídico cubano.

El CENDIJ forma parte de la
Dirección de Formación y Desarro-
llo del TSP y cuenta con un grupo
de especialistas que han desarro-
llado varias bases de datos que le
permiten ofrecer, además de los
servicios tradicionales, otros de va-
lor añadido, como la diseminación
selectiva de la información y las bús-
quedas especializadas.

Este centro tiene a su cargo,
igualmente, la atención y el control
del trabajo de las unidades de infor-
mación de los tribunales provincia-
les, las cuales prestan servicio,
fundamentalmente, a los jueces
de municipios y provincias.

La revista Justicia y Derecho se
suma al merecido reconocimien-
to y ofrece al colectivo del centro
nuestra más alta consideración y
afecto por el empeño diario, el cual
coadyuva a la preparación opor-
tuna y sistemática de los operado-
res del Derechoo

Felicitación y reconocimiento
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Una cordial bienvenida al Excelen-
tísimo Ministro César Asfor Rocha,
presidente del Superior Tribunal de
Justicia de Brasil, y a la delegación
encabezada por él, ofreció el Lic.
Rubén Remigio Ferro, presidente
del Tribunal Supremo Popular, en
la sede de esta institución, en la
mañana del 11 de marzo.

El anfitrión ilustró a los presen-
tes acerca de la historia de nues-
tras proezas independentistas,
entre las que resaltó a José Martí
y su especial influjo en la forma-
ción revolucionaria del líder cuba-
no Fidel Castro, cuyo alegato de
defensa conocido como La His-
toria me absolverá destacó por
su importancia histórica, jurídica
y social.

Entre otros aspectos, también
explicó los antecedentes y el pro-
cedimiento judicial amañado contra
los Cinco héroes; elementos impor-
tantes del sistema judicial cubano,
su semejanza con la estructura
española, y sus particularidades,
conforme a las circunstancias
políticas y económicas de nuestro
país; el funcionamiento del Consejo
de Gobierno de este órgano su-
premo; y lo referente al proceso
de selección, elección, promoción

y participación de los jueces le-
gos en la actividad jurisdiccional.

El visitante resumió aspectos
propios del sistema judicial bra-
sileño y la semejanza entre am-
bos procedimientos y explicó el
Proyecto de Justicia Virtual que
se implementa en ese país, con el
que se ha logrado mayor agilidad
y transparencia en el proceso, y un
impacto social y económico favo-
rable, además con una formidable
disminución en el presupuesto.

Con profundo interés, trasla-
dó su intención de cooperar en
la aplicación de dicho proyecto
y expresó sentirse satisfecho y
agradecido por la atención re-
cibida.

Como parte de la visita oficial,
ambos presidentes firmaron un
Protocolo de cooperación para
promover el  intercambio, esencial-
mente en materiales bibliográfi-
cos, la formación y calificación
técnico-profesional, y de encuen-
tros técnicos y académicos.

Finalmente, César Asfor Ro-
cha sostuvo un valioso encuentro
con los magistrados, en el que ex-
plicó e ilustró, mediante la digi-
talización, el referido Proyecto de
Justicia Virtualo

Fructífera visita de trabajo
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Colaboración en ascenso

les, y el funcionamiento, estructura
y composición del Consejo de
Gobierno del TSP. Hizo mención
de las jornadas de mediación civil
y laboral y explicó que en Cuba se
avanza en la puesta en práctica de
esta institución jurídica.

Por su parte, el presidente ca-
nario manifestó su interés oficial de
reformular el Convenio y, en esta
nueva etapa, suscribirse también
con el Poder Judicial de España,
lo que incrementaría la colabora-
ción y el intercambio.

Expresó satisfacción y agrade-
cimiento por la atención brindada
a su delegación, y calificó de au-
téntico y provechoso el encuentro
sostenido.

Finalmente, el presidente del or-
ganismo cubano agradeció a la
parte canaria las nuevas propues-
tas, mostró su complacencia por
los futuros beneficios recíprocos e
invitó a clausurar, con la presen-
cia de los jueces participantes,
las jornadas de mediación civil y
laboralo

El 16 de febrero, el Lic. Rubén
Remigio Ferro, presidente del Tri-
bunal Supremo Popular recibió
al Sr. Paulino Rivero Baute, pre-
sidente del gobierno de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias, en
compañía de un equipo ejecutivo
asistente.

Los objetivos principales del
cordial encuentro estuvieron diri-
gidos al seguimiento del Conve-
nio de colaboración con esa
comunidad y a la clausura de las
jornadas de mediación civil y la-
boral que se desarrollaron en el
TSP con la participación de ma-
gistrados canarios.

Remigio Ferro destacó la va-
liosa utilidad del convenio, en par-
ticular lo referido a la capacitación
y la informatización y subrayó
que, desde su propia firma, han
estado presentes la seriedad, el
entendimiento, el respeto y la con-
sideración.

Refirió el carácter popular de
la justicia cubana, la inmediatez
y agilidad de los procesos judicia-

Importante reunión

Los días 8 y 9 de septiembre,
tendrá lugar la quinta edición
del Taller Nacional sobre la acti-
vidad del juez encargado de la
ejecución. Este encuentro, que
se efectúa anualmente, pasa-

rá revista a lo alcanzado y adop-
tará acuerdos para perfeccionar
esta labor en correspondencia
con el actual escenario econó-
mico y social del paíso
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Lapsus cálami

Evitemos incorrecciones (I)

Lic. Juan Ramón Rodríguez Gómez, editor-corrector del TSP

Más allá del estilo, la sintaxis, el gerundio y las notas bibliográficas,

asuntos de los que se ha ocupado esta sección desde su comienzo,

vale analizar aquí numerosas palabras y expresiones que, general-

mente, se usan mal o con un significado diferente al que tienen en

realidad.
Parto de la lectura, revisión y corrección diarias de trabajos que ge-

nera el Sistema de Tribunales, en los que encuentro usos incorrectos

reiterados que bien pudieran evitarse con solo saber que no es ade-

cuado su empleo. Así, también, Lapsus cálami, desde su propio signi-

ficado («error cometido al escribir»), puede contribuir a mejorar la

calidad de los textos.

JUEZ / JUEZA

Siempre me ha llamado la atención que, aun en este contexto, muchas

veces se le denomine juez a la mujer que desempeña la tarea de ad-

ministrar justicia, cuando ya hace más de 40 años que se aprobó la

palabra jueza con ese significado.

Pudiera entenderse que, en otros medios, se escribiese solo la va-

riante masculina, teniendo en cuenta que antes era lo único aceptado;

pero, en el ambiente jurídico, no tiene razón de ser, máxime en estos

tiempos, cuando en el idioma tanto se batalla a favor del género fe-

menino.
EL MISMO

Nada se opone a que escribamos el mismo, o la variante femenina (la

misma), y los correspondientes plurales (los mismos / las mismas), si

les damos su función adjetiva, para expresar «identidad o paridad»:

Con sus mismas palabras; o idea de «semejante»: En este caso, se

juzga el mismo delito que en aquel. Y otros usos similares. Con tales

sentidos, puede sustantivarse y decirse, por ejemplo: Sus ideas solo

cambian de posición, pero son las mismas.
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A partir de esta última posibilidad, se ha generalizado un desacer-tado empleo de el mismo y sus formas femenina y de plural, comomero elemento anafórico, vacío de sentido, cuya única misión seríarecuperar un elemento ya mencionado en el discurso, función absolu-tamente ajena a las mencionadas palabras. Para esos casos, elidioma posee otros recursos, como pronombres demostrativos,  po-sesivos, variantes pronominales de los personales o su simple elimi-nación.
Veamos algunos ejemplos:
 ♦  Los hechos que se declaran probados constituyen dos  deli-tos de homicidio, puesto que, conforme aparece de los  mismos,el acusado...  Aquí, con los mismos, pretende retomarse los hechos,lo cual es inadecuado en español. En su lugar,  mejor sería escribiraquellos.

 ♦  Al término de la sesión, criticó las irregularidades que se  ha-bían producido durante el desarrollo de la misma. Debió  escribir-se: durante el desarrollo de esta o durante su desarrollo. ♦  Serían citados a la unidad a los efectos de ampliar las decla-raciones o ratificar las mismas. Simplemente, pudo decirse: o ratifi-carlas.
 ♦  El que su acción fuera efímera, no resta a la misma su signi-ficado. Además de la posibilidad con el demostrativo femenino esta,pudo escribirse no le resta su significado.♦  Del total de personas que causaron baja de los registros decontrol, el 86% de las mismas lo hizo por haber extinguido su san-ción. Aquí, sencillamente, bastaba decir: el 86% lo hizo...En fin, para todos los casos en que queramos escribir el mismo, lamisma, los mismos, las mismas, sugiero un recurso (no una regla): pro-curemos que aparezca(n) junto a un sustantivo, o sustitúya(n)se poruna de las variantes propuestas aquí.
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ASÍ COMO

Esta estructura adverbial equivale a «de igual manera». Jamás tiene el

significado que comúnmente se le da, como conjunción copulativa,

en sustitución de y.

La confusión pudiera partir, quizás, de que, cuando hacemos una

enumeración de elementos (afines, al menos en el sentido en que se

usan), cada uno cabe en ella, «de igual manera que los demás», aun-

que no sea este precisamente el último.

Pero, siguiendo esa valoración, de todas formas, habría que  emplear

la conjunción que trata de evitarse, para decir: y, de igual manera,...

lo que también resultaría innecesario  y, en esencia, no resolvería la

situación.
Un ejemplo válido de esta estructura sería: Así como fuiste capaz de

delinquir, asume ahora las consecuencias. Pretender usarla con un

significado diferente a este es incorrecto, y lo más recomendable para el

caso es evitarla.

RECURSO INNECESARIO

El lenguaje de los informes ha aportado una «muletilla» que pudiera

ser útil en ese contexto; pero que, ni en él, es imprescindible. En la

mayoría de los casos, si se elimina, gana el texto, la idea se dice de

manera más directa y se evita, por lo menos, un que (según la com-

plejidad de la frase, puede exigir otros).

Se trata de una estructura que presenta formas diversas, y que

pudiera representarse así: verbo + adjetivo (+ verbo...) + que. Indico

un elemento entre paréntesis porque, a veces, se presenta

sin él, en una variante simplificada que, en esencia, es lo mismo.

He aquí un ejemplo didáctico, en el que incluyo las palabras con

que más comúnmente se encuentra: Es (resulta) importante (ne-

cesario, prudente, oportuno, imprescindible, atinado, bueno) acla-

rar (advertir, reconocer, informar, decir, tener en cuenta) que...
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En general, no aporta nada; solo sirve para sumar un elemento
casi siempre conocido. Mayormente, suele aparecer en presente,
pero puede encontrársele en otros tiempos. En todos los casos, lo
único que sugiero es eliminarla y nada se habrá perdido. Ejemplo:
(Es necesario advertir que) no siempre que se presente una viola-
ción de los reglamentos, existe una imprudencia. ¡Sin comen-
tarios!

Y no más por hoy. En el «tintero», me quedan muchas otras pala-
bras y expresiones que también merecen ser tratadas aquí. Poco a
poco, se sumarán otras, incluidas las que me sugieran los lec-
tores.
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